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En Paraná, a 13 de diciembre de 2018, 

se reúnen los señores Senadores.

1

APERTURA E IZAMIENTO DE BANDERAS

-Siendo las 11 y 20, dice el:

Sr. Presidente (Bahl): Por Secretaría se tomará asistencia.

-Así se hace.

Sr. Presidente (Bahl): Con la presencia de diecisiete señores Senadores, queda abierta la decimoséptima Sesión Ordinaria del 139º Período Legislativo.


Invito al señor Senador por el Departamento Tala a izar la Bandera Nacional y al señor Senador por el Departamento Uruguay a izar la Bandera de Entre Ríos.

-Así lo hacen los señores Senadores Blanco y Bonato. (Aplausos)

2

ACTA

Sr. Presidente (Bahl): Por Secretaría se dará lectura al acta de la sesión anterior pendiente de aprobación.


Tiene la palabra el Senador por el Departamento Concordia.

Sr. Senador (Giano): Señor Presidente, es para solicitar que se omita la lectura del acta de la sesión anterior y se la tenga por aprobada.

Sr. Presidente (Bahl): Si hay asentimiento, así se hará.

-Asentimiento.

Sr. Presidente (Bahl): Queda aprobada el acta de la sesión anterior.

3

ASUNTOS ENTRADOS

Sr. Presidente (Bahl): Por Secretaría se dará lectura de los asuntos entrados.

-Se lee:

3.1 – Comunicaciones Oficiales.

-El Subsecretario de Derechos Humanos de la Provincia D. Matías Germano, mediante nota recibida el 16 de noviembre de 2018, se dirige al Sr. Presidente a fin de solicitar tenga a bien disponer los medios necesarios para la conformación de la Comisión Bicameral de Derechos Humanos creada en virtud de la Ley Nº 8352, modificada por Ley Nº 10.497.

Sr. Presidente (Bahl): Tiene la palabra el Senador por el Departamento Concordia.

Sr. Senador (Giano): Señor Presidente, respecto a la integración de la Comisión Bicameral de Derechos Humanos, por nuestro bloque estará compuesta por los Senadores Larrarte, Espinoza y quien habla.

Sr. Presidente (Bahl): Tiene la palabra el Senador por el Departamento Gualeguay.

Sr. Senador (Morchio): Señor Presidente, la Comisión Bicameral de Derechos Humanos estará integrada, en el ámbito del bloque de Cambiemos, por los Senadores Schild y Ferrari.

-La Subsecretaria de Administración del Ministerio de Planeamiento, Infraestructura y Servicios Cra. Juliana García Maciel, mediante nota de fecha 29 de noviembre de 2018, se dirige al Sr. Presidente a fin de remitir copia de los siguientes decretos:

-Nº 4005/18: modifica el Presupuesto General de la Administración Provincial ejercicio 2018, mediante una ampliación de créditos por la suma de pesos un millón ($ 1.000.000), encuadrándose en las disposiciones del artículo 15º de la Ley Nº 10.531.

-Nº 4006/18: modifica el Presupuesto General de la Administración Provincial ejercicio 2018, mediante una ampliación de créditos por la suma de pesos un millón trescientos sesenta y cuatro mil ciento diecinueve ($ 1.364.119), encuadrándose en las disposiciones del artículo 15º de la Ley Nº 10.531.

-A la Comisión de Presupuesto y Hacienda.
-La Directora de Despacho del Ministerio de Gobierno y Justicia Dra. Adriana Pérez, remite para conocimiento copia autenticada de la Ley Nº 10.638 – Ley de Soberanía Energética.

-En conocimiento de los señores Senadores, gírese al Archivo.
-El Ministro de Economía, Hacienda y Finanzas Cr. Hugo Ballay, mediante nota recibida el 30 de noviembre de 2018, se dirige al Sr. Presidente a fin de remitir para conocimiento el presupuesto plurianual de la administración provincial para el período 2019-2021.

-A la Comisión de Presupuesto y Hacienda.
-El Sr. Gobernador de la Provincia Cr. Gustavo Eduardo Bordet remite para conocimiento, Mensaje y Proyecto de Ley por el que se autoriza al Superior Gobierno de la Provincia a aceptar el ofrecimiento de donación formulado por el Concejo Deliberante de la ciudad de Gobernador Maciá, de una fracción de terreno donde se encuentra ubicada la Escuela de Educación Agrotécnica Nº 51 “Gobernador Maciá”.

-En Secretaría, a disposición de los señores Senadores.
-El Sr. Gobernador de la Provincia Cr. Gustavo Eduardo Bordet remite para conocimiento, Mensaje y Proyecto de Ley por el que se autoriza al Instituto Autárquico de Planeamiento y Vivienda a donar a la Municipalidad de Paraná, tres inmuebles de su propiedad, con destino a planta de líquidos cloacales, espacio verde y calles y ochavas del grupo habitacional “Paraná 101 Viviendas Vicoer”.

-En Secretaría, a disposición de los señores Senadores.
-El Sr. Gobernador de la Provincia Cr. Gustavo Eduardo Bordet remite para conocimiento, Mensaje y Proyecto de Ley por el que se autoriza al Instituto Autárquico de Planeamiento y Vivienda a donar a la Municipalidad de Gualeguaychú tres inmuebles de su propiedad, destinados a espacio verde y calle pública del grupo habitacional “Gualeguaychú 100 Viviendas Techo Digno”.

-En Secretaría, a disposición de los señores Senadores.
-La Directora de Despacho del Ministerio de Gobierno y Justicia Dra. Adriana Pérez, remite para conocimiento copia autenticada de las siguientes leyes:

-Nº 10.639: de adhesión a lo dispuesto por el artículo 21º de la Ley Nacional Nº 27.349, de apoyo al capital emprendedor.

-Nº 10.640: autoriza al Superior Gobierno de la Provincia a transferir y escriturar a título de donación, a favor de “Viale Foot Ball Club” un inmueble con el cargo de ser destinado a sede social.

-En conocimiento de los señores Senadores, gírese al Archivo.
-El Sr. Gobernador de la Provincia Cr. Gustavo Eduardo Bordet remite para conocimiento, Mensaje y Proyecto de Ley por el que se aprueba la demarcación del radio y censo correspondiente al futuro Municipio de el Pingo, Departamento Paraná.

-En Secretaría, a disposición de los señores Senadores.
-El Sr. Gobernador de la Provincia Cr. Gustavo Eduardo Bordet remite para conocimiento, Mensaje y Proyecto de Ley por el que se aprueba la demarcación del radio y censo correspondiente al futuro Municipio de Pueblo Liebig, Departamento Colón.

-En Secretaría, a disposición de los señores Senadores.
-El Sr. Gobernador de la Provincia Cr. Gustavo Eduardo Bordet remite para conocimiento, Mensaje y Proyecto de Ley por el que se aprueba la demarcación del radio y censo correspondiente al futuro Municipio de Aldea María Luisa, Departamento Paraná.

-En Secretaría, a disposición de los señores Senadores.
-El Sr. Gobernador de la Provincia Cr. Gustavo Eduardo Bordet remite para conocimiento, Mensaje y Proyecto de Ley por el que se aprueba la demarcación del radio y censo correspondiente al futuro Municipio de Aldea Brasilera, Departamento Diamante.

-En Secretaría, a disposición de los señores Senadores.
-El Sr. Gobernador de la Provincia Cr. Gustavo Eduardo Bordet remite para conocimiento, Mensaje y Proyecto de Ley por el que se aprueba la demarcación del radio y censo correspondiente al futuro Municipio de Pueblo Brugo, Departamento Paraná.

-En Secretaría, a disposición de los señores Senadores.
-La Directora de Despacho del Ministerio de Economía, Hacienda y Finanzas Da. Adriana Altamirano, remite para conocimiento y efectos que correspondan, copia autenticada de los siguientes decretos:

-Nº 4215/18: modifica el Presupuesto General de la Administración Provincial ejercicio 2018, mediante ampliación de créditos por la suma de pesos cinco millones quinientos mil ($ 5.500.000), encuadrándose en los términos del artículo 15º de la Ley Nº 10.531.

-Nº 4216/18: modifica el Presupuesto General de la Administración Provincial ejercicio 2018, mediante ampliación de créditos por la suma de pesos un millón quinientos mil ($ 1.500.000), encuadrándose en los términos del artículo 15º de la Ley Nº 10.531.

-A la Comisión de Presupuesto y Hacienda.
-El Secretario de la H. Cámara de Diputados Lic. Nicolás Pierini, mediante notas de fecha 4 de diciembre de 2018, comunica que en sesión del día de la fecha se sancionaron en definitiva los siguientes proyectos de ley:

-Se modifica el artículo 11º de la Ley Nº 9890, incorporando la Educación Vial como contenido transversal al Sistema Educativo Provincial.

-Se modifica la Ley Nº 8318 (Fondo de conservación y manejo de suelos).

-Se ratifica la vigencia de la declaración de utilidad pública y sujeción a expropiación dispuesta por Ley Nº 10.437.

-Se declara de utilidad pública y sujeto a expropiación inmuebles de propiedad privada ubicados en el Municipio de Villa Paranacito, individualizados por Ordenanza Nº 19/2018.

-En conocimiento de los señores Senadores, gírese al Archivo.
-El Sr. Gobernador de la Provincia Cr. Gustavo Eduardo Bordet remite para conocimiento, Mensaje y Proyecto de Ley por el que se modifica el artículo 40º del Decreto Ley Nº 6902/82 – Integración del Superior Tribunal de Justicia.

-En Secretaría, a disposición de los señores Senadores.
-El Secretario de la H. Cámara de Diputados Lic. Nicolás Pierini, mediante notas de fecha 4 de diciembre de 2018, comunica que en Sesión del día de la fecha se sancionaron en definitiva los siguientes proyectos de ley:

-Se autoriza al Poder Ejecutivo a aceptar la donación de la empresa Marportres S.A. a favor del Superior Gobierno de la Provincia de un inmueble para ser afectado a la obra “Electrificación Rural en áreas Arroceras – El Redomón – Paso Miraflores.

-Se ratifica la vigencia de la declaración de utilidad pública y sujeción a expropiación dispuesta por Ley Nº 10.081 prorrogada por Leyes 10.283 y 10.413.

-Se ratifica la vigencia de la declaración de utilidad pública y sujeción a expropiación dispuesta por Ley 10.315 ratificada por Ley 10.470.

-Se declaran de utilidad pública y sujetos a expropiación inmuebles afectados por la obra “Ruta Provincial Nº 23 -tramo Caseros – Villa Elisa”.

-En conocimiento de los señores Senadores, gírese al Archivo.
-El Director de Despacho de la Gobernación D. Mauro Gómez, mediante cédula nº 512 recibida el 5 de diciembre de 2018, notifica el dictado del Decreto Nº 4.224/18, en el que por el artículo 3º del mismo invitan a la comisión bicameral constituida por Ley 10.492 (comisión bicameral para el seguimiento y fiscalización de la asignación de los recursos obtenidos mediante las operaciones de crédito para financiar los proyectos de obras públicas contratadas por el Estado Provincial con China State Construction Engineering Corporation LTD. autorizados por las Leyes Nº 10.352, Nº 10.408, la presente ley y las que en lo sucesivo las modifiquen, hasta la total culminación de las obras proyectadas) a intervenir a título consultivo en el procedimiento licitatorio en la fase de estudios de las propuestas.

-En consideración de los señores Senadores.
-En respuesta al pedido de informes de los Senadores Beltrán Lora, Raymundo Kisser y Rogelio Schild aprobado en sesión del 14 de noviembre de 2018, en el que solicitan al Poder Ejecutivo informe sobre obras adjudicadas vinculadas a la causa conocida como “los cuadernos de las coimas”, el Ministro de Planeamiento, Infraestructura y Servicios Ing. Luis Benedetto, eleva informe.

-En conocimiento de los señores Senadores, gírese al Archivo, para ser agregado a sus antecedentes, expediente 12.968, con copia a sus autores.
-En respuesta al Pedido de Informes de los Senadores Francisco Morchio, Nicolás Mattiauda y Raymundo Kisser, aprobado en sesión del 19 de septiembre de 2018, en el que solicitan al Poder Ejecutivo informe sobre la actuación del Ministerio de Salud en la ciudad de Gualeguay, con respecto a una posible contaminación de agua potable en un barrio de esa ciudad, la Ministra de Salud Lic. Sonia Velázquez, eleva informe.

-En conocimiento de los señores Senadores, gírese al Archivo, para ser agregado a sus antecedentes, expediente 12.870, con copia a sus autores.
-La Directora de Despacho del Ministerio de Gobierno y Justicia Dra. Adriana Pérez, remite para conocimiento copia autenticada de la Ley 10.641, que declara de utilidad pública y sujetos a expropiación inmuebles de propiedad privada ubicados en el Municipio de Villa Paranacito, individualizados en la Ordenanza 19/2018.

-En conocimiento de los señores Senadores, gírese al Archivo.
-El Presidente de Enersa Ing. Jorge O. González, mediante nota recibida el 10 de diciembre de 2018, se dirige al Sr. Presidente en referencia a la licitación pública internacional nº 1/18; decreto nº 2916/18 y nº 4224/18 (construcción, provisión y montaje de la obra denominada cierre arco norte), informando que ha fijado para el 19 de diciembre del corriente, a las 11:00, en la sala de presidencia de Enersa, la apertura del sobre b “propuesta económica”; como así también, atento a lo ordenado por el decreto nº 4224/18, artículo 3º, requiere que en caso de que sea intención de la Comisión Bicameral creada por Ley 10.492 intervenir en el procedimiento licitatorio ,tenga a bien designar y comunicar a esa distribuidora quienes actuarán en representación de la misma.

Sr. Presidente (Bahl): Tiene la palabra el Senador por el Departamento Concordia.

Sr. Senador (Giano): Señor Presidente, respecto a la Comunicación oficial Nº 22 por la Comisión Bicameral creada por la Ley Nº 10.492, por nuestro bloque proponemos a la Senadora Espinoza.

Sr. Presidente (Bahl): Tiene la palabra el Senador por el Departamento Gualeguay.

Sr. Senador (Morchio): Señor Presidente, es para nominar a los señores Senadores Kisser y Piana para que integren dicha comisión.

Sr. Presidente (Bahl): Se toma conocimiento, señor Senador.

-El Presidente de Enersa Ing. Jorge O. González, mediante nota recibida el 10 de diciembre de 2018, se dirige al Sr. Presidente en referencia a la licitación pública internacional nº 2/18; decreto nº 2916/18 y nº 4224/18 (construcción, provisión y montaje de la obra denominada gasoducto productivo III del Noreste entrerriano), informando que se ha fijado la fecha 19 de diciembre del corriente, a las 11:30, en la sala de presidencia de Enersa, para la apertura del sobre b “propuesta económica”; como así también, atento a lo ordenado por el decreto nº 4224/18, artículo 3º, requiere que en caso de que sea intención de la Comisión Bicameral creada por Ley 10.492 intervenir en el procedimiento licitatorio tenga a bien designar y comunicar a esa distribuidora quienes actuarán en representación de la misma.

-Enterados los señores Senadores, queda en consideración lo solicitado.
-La Directora de Despacho del Ministerio de Economía, Hacienda y Finanzas Da. Adriana Altamirano, remite para conocimiento y efectos que correspondan, copia autenticada del Decreto Nº 4229/18, que modifica el Presupuesto General de la Administración Provincial ejercicio 2018, mediante ampliación de créditos por la suma total de pesos cuarenta y seis millones ochocientos cincuenta mil ($ 46.850.000), encuadrándose en las disposiciones del artículo 16º de la Ley 10.531.

-A la Comisión de Presupuesto y Hacienda.
-La Directora de Despacho del Ministerio de Gobierno y Justicia Dra. Adriana Pérez, remite para conocimiento copia autenticada de los siguientes decretos:

-Nº 4312/18: se dispone la convocatoria al electorado de la provincia para el día 9 de junio de 2019 para la elección de la fórmula de gobernador y vicegobernador, senadores titulares y suplentes, diputados titulares y suplentes, vocales titulares y suplentes de juntas de gobierno y comunas; determina que la convocatoria para las elecciones de autoridades municipales se realizará en la misma fecha. 

-Nº 4313/18: fija el 14 de abril de 2019 para la realización de las elecciones primarias abiertas, simultáneas y obligatorias de los partidos políticos, confederaciones o fusiones de partidos y alianzas transitorias que intervengan en la elección general de cargos públicos electivos provinciales, municipales, comunales y de centros rurales de población del 9-6-19.

-En conocimiento de los señores Senadores, gírese al Archivo.
-La Presidenta de la Comisión de Salud Pública, Medio Ambiente Humano y Drogadicción Nancy Miranda, mediante nota de fecha 4 de diciembre de 2018, se dirige al Sr. Presidente, a fin de informar que esa comisión ha resuelto remitir a Archivo el expediente 11.685.

-En conocimiento de los señores Senadores, gírese al Archivo.
3.2 – Dictámenes de Comisión.

-Despacho de las Comisiones de Legislación General y de Salud Pública, Medio Ambiente Humano y Drogadicción, Proyecto de Ley del Senador Giano y de la Senadora Miranda, por el que se crea el régimen de “Licencia por Donación de Órganos, Tejidos y/o Células” para el personal de la Administración Pública Provincial, organismos centralizados, descentralizados y autárquicos, empresas del estado y municipios que adhieran a la presente ley. (Expte. 12.790)

-A la Comisión de Labor Parlamentaria, para su oportuna inclusión en el Orden del Día.
-Despacho de la Comisión de Salud Pública, Medio Ambiente Humano y Drogadicción, Proyecto de Ley de los Senadores Larrarte y Olano y de la Senadora Miranda, por el que la provincia adhiere a la Ley Nacional Nº 26.529 “Derechos del Paciente en su relación con los profesionales e instituciones de la salud”. (Expte. 12.433)

-A la Comisión de Labor Parlamentaria, para su oportuna inclusión en el Orden del Día.
-Despacho de la Comisión de Salud Pública, Medio Ambiente Humano y Drogadicción, Proyecto de Ley de los Senadores Larrarte, por el que se crea el “programa de traslado y estadía de pacientes y acompañantes”. (Expte. 11.601)

-A la Comisión de Labor Parlamentaria, para su oportuna inclusión en el Orden del Día.
-Despacho de la Comisión de Legislación General, Proyecto de Ley del Poder Ejecutivo en revisión, de ejecución de penas y medidas de seguridad de la Provincia de Entre Ríos. (Expte. 22.408)

-A la Comisión de Labor Parlamentaria, para su oportuna inclusión en el Orden del Día.
-Despacho de la Comisión de Legislación General, Proyecto de Ley del Diputado Zavallo en revisión, por el que la provincia adhiere a la Ley Nacional Nº 26.852 que instituye al 8 de noviembre de cada año como “día nacional de los/as afroargentinos/as y de la cultura afro”. (Expte. 23.202)

-A solicitud del señor Senador Giano, se reserva en Secretaría.

-Despacho de la Comisión de Salud Pública, Medio Ambiente Humano y Drogadicción, Proyecto de Ley de la Diputada Tassistro y del Diputado Bahler en revisión, por el que se establece que todos los organismos dependientes del estado provincial centralizados, descentralizados o empresas con participación del Estado Provincial deberán evitar el uso de postes de madera provenientes de bosques nativos en la construcción de alambrados y/o cercados. (Expte. 21.532)

-A la Comisión de Labor Parlamentaria, para su oportuna inclusión en el Orden del Día.
-Despacho de la Comisión de Salud Pública, Medio Ambiente Humano y Drogadicción, Proyecto de Ley de la Diputada Stratta (m.c.) en revisión, por el que se declara área natural protegida a la zona de humedales e islas ubicados dentro del ejido urbano de la ciudad de Victoria. (Expte. 21.006)

-A la Comisión de Labor Parlamentaria, para su oportuna inclusión en el Orden del Día.
-Despacho de la Comisión de Salud Pública, Medio Ambiente Humano y Drogadicción, Proyecto de Ley de las Diputadas Viola, Lena y Acosta y de los Diputados Sosa, La Madrid, Rotman, Vitor, y Anguiano en revisión, por el que se establece la obligatoriedad de exhibir en un lugar del establecimiento o consultorio médico un texto que informe que la historia clínica es propiedad del paciente. (Expte. 21.541)

-A la Comisión de Labor Parlamentaria, para su oportuna inclusión en el Orden del Día.
-Despacho de la Comisión de Asuntos Constitucionales y Acuerdos, Proyecto de Resolución de la H. Cámara de Senadores, por el que se presta el acuerdo constitucional solicitado por el Poder Ejecutivo para nombrar Defensor de Casación de la ciudad de Paraná, al Dr. Luis Francisco Pedemonte. (Expte. 12.811)

-A solicitud del señor Senador Giano, se reserva en Secretaría.

-Despacho de la Comisión de Asuntos Constitucionales y Acuerdos, Proyecto de Resolución de la H. Cámara de Senadores, por el que se presta el acuerdo constitucional solicitado por el Poder Ejecutivo para nombrar Juez Vocal de la Sala Nº II en lo Civil y Comercial del Superior Tribunal de Justicia de la Provincia al Dr. Martín Francisco Carbonell. (Expte. 12.884)

-A solicitud del señor Senador Giano, se reserva en Secretaría.

-Despacho de la Comisión de Salud Pública, Medio Ambiente Humano y Drogadicción, Proyecto de Comunicación de los Senadores Mattiauda, Canali y Piana, por el que se solicita al Poder Ejecutivo que efectúe las gestiones necesarias para que se designe a un entrerriano de la Costa del Uruguay en el laboratorio binacional de control ambiental al río Uruguay. (Expte. 11.883)

-A solicitud del señor Senador Giano, se reserva en Secretaría.

-Despacho de la Comisión de Salud Pública, Medio Ambiente Humano y Drogadicción, Proyecto de Comunicación del Senador Giano, por el que se solicita al Poder Ejecutivo Nacional, que a través de Cancillería y de la Comisión Administradora del Río Uruguay, provea de copias de todas las actas relacionadas con el monitoreo del río Uruguay. (Expte. 11.915)

-A solicitud del señor Senador Giano, se reserva en Secretaría.

-Despacho de la Comisión de Salud Pública, Medio Ambiente Humano y Drogadicción, Proyecto de Comunicación del Senador Torres, por el que se solicita al Poder Ejecutivo tenga a bien avaluar la factibilidad de diseñar y ejecutar, un programa de control de consumo de sustancias psicoactivas en conductores de vehículos de transporte terrestre. (Expte. 11.619)

-A solicitud del señor Senador Giano, se reserva en Secretaría.

3.3 – Comunicaciones Particulares.

-Miembros de la Red de Organismos de Derechos Humanos de Entre Ríos (RODHER) y de la Multisectorial de Derechos Humanos, mediante nota recibida el 28 de noviembre de 2018, se dirigen al Sr. Presidente a fin de solicitar la puesta en marcha de la Comisión Bicameral de Derechos Humanos, como así también expresan su preocupación por la no conformación del Comité Provincial de Prevención de la Tortura y otros tratos o Penas Crueles, Inhumanos o Degradantes.

-En conocimiento de los señores Senadores, gírese al Archivo.
3.4 – Proyectos del Poder Ejecutivo.

3.4.1 - Autorización al Superior Gobierno de la Provincia a aceptar la donación formulada por la Municipalidad de Aranguren.

La H. Legislatura de la Provincia de Entre Ríos, sanciona con fuerza de

L E Y

Artículo 1°: Autorícese al Superior Gobierno de la Provincia a aceptar la donación formulada por la Municipalidad de Aranguren, de un inmueble de su propiedad, ubicado en la Provincia de Entre Ríos, Departamento Nogoyá, Distrito Algarrobitos, Municipio de Aranguren, Planta Urbana, Manzana N° 25, Plano de Mensura N° 37.586, Partida Provincial N° 112.205, Domicilio Parcelario: Avda. 22 de Julio S/N°, que consta de una superficie de doscientos ochenta y ocho metros cuadrados con sesenta y siete decímetros cuadrados (288,67m2); cuyos límites y linderos son: Noreste: Recta (1-2) al rumbo S 33° 36´ E de 27,98 m; lindando con Av. 22 de Julio; Sureste: Recta (2-3) al rumbo S 38° 52´ O de 7,85m; lindando con calle E. Laurencena; Suroeste: Tres rectas a los rumbos: (3-4) N 47° 47´ O de 19,76m, (4-5) N 39° 03´ E de 2,00m y (5-6) N 50° 57´ O de 7,00m, lindando con Municipalidad de Aranguren; Noroeste: Recta (6-1) al rumbo N 39° 03´ E de 13,10m, lindando con Centro de Jubilados y Pensionados de Aranguren.

Artículo 2°: Establécese que la donación efectuada en el artículo 1°, sea con cargo de ser afectado el inmueble exclusivamente al Poder Judicial de la Provincia, con destino a la construcción de un edificio para el funcionamiento del Juzgado de Paz de Aranguren y cualquier otra Dependencia Judicial.

Artículo 3°: Facúltase a la Escribanía Mayor de Gobierno a realizar los trámites conducentes a la efectiva transferencia del dominio del inmueble individualizado en el Artículo 1°, a favor del Superior Gobierno de la Provincia de Entre Ríos.

Artículo 4°: Comuníquese, etc.

-A solicitud del señor Senador Giano, se reserva en Secretaría.

3.4.2 – Modificación de la Ley 8369 de procedimientos constitucionales.

A la Honorable Legislatura

S/D


Tengo el agrado de dirigirme a esta Legislatura, a fin de remitir para su tratamiento el Proyecto de Ley adjunto, mediante el cual se pretende modificar y promover la mejora de la Ley de Procedimientos Constitucionales de la Provincia de Entre Ríos N° 8369, la cual rige la materia de la protección de los derechos fundamentales, desde su publicación en el Boletín Oficial, en fecha 4 de octubre de 1990.


Desde aquella fecha hasta el presente, han transcurrido (veintiocho) 28 años, en los cuales han sucedido acontecimientos de gran relevancia, que marcan la necesidad de producir la reforma que propiciamos.


Uno de ellos, ha sido la reforma de la Constitución Nacional de 1994, la cual ha contribuido al desarrollo normativo en toda la Nación, habiéndose avanzado notablemente en el logro de mejores derechos y formas para hacerlos efectivos.


Asimismo, hace ya diez años, fue reformada la Constitución de la Provincia de Entre Ríos, incorporándose nuevos derechos y garantías, existiendo al presente un reclamo incesante de adecuamiento de nuestra ley fundamental a aquellas disposiciones constitucionales, en el sentido de producir la reglamentación de sus institutos.


Por citar solo un ejemplo, se incorporó la acción de Amparo por Mora (Art. 57º), la derogación de la norma jurídica declarada inconstitucional por sentencia judicial en tres oportunidades (Art. 60º), y la acción directa de inconstitucionalidad ante el Superior Tribunal de Justicia (Art. 61º).


Además, la Constitución Provincial de 2008, produjo reformas en el diseño del Poder Judicial de gran relevancia, como haber dejado sin efecto la competencia originaria del Superior Tribunal de Justicia en materia contencioso - administrativa, lo que posibilitó que fueran creadas las Cámaras en lo Contencioso Administrativo con sede en Paraná y Concepción del Uruguay. Esta decisión del convencional constituyente, luego de la creación de las referidas Cámaras, produjo una sensible merma del volumen de trámites vinculados a esa materia.


Sin embargo, en materia de las acciones de Amparo y Habeas Corpus, como asimismo de las Acciones de Inconstitucionalidad, sigue siendo la Sala Penal la que concentra esa importantísima competencia por materia, resultando necesario hoy adecuar más equitativamente el peso de las cuestiones constitucionales ventiladas en esos procedimientos, más los que se agregan en la presente, al pleno del máximo órgano judicial. Abona lo sostenido, la realidad de que las Cortes y Superiores Tribunales del país son los intérpretes y custodios de la materia constitucional, como una de sus funciones sustanciales.


Adviértase, en tal sentido, que la Ley N° 8065 por la cual se amplió el número de miembros del Superior Tribunal, establecía la competencia para entender en la apelación de la acción de amparo (al modificar el Art. 42º del Decreto Ley 6902/82).


Es que, partiendo de la base de concebir al Superior Tribunal de Justicia, esencialmente, como órgano de gobierno del Poder Judicial, se debe inferir, consecuentemente, el razonamiento de que una de las cuestiones fundamentales que debemos confiar a la totalidad del órgano judicial, es precisamente es la facultad de dictar sentencias o fallos en las cuestiones atinentes a la interpretación constitucional y a la defensa de derechos y garantías asegurados constitucionalmente.


Pretendemos en el presente proyecto de ley, interpretar la época a la luz del equilibrio de jurisprudencia sobre los máximos derechos y garantías asegurados por la constitución y los pactos de derechos humanos a ella incorporados, y confiarle el dictado de esos criterios al Superior Tribunal en pleno, a efectos de ir unificando criterios rectores, con el equilibrio y la seguridad jurídica que los entrerrianos y quienes habiten nuestro suelo se merecen.


De igual modo, se propicia proceder respecto de la competencia para resolver la apelación en la acción de inconstitucionalidad prevista en el Art. 51º B) de la Ley N° 8369, y así establecer que en todas las acciones de inconstitucionalidad, ya sea directa o por apelación, sea el pleno del máximo órgano judicial de la Provincia el que emita sentencia.


La urgencia en la respuesta, que es la característica fundamental del Amparo en cualquiera de sus formas -genérico o especial- está cubierta suficientemente a través de la modificación del artículo 33º de la ley orgánica de tribunales que se propone, toda vez que se establece un tribunal para cada causa de cinco (5) miembros, que se sorteara por secretaría entre los nueve integrantes alto cuerpo y que decidirá por mayoría absoluta, sin ser obligatoria la presencia de los restantes miembros para dictar decisión, sino sólo de los vocales suficientes para el dictado de sentencia, respetando el orden de votación, pudiendo el resto de los miembros abstenerse, sin ser necesario suscribir el fallo para evitar cualquier demora por licencia o ausencia temporal.


Para evitar sentencias contradictorias o criterios dispares en tan alta y significativa materia, se prevé la aplicación de un sistema de acuerdo en plenario del Superior Tribunal, que fije doctrina legal, que pueda ser dictado a pedido de parte o de oficio.


La necesaria adecuación a la reforma constitucional de 2008, está dada por las razones expresadas, pero hay otra fundamental: la incorporación a la Ley de Procedimientos Constitucionales del Amparo por Mora, defensa de intereses y derechos de incidencia colectiva y Habeas Data, bajo el capítulo de Amparos especiales.


Se proyectan también modificaciones al trámite de amparo, incorporando las instancias no adversariales de resolución de conflictos previstas en el Art. 65º de la Constitución Provincial, y reducir el plazo para que conteste la vista la Procuración General en la instancia apelatoria, de cinco a tres días, aunándolo con el que cuenta el Ministerio Pupilar, y establecer que en lo compatible, el régimen supletorio es el previsto en el Código Procesal Civil y Comercial, que es el que se utiliza.


Por ello es que, tal como oportunamente fuera anunciado desde este Poder Ejecutivo, e interpretando la necesidad social de producir reformas en el sistema de administración de justicia y de los procedimientos, ha sido trabajada esta iniciativa, que se pone en consideración de la Legislatura, en el más claro convencimiento de estar contribuyendo, por un lado, a reglamentar institutos de la Constitución de 2008 y por el otro, estableciendo responsabilidades del pleno del Superior Tribunal en materia de amparo y otros procedimientos constitucionales, realizando por otra parte, un esfuerzo de diseño de las reformas, que tiende a no alongar en modo alguno los tiempos – que deben ser breves- de los procedimientos constitucionales, para lo cual se han tomado las debidas precauciones en lo referido a los plazos.


Por lo expuesto, es que solicito a esa Honorable Legislatura dé tratamiento y sanción al proyecto adjunto.

La H. Legislatura de la Provincia de Entre Ríos, sanciona con fuerza de

L E Y

Modifica Ley de Procedimientos Constitucionales.

Artículo 1°: Modifícase el artículo 1° de la Ley N° 8369, el que quedará redactado de la siguiente forma: 

“Artículo 1°: Las personas humanas o jurídicas tendrán acción de amparo contra toda decisión, acto, hecho u omisión de autoridad administrativa, judicial o legislativa en ejercicio de funciones administrativas, funcionario, corporación o empleado público provincial, municipal o comunal, o de un particular, que en forma actual o inminente, amenace, restrinja, altere, impida o lesione de manera manifiestamente ilegítima el ejercicio de un derecho o garantía implícito o explícito reconocido por la Constitución Nacional o Provincial, con excepción de la libertad individual tutelada por el Habeas Corpus.


Si el titular del derecho lesionado estuviere imposibilitado de ejercer la acción, podrá deducirla en su nombre un tercero”.

Artículo 2°: Modificase el artículo 33º de la Ley N° 6902, ratificada por Ley N° 7504, el que quedará redactado de la siguiente manera:

“Artículo 33°: Integración: a.- En los casos previstos en los artículos 61º y 205º de la Constitución Provincial, sin perjuicio de lo dispuesto en los artículos 37º y 38º de la presente, decidirá el Superior Tribunal en pleno, que se integrará con la cantidad de miembros necesarios para obtener la mayoría absoluta, siguiendo el orden en que hubieran sido sorteados para resolver cada causa.

Siempre que exista la misma, cuando hubiera vocales en uso de licencia o ausentes en comisión de servicio, no será necesaria la integración del cuerpo con los subrogantes legales, bastando que dicha circunstancia surja de las constancias del expediente, con lo que se modificará automáticamente, siguiendo el orden del sorteo.

Quien ejerza la Presidencia del Superior Tribunal de Justicia -aun en períodos de ferias judiciales- votará siempre en último término, pudiendo abstenerse de votar y firmar cuando existan votos previos coincidentes que alcancen la mayoría absoluta que se requiere para las sentencias válidas.

b.- Cuando actúe como Tribunal de Alzada en las acciones previstas en los artículos 55º, 56º, 57º, 58º, 59º y 63º de la Constitución Provincial decidirá un tribunal de cinco miembros. Se sorteará por Secretaría el orden en que intervendrán los ocho Vocales del Superior Tribunal de Justicia, ya que su Presidente actuará siempre en último término; los cinco primeros serán quienes conocerán en la causa y los cuatro restantes los subrogantes en caso de ausencia o licencia de los primeros, respetándose el orden del sorteo. Se decidirá por mayoría absoluta; una vez alcanzada la misma no será necesario que el resto de los vocales que integren el tribunal designado se expidan ni firmen.”

El sorteo previsto en los puntos a.- y b.- se realizará mediante el sistema informático desarrollado al efecto, el que deberá ser público y controlado mediante intervención actuarial.”

Artículo 3°: Modifíquese el artículo 35º de la Ley N° 6902, el que quedará redactado de la siguiente manera:

“Tribunal Plenario: Cuando se advierta, de oficio o por pedido de parte, que el tribunal designado votó el caso sometido a su consideración en forma divergente a otro fallado con distinta integración, se reunirá el Tribunal en Pleno para decidir la cuestión en el próximo Acuerdo General que se realice.”

Artículo 4°: Modifíquese el artículo 37º de la Ley N° 6902, incorporándose como inc. 33) el siguiente texto:

“Como Tribunal del Alzada en las acciones previstas en los siguientes artículos de la Constitución Provincial: artículo 55º, de Amparo Genérico; artículo 56º, Acción de Amparo en Defensa de Intereses de incidencia colectiva; artículo 57º, Amparo por Mora; artículo 58º, Acción de Ejecución; artículo 59º, Acción de Prohibición y artículo 63º, Habeas Data.”

Artículo 5°: Modifíquese el artículo 39º de la Ley N° 6902, el que quedará redactado de la siguiente manera:

“División en Salas: El Superior Tribunal se dividirá en tres Salas, que se compondrán de tres miembros cada una, a saber: Sala N° 1 en lo Penal, Sala N° 2 en lo Civil y Comercial y Sala N° 3 del Trabajo”.

Artículo 6°: Modifíquese el artículo 42º de la Ley N° 6902, el que quedará redactado de la siguiente manera:

“Competencia de la Sala Penal. Tendrá competencia en toda la Provincia para entender en las siguientes materias:

1.- En la Impugnación Extraordinaria.

2.- En la Queja por denegación de dicho recurso.

3.- En las cuestiones de competencia que se susciten en el fuero penal cuando no exista un superior común que resuelva la contienda.

4.- En las apelaciones de la Acción de Habeas Corpus.

5.- Vigilar el cumplimiento de los fines del proceso penal, debiendo para ello realizar inspecciones de establecimientos penitenciarios, carcelarios y policiales, e informar al Poder Ejecutivo trimestralmente los resultados del ejercicio de la presente potestad. Ella podrá ser delegada en tribunales, fiscales, jueces de garantías y en cualquier otro magistrado o funcionario vinculad o a la competencia penal.”

Artículo 7°: Modifíquese el Apartado B, segundo párrafo del artículo 5º bis de la Ley N° 8369, el que quedará redactado de la siguiente manera:

“El demandado deberá interponerla en su primera presentación, antes o al tiempo de la contestación del mandamiento del artículo 8°, y si la causal fuera sobreviniente, solo podrá hacerla valer dentro de las veinticuatro horas (24) de haber llegado a conocimiento del recusante y antes de quedar el expediente en estado de sentencia. Cuando se trate de recursos, la recusación a los miembros del Superior Tribunal de Justicia se interpondrá dentro de las veinticuatro horas (24) de concedido el recurso o de notificada su denegatoria en el supuesto del artículo 17º. En el escrito correspondiente, se expresarán las causas de la recusación y se propondrá y acompañará, en su caso, toda la prueba de la que el recusante intenta valerse. Si en el escrito recusatorio no se alegase concretamente alguna de las causales señaladas en el apartado A) de este artículo o se presentare fuera de las oportunidades precedentemente indicadas, la recusación será rechazada “in limine”, sin darle curso.”

Artículo 8°: Modifíquese el artículo 11º de la Ley 8369, el que quedará redactado de la siguiente manera:

“Artículo 11°: Prueba: Si en el informe se negare la exactitud de los hechos o actos denunciados, o no habiéndose evacuado el mismo, el Juez podrá ordenar, dentro del término que debe dictar resolución, la producción de prueba conducente conforme la distribución dinámica de las cargas probatorias y las medidas para mejor proveer que crea convenientes, incluidas las modalidades conciliatorias previstas en el artículo 65º in fine de la Constitución Provincial. Las pruebas deben estar producidas e incorporadas dentro de un plazo de diez días (10) debiendo el juez interviniente adoptar las providencias del caso para que las diligencias se practiquen dentro de dicho plazo, el que no admitirá dilación.”

Artículo 9°: Modifíquese el artículo 15º de la Ley 8369, el que quedará redactado de la siguiente manera:

“Artículo 15°: Recursos: Sólo serán apelables las sentencias definitivas y el rechazo de la acción por inadmisible. El recurso tendrá efecto devolutivo, pero el Juez de grado o el Superior Tribunal de Justicia, a través de su Presidente, de oficio o a petición de parte, podrá disponer la suspensión de la decisión recurrida.”

Artículo 10°: Modifíquese el artículo 16º de la Ley 8369, el que quedará redactado de la siguiente manera:

“Artículo 16°: Interposición y trámite en segunda instancia. El recurso de apelación, que importará el de nulidad, deberá interponerse dentro de las veinticuatro horas (24) de notificada la resolución impugnada, debiendo concederse o denegarse dentro de las veinticuatro horas (24). En el primer supuesto, se elevará el expediente para su radicación ante el Superior Tribunal de Justicia dentro de las veinticuatro horas (24). 

Dentro de las veinticuatro horas (24) de recepcionado el mismo, el Presidente del Superior Tribunal dictará providencia que deberá disponer: a) informar el orden del sorteo; b) hacer saber a las partes que cuentan con plazo de tres días (3) para la presentación del memorial y c) la vista a la Procuración General y a la Defensoría General, esta última si correspondiera, quienes deberán dictaminar en el término de tres días (3).

La causa deberá ser resuelta dentro de los siete (07) días de hallarse en estado, previo dictamen de los Ministerios Públicos que correspondan.”

Artículo 11°: Modifíquese el artículo 35º de la Ley N° 8369, el que quedará redactado de la siguiente manera:

“Artículo 35°: El juez rechazará la denuncia que no se refiera a uno de los casos establecidos en el artículo 32º. Si se considera incompetente, así lo declarará. En ambos casos elevará de inmediato resolución en consulta al superior que corresponda según su fuero, que decidirá, a más tardar, dentro de las veinticuatro horas (24). Cuando el Juez tenga su sede en distinta localidad que el superior actuante, solo remitirá testimonio completo de lo actuado por el medio más rápido posible. 

Si se revocare la resolución desestimatoria o de incompetencia se notificará la decisión, debiendo el Juez continuar de inmediato el procedimiento, si confirmare la resolución de incompetencia remitirá los autos al Juez que considere competente.

El Juez no podrá rechazar la denuncia por defectos formales, proveyendo de inmediato las medidas necesarias para su subsanación, sin perjuicio de las sanciones que correspondan.”

Artículo 12°: Modifíquese el artículo 51º de la Ley N° 8369, el que quedará redactado de la siguiente manera:

“Artículo 51°: Demanda: A) La demanda de inconstitucionalidad se interpondrá ante el Superior Tribunal de Justicia, quien ejerce jurisdicción originaria y exclusiva. En el escrito inicial se mencionará la Ley, decreto, reglamento, ordenanza o resolución de carácter general, señalando con toda precisión cual es la cláusula de la Constitución Provincial que estima violada y en qué consiste tal violación. 

Cuando la demanda fuere en el mero interés de la legalidad en los términos del artículo 61º de la Constitución Provincial, el Superior Tribunal de Justicia ejercerá jurisdicción originaria y exclusiva. La demanda deberá invocar únicamente cuál es la norma general que se considerada contraria a la Constitución Provincial y quien promoviere esta Acción deberá acreditar su condición de habitante domiciliado en la provincia. 

A quien dedujere esta demanda de inconstitucionalidad provincial en forma temeraria se le aplicará la sanción prevista en el artículo 42º del CPCC, que se graduará fundadamente de acuerdo a la gravedad del caso. Se considerará temeraria aquella acción directa de inconstitucionalidad que omita toda mención de norma constitucional provincial o esté basada en meras cuestiones difusas. 

Si la inconstitucionalidad se interpusiera como excepción o defensa ejercerá jurisdicción el Superior Tribunal de Justicia, en grado de apelación, como tribunal de última instancia si se desafiara la validez de una norma por conculcar la Constitución de la Provincia y la resolución de la instancia inferior se circunscribiere a expedirse en relación a tal cuestión y consecuencias que emergen de la misma. 

No se entenderá que la constitucionalidad o inconstitucionalidad de las leyes, decretos, ordenanzas, resoluciones o reglamentos se refiere a materia estatuida por la Constitución Provincial si no fuese exclusiva de la misma, sino que se tratare de atribuir conculcación al sistema representativo y republicano de gobierno o a los principios, derechos y garantías reconocidos por la Constitución Nacional, que la Constitución Provincial se limita a tener por reproducidos implícita o explícitamente en cumplimiento de lo dispuesto por los artículos 5º y 123º siguientes y concordantes de la Carta Magna. La declaración de inconstitucionalidad por tres veces y, por sentencia firme del Superior Tribunal de Justicia de una norma general provincial, produce su derogación en la parte afectada por el vicio, debiendo disponerse, con la última declaración, su publicación en el Boletín Oficial de la Provincia. 

B) La acción se deducirá ante los Jueces o Tribunales de Primera Instancia que por materia corresponda, cuando a través de aquellas normas generales se invocaran violaciones a la Constitución Nacional o ambas. Se entenderá que la inconstitucionalidad alegada lo es a la Constitución Nacional si concurrieren los supuestos indicados en el último párrafo del apartado A) del presente artículo.

Entenderá en apelación la Cámara competente y su pronunciamiento será susceptible del recurso de inaplicabilidad de ley por ante el Superior Tribunal de Justicia en pleno, que se integrará del modo previsto en el artículo 33 inc. a) de la Ley 6902.”

Artículo 13°: Modifíquese el Capítulo V de la Ley N° 8369, el que quedará redactado de la siguiente manera:

Capítulo V

Amparos Especiales

Artículo 62°: Disposición General. Los amparos contenidos en este título tramitarán por el procedimiento regulado en el Capítulo I de la presente Ley, siéndoles aplicables sus disposiciones, adaptadas según las modalidades y circunstancias del caso, para asegurar un trámite rápido y expedito.

Artículo 63°: Amparo por mora de la Administración. Podrá interponer amparo por mora, cualquier persona que sea parte de un expediente administrativo, si la autoridad correspondiente dejó vencer los plazos fijados y en caso de no existir éstos, si hubo una irrazonable e injustificada demora en su tramitación, a fin de obtener que el Juez fije un plazo sumarísimo para su resolución, siempre que el accionante acredite haber instado previamente a la autoridad remisa mediante el recurso que las normas de trámite administrativo prevean.

Artículo 64°: Habeas Data. Cualquier persona humana puede reclamar por vía de Amparo una orden judicial para tomar conocimiento de los datos referidos a ella, a sus familiares directos fallecidos, o a sus propios bienes, así como la fuente, finalidad y destino de los mismos, que consten en todo registro, archivo o banco de datos públicos o privados de carácter público, o que estuvieren almacenados en cualquier medio técnico apto para proteger informes. En caso de falsedad o uso discriminatorio de tales datos podrá exigir la inmediata rectificación o actualización de la misma.

Artículo 65°: Amparo Ambiental. Objeto. La acción de amparo ambiental procede contra todo hecho o acto, lícito o ilícito, que por acción u omisión anticipe la probabilidad de riesgo, lo haga posible o cause daño ambiental. 

Artículo 66°: Bienes protegidos. Sin perjuicio de otros no enumerados, se consideran bienes jurídicos protegidos alcanzados por la Acción de Amparo Ambiental los siguientes: derechos humanos a la vida, integridad y salud, ecosistemas, corredores biológicos, diversidad biológica, fuentes de agua, agua potable, cuencas hídricas, agua superficial y subterránea, acuíferos, humedales, montes nativos, selvas ribereñas, suelo, aire, flora, fauna, ambiente urbano, paisajístico, histórico, cultural, artístico y arquitectónico. 

Artículo 67°: Legitimación Activa. Estarán legitimados para interponer Acción de Amparo Ambiental: 

a) Las personas humanas, individual o colectivamente; 

b) Las personas jurídicas. En particular, las asociaciones no gubernamentales cuyo fin estatutario sea la defensa ambiental; 

c) El Defensor del Pueblo de la Provincia; 

d) El Defensor del Pueblo del Municipio o Comuna; 

e) El Estado Nacional, Provincial, Municipalidades o Comunas. Deducido el amparo ambiental por alguno de los titulares señalados en el primer párrafo, no podrán interponerlo los restantes, salvo que intervengan como terceros.”

Artículo 68°: Legitimación Pasiva. La acción de amparo ambiental se deducirá contra quienes fueran responsables de prevenir o evitar el riesgo o de provocar el daño. 

Artículo 69°: Beneficio. Cuando la acción de amparo ambiental sea promovida por una Organización No Gubernamental dedicada a la defensa del ambiente, el trámite contará con beneficio de litigar sin gastos. 

Artículo 70°: Recaudos de Admisibilidad. La demanda de amparo ambiental se interpondrá por escrito. Deberá precisar: a) Identificación y domicilio del o de los demandados y de los terceros; b) Mención de la autoridad administrativa competente en el caso en materia de control ambiental; c) Relación circunstanciada de los hechos; d) Derecho o garantía constitucional que fundamenta la acción; e) Si se produjo Evaluación de Impacto Ambiental relativa al objeto del amparo; f) Si se formalizó Audiencia Pública relacionada con el objeto del amparo; g) Acompañar prueba documental o individualizarla si no se encontrare en poder del actor; h) Ofrecer la demás prueba que se considere conducente; i) Petición de dictado de sentencia. Podrá contener solicitud de medidas cautelares para que se disponga el cese inmediato de la causa del riesgo o daño. 

Artículo 71°: Amicus Curiae. La acción de amparo ambiental admite en todos los casos la intervención de “amicus curiae”. La intervención del “amicus curiae” procederá desde que la acción fuera declarada admisible hasta el llamado de autos a Sentencia. Sólo se admitirá la presentación de “amicus curiae” que estuviese fundada en hechos científicamente comprobados, derecho aplicable al caso, doctrina legal y/o jurisprudencia. 

Artículo 72°: Procedencia. Comprobado el cumplimiento de los recaudos de admisibilidad, se declarará la procedencia de la acción de amparo ambiental, despachándose en un mismo acto: a) Requerimiento de expedientes administrativos o judiciales que se hubieren individualizado en la demanda. b) Mandamiento de constatación de lugares y/o cosas. c) Cuando lo considere necesario, solicitar a entidades científicas de reconocida solvencia información sobre la cuestión; d) Intimación a presentar documental o instrumental en poder de la demandada o de los terceros. e) Si la autoridad judicial lo estimare pertinente, en consideración a las particulares circunstancias del caso, podrá convocar a las partes a audiencia de conciliación a realizarse dentro de las cuarenta y ocho (48) horas siguientes. 

Artículo 73°: Medida Cautelar. En la primera providencia el Juez o Tribunal resolverá sobre las medidas cautelares solicitadas que tramitarán con carácter urgente y habilitación de días y horas inhábiles, previo traslado por cinco (5) días. El Juez o Tribunal podrá ordenar otra u otras medidas cautelares que consideren conducentes o necesarias para anticipar, prevenir o evitar el riesgo de daño ambiental o hacerlo cesar. 

Artículo 74°: Traslados. De la demanda y, en su caso, de la documental que la acompañe se dará traslado a la demandada, se citará a los terceros y se correrá vista al Ministerio Público. Cuando la demandada sea un particular, el plazo del traslado será de tres (3) días, el que podrá ser extendido por el juez hasta siete (7) días si encontrare mérito para ello por la complejidad del caso. Cuando la demandada o el tercero fuere la administración pública el plazo del traslado se extenderá a siete (7) días. El Ministerio Público deberá dictaminar en el plazo de tres (3) días. En caso de que la Provincia fuere citada como demandada o tercero, se correrá traslado al Superior Gobierno y al Fiscal de Estado. Si el domicilio del demandado fuera incierto o desconocido, se citará por una (1) y única vez por Edictos publicados al día siguiente de su presentación, en el Boletín Oficial y en un periódico del lugar del último domicilio del citado, con habilitación de días y horas y bajo intimación de aplicar multa en caso de morosidad. 

Artículo 75°: Prueba. Contestada la demanda, si existieran hechos controvertidos, cumplidos los requerimientos, el mandamiento de constatación y la medida cautelar que hubiera sido dispuesta, el Juez o Tribunal abrirá la causa a prueba, la que deberá producirse o incorporarse en el plazo de diez (10) días. El Juez o Tribunal deberá ordenar la producción de prueba conducente conforme la distribución dinámica de las cargas probatorias. 

Artículo 76°: Sentencia. Vencido el plazo de producción de pruebas, previa vista al Ministerio Público por el término de dos (2) días, se dictará Sentencia en el plazo de cinco (5) días. La sentencia de amparo podrá: a) Anticipar el riesgo de daño ambiental ordenando las medidas conducentes para prevenirlo; b)Disponer el cese del riesgo ambiental; c)Disponer el cese del daño ambiental; d)Obligar a restituir o recomponer; e)Disponer medidas punitivas. Al dictar sentencia, de acuerdo a la sana crítica, el Juez o Tribunal podrá extender su fallo a otras cuestiones ambientales relacionadas con el objeto del caso y ordenar las acciones de ejecución o prohibición necesarias para salvaguardar el bien jurídico protegido, aun cuando no se hubiere solicitado expresamente. 

Artículo 77°: En todo lo demás que no esté regulado expresamente en las normas de procedimiento de la acción de amparo ambiental se aplicarán las normas previstas en el Capítulo I de la presente ley.”

Artículo 14°: Incorpórase como artículo 78º de la Ley N° 8369, el que quedará redactado de la siguiente manera:

“Artículo 78°: Norma de aplicación supletoria. En lo que no sea incompatible con la naturaleza sumarísima de las acciones previstas en la presente ley, serán de aplicación supletoria las disposiciones del Código Procesal Civil y Comercial.”

Artículo 15°: Deróguese toda otra ley o norma reglamentaria que se oponga a las disposiciones de la presente.

Artículo 16°: Vigencia temporal. Las disposiciones de la presente entrarán en vigencia al día siguiente de su publicación en el Boletín Oficial y serán aplicables a todos los juicios que iniciaren a partir de entonces. Siendo sus disposiciones de orden público, se aplicarán también a los juicios pendientes en que no haya recaído sentencia definitiva, en cuyo caso se procederá de oficio a las remisiones y medidas que fueren pertinentes.

Artículo 17°: Dispónese que el Poder Ejecutivo de la Provincia dicte el texto ordenado de la Ley 8.369, dentro del plazo de treinta (30) días hábiles, el que se publicará en el Boletín Oficial de la Provincia.

Artículo 18°: Comuníquese, etc.

-A la Comisión de Asuntos Constitucionales y Acuerdos.

3.4.3 – Creación de 19 cargos de planta permanente del escalafón legislativo del Instituto Autárquico Becario Provincial.
A la Honorable Legislatura

S/D


Tengo el agrado de dirigirme a Vuestra Honorabilidad a fin de remitir para su consideración y tratamiento Proyecto de Ley tendiente a regularizar la situación laboral de 19 agentes de la planta temporaria del Instituto Autárquico Becario Provincial.


Los agentes en cuestión se encuentran contratados bajo la modalidad de Contrato de Locación de Servicios, con antigüedad en el organismo que van desde los 10 hasta los 24 años, habiendo desempeñado con aptitud y responsabilidad sus labores.


Cabe señalar que el organismo no cuenta con cargos vacantes que permitan cubrir el nombramiento de estos 19 agentes en la planta permanente, y además, siguiendo las pautas definidas en distintos acuerdos paritarios para otros escalafones, por Resolución Nº 24/15 del Directorio del Instituto, se les ha reconocido la estabilidad en el empleo público.


Por lo expuesto, el objetivo perseguido por el presente Proyecto de Ley es regularizar una situación existente, que no implicará mayores costos al Tesoro Provincial, ni tampoco una ampliación de la planta de personal vigente, ya que se trata de un cambio cualitativo y no cuantitativo, por el que se transforman los 19 cupos de contratos de servicios existentes en 19 cargos de planta permanente en el escalafón legislativo.


Por todo esto es que solicito tratamiento y sanción del Proyecto de Ley que se presenta.


Dios guarde a V.H.

La H. Legislatura de la Provincia de Entre Ríos, sanciona con fuerza de

L E Y

Artículo 1º: Dispónese la supresión de diecinueve (19) Cupos de Personal Temporario del Instituto Autárquico Becario Provincial.

Artículo 2º: Dispónese la creación de diecinueve (19) cargos de Planta Permanente del Escalafón Legislativo, destinados a regularizar la situación de revista de los agentes que prestan servicio bajo la modalidad de Locación de Servicios en dicho Organismo, de acuerdo al siguiente detalle:

-11 Cargos de Oficial de Primera

-4 Cargos de Oficial Parlamentario

-1 Cargo de Oficial Superior

-3 Cargos de Jefe

Artículo 3º: Facúltase al Poder Ejecutivo Provincial a modificar el Presupuesto General de la Administración Provincial a efectos de hacer efectivo lo dispuesto en el artículo anterior.

Artículo 4º: Comuníquese, etc.

Bordet.

-A solicitud del señor Senador Giano, se reserva en Secretaría.

3.4.4 – Aprobación del Consenso Fiscal celebrado el 13 de septiembre de 2018, que complementa y modifica el Consenso Fiscal celebrado el 16 de noviembre de 2017.
A la Honorable Legislatura

S/D


Tengo el agrado de dirigirme a esa Honorable Legislatura a fin de remitir para su tratamiento el adjunto proyecto de Ley mediante el cual se aprueba el Consenso Fiscal 2018, celebrado el 13 de Septiembre del corriente, por medio del cual se complementa y modifica el Consenso Fiscal 2017 y ratifica la gestión del Señor Gobernador de la Provincia.


A través del Consenso Fiscal suscripto el 16 de noviembre de 2017 entre las autoridades de veintidós (22) provincias y de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, se buscó armonizar las estructuras tributarias de las distintas jurisdicciones de forma tal de promover el empleo, la inversión y el crecimiento económico e impulsar políticas uniformes que posibiliten el logro de esa finalidad común. Dicho Consenso fue aprobado mediante la respectiva Sanción Legislativa y Promulgada por el Ejecutivo, publicándose bajo Ley Nº 10.557.


Al decir de Nación, a partir del segundo trimestre de 2018, se presentaron nuevas circunstancias en el contexto internacional, con una mayor volatilidad en los mercados financieros, que hicieron necesario adoptar medidas para acelerar la consolidación fiscal, estableciéndose por ejemplo, derechos de exportación.


Que por tales circunstancias y medidas adoptadas por el Estado Nacional, y ante la necesidad de ampliar y adecuar el Consenso Fiscal 2017, para permitir la consolidación fiscal en todos los niveles de gobierno y reducir inequidades del sistema tributario, se suscribió en fecha 13 de septiembre de 2018 el nuevo Consenso Fiscal, por medio del cual se complementa y modifica el Consenso Fiscal 2017.


Por las consideraciones expuestas y propendiendo a cumplir con los compromisos asumidos ante Nación y las demás Jurisdicciones Provinciales, en pos de lograr los objetivos antes desarrollados, elevamos a esa Honorable Legislatura el presente Proyecto de Ley y su Anexo, el Consenso Fiscal suscripto, para su respectiva aprobación y ratificación, solicitando se dé tratamiento y sanción definitiva al antes referido proyecto.


Dios guarde a V.H.

La H. Legislatura de la Provincia de Entre Ríos, sanciona con fuerza de

L E Y

Artículo 1º: Apruébase el Consenso Fiscal celebrado el 13 de septiembre de 2018, por medio del cual se complementa y modifica el Consenso Fiscal celebrado el 16 de noviembre de 2017 y ratifícase la gestión del señor Gobernador de Entre Ríos de suscribir con el Poder Ejecutivo Nacional, representantes de las Provincias suscribientes, y de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires el mismo, que como Anexo, forma parte integrante de esta ley.

Artículo 2º: Pospónese por un año calendario el cronograma establecido en los Artículos 12º, 13º y 14º de la Ley N° 9622 y modificatorias (t.o. 2018).-

Artículo 3º: Facúltese a la Administradora Tributaria de Entre Ríos a dictar las normas que resulten necesarias para el reordenamiento del cronograma anual de alícuotas y sumas fijas correspondiente al Impuesto de Sellos, de acuerdo a lo dispuesto en el artículo anterior.

Artículo 4º: Facúltese al Poder Ejecutivo a dictar las normas que resulten necesarias para la aplicación de las disposiciones emanadas del Consenso Fiscal aprobado y a instrumentar las medidas oportunas para su efectivo cumplimiento.-

Artículo 5º: Invítase a los Municipios a adherir a la presente ley.

Artículo 6º: Comuníquese, etc.

Bordet.

-A la Comisión de Presupuesto y Hacienda.

3.5 – Proyectos en Revisión.

-Proyecto de Ley de la Diputada Lambert en revisión, por el que se declara patrimonio arquitectónico, histórico y cultural de la provincia al teatro “Centenario” de la ciudad de Colón. (Expte. 22.862)

-A la Comisión de Legislación General.
-Proyecto de Ley del Diputado Monge, de la Diputada Rodríguez (m.c.) y de la ex Diputada Romero en revisión, que dispone que los museos existentes en la Provincia pertenecen al acervo cultural de los entrerrianos y quedan sujetos a lo que se dispone en la presente ley para su protección, preservación y conservación. (Expte. 20.022)

-A la Comisión de Educación, Ciencia y Tecnología.
-Proyecto de Ley del Poder Ejecutivo en revisión, por el que la provincia adhiere a las disposiciones establecidas en los artículos 20º, 21º y 22º de la Ley Nacional Nº 27.445 de simplificación y desburocratización para el desarrollo de la infraestructura. (Expte. 23.108)

-A solicitud del señor Senador Giano, se reserva en Secretaría.

-Proyecto de Ley del Poder Ejecutivo en revisión, por el que se aprueba la demarcación del radio y el censo pertinente correspondiente al futuro Municipio de Pueblo Brugo, Departamento Paraná. (Expte. 23.360)

-A solicitud del señor Senador Giano, se reserva en Secretaría.

-Proyecto de Ley del Diputado Zavallo en revisión, por el que se instituye el “Día Provincial de las Personas con Talla Baja” el 25 de octubre de cada año. (Expte. 22.729)

-A la Comisión de Legislación General.
-Proyecto de Ley de los Diputados Monge, Lara, Zavallo, Kneeteman, Vitor, Troncoso y Bahler y del ex Diputado Bahillo en revisión, de Mancomunidades Entrerrianas, reglamentando a tal efecto lo establecido en los artículos 75º 3º párrafo, 240 inciso 24, 254, 255 y 256 de la Constitución Provincial. (Expte. nº 21.804)

-A la Comisión de Asuntos Municipales.
-Proyecto de Ley de las Diputadas Viola, Lena y Acosta y de los Diputados Artusi, Rotman, Kneeteman, Sosa, Monge, Vitor, La Madrid y Anguiano en revisión, por el que se establece la ceremonia escolar “Compromiso Ambiental para la Protección del Patrimonio Natural de la Provincia de Entre Ríos” en todas las escuelas dependientes del Consejo General de Educación, a realizarse el día 5 de junio de cada año. (Expte. 21.613)

-A la Comisión de Educación, Ciencia y Tecnología.
-Proyecto de Ley de los Diputados Vitor, Rotman, La Madrid y Anguiano y de las Diputadas Acosta y Viola en revisión, por el que se modifica la Ley Nº 9353 “Ley de Compre Provincial”. (Expte. 22.748)

-A la Comisión de Legislación General.
-Proyecto de Ley de los Diputados Vitor, Kneeteman, Anguiano, Rotman, Monge, Sosa, Artusi y La Madrid y de las Diputadas Viola, Acosta y Lena en revisión, por el que se declara al 13 de noviembre de cada año como “Día Provincial de la Lucha Contra el Grooming”. (Expte. 22.552)

-A la Comisión de Legislación General.
-Proyecto de Ley de los Diputados La madrid, Rotman, Vitor y Anguiano y de las Diputadas Viola y Acosta en revisión, por el que se crea la oficina de conciliación laboral obligatoria en el ámbito de la secretaría de trabajo y seguridad social de la provincia. (Expte. 22.856)

-A la Comisión de Legislación General.
-Proyecto de Ley del Poder Ejecutivo en revisión, por el que se aprueba la demarcación del radio y el censo pertinente correspondiente al futuro Municipio de Aldea Brasilera, Departamento Diamante. (Expte. 23.362)

-A solicitud del señor Senador Giano, se reserva en Secretaría.

-Proyecto de Ley del Diputado Navarro en revisión, por el que se modifica la Ley Nº 9996 (Consejo de la Magistratura). (Expte. 23.203)

-A las Comisiones de Asuntos Constitucionales y Acuerdos y de Legislación General.
-Proyecto de Ley del Poder Ejecutivo en revisión, por el que se aprueba la demarcación del radio y el censo pertinente correspondiente al futuro Municipio de Pueblo Liebig, Departamento Colón. (Expte. 23.363)

-A solicitud del señor Senador Giano, se reserva en Secretaría.

-Proyecto de Ley del Poder Ejecutivo en revisión, por el que se aprueba la demarcación del radio y el censo pertinente correspondiente al futuro Municipio de Aldea María Luisa, Departamento Paraná. (Expte. 23.361)

-A solicitud del señor Senador Giano, se reserva en Secretaría.

-Proyecto de Ley de los Diputados Vitor, Artusi, Rotman, Monge, Sosa, La Madrid, Anguiano y Kneeteman y de las Diputadas Acosta, Viola y Lena en revisión, que tiene por objeto regular la identificación y uso de vehículos oficiales de los tres poderes del Estado Provincial. (Expte. 21.294)

-A la Comisión de Legislación General.
-Proyecto de Ley del Diputado Zavallo en revisión, por el que se declara a la Lengua de Señas Argentina –Isa- como la lengua natural, patrimonio cultural y lingüístico de la comunidad sorda en todo el territorio provincial. (Expte. 23.197)

-A la Comisión de Legislación General.
-Proyecto de Ley del Poder Ejecutivo en revisión, por el que se aprueba la demarcación del radio y el censo pertinente correspondiente al futuro Municipio de El Pingo, Departamento Paraná. (Expte. 23.364)

-A solicitud del señor Senador Giano, se reserva en Secretaría.

-Proyecto de Ley de los Diputados Vitor, Artusi, Kneeteman, Monge, Anguiano, La Madrid, Rotman y Sosa y de las Diputadas Viola, Lena y Acosta en revisión, por el que se dispone que la publicación del Boletín Oficial de la Provincia en el sitio web del Gobierno de la Provincia tiene carácter oficial, obligatorio y auténtico. (Expte. 22.305)

-A la Comisión de Legislación General.
-Proyecto de Ley del Poder Ejecutivo en revisión, por el que se autoriza al Instituto Autárquico de Planeamiento y Vivienda a donar a la Municipalidad de Paraná, tres inmuebles de su propiedad con destino a planta de líquidos cloacales, espacio verde y calles y ochavas del grupo habitacional “Paraná 101 Viviendas Vicoer”. (Expte. 23.320)

-A la Comisión de Legislación General.
-Proyecto de Ley del Poder Ejecutivo en revisión, por el que se autoriza al Superior Gobierno de la Provincia a aceptar el ofrecimiento de donación formulado por el Concejo Deliberante de la ciudad de Gobernador Maciá, de una fracción de terreno donde se encuentra ubicada la Escuela de Educación Agrotécnica Nº 51 “Gobernador Maciá”. (Expte. 23.319)

-A solicitud del señor Senador Giano, se reserva en Secretaría.

-Proyecto de Ley del Poder Ejecutivo en revisión, por el que se autoriza al Instituto Autárquico de Planeamiento y Vivienda a donar a la Municipalidad de Gualeguaychú, tres inmuebles de su propiedad con destino a espacio verde y calle pública del grupo habitacional “Gualeguaychú 100 Viviendas Techo Digno”. (Expte. 23.321)

-A la Comisión de Legislación General.
3.6 – Proyectos de los señores Senadores.

Proyectos de Ley.

3.6.1 – Se declara a la "Fiesta del Pan Casero" en Sauce de Luna "Fiesta Provincial".
La H. Legislatura de la Provincia de Entre Ríos, sanciona con fuerza de

L E Y

Artículo 1º: Declárese a la Fiesta del Pan Casero de la Ciudad de Sauce de Luna, Departamento Federal “Fiesta Provincial del Pan Casero”.

Artículo 2º: Comuníquese a la Secretaria de Cultura de la Provincia de Entre Ríos y a la Municipalidad de Sauce de Luna, Departamento Federal, Provincia de Entre Ríos.

F U N D A M E N T O S


La Fiesta del Pan Casero comenzó por un trabajo de investigación de alumnos de la Escuela Secundaria Nº 1 Pancho Ramírez, pertenecientes a la Promoción 2012 y orientados por el Contador Jorge Busson, de donde surgió que la comunidad demandaba un evento cultural que identificara a Sauce de Luna.


Teniendo en cuenta esta demanda, la Municipalidad comenzó a analizar distintas alternativas, decidiéndose por el Pan Casero, ya que reunía múltiples características, siendo la principal, el sentido de identificación a partir de que su producción se da en la actualidad en todo el Centro – Norte Entrerriano, lo que ha perdurado en el tiempo en distintas familias, arraigando en todos los Saucelunences un valor sentimental latente.


Año tras año la Fiesta del Pan Casero, es un evento donde puede degustarse panes caseros y tortas asadas elaboradas por lugareños para miles de personas que cada fin de enero visitan Sauce de Luna para participar de este acontecimiento.


En el año 2013 se realizo la primera Fiesta del Pan Casero, orientada principalmente a disfrutar de un Festival Folclórico. Luego en el año 2014, el evento se realizo durante dos noches; y ya desde 2015 la fiesta se realiza durante tres días, quedando fijada la fecha para el último fin de semana de cada mes de enero.


En cada edición, la convocatoria de público es mas amplia, ya que no solo visitan Sauce de Luna por su fiesta, sino también atraídos por su gente, con enormes valores de humildad, sencillez, amabilidad y cordialidad.


La Fiesta del Pan Casero genera un movimiento turístico y cultural de gran importancia, no solo para Sauce de Luna, sino también a pueblos y ciudades cercanas.


Debido a la importancia que tiene la Fiesta del Pan Casero en la Localidad de Sauce de Luna, Departamento Federal; solicito a mis compañeros Senadores la aprobación del presente Proyecto de Ley, declarando este evento como “Fiesta Provincial del Pan Casero”. 

Nancy S. Miranda.

-A solicitud del señor Senador Giano, se reserva en Secretaría.

3.6.2 – Ratificación de la vigencia de la declaración de utilidad pública y sujeción a expropiación dispuesta por Ley Nº 10237 prorrogada por Ley Nº 10453, manteniendo el destino de ampliación del Cementerio Municipal de San Salvador.
La H. Legislatura de la Provincia de Entre Ríos, sanciona con fuerza de

L E Y

Artículo 1º: Ratifícase la vigencia de la declaración de utilidad pública y sujeción a expropiación dispuesta por la Ley Nº 10.237 -prorrogada por la Ley Nº 10.453-, en relación a los inmuebles individualizados en el artículo 1º de la primera.

Artículo 2º: Los inmuebles declarados de utilidad pública y sujetos a expropiación mantienen el destino de ampliación del Cementerio Municipalidad de la ciudad de San Salvador conforme los previsto en la Ley N° 10.237.

Artículo 3º: Facúltese al Poder Ejecutivo para realizar las adecuaciones presupuestarias que resulten necesarias para atender el gasto que demande lo dispuesto en el artículo 1º de la Ley Nº 10.237. Asimismo, autorízase al Poder Ejecutivo para disponer la donación de los bienes inmuebles alcanzados por la presente a favor de la Municipalidad de San Salvador.

Artículo 4º: Comuníquese, etc.

F U N D A M E N T O S

Señor Presidente:


Esta Legislatura sancionó primero la Ley Nº 10.237 y luego la Ley Nº 10.453 la primera declarando de utilidad pública y sujetos a expropiación los terrenos necesarios para la expansión del Cementerio de la ciudad de San Salvador, y la segunda prorrogando la vigencia de dicha declaración.


Atento a que a la fecha continúan los trámites y gestiones tendientes a culminar el trámite expropiatorio respecto de los inmuebles que aparecen descritos en el artículo 1º de la Ley 10.237; y advirtiendo, que la Ley Nº 6.467 dispone que “El plazo para promover el juicio de expropiación será de dos (2) años a partir de la vigencia de la Ley que califique de utilidad pública al bien, cuando se trate de uno determinado…”, corresponde dictar una ley especial que ratifique una vez que la utilidad pública y la sujeción de dichos bienes continúa vigente.


Por todo lo expuesto, solicito a mis pares la aprobación de este Proyecto de Ley.

Lucas Larrarte.

-A solicitud del señor Senador Giano, se reserva en Secretaría.

3.6.3 - Modificación del artículo 1º de la Ley Nº 10625 (autorización para realizar obras).
La H. Legislatura de la Provincia de Entre Ríos, sanciona con fuerza de

L E Y

Artículo 1º: Modifíquese el Art. 1º de la Ley N° 10.625, el cual quedará redactado de la siguiente manera: 

“Artículo 1º: Autorízase al Poder Ejecutivo a realizar todas las obras necesarias para implementar concretar y/o hacer efectivos los proyectos correspondientes a los denominados “Programa de Desarrollo e Integración de la Región de Salto Grande”, “Programa de Saneamiento Integral de Ciudades Ribereñas del Río Uruguay” y la Obra sobre RP N° 34 “Puentes s/Arroyo Don Cristóbal y Accesos”, en el tramo Nogoyá – El Pueblito del Departamento Nogoyá”.

Artículo 2º: Comuníquese, etc.

F U N D A M E N T O S


Los fundamentos de la presente reforma de la Ley 10.625 radican en la necesidad imperiosa de llevar adelante el proyecto de la obra sobre la Ruta Provincial No. 34 denominada “Puentes s/ el Arroyo Don Cristóbal y Accesos”.


Sabemos de la importancia de estos puentes para posibilitar el tránsito permanente de los vecinos de la zona rural del Departamento y garantizar el trabajo, la producción, la salud y la educación de todos, pero han transcurrido unos largos 18 años desde el trágico abril del año 2000, donde luego una de las inundaciones más importantes que padeció el Departamento Nogoyá, los puentes del arroyo Don Cristóbal tuvieron que ser sustituidos por unos puentes Bailey que fueron suministrados por el ejército argentino de forma “provisoria”.


En distintas oportunidades hemos planteado (vecinos, productores, asociaciones intermedias, legisladores) la necesidad de dar una solución definitiva a esta demanda, pero indudablemente ésta obra no ha sido prioridad para el actual gobierno provincial ni para los anteriores. Son muchos años de lucha que llevan los vecinos de la zona pidiendo la construcción de puentes nuevos y acordes a la situación actual.


En el mes de noviembre pasado, con las últimas inundaciones sufridas en el Departamento Nogoyá se produjo un deterioro (socavón) aún mayor al existente, en los terraplenes que soportan los puentes y que impidió el tránsito de vehículos pesados durante más de veinte días, hasta que los técnicos de Vialidad provincial pudieron desplazar seis metros la cabecera del mismo para apoyarla sobre tierra firme.


Ahora estamos en una situación límite porque hemos tenido un “paliativo” ante el importante riesgo de desmoronamiento, pero lo que todos necesitamos es tener una respuesta definitiva e inmediata.

Beltrán A. Lora.

-A la Comisión de Obras Públicas.

Proyectos de Declaración.

3.6.4 - Declaración de interés del H. Senado el 44º Festival Nacional de Chamamé".
La Honorable Cámara de Senadores de la Provincia de Entre Ríos

D E C L A R A

Primero: Declárese interés de esta Honorable Cámara “El 44º Festival Nacional del Chamamé” a celebrarse los días 8, 9 y 10 de febrero de 2019”, en la ciudad de Federal, Provincia de Entre Ríos.

Segundo: Comuníquese a la Secretaria de Cultura de la Provincia de Entre Ríos y al Presidente Municipal de la ciudad de Federal.

F U N D A M E N T O S


Como todos los años desde 1976, la ciudad de Federal se viste de fiesta para recibir los más importantes representantes de la música litoraleña durante el mes de febrero.


Como ya es tradicional, El Festival Nacional del Chamamé se llevara a cabo en el Anfiteatro Pancho Ramírez durante tres días de variadas manifestaciones culturales, destacándose el canto y la danza.


Se cuenta también, con una importante Feria de Artesanos que llegan desde distintos puntos de nuestra provincia y el país.


La Edición 44º del Festival Nacional del Chamamé se realizara el 8, 9 y 10 de febrero de 2019, en el Anfiteatro Pancho Ramírez de Federal, en nuestra Provincia de Entre Ríos.


Debido a la importancia que tiene este evento a nivel Provincial y Nacional, considero que merece ser destacado y reconocido mediante esta declaración, por lo que se solicita a los señores Senadores la aprobación del presente proyecto.

Nancy S. Miranda.

-A solicitud del señor Senador Morchio se reserva en Secretaría.

3.6.5 - Declaración de interés del H. Senado el 1º Foro de Ciudades.

La Honorable Cámara de Senadores de la Provincia de Entre Ríos

D E C L A R A

Primero: De interés para este Honorable Cuerpo, el 1º Foro de Ciudades a realizarse el día 13 de diciembre de 2018 en el Centro Cultural Municipal de la ciudad de Chajarí.

Segundo: Comuníquese a la Municipalidad de Chajarí.

F U N D A M E N T O S

Señor Presidente:


El 13 de diciembre de 2018, la ciudad de Chajarí será sede del 1º Foro de Ciudades, dicho evento se llevará a cabo en el Centro Cultural Municipal de dicha ciudad.


El Foro, que convocará a Intendentes y funcionarios municipales, se propone como un ámbito plural e intersectorial de intercambio sobre temas disímiles, que pretende convocar a especialistas, vecinos, organizaciones de la comunidad y funcionarios públicos con el objetivo de trabajar sobre una agenda común, para elaborar diagnósticos, compartir experiencias y desarrollar políticas públicas en beneficio de nuestras comunidades.


La participación en el Foro es abierta a todos los actores de la comunidad, pero en particular está destinado a autoridades y funcionarios públicos municipales de Entre Ríos.


Para esta primera edición del Foro, que iniciará con un acto de apertura antes de dar lugar a las diversas ponencias, se definió el abordaje de seis temas de trabajo: a) Ciudades productoras de energías alternativas, b) Ciudades resilientes, c) Ciudades emprendedoras, d) Ciudad y comunicación pública, e) Innovación y tecnologías para la gestión y el espacio urbano, f) Urbanismo y planificación: los cursos de agua y el espacio urbano.


Para abordar cada uno de los temas se convocará a especialistas que puedan brindar un marco de referencia sobre las problemáticas enunciadas, como así también a funcionarios públicos que puedan compartir experiencias concretas de trabajo en cada tema.


El Foro se organizará mediante el desarrollo de paneles compuestos por no más de tres participantes que tendrán 20 minutos cada uno para realizar sus presentaciones. Al término de este lapso se realizará el intercambio entre los presentes.


Este evento, que constituye un hito institucional para la ciudad de Chajarí, merece ser destacado y reconocido mediante la declaración que se propone, motivo por el cual solicito a mis pares me acompañen en la aprobación este Proyecto de Declaración.

Miguel D. Piana.

-A solicitud del señor Senador Morchio se reserva en Secretaría.

3.6.6 - Declaración de interés legislativo del H. Senado el VI Encuentro Nacional e Internacional de Escritores sin Fronteras.
La Honorable Cámara de Senadores de la Provincia de Entre Ríos

D E C L A R A

Primero: De interés legislativo para este Honorable Cuerpo, el VI Encuentro Nacional e Internacional de Escritores sin Fronteras, a desarrollarse durante los días 16 y 17 de marzo de 2019, en la ciudad de Federación.

Segundo: Comuníquese al Grupo Literario “Lucería”.

F U N D A M E N T O S

Señor Presidente:


Durante los días 16 y 17 de marzo de 2019, la ciudad de Federación será sede del VI Encuentro Nacional e Internacional de Escritores sin Fronteras. El evento está organizado por el Grupo Literario “Lucería”, cuyos integrantes cuentan con una importante trayectoria en la actividad cultural y reconocidos méritos que le otorgan el prestigio que hoy se les reconoce. Es de destacar también, que han contribuido al enriquecimiento de las actividades culturales de la ciudad, entendiendo la importancia del desarrollo y el acceso a la cultura.


En esta ocasión, el evento promete ser un hito entre las actividades culturales y turísticas de la localidad y la región, convocando a escritores, poetas y narradores, quienes llevarán adelante lectura de ponencias, declaraciones, mesas de lectura de poesías, mesas de lectura de narrativas, presentación de libros, disertaciones, cuenta cuentos y participación de los escritores en escuelas de la localidad de Federación.


Este evento, que constituye un hecho cultural y turístico para la ciudad de Federación, merece ser destacado y reconocido mediante la declaración que se propone, motivo por el cual solicito a mis pares, me acompañen en la aprobación este Proyecto de Declaración.

Miguel D. Piana.

-A solicitud del señor Senador Morchio se reserva en Secretaría.

3.6.7 - Declaración de interés del H. Senado el 30º aniversario de "Radio Integración"
La Honorable Cámara de Senadores de la Provincia de Entre Ríos

D E C L A R A

Primero: Declárese de interés de esta Honorable Cámara, el “30º Aniversario de Radio Integración” de la ciudad de Federal, a celebrarse el día 9 de abril del año 2019.

Segundo: Comuníquese al Área de Cultura de la Municipalidad de Federal al Director de Radio Integración Sr. Diego Pierino Turriani.

F U N D A M E N T O S


La Radio Integración de la ciudad de Federal fue fundada el 9 de abril de 1989, producto de la concreción del sueño de sus creadores Alberto Andrini, Jorge López y Víctor Andrini.


Hasta ese momento, la ciudad no contaba con un medio radial, por lo que se intento poner al aire un medio que llegue a la gente, con servicios, mensajerías rurales, llamados solidarios, programas culturales, de entretenimientos; intentado cubrir todo el Departamento, con equipamiento de Frecuencia Modulada y Programación de Amplitud modulada.


Desde sus inicio, Radio Integración fue instalándose en el centro de la vida cotidiana de las familias, y fue cosechando también diversos premios, como en el año 1994 cuando logra consideración Regional y Provincial con el “Premio San Francisco de Asís”, en año 2002 en la ciudad de Mar del Plata la “Gaviota de Oro” en el Rubro Música del Litoral, en 2008 fue galardonada también por la Sociedad de Artistas Profesionales de Mar del Plata (SADAP), en otros reconocimientos.


El 11 de Septiembre de 2005, durante el 125 aniversario de la ciudad de Federal, se publicaron por primera vez noticias en el Sitio Digital de la Radio Integración www.federalaldia.com.ar, la cual se ha popularizado llevando la realidad local, regional y provincial a todo el país y el mundo. Un mes después, el 11 de octubre de 2005 llegaría la “Transmisión en vivo” por Internet para todo el mundo.


El 9 de abril de 2019, nuestra Radio Integración cumplirá sus primeros 30 años, y teniendo en cuenta el valor social y cultural que posee este medio para todos los Federalenses, es que solicito sea destacada y reconocida mediante esta declaración, por lo que pido a los señores Senadores la aprobación del presente proyecto.

Nancy S. Miranda.

-A solicitud del señor Senador Morchio se reserva en Secretaría.

3.6.8 - Declaración de interés social y cultural del H. Senado la 31º edición de la "Fiesta Provincial del Taipero"
La Honorable Cámara de Senadores de la Provincia de Entre Ríos

D E C L A R A

Primero: De interés social y cultural para la Cámara de Senadores de la Provincia de Entre Ríos, la 31° Edición de la “Fiesta Provincial del Taipero”, organizada por la Municipalidad de General Campos, a realizarse los días 5 y 6 de enero de 2019.

Segundo: Comuníquese al Presidente Municipal de la ciudad de General Campos, Sergio Eduardo Martínez.

F U N D A M E N T O S


Desde 1989 General Campos se proyecta a nivel provincial organizando su “Fiesta del Taipero Entrerriano”, un acontecimiento que sirve para el intercambio cultural con los demás pueblos de la región; donde el sentir del pueblo se pone en manifiesto a través de sus intérpretes, artistas, artesanos, poetas, entre otros.


La Fiesta Provincial del Taipero es un merecido reconocimiento al trabajador del arroz, personaje central de esta historia. En la actualidad las funciones del Taipero se han disminuido debido a que la tecnología ha reemplazado parte de las actividades que éste realizaba. Las maquinarias que se fueron incorporando a la producción en nombre del desarrollo y la necesidad de tecnificación dejaron a un lado el trabajo que anteriormente era casi íntegra responsabilidad de los hombres a quienes se les rinde este justo homenaje.


El Taipero fue, y es, un renglón importante en la economía local, la producción de arroz se forjó en gran parte por la actuación de estos trabajadores fabricantes de taipas. Hoy, se ha transformado en el vigía constante del escenario de la producción arrocera. Su morada temporaria se ubica en el mismo campo donde nacen las espigas de la producción y su recorrido constante asegura que el agua llegue de la manera prevista y que la taipa no pierda la forma que debe tener.


El escenario lleva el nombre de Josefina Mancinelli de Zubizarreta, más conocida como “Doña Pina” en honor a una maestra de música de gran trayectoria en la ciudad. Ella fue la creadora de la “Bandera Universal de la Música” y una incansable trabajadora que contribuyó al crecimiento de la cultura local. Por el escenario han pasado artistas de la tall de León Gieco, Teresa Parodi, Soledad, Antonio Tarragó Ros, Los Palmeras, como también artistas regionales y locales.


Este es un acontecimiento que sirve para el intercambio cultural con los demás pueblos de la región, tendrá una nueva edición los días 5 y 6 de enero de 2019 organizada por la Municipalidad de General Campos, que es merecedora de la declaración que se propone en este proyecto y que pido a los Senadores tengan a bien acompañar.

Lucas Larrarte.

-A solicitud del señor Senador Morchio se reserva en Secretaría.

3.6.9 – Declaración de interés histórico, institucional, social y cultural del H. Senado el 129º aniversario de la fundación de la ciudad de San Salvador.
La Honorable Cámara de Senadores de la Provincia de Entre Ríos

D E C L A R A

Primero: De interés histórico, institucional, social y cultural del Senado de la Provincia de Entre Ríos el 129º aniversario de la fundación de la ciudad de San Salvador, departamento homónimo, que se celebra el que se celebra el 25 de diciembre de 2018.

Segundo: Comuníquese y remítase copia de la presente al Presidente Municipal de la ciudad de San Salvador, Dr. Marcelo Fabián Berthet.

F U N D A M E N T O S


La ciudad fue fundada el 25 de Diciembre de 1889 por el coronel Miguel Pedro Atanacio Malarín en tierras pertenecientes a su madre Aurora Saint-Sauver, quien a su vez las había heredado de su hermano Luis. En honor a ella, se nombró San Salvador al nuevo poblado.

Fundación: Hacia finales de la década de 1880 el coronel Miguel Pedro Atanasio Malarín, se dispuso a llevar adelante la iniciativa de una colonización de carácter privado. La fundación de San Salvador pasó por tres etapas; la primera de tramitación jurídica basada en la legislación de 1888, la segunda de carácter simbólico, cuando el 25 de diciembre de 1889 se instala la primer familia criolla, y una tercera etapa "de hecho" ocurrida en 1890 cuando se afincan familias que se hallaban viviendo en cercanías del Arroyo Grande. Sin embargo, se toma al 25 de diciembre de 1889 como fecha recordatoria de la fundación de la ciudad. Posteriormente comenzó la organización administrativa del nuevo poblado. "Villa Aurora", residencia de la familia Malarín, fue la primera administración de la Colonia. El 25 de mayo de 1890 el gobierno provincial instauró una comisaría policial bajo la dependencia de la jefatura de Concordia y posteriormente un Juzgado de Paz. En tanto en 1891 se creó la primera escuela.


Llegada del ferrocarril y proceso inmigratorio: Gracias a las gestiones del entonces administrador de la colonia, Francisco Malarín, hermano del fundador, el 4 de octubre de 1902 se inauguró el ramal ferroviario que une las ciudades de Villaguay, San Salvador y Concordia, el cual se constituyó en un factor determinante para el futuro desarrollo del pueblo. En 1910 se habilitó el ramal ferroviario San Salvador - Caseros (Departamento Uruguay), que comunicaba a la ciudad con el Puerto de Concepción del Uruguay.


A principios del siglo XX comienza a llegar una importante corriente inmigratoria representada por varias nacionalidades. En 1912 se construye el primer templo religioso de la ciudad, la "Capilla El Salvador", ubicada en uno de los laterales de la residencia de la Familia Malarín. En 1925 fue construida la sinagoga judía de la Asociación Israelita Unificada. Una importante cantidad de inmigrantes judíos se asentaron en siete colonias de la Jewish Colonization Association en torno a San Salvador entre 1900 y 1915. Además, los alemanes, italianos, españoles, suizos, ucranianos y sirio - libaneses se cuentan entre las colectividades pioneras de la ciudad. En 1928 fue inaugurado el templo de la Iglesia evangélica congregacional "San Juan Evangelista". Mientras que el 5 de julio de 1931 se colocó la piedra fundamental del actual templo de la Iglesia católica, llamado en honor a la santa patrona de la ciudad: Santa Teresita del Niño Jesús. El templo fue posteriormente inaugurado el 21 de agosto de 1932, aunque la terminación de la torre ocurrió recién en 1975.


De los primeros cultivos de arroz a la actualidad: El desarrollo de la actividad arrocera en la zona tiene sus inicios en la década de 1930, cuando Félix Mauricio Zacharias Bourren Meyer experimenta los primeros cultivos de este cereal en la margen izquierda del Arroyo Grande. El 2 de abril de 1952 se crea la primer Cooperativa Arrocera del país y el 19 de junio de 1953 se realizó la primera Fiesta Nacional del Arroz de la Argentina, siendo reconocida la ciudad como Capital Nacional del Arroz.


Por Ley N° 67.378 del 21 de junio de 1979 San Salvador pasó a formar parte en su totalidad del Departamento Colón, hasta entonces el ejido municipal se repartía entre los Departamentos de Colón y Villaguay.


El centenario de la fundación de la ciudad en diciembre de 1989, durante la intendencia de Juan José Larrarte, fue un festejo que duró varios días en el que se inauguró uno de los símbolos más representativos de la ciudad, el "Mural del Centenario".


En una jornada histórica para la ciudad, siendo legisladores locales Carmen Reynoso de Vinacur y Hugo Oscar Berthet, el 8 de diciembre de 1995 se creó el Departamento San Salvador, con partes de los Departamentos Colón, Concordia y Villaguay, constituyéndose como la ciudad cabecera de este nuevo distrito.


Desde 2008 San Salvador integra la Mancomunidad de Municipios de los Departamentos Colón y San Salvador, «Tierra de Palmares», el primer ente supramunicipal de la Provincia de Entre Ríos.

129º Aniversario: En diciembre la Municipalidad de San Salvador celebrará un nuevo aniversario de su fundación, el número 129, hecho que merece ser declarado de interés institucional, social y cultural del Senado provincial; por ello solicito a mis pares que acompañen el siguiente proyecto de declaración con su voto.

Lucas Larrarte.

-A solicitud del señor Senador Morchio se reserva en Secretaría.

3.6.10 – Declaración de interés legislativo la realización de la XXII "Fiesta Provincial del Inmigrante Alemán".
La Honorable Cámara de Senadores de la Provincia de Entre Ríos

D E C L A R A

Primero: De interés legislativo de esta H. Cámara de Senadores la realización de la XXII “Fiesta Provincial del Inmigrante Alemán”, a celebrarse el día 23 de febrero 2019, en la Aldea San Antonio, Departamento Gualeguaychú.

Segundo: Comuníquese, etc.

F U N D A M E N T O S

Señor Presidente:


La Aldea San Antonio fue fundada en el año 1889 por los inmigrantes alemanes de la Región rusa del Volga, quienes llegaron a nuestro país a fines del Siglo XIX. Los primeros pobladores fueron traspasando, con el correr de los años, sus costumbres y valores a sus descendientes y a las personas que se asentaron en la Aldea. Es por ello que desde hace veinte años que se celebra en Aldea San Antonio la fiesta del Inmigrante Alemán, con el fin de recordar a aquellos primeros alemanes que arribaron a este territorio, pero también para dar a conocer la rica herencia que han recibido de ellos.


En ocasión de las celebraciones, se realizarán el día sábado 23 de febrero de 2019 las siguientes actividades, se iniciarán con un acto protocolar y una serie de homenajes en la Plaza San Martín, donde también se presentarán distintos stands con artesanías, comidas típicas de los inmigrantes alemanes y cerveza artesanal, entre otras cosas. También actuarán ballets y orquestas y se exhibirá un Museo Interactivo para que los asistentes a la fiesta puedan conocer las costumbres y tradiciones de los inmigrantes alemanes que llegaron del Volga.


Asimismo, por la tarde se llevará a cabo un desfile con carrozas, delegaciones de ballets, carros “rusos” y bandas de música alemana, el mismo finaliza en el predio del Club Social y Deportivo San Antonio, donde se desarrollará la Fiesta y la elección de la Reina Provincial.


Durante las fiestas se podrán degustar comidas típicas alemanas, cerveza artesanal y comidas rápidas. Y se hará un gran baile con la participación de bandas típicas.


En virtud de haberse sancionado con fecha 14 de septiembre de 2017, la ley por la cual se declara “Fiesta Provincial del Inmigrante Alemán”, es que solicito acompañen con su voto el presente proyecto.


Por las razones expuestas es que solicito a mis pares, la aprobación del presente Proyecto de Declaración.

Nicolás Mattiauda.

-A solicitud del señor Senador Morchio se reserva en Secretaría.

3.6.11 – Declaración de interés del H. Senado la 28º "Fiesta Provincial del Caballo".
La Honorable Cámara de Senadores de la Provincia de Entre Ríos

D E C L A R A

Primero: De interés de esta H. Cámara de Senadores la 28° Fiesta Provincial del Caballo, a realizarse en el Polideportivo Municipal de la ciudad de Urdinarrain, desde el 23 al 26 de enero de 2019.

Segundo: Comuníquese, etc.

F U N D A M E N T O S

Señor Presidente:


La Fiesta Provincial del Caballo, que se desarrolla desde el año 1991 y es organizada por ACEDU -Asociación de Cooperadoras Escolares-, Asociación que llegó a estar compuesta por ocho cooperadoras con el fin de recaudar fondos para las mismas. La fiesta se realiza siempre el último fin de semana de enero.


En principio duraba solo dos noches, pero luego debido a la gran aceptación y concurrencia del público se prolongó en la actualidad a cuatro noches, en la que se realizan jinetadas con reconocidas topillas del país, desfiles de agrupaciones tradicionalistas de la ciudad, carreras de riendas, espectáculos folclóricos y elección de la Reina. Cuenta además con artistas folclóricos y bailarines de conocido renombre artístico. La Fiesta convoca a una multitud que ha llegado a superar a las diez mil personas en las últimas ediciones.


Por las razones expuestas, es que solicito a mis pares la aprobación del presente Proyecto de Declaración.

Nicolás Mattiauda.

-A solicitud del señor Senador Morchio se reserva en Secretaría.

3.6.12 – Declaración de interés legislativo del H. Senado la edición 2019 de los "Corsos Populares Matecito".
La Honorable Cámara de Senadores de la Provincia de Entre Ríos

D E C L A R A

Primero: De interés legislativo de esta H. Cámara de Senadores la edición 2019 de los “Corsos Populares Matecito”, que se realizarán el día viernes 25 de enero y todos los días viernes del mes de febrero de 2019, en el circuito de Avenida Irazusta, entre las calles España y Montevideo, de la ciudad de Gualeguaychú.

Segundo: Comuníquese, etc.

F U N D A M E N T O S

Señor Presidente:


El gran carnaval de la ciudad de Gualeguaychú, usualmente conocido como “El carnaval del País” no es la única fiesta que tiene lugar en las calles de esta ciudad entrerriana. Un carnaval lleno de tradición, música y alegría tiene lugar en los “Corsos Populares Matecito”. Un festejo paralelo al famoso carnaval de Gualeguaychú que recibe a un gran número de vecinos bajo el concepto de carnaval popular. Esta fiesta se llevará a cabo el día viernes 25 de enero y los cuatro viernes del mes de febrero en el circuito de Avenida Irazusta entre las calles España y Montevideo y, año tras año, las Comisiones Vecinales son las encargadas de cobrar las entradas y de organizar el ingreso para que todas las personas que quieran disfruten del festejo como es debido.


Solo algunos turistas se enteran y asisten a este festejo organizado por y para la gente del pueblo. Las raíces y la historia se manifiestan de la forma más pura en este carnaval de “Matecito”. Para participar el único requisito es contagiar alegría y querer disfrutar en comunidad. Niños, adultos, hombres y mujeres se brindan al público sin importar si sus disfraces brillan lo suficiente o no.


Cada viernes, las murgas se convocan en las calles, llenándolas de alegría con sus bombos, cornetas y redoblantes; haciendo que todos participen de la fiesta. Estos conjuntos se encuentran acompañados por particulares personajes ya reconocidos de la ciudad, como La Florinda, Casimira y Los Abuelos Divertidos de la Tercera Edad.


El corso barrial continúa siendo el lugar donde todo el pueblo puede participar. La expresión de los vecinos y los barrios se exponen en decenas de murgas y conjuntos carnavalescos acompañados por la música característica del espectáculo.


Los corsos Matecito, a lo largo de los años, fueron ganando en la consideración de la comunidad y el turismo. Pasaron décadas y siguen siendo una atracción en el medio del Carnaval del País.


Conviven y forman parte de la historia de Gualeguaychú como una ciudad alegre y expositora del ayer y el presente.


Por las razones expuestas, es que solicito a mis pares la aprobación del presente Proyecto de Declaración.

Nicolás Mattiauda.

-A solicitud del señor Senador Morchio se reserva en Secretaría.

3.6.13 – Declaración de interés del H. Senado la edición 2019 de los Carnavales de la ciudad de Gualeguaychú.
La Honorable Cámara de Senadores de la Provincia de Entre Ríos

D E C L A R A

Primero: De interés de esta H. Cámara de Senadores la edición 2019 de los Carnavales de la ciudad de Gualeguaychú, a realizarse los sábados de enero y febrero en el Corsódromo Municipal.

Segundo: Comuníquese, etc.

F U N D A M E N T O S

Señor Presidente:


Los carnavales de Gualeguaychú, que son los más importantes de nuestro país, se realizan desde fines del siglo XIX en la ciudad. Al igual que otros pueblos de la provincia, tuvo sus corsos como máxima expresión de alegría y diversión colectiva. En un principio, el corso se desarrollaba por las tardecitas, ya que la ciudad no contaba con adecuada iluminación, debido que recién en el 1907 llegó la energía eléctrica.


En las primeras décadas del siglo XX, los corsos, que se extendían por calle 25 de Mayo desde Rocamora hasta Mitre, alcanzaban un esplendor comparable al actual. El paso por dicha arteria, se hacía de ida y vuelta. Numerosos palcos instalados por las familias cubrían las veredas desde una punta a otra del circuito, casi sin separación entre unos y otros. Sus dueños competían para tener el palco mejor engalanado e iluminado.


Alrededor de 1930, se construye en el centro de la ciudad, una enorme pasarela de madera que se extendía por encima del circuito entre ambas veredas de la 25 de Mayo y en cuya parte superior actuaban las orquestas, murgas y conjuntos. En las décadas siguientes, años 30 y 40, se impusieron las murgas tradicionales, que al igual que las uruguayas de hoy día, cantaban sus canciones y eran autoras de sus propias letras que contenían numerosas apreciaciones y críticas sobre temas del momento en la ciudad. Para mediados de la década del 70, parecía que el carnaval de Gualeguaychú nada más tenía para ofrecer. Y por si algo faltaba para restarle atractivo, numerosos juegos además del de agua, habían degenerado en violencia, por lo que poco a poco, las familias se iban alejando de nuestros corsos.


¿Qué es lo que operó la transformación asombrosa que llevó a nuestros corsos al rango de los más deslumbrantes del país? Varios factores: En primer lugar, en Gualeguaychú se celebra desde 1959 un desfile de carrozas estudiantiles. Participando en él nuestros estudiantes desde ese entonces. Aprenden a crear, pintar, decorar, armar, diseñan, sueldan, iluminan, y en general crean obras magníficas aprovechando elementos constructivos que la gente les regala o simplemente tiran por inútiles. Es decir, que la mayor parte de los gualeguaychuenses de 50 años para abajo, alguna vez han hecho carrozas o ayudado en las mismas. Esto, con el paso de los años, le ha dado a Gualeguaychú una especie de profesionalidad colectiva, que algún día tenía que manifestarse en otra forma. Y entonces aparece en el tiempo, la unión de las circunstancias que hicieron posible a ese pueblo artístico y talentoso manifestarse y proyectarse en algo más trascendente. En el año 1978 un comerciante propietario por entonces de un supermercado que se encontraba en 25 de Mayo y Caseros, propone una nueva forma de organizar nuestros corsos. El mismo había financiado en los años anteriores la comparsa que llevaba el nombre del supermercado y a la vez su propio apellido (Daroca) al revés: Acorad. La Comparsa Acorad había sido un éxito resonante porque revolucionó nuestros tradicionales corsos en los que predominaban las viejas murgas. Pero el esfuerzo financiero difícil de sobrellevar, más la creciente de ese año 78 que inundó su negocio, hicieron que Daroca se diera por vencido. Sin embargo eso le sirvió para darse cuenta que si queríamos mejorar el nivel del carnaval, había que organizarlo de otra forma.


En primer lugar, proponía que se cobrara una entrada. Hasta entonces los corsos eran gratis. Y proponía que la recaudación fuera para los que presentaban espectáculos. Y para ello el corso debían organizarlo los propios actores. Pero para que no se transformara en un negocio lucrativo, exigía que estos actores que presentaran espectáculos y organizaran el carnaval no fueran personas particulares sino instituciones. El Intendente de entonces aceptó la modificación, por lo que se llamó a todas las instituciones y entre varias de ellas, eran 15 aproximadamente, se formó la primera comisión de corsos, bajo la nueva organización. Al primer corso lo organizaron en 1979. Entre ese año y el siguiente empezó a levantar el nivel artístico. Influyó mucho que esta nueva Comisión de Corsos trajo muchas comparsas de prestigio, como las de Corrientes, otras de Brasil y ello produjo un efecto de contagio.


El gran estallido se produjo en 1981, en cuyo corso las comparsas de Gualeguaychú, dieron un salto en la elevación de su calidad que alcanzó de golpe un brillo muy cercano al actual.


Un espectáculo donde se pueden apreciar más de 70 mil plumas, y trajes de fantasía que llevan 500.000 lentejuelas con su respectivas mostacillas, y grandes apliques realizados con más de 200 piezas bordadas, entre lentejuelas, piedras, perlas y canutillos.


Para Gualeguaychú, además, el Carnaval significa el más importante fenómeno turístico, social, cultural y económico en la historia de la ciudad, al punto que el espectáculo genera cada verano un movimiento de divisas que se equipara al presupuesto anual municipal, y tiene miles de protagonistas tanto fuera de la escena como dentro de la pasarela del corsódromo.


Los Clubes invierten más de 2 millones de pesos anualmente en cada una de las comparsas para garantizar un espectáculo de máximo nivel nacional e internacional. Son cinco clubes que presentan cinco comparsas que crean un evento donde son protagonistas todos los gualeguaychuenses.


Para Gualeguaychú el Carnaval significa el más importante fenómeno turístico, social, cultural y económico en la historia de la ciudad.


Por las razones expuestas, es que solicito a mis pares la aprobación del presente Proyecto de Declaración.

Nicolás Mattiauda.

-A solicitud del señor Senador Morchio se reserva en Secretaría.

Proyectos de Comunicación.

3.6.14 - Solicitud al Poder Ejecutivo que lleve a cabo un relevamiento sobre los casos de enfermedades oncológicas vinculadas al uso de fitosanitarios, tanto en poblaciones urbanas como rurales.
La Honorable Cámara de Senadores de la Provincia de Entre Ríos:


Solicita al Poder Ejecutivo Provincial para que, a través del organismo correspondiente, lleve a cabo un relevamiento sobre los casos de enfermedades oncológicas vinculadas al uso de fitosanitarios, tanto en poblaciones urbanas como rurales de la Provincia.

F U N D A M E N T O S

Señor Presidente:


El 29 de octubre, el Superior Tribunal de Justicia de Entre Ríos confirmó el fallo que había dictado la Cámara Segunda de Paraná, en el marco de una acción de amparo promovida por AGMER y el Foro Ecologista de Paraná.


La medida dictada por la Cámara y confirmada por el Superior Tribunal de Entre Ríos prescribe la prohibición de realizar “fumigación aérea y terrestre con agrotóxicos en los perímetros de las escuelas rurales de la provincia (de tres mil metros cuando se trate de fumigación aérea y de mil metros cuando lo sea terrestre)”.


La decisión del juez que actuó en primera instancia no fue fundada en ningún estudio técnico ni científico, debido a que el informe solicitado a la Universidad Nacional del Litoral, no se pudo efectuar, dado el corto plazo que se le había dado a la Cátedra de Toxicología, Farmacología y Bioquímica legal de la U.N.L. para contestar.


Más allá de eso, tampoco existe en la actualidad un informe del Ministerio de Salud de la provincia que indique el número personas que padecen enfermedades oncológicas a raíz del contacto por el uso de fitosanitarios en los establecimientos rurales entrerrianos.


Siendo ésta una cuestión tan sensible y en la cual hay demasiada falta de datos y estadísticas, es que vemos primordial la necesidad de que se elabore por parte del Poder Ejecutivo, a través del Ministerio de Salud un relevamiento e informe pormenorizado de los casos de enfermedades oncológicas que tengan su origen en el uso de fitosanitarios.


Como legisladores, entendemos que esa información es vital para poder avanzar con una legislación consciente sobre este tema.


Por los fundamentos expuestos, es que solicito a los Sres. Legisladores acompañen el presente Proyecto de Comunicación.

Nicolás Mattiauda. Raymundo A. Kisser. Beltrán A. Lora. Roque R. Ferrari.

-A solicitud del señor Senador Morchio se reserva en Secretaría.

Pedidos de Informes.

3.6.15 - Solicitud al Poder Ejecutivo informe cuál es el número de personas que padecen enfermedades oncológicas en la Provincia, diferenciando los habitantes de zonas urbanas y rurales.

La Honorable Cámara de Senadores de la Provincia de Entre Ríos, en uso de las atribuciones conferidas por el artículo 117° de la Constitución Provincial, se dirige al Poder Ejecutivo para que informe sobre los siguientes puntos:

Primero: Cuál es el número de personas que padecen enfermedades oncológicas en la Provincia, diferenciando los habitantes de zonas urbanas y rurales.

Segundo: Si se conoce cuál es el origen de cada padecimiento y el número de pacientes cuyo padecimiento se cree que ha sido ocasionado por el uso de fitosanitarios, diferenciando los habitantes de zonas urbanas y rurales.

Tercero: Cuáles son los tratamientos que reciben los pacientes oncológicos que viven en la Provincia.

Cuarto: Que prácticas o tratamientos que deben recibir los pacientes oncológicos no pueden ser, efectuadas en el territorio provincial.

Quinto: Si las estadísticas provinciales difieren de las estadísticas nacionales.

Nicolás Mattiauda. Raymundo A. Kisser. Beltrán A. Lora. Roque R. Ferrari.

Sr. Presidente (Bahl): De conformidad al Artículo 117º de la Constitución Provincial, se hará la pertinente comunicación al Poder Ejecutivo.

4

ASUNTOS ENTRADOS FUERA DE LISTA

4.1 – Protección, desarrollo, promoción, difusión y comercialización de artesanías producidas en el territorio provincial.

Sr. Presidente (Bahl): Es la oportunidad establecida en Labor Parlamentaria para el ingreso de asuntos fuera de lista.


Tiene la palabra el Senador por el Departamento Villaguay.

Sr. Senador (Torres): Señor Presidente, solicito el ingreso del proyecto de ley, en revisión, por el que se tiene por objeto la protección, desarrollo, promoción, difusión y comercialización de artesanías producidas en el territorio provincial, expediente Nº 22.073. 


Autorizado el ingreso, intereso la reserva del mismo en Secretaría.

Sr. Presidente (Bahl): A consideración del Cuerpo la solicitud de ingreso del proyecto enunciado por el señor Senador Torres.

-Resulta afirmativa.

Sr. Presidente (Bahl): Queda reservado en Secretaría.

4.2 - Los Jueces de Garantías establecidos en el Código Procesal Penal de la Provincia de Entre Ríos, con jurisdicción en el lugar del hecho, ejercerán el control de legalidad y de legitimidad constitucional de la investigación dirigida por el fiscal, en relación a los delitos atribuidos a adolescentes destinatarios de la Ley 9861 y modificatoria Ley 10.450.

Sr. Presidente (Bahl): Tiene la palabra el Senador por el Departamento Colón.

Sr. Senador (Canali): Señor Presidente, solicito el ingreso y el giro a la comisión pertinente, del proyecto de ley por el que se establece que los Jueces de Garantías establecidos en el Código Procesal Penal con jurisdicción en el lugar del hecho, ejercerán el control de legalidad y de legitimidad constitucional de la investigación dirigida por el fiscal, en relación a delitos atribuidos a adolescentes destinatarios de la Ley Nº 9861 y modificatoria Ley Nº 10.450, con número 16.038 de Mesa de Entradas. 

Sr. Presidente (Bahl): A consideración del Cuerpo la solicitud de ingreso del proyecto enunciado por el señor Senador Canali.

-Resulta afirmativa.

Sr. Presidente (Bahl): Por Secretaría se dará lectura.

-Se lee:

La H. Legislatura de la Provincia de Entre Ríos, sanciona con fuerza de

L E Y

Artículo 1º: Los Jueces de Garantías establecidos en el Código Procesal Penal de la Provincia de Entre Ríos, con jurisdicción en el lugar del hecho, ejercerán el control de legalidad y de legitimidad constitucional de la investigación dirigida por el fiscal, en relación a los delitos atribuidos a adolescentes destinatarios de la Ley 9861 y modificatoria Ley 10.450.

Artículo 2º: El juzgamiento oral en única instancia de las personas menores de 18 años de edad acusadas de delitos perpetrados en las jurisdicciones de Paraná, Feliciano, la Paz, Diamante, Nogoyá, Victoria y Villaguay; la audiencia integrativa y su respectiva sentencia de conformidad con el procedimiento establecido en el Capítulo VIII de la Ley 9861 y su modificatoria Ley 10.450, estará a cargo del Juez Penal de Niños y Adolescentes de Paraná. La realización de las audiencias deberá efectivizarse en la jurisdicción del lugar del hecho.

Artículo 3º: El juzgamiento oral en única instancia de las personas menores de 18 años de edad acusadas de delitos perpetrados en las jurisdicciones de Concordia, Federal, Federación, San Salvador, Colon C. del Uruguay, Gualeguaychú, Islas, Tala y Gualeguay; la audiencia integrativa y su respectiva sentencia de conformidad con el procedimiento establecido en el Capítulo VIII de la Ley 9861 y su modificatoria Ley 10.450, estará a cargo del Juez de Familia y Penal de Menores Nº 3 con asiento en la ciudad de Concordia. La realización de las audiencias, deberá efectivizarse en la jurisdicción del lugar del hecho.

Artículo 4º: El juez con competencia en la costa del Paraná, será Juez de Apelaciones de las impugnaciones que se presenten contra resoluciones de los jueces de garantías de la costa del Uruguay. Asimismo, el juez de la costa del Uruguay será Juez de Apelaciones de las impugnaciones que se presentaren contra resoluciones de los jueces de garantías de la costa del Paraná.

Artículo 5º: Modifíquese el cargo, la competencia y denominación del Juez Penal de Niños y Adolescentes con asiento en la ciudad de Paraná, el que pasará a denominarse Juez de Juicio y Apelaciones Penal de Niños y Adolescentes, con competencia en la jurisdicción de Feliciano, La Paz, Diamante, Nogoyá, Victoria, Villaguay y Paraná.

Artículo 6º: Modifíquese el cargo, la competencia y denominación del Juez de Familia y Penal de Menores Nº 3 de la ciudad de Concordia, el que pasará a denominarse Juez de Juicio y Apelaciones de Penal de Niños y Adolescentes, con competencia en la jurisdicción de Concordia, Federal, Federación, San Salvador, Colon, Concepción del Uruguay, Gualeguaychú, Islas, Tala y Gualeguay.

F U N D A M E N T O S


En materia procesal y penal adolescente el punto de partida es el principio de especialidad que irradia sus efectos normativos y políticos criminales a todo el resto de derechos y garantías de la justicia juvenil, tanto sustantivos como procesales. Este principio constitucional consagrado en la Convención Sobre los derechos del Niño (40.3) requiere que los órganos judiciales se encuentren capacitados y tengan competencia específica para actuar cuando los delitos sean cometidos por personas menores de 18 años de edad, de lo contrario se los estaría juzgando como adultos.


El principio de justicia especializada consiste en la obligación del estado democrático dentro del sistema penal, de dar una respuesta diferente cuando el infractor sea una persona menor de edad.


El principio de justicia especializada tiene como eje central un juzgamiento especializado. Esto implica la existencia no solo de juzgados y tribunales especializados en justicia juvenil, sino también que los jueces tengan formación y sensibilización en el trato y juzgamiento de las personas menores de edad.


El principio de especialización se fundamenta en el cumplimiento de una obligación estatal de otorgar un trato diferenciado a las personas menores de edad en comparación a las personas adultas. El fundamento de este Derecho Penal Juvenil específico son precisamente los sujetos destinatarios: se trata de personas en formación, adolescentes que no son niños en sentido estrictos pero tampoco son adultos, por lo que se requiere que la justicia esté particularmente organizada para ellos. Para un adolescente resultará mucho más beneficioso ser juzgado por un juez especializado, que tenga formación y capacitación especial pero sobre todo sensibilidad especial, que ser juzgado por un juez ordinario dedicado al juzgamiento de adultos.


El punto crítico referido a las garantías vinculadas a la organización judicial es lo que se conoce como principio de especialidad restringido que consiste en interpretar que una vez que existe una legislación especializada en materia procesal adolescente (Ley Nº 10.450) no es necesario que sea un juez o tribunal especializado el que la aplique, debido a que el juez no especializado, como tiene ya las reglas especiales, le corresponde solo aplicarlas.


En cuanto a los Instrumentos internacionales aplicables a la materia, la Convención sobre los Derechos del Niño compromete a los estados partes a tomar todas las medidas apropiadas para promover el establecimiento de leyes, procedimientos, autoridades e instituciones específicas para los niños de quienes se alegue, acuse o declare culpables de haber infringido las leyes penales.


De esta manera se configura “un límite decisivo para regular dos sistemas penales netamente diferenciados: el Sistema Penal para Adolescentes -destinado a los jóvenes infractores y presuntos infractores hasta los 18 años de edad- y el Sistema Penal General -establecido para los infractores mayores de edad. A partir de esta diferenciación, las normas internacionales de derechos humanos establecen que el Sistema de Justicia Penal que intervenga en los delitos cometidos por personas menores de 18 años de edad debe ser especializado”. En este mismo sentido se ha expresado Corte Interamericana de Derechos Humanos en la Opinión Consultiva -17/2002 en sus párrafos 98, 109 y 120 y en las Directrices De Las Naciones Unidas Para La Prevención De La Delincuencia Juvenil ( Directriz 52°).


Por su parte la Convención Americana de Derechos Humanos en su artículo 5.5 establece que cuando los niños y/o adolescentes puedan ser procesados, deberán ser separados de los adultos y llevados ante tribunales especializados, con la mayor celeridad posible, para su tratamiento.


La exigencia del Principio de Especialidad es requerida, también, por las Reglas de Beijing - 2.3, 6.1, 6.2 6.3 y 22- que tratan varios aspectos importantes de una administración de Justicia Penal de Niños y/o Adolescentes eficaz, justa y humanitaria, exigiendo que los magistrados deben ser seleccionados teniendo en cuenta ciertas cualidades y experiencia y, a su vez, deben estar especialmente capacitados para poder abordar los delitos juveniles.


La competencia y el profesionalismo son los instrumentos más adecuados para restringir el ejercicio excesivo de facultades discrecionales de los jueces. Por ello, se hace especial hincapié en la idoneidad profesional y en la capacitación de los expertos como un medio valioso para asegurar el ejercicio prudente de las facultades discrecionales en materia de jóvenes en conflicto con la ley penal.


La Corte Interamericana de Derechos Humanos, recoge ampliamente el Principio de Especialidad en el caso "Instituto de Reeducación del Menor" vs. Paraguay”, del 2 de septiembre de 2004, serie C. No. 112, párr. 210/211, sosteniendo que una consecuencia evidente de la pertinencia de atender en forma diferenciada y específica las cuestiones referentes a los niños, y particularmente, las relacionadas con la conducta ilícita, es el establecimiento de órganos jurisdiccionales especializados para el conocimiento de conductas penalmente típicas atribuidas a aquéllos y un procedimiento especial por el cual se conozcan estas infracciones a la ley penal.


En este sentido debe destacarse, que un régimen integral para adolescentes infractores a ley penal significa, básicamente, crear un sistema especializado con normas y procedimientos diferentes al de los adultos transgresores, con Magistrados especialmente capacitados en cuestiones relativas a los derechos de niños y adolescentes y competencia específica para actuar cuando los delitos sean cometidos por personas menores de 18 años de edad.


La justicia penal y procesal juvenil es especializada por así requerirlo el orden supranacional. Ello es así, porque el adolescente es una persona, un sujeto de derecho, que exige ser tratado con todas las garantías constitucionales, más un aditamento, cual es atender a su peculiar proceso de formación, especialmente cuando el déficit cultural y educativo lo han colocado en contacto con el sistema penal.


Es menester destacar que a partir de la sanción de la Ley Provincial N° 10.450, (B.O 25/10/2016) se regula un procedimiento penal específico, asegurando a las personas menores de 18 años de edad un proceso acusatorio conforme lo establece la Constitución Nacional y Provincial, librándolo de hipocresías, eufemismos y ambigüedades provenientes de la coexistencia de los paradigmas de la Situación Irregular y de la Protección Integral, definiendo claramente los roles procesales del Juez, del Ministerio Público Fiscal y de la Defensa.


Que al margen de ello, actualmente en la mayoría de las jurisdicciones de la provincia de Entre Ríos los Jueces de Garantías ejercen el control de legalidad y de legitimidad constitucional de la investiga​ción dirigida por el fiscal –I.P.P-, en relación a los delitos atribuidos a personas menores de 18 años de edad y los Jueces de Familia y Penal de Menores realizan el juzgamiento oral en única instancia de las personas menores de 18 años de edad acusadas de la comisión de delitos, la audiencia integrativa y su respectiva sentencia a los fines de resolver la necesidad de aplicar o no una sanción.


Cabe mencionar que esto es diferente únicamente en las jurisdicciones de Paraná y Concordia. En la primera de ellas, los Jueces de Garantías ejercen el control de legalidad y de legitimidad constitucional de la investigación dirigida por el fiscal; y el juzgamiento y la audiencia integrativa y su respectiva sentencia son realizadas por el Juez Penal de Niños y Adolescentes de esa Jurisdicción.


En cambio en la jurisdicción Concordia son los Jueces de Familia y Penal de Menores, quienes intervienen en todas las etapas del proceso antes mencionadas.


Que esta forma de distribución de competencia es contraria a la Convención Sobre los Derechos del Niño, que acogió la doctrina de la protección integral, que reconoce a los niños y adolescentes su condición de sujeto de derecho y le confiere un papel principal en la construcción de su propio destino.


En materia penal, específicamente, significó el cambio de una jurisdicción tutelar a una punitivo-garantista, en la cual, entre otras medidas, se reconocen plenamente los derechos y garantías de los adolescentes; se les considera responsables de sus actos delictivos; se limita la intervención de la justicia penal especializada al mínimo indispensable; se amplía la gama de medidas alternativas al proceso penal y a la sanción; y se reduce al máximo la aplicación de las penas privativas de la libertad.


Que superado el paradigma de la situación irregular no resulta procedente unificar la intervención por el sujeto de la transgresión, siendo absolutamente necesario diferenciar las competencias específicas de la justicia penal adolescente de las competencias de la justicia de familia, pues la intervención requiere de procedimientos y normativa diferentes.

Que los jueces de Familia actúen como jueces penales de garantía o de juicios resulta contrario al principio de especialización plasmado en la CDN (Art. 37º- 40º), en las Directrices De Las Naciones Unidas Para La Prevención De La Delincuencia Juvenil (Directriz 52°), Reglas de Beijing - 2.3, 6.1, 6.2 6.3 y 22- Observación General Nº 10 del Comité de Derechos del Niño (Párraf. 92/93) OC 17/2002, Párraf. 120, 68°, 80° y 81° ley 9861, a la vez que se recarga a la colapsada justicia de familia.


Asimismo, no encuentra sustento alguno, y menos aún constitucional, el argumento esgrimido acerca de que el Juez de Familia por el solo hecho de tener dentro de sus competencias cuestiones concernientes al derecho de Familia relacionada con niños y/o adolescentes (adopción, tutela, guarda, tenencias cuotas alimentarias, emancipación por habilitación de edad, adopción de medidas de protección y filiación), pueda en virtud de ello estar capacitado y/o especializado para juzgar a un adolescente al que se le imputa la comisión de un delito penal. Es más, su actuación y organización se rige por el Código Procesal Civil y Comercial, es decir por un procedimiento diametralmente opuesto al sistema acusatorio que se intenta garantizar.


Que vigencia de Ley Nº 10.450 lleva a la necesidad de modificar la asignación de competencias para el juzgamiento de personas menores de 18 años de edad de quienes se alegue o acuse de la comisión de delitos en el territorio provincial, atento que de conformidad a los artículos 80º, 81º y 107º, las intervenciones del juez en la investigación penal preparatoria, en el juicio oral, como en la etapa de integración de sentencias son estrictamente penales, lo que requiere conocimiento específico de la materia criminal y más específicamente del derecho penal juvenil a los fines de garantizar el debido proceso.


En este sentido, el artículo 60º de la Ley 9861 de “Protección Integral de los derechos de del Niño, el Adolescente y la Familia” (B.O 10/09/2008) dispone que “los organismos judiciales de aplicación de la presente Ley, en el ámbito de sus respectivas competencias serán los Juzgados de Familia y los Juzgados Penales de niños y adolescentes y los juzgados o tribunales penales de juicio. Claramente puede apreciarse que el legislador estableció la figura de los jueces o tribunales penales de juicio especializado “a los fines de garantizar el mandato constitucional y convencional (CDN Art. 40.3) del juzgamiento especializado a personas menores de 18 años de edad en el ámbito de la provincia de Entre Ríos.


De concretarse esta propuesta, la Provincia de Entre Ríos se ubicaría a la vanguardia en la materia a nivel nacional y regional, garantizando el juzgamiento especializado para todos los adolescentes en conflicto con la ley penal en el territorio provincial y no solo en la Jurisdicción de Paraná, como ocurre actualmente.


Asimismo se estarían garantizando la resolución de apelaciones por jueces de la especialidad, evitando que jueces no especializados de adultos impugnen o confirmen resoluciones propias de esta especial materia.


Para efectivizarlo no se requiere de la creación de dos nuevos cargos, sino que se debería trasformar el cargo, la competencia y denominación del juez de penal de Niños y Adolescentes de Paraná a juez de juicios y apelaciones y ampliar su jurisdicción a Feliciano, la Paz, Diamante Nogoyá, Victoria Villaguay y Paraná.


Realizándose la misma transformación para el reciente juzgado de Familia y Penal de Menores Nº 3 de Concordia (Puesto en funcionamiento el 22/08/2018), asumiendo funciones en materia de juicios, integraciones de sentencias y apelaciones en las jurisdicciones de Federal, Federación, San Salvador, Colón, Concepción del Uruguay, Gualeguaychú, Islas, Tala, Gualeguay y Concordia.


Esta solución se considera las más acertada atento a que este cargo no ha sido cubierto aun por los mecanismos constitucionales vigentes. Asimismo al sustraérseles la competencia Penal de Niños y Adolescentes a los dos restantes juzgado de Familia, se descongestionaría considerablemente el caudal de causas en la que deberían entender y reduciría su intervención únicamente a cuestiones atinentes a esta rama específica del derecho.


Como puede apreciarse, el costo de garantizar el principio de especialidad para todos los ciudadanos menores de 18 años de edad en la Provincia de Entre Ríos, no solo en el juzgamiento sino también en la resolución especializada en materia de apelaciones, sería la diferencia salarial entre un juez de primera instancia a un vocal de juicios y apelaciones en la costa del Paraná y otro por la costa del Uruguay.

Pablo A. Canali.

Sr. Presidente (Bahl): Pasa a la Comisión de Legislación General, bajo expediente Nº 13.032.

4.3 – Regulación de la protección universal de las personas como sujetos de investigación, que participan en investigaciones biomédicas.

Sr. Presidente (Bahl): Tiene la palabra el Senador por el Departamento La Paz.

Sr. Senador (Ballestena): Señor Presidente: Solicito el ingreso y el giro a la comisión pertinente, del proyecto de ley por el que se regula la protección universal de las personas, como sujetos de investigaciones biomédicas, con número 16.039 de Mesa de Entradas.

Sr. Presidente (Bahl): A consideración del Cuerpo la solicitud de ingreso del proyecto enunciado por el señor Senador Ballestena.

-Resulta afirmativa.

Sr. Presidente (Bahl): Por Secretaría se dará lectura.

-Se lee:

La H. Legislatura de la Provincia de Entre Ríos, sanciona con fuerza de

L E Y

Disposiciones Generales

Artículo 1º: La presente ley tiene por objeto regular la protección universal de la/s persona/s, como Sujeto/s de Investigación, que participan en investigaciones biomédicas, tanto en su seguridad jurídica, como bioética y en los estudios clínicos que sean y resulten, necesarios a tales fines.

Artículo 2º: Se denominan Investigaciones Biomédicas a todas aquéllas prácticas que están orientadas al: diagnóstico, tratamiento, seguimiento, información, pronóstico, el estudio y conclusiones de determinada enfermedad, en cuya semiología de tratado, resulte para beneficio del sistema de salud de la Provincia.

Principios Fundamentales

Artículo 3º: En toda Investigación Biomédica deberán respetarse las normas y pautas éticas de protección a los derechos y obligaciones, de la/s persona/s expuestas, como asimismo, los profesionales Investigadores, deberán someterse a los postulados que la conducta profesional los honrare.

Artículo 4º: Los principios fundamentales de la presente Ley, serán los contemplados en:

a) La Declaración Universal sobre Bioética y Derechos Humanos y las Buenas Prácticas Clínicas, propuestas en el Documento de Las Américas, de la O.M.S. y O.P.S. en el año 2.005; 

b) Las Guías Éticas Internacionales Para La Investigación Médica en Seres Humanos, según la CIOMS 2.002 (Consejo de las Organizaciones Internacionales de las Ciencias Médicas)

c) Las Guías de la O.M.S. Operacionales de Evaluación para los Comités de Ética en las Investigaciones Biomédicas del año 2.000. 

d) La Guía de Buenas Prácticas de Investigación en los Seres Humanos, según Resolución Nº 1.490/07, del Ministerio de Salud de la Nación.

e) La Nómina de Ensayos Clínicos en Seres Humanos, según Resolución Nº 1.678/07, del Ministerio de Salud de la Nación.

f) Y toda otra norma que en el futuro actualicen los principios fundamentales de las buenas prácticas en las Investigaciones Biomédicas.

Artículo 5º: Las Investigaciones Biomédicas, tendrán por finalidad ampliar los conocimientos médicos científicos en beneficio de las personas según el desarrollo de su medio, sin menoscabar sus derechos y obligaciones universales, según la historia clínica preexistente, donde los riesgos no perjudiquen su situación actual y, los resultados previsibles significaren un bien a futuro para la o las mismas.

Artículo 6º: El Investigador o grupo de Investigadores, deberá asumir las responsabilidades y obligaciones legales que le correspondan, respetando las normativas que rigen en la Provincia. En caso de la participación de un grupo, deberán nominar un Director de la investigación, quien deberá presentar los avales científicos que lo acrediten como tal, ante la Autoridad de Aplicación de la presente ley.

Autoridad de Aplicación

Artículo 7º: Será el Ministerio de Salud de la Provincia, quién actuará como Autoridad de Aplicación, a través de un Jurado de Investigaciones Biomédicas, que estará conformado por Profesionales Especializados y en forma Multidisciplinaria afines a la Bioética, debidamente acreditados en todas las ramas intervinientes en la Bioética, avalados por sus Colegios de Profesionales y las Universidades de las que emergen ó las Universidades que se asientan en la Provincia, para tal fin.

Artículo 8º: La autoridad de aplicación, determinará a través de la reglamentación de la presente ley, las funciones, autorizaciones, prohibiciones, suspensiones y competencias del Jurado de Investigaciones Biomédicas, para conducirse en toda solicitud de investigación científica, sobre las personas.


Tendrá en cuenta todas las instancias metodológicas y éticas que deberá evaluar el mismo, tanto en la solicitud de una Investigación, como en la presentación, avales, patrocinadores, financiación, confidencialidad hacia los Sujetos de Investigación y su consentimiento informado y escrito, protocolos, previsibilidad de los parámetros riesgo-beneficio, metodología, abordaje, asesoramiento, seguimiento, control, pronóstico, evaluación, beneficios que la investigación propuesta aporte a futuro al Sistema de Salud de la Provincia y el Registro público que tendrá cada procedimiento realizado y concluido, ó a concluir y las demás condiciones que se consideren como pertinentes.

Artículo 9º: La presente ley, será reglamentada por el Poder Ejecutivo, dentro de los 90 días de su promulgación.

Artículo 10º: Comuníquese, etc.

F U N D A M E N T O S

Sr Presidente:


La iniciativa que presento ante ésta Legislatura, es la decisión que tomé en base a este Proyecto de Ley, el cual se refiere por sobre todas las cosas, a defender desde el Estado, lo que se relaciona con las Investigaciones Biomédicas, en pos de la salud é integridad de las personas, ya que nuestra Provincia, está creciendo desde la profesionalidad académica a grandes pasos.


Desde el origen de nuestra Historia, siempre han promovido los grandes Maestros de las Ciencias, el conocimiento y curación de diferentes enfermedades y síndromes, que ocurren en las personas hasta la actualidad. Gracias a ello, hemos conseguido en siglos de existencia estudiar, no sólo las enfermedades, sino además de su curación, la prevención de las mismas, todo ello, a partir de la Investigación Científica Biomédica y gracias a la capacidad de notables profesionales que se dedican con tesón y voluntad a abordarlas y estudiarlas.


Es así, que en la actualidad, existen en los campos de trabajo que más interesa a las personas que se dedican a la Investigación en Ciencias Biomédicas, la medicina traslacional, que es el campo de trabajo en el cual se estudia la manera de llevar los conocimientos del laboratorio a la experiencia clínica diaria, pero que, aún en nuestra Provincia no ha sido regulada legislativamente.


Sobre este campo los grandes hallazgos o las grandes soluciones para problemas de la salud pública, no ocurren por iluminaciones sorpresivas o por milagros, sino que son el resultado del trabajo acumulado durante muchos años, por muchos científicos, hasta que se reúne todo ese trabajo y el conocimiento para lograr un objetivo y la solución del mismo, todo ello comprende tanto a un sistema público como privado.


Tenemos a grandes y experimentados, como a jóvenes profesionales que dedican incluso sus vidas, a la investigación, que aún valoran si les conviene o no dedicarse a la ciencia, ya que la emoción de descubrir algo nuevo y de poder ayudar a otras personas con ese conocimiento no se compara con nada, pero que, como no todo funciona al primer intento, vale la pena desarrollar tolerancia a la frustración y alimentar siempre su imaginación, en los parámetros que la voluntad y el respeto a los derechos y libertades de las personas, sean protegidos desde el Estado, siguiendo los Protocolos que una Investigación demanda. Esa, es nuestra obligación, regular y lograr cumplir legislativamente, la metodología, no invasiva, de una investigación científica, sobre las personas de nuestro territorio Entrerriano, que resulten beneficiosas al Sistema de Salud.


Seguramente, es la “piedra fundamental” este Proyecto para aunar criterios y lograr iniciar el camino que corresponde en apoyo a las grandes ideas de profesionales en la actualidad, así como muchos Investigadores, han plasmado en la historia para la universalidad de las personas los beneficios logrados.


Solicito a mis pares, el acompañamiento de este Proyecto, que defenderá a los entrerrianos y permitirá promover las instancias de muchos Investigadores de nuestra Provincia.

Aldo A. Ballestena.

Sr. Presidente (Bahl): En consecuencia, pasa a la Comisión de Salud Pública, Medio Ambiente Humano y Drogadicción, bajo expediente Nº 13.033.

4.4 - Creación del Sistema de Seguros de Caución de Garantía para Alquiler de Viviendas

Sr. Presidente (Bahl): Tiene la palabra el Senador por el Departamento La Paz.

Sr. Senador (Ballestena): Señor Presidente: Solicito el ingreso y el giro a la comisión pertinente, del proyecto de ley por el que se crea el Sistema de Seguros de Caución de Garantía para alquiler de viviendas, destinados a empleados públicos activos y pasivos o personas independientes de la Provincia, a través del Instituto Autárquico Provincial del Seguro de Entre Ríos (IAPSER), con número 16.040 de Mesa de Entradas.

Sr. Presidente (Bahl): A consideración del Cuerpo la solicitud de ingreso del proyecto enunciado por el señor Senador Ballestena.

-Resulta afirmativa.

Sr. Presidente (Bahl): Por Secretaría se dará lectura.

-Se lee:

La H. Legislatura de la Provincia de Entre Ríos, sanciona con fuerza de

L E Y

Sistema de Seguros de Caución de Garantía para Alquiler de viviendas

Artículo 1º: Creación: Créase por la presente ley, el Sistema de Seguros de Caución de Garantía para Alquiler de viviendas, destinados para Empleados Públicos Activos y Pasivos, ó lo declarado por Personas independientes de la Provincia de Entre Ríos, el que será a través del Instituto Autárquico Provincial del Seguro de Entre Ríos (IAPSER) y podrá ser utilizado voluntariamente, en los contratos de locaciones de propiedades urbanas en el ámbito del territorio Provincial.

Artículo 2º: Objeto: El Sistema de Garantía de Alquiler del IAPSER, tiene por objeto facilitar a locadores y locatarios la concreción del contrato de locación de viviendas permanentes.

Artículo 3º: Autoridad de Aplicación: La Autoridad de Aplicación, será del Instituto Autárquico Provincial del Seguro de Entre Ríos, llamado en adelante “IAPSER”.

Artículo 4º: Garantía IAPSER. El IAPSER se convierte en garante del cumplimiento de las obligaciones asumidas por el locatario en el contrato de alquiler con el locador, a través de un convenio personal con el mismo.

Artículo 5º: Contrato. El IAPSER, elaborará un modelo del contrato de locación que suscribirán las tres partes, Locatario, Locador y el IAPSER, conforme a la normativa vigente, las condiciones del mercado, sus usos y costumbres, siendo el IAPSER la figura como único garante.

Artículo 6º: Condiciones. Las condiciones de la Garantía IAPSER, son especificadas en un anexo que elaborará el Instituto, el que a su vez, será parte integrante del contrato de locación, dando las tres partes firmantes su consentimiento expreso por escrito del anexo y del contrato.

Artículo 7º: Plazo de Contrato. El Contrato de Locación y de Garantía del IAPSER, tendrá un plazo de veinticuatro (24) meses, renovables.

Artículo 8º: Renovación o Prórroga. Si las partes decidiesen renovar o prorrogar el contrato de locación y la garantía del IAPSER; y el locatario ha cumplido con el pago de todas sus obligaciones mensuales para con el IAPSER y con el locador, el Instituto del Seguro extenderá automáticamente la garantía hasta un plazo máximo equivalente al contrato inicial.


Las partes Locatario y Locador, deberán notificar al IAPSER antes de los sesenta (60) días a la fecha del vencimiento de la Garantía, para que este, en un plazo no mayor a quince (15) días, corrobore el cumplimiento de dichas obligaciones y, consecuentemente, expida la renovación o prórroga de la Garantía de Alquiler.

Artículo 9º: Coste de la Locación: El IAPSER, garantizará un monto del alquiler, que no supere el treinta y cinco (35%) por ciento del haber mensual de los empleados públicos activos y pasivos, o personas independientes según lo declarado, que sean solicitantes.

Artículo 10º: Pago de la comisión de la Garantía IAPSER. El locatario podrá abonar la comisión de la Garantía, optando por algunas de las siguientes formas de pago:

1.- Contado

2.- Hasta en diez (10) cuotas, con una tasa preferencial, que el IAPSER determinará.

Artículo 11º: Categorización de los inmuebles para constituir la Garantía del IAPSER: La Garantía de Alquiler para los inmuebles será posible según las siguientes categorías de calificación:

1) Categoría A: hasta 60m2 cubiertos. 

2) Categoría B: de 61 a 90m2 cubiertos. 

3) Categoría C: de 91 a 120m2 cubiertos. 

4) Categoría D: de 121m2 a 150m2 cubiertos. 

Artículo 12º: Determinación del costo de la Garantía IAPSER: Para determinar el costo de la Garantía de Alquiler, la reglamentación fijará los porcentajes según la categoría detallada en el artículo 11º, que el IAPSER determine. Tales índices se fijarán respecto al valor del primer mes de alquiler y con un tope máximo, según la categoría, que el Seguro de Caución establezca como monto máximo, de acuerdo con la siguiente escala:

1.- Categoría A: hasta 60m2 cubiertos. Tope máximo hasta un 80% del primer mes de alquiler.

2.- Categoría B: de 61 a 90m2 cubiertos. Tope máximo hasta un 100% del primer mes de alquiler.

3.- Categoría C: de 91 a 120m2 cubiertos. Tope máximo hasta un 150% del primer mes de alquiler.

4.- Categoría D: de 121m2 a 150m2 cubiertos. Tope máximo hasta un 180% del primer mes de alquiler.

Artículo 13º: Comisión por renovación o prórroga de la Garantía IAPSER: En caso de haberse cumplido con lo dispuesto en el artículo 8º, el costo de la comisión por renovación o prórroga de la Garantía de Alquiler, será en todos los casos en idénticas condiciones a las pautadas para el primer contrato locativo, según los detalles que fije la reglamentación de la presente.

Artículo 14º: Requisitos de Suscripción: El solicitante deberá:

1) Ser mayor de edad.

2) Ser residente con al menos dos años, en la Provincia de Entre Ríos debidamente acreditado.

3) Presentar su DNI y CUIL.

4) Ser empleado activo del Gobierno Provincial con un mínimo de dos (2) años de antigüedad, ó pasivo Provincial ó Nacional demostrable.

5) Presentar copia del último recibo de sueldo y Certificación del Empleador.

6) En caso de ser empleado privado ó independiente, con un mínimo de dos (2) años de antigüedad, presentará copia de los últimos doce (12) meses de sus aportes ante AFIP, ó Declaración Jurada anual.

7) Formulario de compromiso de pago de premio y recupero del Seguro de Caución.

8) Acreditar ingresos que permitan establecer una relación con el monto mensual del alquiler de modo que éste no supere el 35% de sus ingresos mensuales. 

9) El solicitante tendrá la posibilidad de sumar los ingresos de los integrantes del grupo familiar, debidamente demostrables.

10) En caso de empleados del Estado Provincial, deberá estar adherido el solicitante a la tarjeta SIDECREER, ó según convenios que ésta tenga con privados, adjuntando copia actualizada, para el pago de la Caución.

11) En caso de Independientes, ó pasivos según el Punto 4, deberán realizar convenios de pagos con IAPSER, de igual forma que ésta acuerda con los otros tipos de seguros que dispone para el público en general. 

12) Solicitud del Seguro. 

13) Copia ó Pro forma del contrato de alquiler.

14) En caso de prórroga, deberá presentar el Certificado de cumplimiento.

Artículo 15º: Plazo de aprobación de la documentación y pre-calificación. Una vez recibida la documentación completa por parte del solicitante, el IAPSER tendrá cinco (5) días hábiles para informar si precalificó para la garantía o si ha sido rechazado.

Artículo 16º: Requisitos del propietario: 

1) Deberá ser mayor de dieciocho (18) años, 

2) Presentar DNI y CUIL,

3) Acreditar la titularidad de la propiedad y/o el poder ante escribano que lo faculta para celebrar el contrato de locación.

4) El bien objeto de la locación debe encontrarse dentro de la Provincia de Entre Ríos.

Artículo 17º: Coste de presentación y calificación: La pre-calificación y presentación del solicitante, hasta su aprobación, según el Artículo 15, serán sin cargos. 

Artículo 18º: Nueva solicitud. El solicitante que no haya precalificado, podrá volver a solicitar el trámite de calificación una vez pasados los seis (6) meses a la fecha de recepción del informe.

Artículo 19º: Certificado de cumplimiento. Aquellos inquilinos que hayan cumplido en tiempo y forma con el contrato de locación ante el Propietario y el IAPSER, podrán solicitar un Certificado que acredite el cumplimiento de todas sus obligaciones.

Artículo 20º: Crédito hipotecario de vivienda. La obtención del certificado de cumplimiento habilita al locador como antecedente, para el acceso a un crédito hipotecario de vivienda ante entidades bancarias que operan en la Provincia, o ante el IAPV, en cumplimiento de las normativas aplicables y demás requisitos vigentes al momento de la solicitud para este tipo de operaciones.

Artículo 21º: Incumplimiento de pago: En caso de hasta dos meses de incumplimiento del asegurado, el IAPSER podrá realizar las gestiones judiciales de desalojo en los términos legales que correspondan y eventuales consecuencias de resarcimientos a juzgar.

Artículo 22º: Reglamentación: La presente ley, será reglamentada dentro de los sesenta (60) días de su promulgación, vencidos los plazos, será de aplicación inmediata en los términos de su articulación.

Artículo 23º: Comuníquese, etc.

F U N D A M E N T O S

Señor Presidente:


El objetivo de este Proyecto de Ley, es lograr los mecanismos de acceso para todos los entrerrianos, sean empleados del Estado, activos o pasivos, como así también, para empleados privados o personas independientes, aportantes regulares a la Provincia y que necesiten garantías para acceder a un contrato de alquiler, para su vivienda familiar.


Si bien tenemos los antecedentes del Banco “Superville” pionero en el método, también, están los Bancos de la Provincia de Buenos Aires y el Banco Ciudad de Buenos Aires, que han implementado el sistema con mucho éxito, aunque nos hubiese gustado, implementar éste sistema con nuestro Banco Nuevo BERSA; sin embargo, es conveniente por el momento, con el Instituto Autárquico Provincial del Seguro de Entre Ríos (IAPSER), la modalidad de un Seguro de Caución para brindar la Garantía de Alquiler para aquéllas personas que no han podido acceder a una vivienda propia, pero que necesitan de la misma para alquilar una propiedad y no cuentan con garantías de otras personas, sean porque sus círculos de confianza no sean propietarios, o sean insuficientes a la hora de exigirles los locadores del bien a alquilar; aunque los Locatarios reúnan las condiciones de fiabilidad y compromisos de pagos.


En nuestra Provincia, contamos con jóvenes de entre veinte y cuarenta años, que no cuentan aún con viviendas propias, que se han independizado de sus padres, organizando nuevas familias, y que a pesar de poder responder a las exigencias del pago de un alquiler, no les resulta fácil conseguir garantías propietarias, que exigen los Locadores, por lo cual, este Proyecto de Ley, facilitaría la disponibilidad para inquilinos que deseen recurrir al IAPSER, contando con las exigencias como solicitantes que el proyecto exige, a un costo muy bajo del Seguro de Caución y la tranquilidad de acceder a un contrato como Locatarios, sin el compromiso de molestar a conocidos para que sean “garantes” con las consabidas excusas “que no pueden”, allanando el camino y la tramitación de vivir en una vivienda familiar alquilada con posibilidades inclusive de prórrogas y renovación.


Todo esto, ha surgido porque muchas veces los propietarios exigen un sin número de garantías muy altas y muchos Entrerrianos recurren a “la compra” de garantías que se ofrecen en medios públicos con costos altísimos e inaccesibles, los que a su vez, generan un “mercado” dudoso de grupos muchas veces fraudulentos.


De ésta forma, los propietarios al contar con la seguridad del IAPSER, como Garante, puedan ser beneficiados del cumplimiento del contrato mientras dure, como los inquilinos, la tranquilidad de que con un costo mínimo del Seguro, puedan acceder a su vivienda familiar rápidamente. Como a su vez, agilizaría al mercado inmobiliario, la accesibilidad de los alquileres aumentando las posibilidades de los ofrecimientos que tienen a su cargo.


A su vez, aquéllos inquilinos que hayan cumplido en tiempo y forma, el IAPSER, entregará a los mismos un Certificado de cumplimiento, el que les deberá permitir presentar como buen antecedente, en entidades bancarias de la Provincia, ó ante el IAPV, para solicitar Créditos Hipotecarios de acceso a viviendas propias.


Nuestra tarea como Legisladores, es brindar las herramientas de acceso a la vivienda, no sólo para propiedades privadas, sino también, en estas condiciones de propiedades para facilitar el alquiler, como política pública de nuestro gobierno, desde el Estado mismo, proporcionando los engranajes de accesibilidad a todos aquéllos Entrerrianos que lo necesiten.


La Justicia Social que nos caracteriza desde nuestra política de Estado, nos aúna el criterio de facilitar el acceso de una Garantía de Alquiler, desde el Estado mismo, para todos aquéllos que reuniendo las condiciones de pago, puedan convenir alquilar una vivienda familiar sin que se sientan extorsionados por grupos dudosos que ofrezcan vender garantías.


Por todo lo expresado y fundamentado, es que solicito el acompañamiento de mis pares en ambas Cámaras, a este Proyecto de Ley.

Aldo A. Ballestena.

Sr. Presidente (Bahl): En consecuencia, pasa a la Comisión de Presupuesto y Hacienda, bajo expediente Nº 13.034.

4.5 - Solicitud al Poder Ejecutivo proceda a reglamentar la Ley Nº 9008.

Sr. Presidente (Bahl): Tiene la palabra el Senador por el Departamento Gualeguaychú.

Sr. Senador (Mattiauda): Señor Presidente, solicito el ingreso y la reserva en Secretaría del proyecto de comunicación por el que se solicita la reglamentación de la Ley Nº 9008, en la que se dispone la demarcación de la línea de ribera y mapa de la zona de riesgo hídrico en los ríos Paraná, Uruguay e interiores, expediente Nº 11.598.


Fue hablado en comisión ayer y ahora lo conversé con el Presidente del bloque del Frente Para la Victoria.

Sr. Presidente (Bahl): A consideración del Cuerpo la solicitud de ingreso del proyecto enunciado por el señor Senador Mattiauda. Los que estén por la afirmativa, sírvanse indicarlo. 

-Resulta afirmativa.

Sr. Presidente (Bahl): Por Secretaría se dará lectura.

-Se lee:

El Honorable Senado de la Provincia de Entre Ríos:


Vería con agrado que el Poder Ejecutivo Provincial proceda a reglamentar la Ley Nº 9008, que dispone la definición y demarcación de la línea de ribera y mapas de zonas de riesgo hídrico en los ríos Paraná, Uruguay e interiores, que fuera sancionada por la Legislatura el día 22 de mayo de 1996. 

Nicolás Mattiauda.

Sr. Presidente (Bahl): Queda reservado en Secretaría.

4.6 - Se condonan a los concesionarios de la explotación del recurso termal en la Provincia, la deuda que mantienen con el Ente Regulador de los Recursos Termales de Entre Ríos (ERRTER), en concepto de canon mensual por el uso y/o extracción de dicho recurso que forma parte del dominio público del Estado Provincial.

Sr. Presidente (Bahl): Tiene la palabra el Senador por el Departamento Paraná.

Sr. Senador (Kisser): Señor Presidente, solicito el ingreso y la reserva en Secretaría del proyecto de ley, en revisión, por el que se condona a los concesionarios de recursos termales de la Provincia de Entre Ríos, la deuda que mantienen con el Ente Regulador de los Recursos Termales de la Provincia, expediente Nº 22.292.

Sr. Presidente (Bahl): A consideración del Cuerpo la solicitud de ingreso del proyecto enunciado por el señor Senador Kisser. Los que estén por la afirmativa, sírvanse indicarlo.

-Resulta afirmativa.

Sr. Presidente (Bahl): Queda reservado en Secretaría.

4.7 - Fomentar, incentivar y desarrollar sistemas de Producción Agroecológica.

Sr. Presidente (Bahl): Tiene la palabra el Senador por el Departamento Villaguay.

Sr. Senador (Torres): Señor Presidente, solicito el ingreso del proyecto de ley por el que se fomenta el desarrollo de los Sistemas de Producción Agroecológica en el territorio de nuestra Provincia, con número 16.044 de Mesa de Entradas. 


Autorizado el ingreso, intereso la reserva del mismo en Secretaría.

Sr. Presidente (Bahl): A consideración del Cuerpo la solicitud de ingreso del proyecto enunciado por el señor Senador Torres. Los que estén por la afirmativa, sírvanse indicarlo.

-Resulta afirmativa.

Sr. Presidente (Bahl): Por Secretaría se dará lectura.

-Se lee:

La H. Legislatura de la Provincia de Entre Ríos, sanciona con fuerza de

L E Y

De la Producción Agroecológica

Capítulo I 

Artículo 1º: La presente ley tiene por objeto fomentar, incentivar y desarrollar Sistemas de Producción Agroecológica mediante la regulación, promoción, capacitación e impulso de prácticas, actividades, procesos de producción, comercialización y consumo de alimentos saludables, como así también contribuir a hacer sostenible el manejo ecológico de los bienes productivos, impulsar una estrategia de soberanía alimentaria, de conservación de los recursos naturales y potenciar la adaptación de las comunidades como actores sociales capaces de planificar su propio desarrollo.

Artículo 2º: Se entiende por Producción Agroecológica al conjunto de prácticas basadas en el diseño, desarrollo y gestión de sistemas agrícolas sustentables y tecnologías apropiadas, respetando la diversidad natural y social de los ecosistemas locales, la diversidad de cultivos y la revalorización de prácticas tradicionales, sin la utilización de insumos de síntesis química, ni O.G.M (Organismos Genéticamente Modificados).

Artículo 3º: Ámbito de Aplicación. Estas disposiciones son aplicables a productores que en el espacio urbano o rural, individual u organizadamente, implementen o tengan interés en desarrollar sistemas de producción agroecológica, a través de prácticas productivas sustentables.

Artículo 4º: Son objetivos de esta ley:

a) El desarrollo de sistemas productivos, socialmente justos, económicamente viables y que provean a la conservación de los ecosistemas naturales;

b) La dignidad del productor y su familia; valorizando los conocimientos tradicionales que en interacción con otras áreas permita la construcción de un saber superador y acorde a la realidad territorial;

c) El acceso de toda la población a productos alimenticios agroecológicos y orgánicos;

d) Promoción y comercialización de los productos en mercados locales;

e) Precio justo para el productor y accesible para el consumidor.

Artículo 5º: En los Sistemas de Producción Agroecológica, se aplicarán los siguientes principios:

a) Preservación y Sustentabilidad de los Recursos Naturales: crear, diseñar un nuevo paradigma, entendiendo al desarrollo como método, capaz de satisfacer las necesidades actuales, sin comprometer las de las generaciones futuras;

b) Soberanía Alimentaria: derecho de los pueblos a decidir su propio sistema alimentario y productivo, basado en la sustentabilidad de los ecosistemas naturales; c) Desarrollo Local: planificación de la actividad económica, en base a las potencialidades de los actores sociales, recursos endógenos y cadenas cortas en la producción-comercialización.

Capítulo II

De la Autoridad de Aplicación

Artículo 6º: La autoridad de aplicación será el Ministerio de la Producción o el organismo que lo reemplace en el futuro.

Artículo 7º: La autoridad de aplicación tiene las siguientes facultades:

a) celebrar convenios con los gobiernos municipales, instituciones públicas y privadas, nacionales e internacionales, para el fomento y desarrollo de la Producción Agroecológica;

b) formular políticas y programas enfocados en el fomento y la promoción de la Producción Agroecológica;

c) fomentar y facilitar la comercialización interna y externa de los productos agroecológicos, con énfasis en ferias, mercados locales y regionales;

d) en las compras de alimentos que realice el Estado Provincial, se debe priorizar los productos provenientes de los productores agroecológicos;

e) desarrollar y acompañar a los productores en campañas destinadas a la promoción y comercialización de sus productos;

f) fomentar el uso de tecnologías limpias, bajo un enfoque de sistema de producción sostenible y responsable;

g) promover la preservación del patrimonio genético, propiciando y garantizando el derecho de los productores al acceso, uso, intercambio, multiplicación y resguardo de los genes y germoplasmas nativos;

h) generar ferias de semillas, con el fin de rescatar variedades nativas, almacenar en lugares adecuados y llevar registro;

i) impulsar el desarrollo y fortalecimiento de capacidades y conocimientos técnicos de los productores para la implementación de la Producción Agroecológica;

j) sistematizar todo el conocimiento generado por las familias agroecológicas;

k) promover y apoyar el intercambio de conocimientos y prácticas agroecológicas entre productores, a nivel provincial, nacional e internacional;

l) ampliar la participación de jóvenes en la producción agroecológica, buscando su permanencia y arraigo rural;

m) fortalecer las prácticas y conocimientos agroecológicos en las escuelas agrotécnicas y rurales en el sistema educativo, enfatizando su tratamiento en las escuelas agrotécnicas y rurales. De igual manera en el nivel universitario.

Capítulo III

De la Creación del Registro de Productores Agroecológicos y del Sistema Único de Producción Participativa

Artículo 8º: Créase el Registro de Productores y de Productos Agroecológicos en el ámbito de la autoridad de aplicación, con el objeto de disponer de datos actualizados sobre la distribución espacial, rubros, potencial productivos y cantidad de unidades productivas; que proporcione elementos para la adecuación de políticas y programas dirigidos al fortalecimiento de los Sistemas de Producción Agroecológica.

Artículo 9º: Quienes se encuentren debidamente inscriptos, gozan del derecho de solicitar a la autoridad de aplicación el otorgamiento de créditos, materiales y todo efecto necesario para el inicio, desarrollo y/o continuidad de actividades productivas dentro del marco de producciones agroecológicas.

Artículo 10º: La autoridad de aplicación, establecerá todas las medidas adecuadas y simplificadas para que los productores puedan colocar sus productos en el mercado.

Artículo 11º: Créase el Sistema Único de Certificación Participativa, que tiene como base los siguientes principios:

a) Construir sistemas productivos económicamente viables atendiendo a la capacidad contributiva de los registrados, generando condiciones equitativas y, a la vez, fomentando y reforzando lazos solidarios en la comunidad.

b) Preservar los recursos naturales y su biodiversidad;

c) Promover la soberanía, seguridad y salubridad alimentaria;

d) Promover la dignidad del trabajo de la familia de los agricultores;

e) Acceso de toda la población a los productos agroecológicos;

f) Promover los circuitos cortos de comercialización;

g) Precio justo para el productor y accesible para el consumidor.

Capítulo IV

De la creación del Consejo de la Producción Agroecológica
Artículo 12º: Créase el Consejo de la Producción Agroecológica en el ámbito de la Autoridad de Aplicación. El mismo actúa como un órgano de concertación provincial, asesoría y consulta en materia de Producción Agroecológica; sobre las políticas, programas, acciones y normas para el fomento y promoción de dicha actividad.

Artículo 13º: El Consejo de la Producción Agroecológica será coordinado por el Ministerio de la Producción de la Provincia y estará integrado por:

a) Un (1) representante del Ministerio de la Producción;

b) Un (1) representante de la Secretaría de Ambiente;

c) Un (1) representante del Ministerio de Salud;

d) Un (1) representante del Ministerio de Desarrollo Social;

e) Un (1) representante de los Pueblos Originarios;

f) Cuatro (4) representantes de las organizaciones de productores;

g) Dos (2) representantes de las organizaciones de la Sociedad Civil vinculados a temas ambientales;

h) Un (1) representante de Universidades y uno (1) de Escuelas Agrotécnicas. En los casos f, g y h el Consejo de la Producción Agroecológica promoverá la articulación de los representantes con sus respectivas organizaciones, como forma de garantizar la participación efectiva.

Artículo 14º: Los representantes del Consejo de la Producción Agroecológica son elegidos por sus respectivos sectores y autoridades y ejercerán el cargo por un período de dos (2) años pudiendo ser reelegidos.

Capítulo V

De las Sanciones

Artículo 15º: Toda persona humana o jurídica será pasible de multas y sanciones ante el incumplimiento, las cuales estarán prevista en el respectivo reglamento.

Capítulo VI

Disposiciones Generales

Artículo 16º: Los gastos que demande el cumplimiento de la presente ley, son atendidos con los siguientes recursos:

a) La partida específica que anualmente fije el Presupuesto General de la Administración Pública Provincial;

b) Otros recursos que se establezcan para atender las erogaciones que demande el cumplimiento de la presente;

c) Los fondos que se recauden por la aplicación de las multas conforme el artículo 16° de esta ley.

Artículo 17º: Invítese a los municipios a adherir. Aquellos que así lo hagan, deberán:

a) Recopilar información cualitativa y cuantitativa sobre los sistemas de producción que se desarrollan en el área involucrada;

b) Diferenciar y categorizar a los productores teniendo en cuenta aspectos tales como: producción actual, disposición para el cambio o forma de producción y proporción de tierras involucradas en la franja periurbana;

c) Conocer los recursos materiales, culturales y sociales con los que cuenta cada productor a fin de evaluar sus fortalezas y debilidades;

d) Desarrollar estrategias diferenciadas para avanzar en la transición productiva de la región;

e) Establecer vínculos permeables al intercambio entre todos los actores productivos.

Artículo 18º: Comuníquese, etc.

Mario C. Torres. Daniel H. Olano. Francisco A. Morchio. Nicolás Mattiauda. Ángel F. Giano.

Sr. Presidente (Bahl): Queda reservado en Secretaría.

5

ALTERACIÓN DEL ORDEN DE LA SESIÓN

5.1 – Creación de 19 cargos de planta permanente del escalafón legislativo del Instituto Autárquico Becario Provincial.
Consideración.

Sr. Presidente (Bahl): Tiene la palabra el Senador por el Departamento Uruguay.

Sr. Senador (Bonato): Seños Presidente, voy a formular una moción de orden en el sentido de alterar el orden de la sesión y que tratemos en primer lugar el expediente Nº 13.019, atento a que tenemos en el recinto a los interesados en este expediente y para que después puedan seguir sus actividades.

Sr. Presidente (Bahl): Se va a votar la moción formulada por el señor Senador Bonato, en el sentido de tratar en primer lugar el proyecto mencionado. Los que estén por la afirmativa, sírvanse indicarlo.

-Resulta afirmativa.

Sr. Presidente (Bahl): En consecuencia, se encuentra reservado en Secretaría un proyecto de ley del Poder Ejecutivo, por el que se dispone la creación de diecinueve cargos de planta permanente destinados a regularizar la situación de los agentes en el Instituto Autárquico Becario Provincial, expediente Nº 13.019.


Tiene la palabra el Senador por el Departamento Uruguay

Sr. Senador (Bonato): Solicito que este proyecto sea tratado sobre tablas, señor Presidente.

Sr. Presidente (Bahl): A consideración del Cuerpo la moción de sobre tablas formulada por el Senador Bonato; se requieren los dos tercios de votos de los Senadores presentes para su aprobación.

-Resulta afirmativa.

Sr. Presidente (Bahl): Por Secretaría se dará lectura.

-Se lee nuevamente:

Sr. Presidente (Bahl): En consideración.

Tiene la palabra el Senador por el Departamento Uruguay.

Sr. Senador (Bonato): Señor Presidente, la verdad que para los que nos toca estar sentados en una banca, poder hoy discutir en el recinto este proyecto es muy importante, porque le estamos dando derechos a trabajadores que venían peleando hace mucho tiempo por este lugar.


En primer lugar quiero agradecer a los compañeros Senadores de mi bloque el acompañamiento en el tratamiento sobre tablas de este proyecto, también al Bloque de Cambiemos, al que ayer en la reunión de la Comisión de Presupuesto y Hacienda le solicité este pedido y me comunicaron más tarde su acompañamiento. También agradecer al bloque Todos por Tala y al bloque del Senador Canali, quienes también están acompañando para poder tratar este proyecto hoy con mucha rapidez.

Si bien a mí me había tocado presentar en su momento este proyecto y lo habíamos debatido, no habíamos podido lograr los consensos suficientes para aprobarlo en aquella oportunidad. Y por ello debemos destacar la actitud de nuestro Gobernador, que al conocer la situación de estos diecinueve empleados del Instituto Becario, no tuvo dudas en mandar esta ley al recinto para darle esta media sanción.


Se discutía mucho si podíamos ampliar la planta de personal en la Provincia, pero nosotros sabíamos que esto era un cambio cualitativo y no cuantitativo en la situación de estos diecinueve empleados que estaban en una planta transitoria y era darle al Instituto Becario la posibilidad de tener estos diecinueve cargos en forma permanente. Sé que en algunos esta fue una pelea de más de veinte años para lograr esta situación, así que en lo que me corresponde a mí como Presidente en esta gestión del Instituto Becario he podido trabajar con ellos y lograr esto es una gran satisfacción.


Simplemente quiero felicitar a nuestro Gobernador por esta iniciativa, agradecerles a los demás Senadores el acompañamiento para la aprobación del mismo y felicitar a estos diecinueve trabajadores a quienes se les va a cumplir un largo sueño. Y ojalá tenga también en la Cámara de Diputados una pronta sanción el próximo año.

Sr. Presidente (Bahl): Tiene la palabra el Senador por el Departamento Paraná.

Sr. Senador (Kisser): Señor Presidente, efectivamente desde que yo llegué a esta Legislatura veníamos hablando de este tema. Y no sólo de este tema sino también de algunos más que están transitando desde hace más de veinte años, en algunos casos, con una especie de precarización laboral al no lograr el pase a planta permanente pese a la larga trayectoria y experiencia que tienen en la materia.

Hemos tratado este tema en más de una oportunidad en el ámbito de la Comisión de Presupuesto. Desgraciadamente, hemos tenido algunos reparos desde el Poder Ejecutivo, cuando nosotros sabíamos de antemano que no estábamos creando nuevos cargos; lo que estábamos haciendo era nada más que regularizar diecinueve cargos. Que estos diecinueve cargos pasen a planta permanente no le significan ningún costo al Estado. Incluso lo que sí logramos ahora es que sea el Poder Ejecutivo el que nos manda el proyecto, suprimiendo los diecinueve cargos de personal temporario. Lo que estamos haciendo es regularizar una situación sin crear expectativas siquiera de crear nuevos cargos.

Con esto, estamos cumpliendo con lo que fue la Ley de Presupuesto del corriente año, donde nos propusimos no crear nuevos cargos que no fueran por una cuestión estrictamente especial, como lo hemos hecho en algunos casos, ya sea para el Servicio Penitenciario o fuerzas de seguridad.


En este caso, creo que ha sido un justo reclamo de los trabajadores durante muchos años. Realmente hay que entenderlos, felicitarlos por la paciencia que han tenido. Han pasado muchas Legislaturas, pero nadie tomó la posta de empezar a trabajar en esta regularización. Creo que la resistencia que tuvimos en la comisión se pudo superar de esta manera y realmente nos sentimos felices, nos sentimos contentos, porque le podemos dar esencialmente la tranquilidad a estos diecinueve trabajadores de que ya no deben estar al acecho del gobierno o del funcionario de turno, sino que están en planta permanente, que tienen la estabilidad que brinda la Constitución provincial, como realmente corresponde.


Por eso, nosotros fervientemente vamos a apoyar esta ley con nuestro voto afirmativo. Esperemos tenga pronta aprobación en la Cámara de Diputados para darles tranquilidad a estos trabajadores.

Sr. Presidente (Bahl): Si ningún otro Senador hace uso de la palabra, se va a votar en general; los que estén por la afirmativa, sírvanse indicarlo. 

-Resulta aprobado.

Sr. Presidente (Bahl): Corresponde su consideración en particular. Se va a votar el artículo 1º; los que estén por la afirmativa, sírvanse indicarlo.

-Resulta aprobado, como también los artículos 2º y 3º. El Art. 4º es de forma.

Sr. Presidente (Bahl): Queda aprobado; pasa en revisión a la Honorable Cámara de Diputados. (Aplausos)

6

MOCIONES DE PREFERENCIA Y DE SOBRE TABLAS

6.1 – La Provincia adhiere a las disposiciones de la Ley Nacional Nº 26852 que instituye el 8 de noviembre como "Día Nacional de los/as afroargentinos/as y de la cultura afro".
Consideración.

Sr. Presidente (Bahl): Corresponde el turno de las mociones de preferencia y de sobre tablas.


En primer término, se encuentra reservado el despacho de la Comisión de Legislación General, en el proyecto de ley, en revisión, por el que la Provincia adhiere a la Ley Nacional Nº 26.852, que instituye al 8 de noviembre de cada año como “Día nacional de los afroargentinos y de la cultura afro”, expediente Nº 23.202.


Tiene la palabra el Senador por el Departamento Concordia.

Sr. Senador (Giano): Solicito que este proyecto sea tratado sobre tablas, señor Presidente.

Sr. Presidente (Bahl): A consideración del Cuerpo la moción de sobre tablas formulada por el Senador Giano; se requieren los dos tercios de votos de los Senadores presentes para su aprobación.

-Resulta afirmativa.

Sr. Presidente (Bahl): Por Secretaría se dará lectura.

-Se lee:

Honorable Senado:


Vuestra Comisión de Legislación General, ha considerado, en revisión, el Proyecto de Ley, contenido en el expediente 23.202, autoría del Diputado Zavallo, por el cual la Provincia de Entre Ríos adhiere a la Ley Nacional Nº 26.852, en la que se instituye el día 8 de noviembre como "Día Nacional de los/as afroargentinos/as y de la cultura afro", y por las razones que dará su miembro informante, aconseja su aprobación en los términos remitidos.

La H. Legislatura de la Provincia de Entre Ríos, sanciona con fuerza de

L E Y

Artículo 1º: Adhiérase la Provincia de Entre Ríos a las disposiciones de la Ley Nacional N° 26.852 por la que se instituye el día 8 de noviembre como "Día Nacional de los/as afroargentinos/as y de la cultura afro" en conmemoración de María Remedios del Valle, afrodescendiente nacida en Buenos Aires entre 1766 y 1767, que participó activamente en la Guerra de la Independencia Argentina, a quién el General Manuel Belgrano le confirió el grado de Capitana por su arrojo y valor en el campo de batalla.

Artículo 2º: Institúyase en el calendario escolar del Consejo General de Educación el día 8 de Noviembre de cada año como el "Día Nacional de los/as afroargentinos/as y de la cultura afro".

Artículo 3º: Inclúyanse en los diseños curriculares de todos los niveles educativos, contenidos referidos al componente afro en la cultura nacional y la historia de los afrodescendientes en nuestros país y nuestra provincia.

Artículo 4º: Encomiéndese al Poder Ejecutivo, a través del área que corresponda, la conmemoración del "Día Nacional de los/as afroargentinos/as y de la cultura afro" mediante la concreción de políticas públicas que visibilicen y apoyen a la cultura afro en sus distintas manifestaciones.

Artículo 5º: Comuníquese, etc.

Paraná, Sala de Comisiones, 29 de noviembre de 2018

Lucas Larrarte. Raymundo A. Kisser. Ángel F. Giano. René A Bonato. Nancy S. Miranda. Miriam L. Espinoza. Héctor E. Blanco. Nicolás Mattiauda. Rogelio O. Schild.

Sr. Presidente (Bahl): Si ningún señor Senador hace uso de la palabra, se va a votar en general; los que estén por la afirmativa, sírvanse indicarlo. 

-Resulta aprobado.

Sr. Presidente (Bahl): Corresponde su consideración en particular. Se va a votar el artículo 1º; los que estén por la afirmativa, sírvanse indicarlo.

-Resulta aprobado, como también los artículos 2º al 4º inclusive. El Art. 5º es de forma.

Sr. Presidente (Bahl): Queda sancionado; pasa al Poder Ejecutivo para su promulgación. 

6.2 - Solicitud del Poder Ejecutivo para nombrar Defensor de Casación de la ciudad de Paraná, al Dr. Luis Francisco Pedemonte.
Consideración.

Sr. Presidente (Bahl): Se encuentra reservado un dictamen de la Comisión de Asuntos Constitucionales y Acuerdos, en el proyecto de resolución por el que se presta el acuerdo constitucional solicitado por el Poder Ejecutivo para nombrar Defensor de Casación de la ciudad de Paraná, al doctor Luis Francisco Pedemonte, expediente Nº 12.811.

Tiene la palabra el Senador por el Departamento San Salvador.

Sr. Senador (Larrarte): Solicito que este proyecto sea tratado sobre tablas, señor Presidente.

Sr. Presidente (Bahl): A consideración del Cuerpo la moción de sobre tablas formulada por el Senador Larrarte; se requieren los dos tercios de votos de los Senadores presentes para su aprobación.

-Resulta afirmativa.

Sr. Presidente (Bahl): Por Secretaría se dará lectura.

-Se lee:

Honorable Senado:


El Dr. Luis Francisco Pedemonte, ha sido propuesto por el Poder Ejecutivo Provincial para ser nombrado Defensor de Casación de la ciudad de Paraná, por lo que ingresa a este Senado el pedido de Acuerdo para tal designación.


Luego de haberse evaluado los antecedentes personales y curriculares del Dr. Pedemonte, esta Comisión, mediante resolución fundada de su Presidente, de fecha 6 de noviembre de 2018, dio por cumplimentados los incisos a), b), y c) del artículo 19º del Reglamento de la Honorable Cámara de Senadores y estableció fecha para la Audiencia Pública, facultando a la Secretaría de Cámara a realizar las comunicaciones pertinentes.


El pasado 27 de noviembre, se realizó en el Recinto de la Honorable Cámara de Senadores, la Audiencia Pública que ordena el artículo 19º del Reglamento. Luego de la lectura del pedido de Acuerdo remitido por el Poder Ejecutivo y de los antecedentes personales y curriculares del Dr. Pedemonte, se procedió a interrogar al mismo sobre sus planes de trabajo, motivaciones para el cargo, situación patrimonial y fiscal, experiencia personal y sobre demás cuestiones que hacen al conocimiento del propuesto.


El postulante, de acuerdo al criterio de quienes integramos la Comisión ha realizado una exposición con consideraciones y respuestas que resultaron amplias y satisfactorias.


Es por todo lo expuesto, que esta Comisión de Asuntos Constitucionales y Acuerdos, aconseja conceder el Acuerdo Constitucional solicitado por el Poder Ejecutivo Provincial.

LA HONORABLE CÁMARA DE SENADORES DE ENTRE RÍOS

R E S U E L V E

Artículo 1º: Prestar el Acuerdo Constitucional, solicitado por el Poder Ejecutivo, para nombrar Defensor de Casación de la ciudad de Paraná, al Dr. Luis Francisco Pedemonte, D.N.I. Nº 16.858.523, clase 1963.

Artículo 2º: Comuníquese, etc.

Paraná, Sala de Comisiones, 4 de diciembre de 2018

Lucas Larrarte. Ángel F. Giano. Pablo A. Canali. Nancy S. Miranda. Roque R. Ferrari. Raymundo A. Kisser. Rogelio O. Schild.

Sr. Presidente (Bahl): En consideración.


Tiene la palabra el Senador por el Departamento San Salvador.

Sr. Senador (Larrarte): Señor Presidente, muy brevemente para explicar que el doctor Luis Francisco Pedemonte fue propuesto por el Poder Ejecutivo de esta Provincia, a efectos de ser designado Defensor de Casación de la ciudad de Paraná y en virtud de ello, se nos envió el pedido de acuerdo que este Cuerpo debe brindar para la designación de funcionarios e integrantes del Poder Judicial.


Recibido el mismo, se analizaron los antecedentes personales y curriculares, así como también se dispusieron las publicaciones que ordena el Reglamento de este Cuerpo. Una vez cumplidos los plazos, sin haberse corroborado la presentación de manifestaciones ciudadanas en adhesión o haciendo observaciones, se resolvió convocarlo a la audiencia; audiencia que se celebró el pasado 27 de noviembre en este recinto y en la cual se interrogó al doctor Pedemonte sobre todas las condiciones que requiere el Reglamento, sobre su situación patrimonial y fiscal, sobre sus planes de trabajo para desempeñarse en el cargo para el que ha sido propuesto, cuáles eran sus motivaciones personales y profesionales y también sobre sus valores éticos y democráticos.

Las respuestas que ha brindado en la audiencia el doctor Pedemonte, han sido satisfactorias a criterio de la comisión y fundamentalmente de quienes hemos suscripto este despacho. 

Por lo tanto, proponemos al pleno del Cuerpo un proyecto de resolución que voy a leer, que dice: “Artículo 1º: Prestar el Acuerdo Constitucional solicitado por el Poder Ejecutivo, para nombrar Defensor de Casación de la ciudad de Paraná, al doctor Luis Francisco Pedemonte, DNI Nº 16.858.523, clase 1963. Artículo 2º: Comuníquese, etc.”

Por lo expuesto les solicito a mis pares votar a favor de este proyecto de resolución.

Sr. Presidente (Bahl): Si no se hace más uso de la palabra, se va a votar; los señores Senadores que estén por la afirmativa, sírvanse indicarlo.

-Resulta aprobado.

Sr. Presidente (Bahl): Queda aprobado; se harán las comunicaciones pertinentes.

-Se retira del recinto el señor Senador Kisser.

6.3 – Solicitud del Poder Ejecutivo para nombrar al Dr. Martín Francisco Carbonell Juez Vocal de la Sala Nº 2 en lo Civil y Comercial del Superior Tribunal de Justicia.

Consideración.

Sr. Presidente (Bahl): Se encuentra reservado un dictamen de la Comisión de Asuntos Constitucionales y Acuerdos, en el proyecto de resolución por el que se presta Acuerdo Constitucional solicitado por el Poder Ejecutivo, para nombrar Juez Vocal de la Sala Nº II en lo Civil y Comercial del Superior Tribunal de Justicia de la Provincia de Entre Ríos, al doctor Martín Francisco Carbonell, expediente Nº 12.884.


Tiene la palabra el Senador por el Departamento San Salvador.

Sr. Senador (Larrarte): Solicito que este proyecto sea tratado sobre tablas, señor Presidente.

Sr. Presidente (Bahl): A consideración del Cuerpo la moción de sobre tablas formulada por el Senador Larrarte; se requieren los dos tercios de votos de los Senadores presentes para su aprobación.

-Resulta afirmativa.

Sr. Presidente (Bahl): Por Secretaría se dará lectura.

-Se lee:

Honorable Senado:


El Dr. Martín Francisco Carbonell, ha sido propuesto por el Poder Ejecutivo Provincial para ser nombrado Juez Vocal de la Sala Nº II en lo Civil y Comercial del Superior Tribunal de Justicia de la Provincia de Entre Ríos, por lo que ingresa a este Senado el pedido de Acuerdo para tal designación.


Luego de que en ésta Comisión se evaluaron los antecedentes personales y curriculares del Dr. Carbonell y de haberse realizado las publicaciones correspondientes, mediante una resolución fundada de Presidencia, fechada 6 de noviembre de 2018, se dieron por cumplimentadas las etapas de los incisos a), b), y c) del artículo 19º del Reglamento de la Honorable Cámara de Senadores y se fijó fecha para llevar adelante la Audiencia Pública pertinente, facultando a la Secretaría de Cámara a realizar las comunicaciones pertinentes.


Asimismo, en cumplimiento del artículo 24º de la Ley Nº 10.529 de Audiencias Públicas, se le dio vista al Dr. Carbonell de la presentación ciudadana efectuada en el marco del trámite parlamentario por medio de la cual se realizaron observaciones e impugnaciones su candidatura para el cargo.


Finalmente, el día 27 de noviembre pasado se realizó, en el Recinto de la Honorable Cámara de Senadores, la Audiencia Pública de conformidad con la Ley antes mencionada y lo dispuesto en artículo 19º del Reglamento de la Cámara. Allí, luego de la lectura del pedido de acuerdo y de los antecedentes personales y curriculares del Dr. Carbonell, se procedió a interrogarlo sobre sus planes de trabajo, sus motivaciones para desempeñarse en el cargo para el que se solicitó el acuerdo, su situación patrimonial y fiscal, su experiencia personal y demás cuestiones que hacen al conocimiento de la Comisión. Además, se lo interrogó por las manifestaciones ciudadanas que se habían hecho, sosteniendo su falta de idoneidad para ocupar el cargo por la ausencia de especialización.


A esto último el Dr. Carbonell respondió: “... Como siempre respeto todas las opiniones. Y respeto también el derecho que tiene toda la ciudadanía, tal como lo establece la legislación, de expresar sus adhesiones y sus impugnaciones a los candidatos a cubrir estos cargos. Pero la verdad es que no las comparto. Como dije antes, hace treinta años que estoy trabajando en el Poder Judicial, de los cuales, hace casi veinticinco que estoy justamente en esto, en ejercer el poder jurisdiccional del Estado, que es aplicar la ley correspondiente al caso concreto. Este es el poder jurisdiccional del Estado y tratar de dictar los fallos, las resoluciones más justas para el caso concreto. Entonces, este grupo de personas que impugna mi postulación por esta cuestión de no tener un estudio formal de capacitación en derecho civil –porque ese es el nudo de la impugnación– están confundiendo idoneidad para un cargo con capacitación. Si bien provengo del fuero penal, hace veinticinco años que estoy resolviendo conflictos. Antes, de personas en conflicto con la ley penal, ahora conflictos entre particulares, normalmente, por cuestiones económicas. De manera que sostener que no estoy capacitado para hacerlo, no lo comparto. Tal es así que este tema de la capacitación no es excluyente, es importante, pero no excluyente. Ya que en los concursos del Consejo de la Magistratura, los criterios consensuados para la calificación de antecedentes, tienen un máximo de treinta puntos, de los cuales la especialización tiene nada más que ocho y el resto se mira desde otro punto de vista y no desde la capacitación. Aparte, este tipo de cargos para el que me proponen, no se agota en las funciones propias de una Sala Civil. En realidad, implica la mayoría del tiempo, muchos otras cosas que no son el dictado de fallos. Implica gobierno del Poder Judicial, conducción política y jurídica del Poder Judicial y mucha de la labor trasciende la materia propia del tratamiento de los recursos extraordinarios civiles de la Sala. Nos toca entender en cuestiones contenciosas-administrativas en pleno, nos toca entender en cuestiones laborales o cuestiones penales por excusaciones de los distintos integrantes del Superior Tribunal, de manera que no es la falta de capacitación lo que es importante, lo que no es excluyente; así que respeto, no comparto…”.


Luego, agregó: “... Creo que es importante, pero creo que no es excluyente para este tipo de cargos. Creo que esta especialización de la que hablan estas personas que me impugnan, es importante. Le voy a decir: pedí un certificado de licencias en el Superior Tribunal de Justicia, y resultó que tuve treinta y cuatro días de licencia en los últimos diez años. Esto me da un promedio de 3,4 días de licencia por año. Entonces, yo tengo otra especialización que no da certificado: tengo la especialización del trabajo duro, constante, a conciencia, con probidad, con independencia, con objetividad y con imparcialidad. Creo que esas son algunas de las cuestiones que han tenido en cuenta y en mira para postularme para este cargo. No descarto que sea importante la especialización. De hecho, yo no tengo estudios formales de especialización. Leo mucho, estudio mucho y trabajo mucho… El tema es que cuando usted tiene ese tipo de problemas, en este parangón que usted está haciendo con respecto a un problema de salud, usted no ocurre en primera instancia ante la Sala Civil del Superior Tribunal, sino que ocurre al Juez de Primera Instancia, que es el que hace la primera evaluación del caso; después vienen las Cámaras de Apelaciones que hacen la segunda evaluación del caso y recién después, a través de un recurso extraordinario, viene a conocimiento de la Sala Civil. Le voy a explicar un poco el sistema de trabajo… Si, está bien y entiendo perfectamente su preocupación. El sistema de trabajo en este caso es que como los recursos que entiende la Sala Civil del Superior Tribunal, no es una tercera instancia ordinaria dentro de la etapa recursiva del proceso, es un recurso extraordinario que no evalúa hecho y prueba, que sí evalúan los Tribunales de Primera Instancia y las Cámaras de Apelaciones. Entonces lo que realmente estudia la Sala Civil y Comercial es si el fallo de origen cumple con los requisitos para hacer un pronunciamiento jurisdiccional válido. Se fija si cumple con la doctrina legal del Superior Tribunal y si no hay algún apartamiento a alguna ley. El resto, hecho y prueba, no es materia de recursos. Entonces la actuación de la Cámara es revisar los fallos de las Cámaras de origen, el resto no es materia de recursos, salvo absurdidad en la apreciación de la prueba; una absurdidad, no una diferencia de criterios con el juez que interviene anteriormente, sino una absurdidad como un apartamiento a las reglas de la lógica...”.


El postulante, a criterio de quienes firmamos el presente, realizó una exposición con respuestas y consideraciones que resultaron satisfactorias. Debiéndose resaltar que no evadió brindar sus conceptos y sus propios puntos de vista, exponiendo con claridad su pensamiento respecto de todas y cada de las cuestiones por las cuáles fue interrogado por los miembros de la Comisión.


A nuestro entender, Dr. Carbonell, reúne los requisitos previstos en el artículo 188º de la Constitución Provincial en cuanto prescribe que: “Para ser miembro del Superior Tribunal (...) se requiere ser ciudadano argentino, tener título nacional de abogado, treinta años de edad, seis por lo menos en el ejercicio activo de la profesión de abogado o de la magistratura”.


Además, en una valoración objetiva entendemos que el magistrado reúne los requisitos de honestidad, trayectoria e idoneidad -que no es lo mismo que especialidad-; al mismo tiempo, vemos que propone actuar dentro del marco de la legalidad pero con eficiencia y eficacia para el sistema judicial entrerriano, sosteniendo la necesidad de brindar plena accesibilidad al justiciable.


Es por todo lo expuesto, que esta Comisión de Asuntos Constitucionales y Acuerdos, aconseja conceder el acuerdo Constitucional solicitado por el Poder Ejecutivo Provincial.

LA HONORABLE CÁMARA DE SENADORES DE ENTRE RÍOS

R E S U E L V E

Artículo 1º: Prestar el Acuerdo Constitucional, solicitado por el Poder Ejecutivo, para nombrar Juez Vocal de la Sala Nº II en lo Civil y Comercial del Superior Tribunal de Justicia de la Provincia de Entre Ríos, al Dr. Martín Francisco Carbonell, D.N.I. Nº 14.998.273, clase 1962.

Artículo 2º: Comuníquese, etc.

Paraná, Sala de Comisiones, 11 de diciembre de 2018

Lucas Larrarte. Ángel F. Giano. Pablo A. Canali. Nancy S. Miranda. 

Sr. Presidente (Bahl): En consideración.


Tiene la palabra el Senador por el Departamento Victoria.

Sr. Senador (Ferrari): Señor Presidente, hemos contemplado esta situación en la que el Poder Ejecutivo solicita el acuerdo del doctor Carbonell. Sinceramente es una de las funciones que más me gusta, desde el punto de vista personal, poder estar acá sentado en esta Cámara de Senadores, en este cargo que el pueblo entrerriano de mi departamento me otorgó, y el hecho de designar o dar el acuerdo a alguien, para ocupar un cargo en la justicia entrerriana, es una posibilidad y un orgullo muy grande para quien les habla.

Sabido es que nuestro sistema representativo, republicano y federal establece la existencia de tres poderes; el Poder Ejecutivo, el Poder Legislativo y el Poder Judicial.


La política está muy castigada y nosotros tenemos la oportunidad, cuando se dan las circunstancias, de avanzar en la posibilidad de ese cambio que tanto, tanto, reclama la sociedad.

El Poder Ejecutivo provincial ha propuesto para el acuerdo al doctor Carbonell y la Constitución Nacional claramente establece que todo ciudadano del país puede ejercer una función pública sin otro requisito que el de la idoneidad. Y acá debo hacer el paréntesis de por qué personalmente estoy en desacuerdo con este petitorio del gobierno provincial, porque hay dos situaciones que se presentan. Este es uno de los procesos complejos que existen, donde la ciudadanía no elige directamente, sino que nos elige a nosotros para que elijamos. Acá es donde me parece que debemos comenzar a acertar, porque si no después ocurre lo que ocurre, que la ciudadanía cada vez se enoja más con los políticos. La idoneidad que exige la Constitución es la competencia que debe tener el ciudadano para poder ejercer con satisfacción el cargo público para el cual se lo ha propuesto.

En este caso no voy a hablar de la idoneidad ética, porque sinceramente al doctor Carbonell no lo conozco personalmente, lo vi el otro día en la audiencia pública a la que se lo convocó. Estimo, como se lo dije a él en dicha audiencia, que debe ser un buen profesional, no tengo dudas que a lo mejor lo sea; por algo ocupa el lugar que ocupa, pero sí voy a hablar de la idoneidad técnica que para mí es realmente importante.


Estamos hablando –vuelvo a repetir– de uno de los poderes más importantes que tiene la Provincia de Entre Ríos, como es el Poder Judicial. Y el doctor Carbonell, que tiene una larga trayectoria desde el punto de vista judicial como penalista, ha sido propuesto para ocupar la Sala Civil del Superior Tribunal de Justicia. Y acá está mi gran cuestionamiento. Señor Presidente, en el momento de la audiencia pública, el doctor Carbonell me lo terminó reconociendo. El doctor Carbonell no tiene una preparación desde el punto de vista civil para ocupar el cargo para el cual ha sido propuesto. Y sinceramente me preocupa que esto ocurra, porque todos nos podemos equivocar y estamos expuestos a equivocarnos cuando no sabemos algo. Lo que me preocupa es que sabiendo que hay tantos profesionales del derecho –y fíjese usted que ahora he visto que viene un proyecto de ley por el cual se quiere cobrar arancelamiento para concurrir a los concursos, con el que desde ya estoy totalmente en contra–; fíjese, le decía, si habrá profesionales capaces para ocupar cargos públicos. Entonces, equivocarnos de entrada cuando vamos a hacer una designación de un profesional que ha reconocido públicamente en la audiencia que no se ha preparado para la materia Civil y Comercial, me parece sinceramente que es de una gravedad institucional muy seria. Vuelvo a repetir, uno puede equivocarse cuando no sabe, pero sabiendo, teniendo los conocimientos plenos, incluso, el currículum del doctor Carbonell en tal sentido, nos demuestra palmariamente que no tiene una preparación, una capacitación desde el punto de vista de la materia Civil y Comercial, me pone en la gran duda de que pueda ejercer este cargo con eficiencia, con practicidad, con honestidad, con transparencia, porque repito, no tiene los conocimientos técnicos necesarios que el cargo en sí le exige. ¿Y si no, para qué tenemos las Salas Civiles y Comerciales y las Salas Penales?


Porque me parece, como también se lo dije en la audiencia al doctor Carbonell, que si uno tiene un enfermo en la familia con un problema de corazón, seguramente no va a ir al traumatólogo. Si necesito un albañil no voy a ir a un verdulero. O si necesito un zapatero no voy a ir a un gomero. Salvo en situaciones extraordinarias en las que no exista el gomero o el albañil o donde no exista el cardiólogo.


Pero en este caso, vuelvo a repetir, hay muchos profesionales especialistas en materia de derecho Civil y Comercial, que tranquilamente pueden ocupar el cargo que hoy pretenden darle al doctor Carbonell.


Fíjese usted, señor Presidente, que ha habido un cambio muy notable del tema Civil y Comercial. Y el doctor Carbonell, cuando se lo planteé, me respondió el día de la audiencia pública, que él consideraba importante la especialización pero que no era excluyente. Incluso dijo que había trabajado muchos años en el orden judicial y que por ese trabajo que tenía, era capaz de responder a la nueva función para la que ha sido propuesto.


Ahora, le preguntaría a la inversa al doctor Carbonell. ¿Qué piensa él, si a alguien de materia de Familia, por ejemplo, se lo propone para ocupar el cargo que él hoy ocupa en la justicia Penal? ¿Qué pensaría? ¿Estaría de acuerdo? Seguramente que no. Porque en ese caso exigiría la especialización y exigiría que estuviera capacitado quien ocupe un cargo en materia Penal, y me parece que tendría razón.

Por eso, creo que es fundamental en este tema, que la capacitación sea la idoneidad que la Constitución Nacional requiere para ocupar un cargo público. Y es para destacar que desde que el doctor Carbonell se graduó en la Facultad de Derecho y en todo el tiempo transcurrido hasta ahora, ha sido escasa, por no decir nula, la participación en algún congreso de materia Civil y Comercial, en algún posgrado o en alguna especialización. Y sabemos, señor Presidente, que con la nueva normativa del Código Civil y Comercial, el paradigma ha cambiado notablemente, tal es así que la jurisprudencia, la doctrina y la filosofía en materia Civil y Comercial han sufrido un cambio profundo. Y fíjese usted, señor Presidente, el tema de la responsabilidad del Estado; habría que preguntarle qué piensa de la responsabilidad del Estado, del tema de las cuotas alimentarias, del tema de los honorarios, el tema de quiebra, el tema de la usucapión, que es un tema tan conocido que continuamente se da. Me parece, vuelvo a reiterar, que el doctor Carbonell al no estar capacitado desde el punto de vista de la materia Civil y Comercial, no reúne los recaudos que desde el punto de vista de la normativa nacional y provincial se exige, que es el requisito de la idoneidad.


Por lo expuesto es que me opongo a otorgar el acuerdo solicitado por el Poder Ejecutivo. Reitero que esta no es una cuestión que tenga que ver con la idoneidad moral del propuesto, el que seguramente debe ser un buen profesional en materia Penal, pero sí tengo mi gran incógnita, mi gran duda de que pueda desempeñar con eficiencia el cargo para el cual ha sido propuesto, porque sinceramente no tiene la capacitación necesaria para que ello ocurra.


Desde ese punto de vista mi voto es negativo y así también le pido al bloque de Cambiemos y a los demás Senadores que me acompañen en tal sentido.

Sr. Presidente (Bahl): Tiene la palabra el Senador por el Departamento San Salvador.

Sr. Senador (Larrarte): Señor Presidente, más allá de no haber hecho antes el informe, le voy a solicitar que me permita brevemente explicar cómo llegamos a este despacho.

Dentro de las facultades que tiene el Gobernador de la Provincia está la de proponer a este Cuerpo la designación de miembros o Vocales del Superior Tribunal de Justicia y ante la vacante producida en la Sala II Civil y Comercial del Superior Tribunal de Justicia, que es el máximo órgano del Poder Judicial de nuestra Provincia, nos hizo la propuesta de designar allí, y para eso solicitó nuestro acuerdo, al doctor Martín Francisco Carbonell.


Recibimos el pedido en la Comisión, se hicieron oportunamente las verificaciones en cuanto a los datos personales y curriculares como es de estilo, se ordenaron las publicaciones para que los ciudadanos pudieran hacer sus manifestaciones y de hecho lo hicieron. Nos encontramos, no solamente con la que tomó estado público que fue una manifestación realizando observaciones, en similar sentido las que ha señalado el Senador Ferrari, sino que además se incorporaron al expediente, y se puede dar cuenta de ello con el mismo, numerosos pedidos o manifestaciones de adhesión a la propuesta del señor Gobernador, que es algo que quiero resaltar y destacar. 


Posteriormente, en los términos del artículo 24º de la Ley Nº 10.529, se le dio vista al doctor Carbonell para que pueda efectuar un descargo en relación a esta manifestación que observaba su candidatura como miembro del Superior Tribunal de Justicia y pudiendo hacerlo por escrito o verbalmente, optó por hacerlo en la audiencia pública verbalmente. En ella, que se celebró en la misma fecha que la del doctor Pedemonte, el 27 de noviembre en este recinto, además de hacerle las preguntas que recién refería el Senador Ferrari y a las que seguramente se va a referir también luego el Senador Giano, se le preguntó también por todos los demás aspectos que señala nuestro Reglamento interno, y a criterio –entiendo de todos– respondió a ellas satisfactoriamente.

En lo que refiere particularmente a la cuestión de la idoneidad, yo, el bloque que integro y quienes firmamos el despacho, entendemos que las respuestas que brindó el doctor Carbonell en la audiencia, también fueron claras, contundentes y satisfactorias, y que se encuentran reunidas todos y cada uno de los requisitos establecidos en la Constitución de Entre Ríos. El artículo 188º del texto constitucional dice que para ser miembro del Superior Tribunal de Justicia se requiere ser argentino, primer requisito; tener título de abogado; treinta años de edad y por lo menos seis años de ejercicio activo en la profesión, como abogado o como magistrado. Y ahí no pide ninguna especialidad ni ningún otro requisito técnico. De manera que los preceptos constitucionales sobre los cuales nosotros nos tenemos que expedir para brindar el acuerdo o no, están cumplidos. Quiero dejar esto claramente explicado en esta sesión.

Ahora, yo he prestado atención a todas las manifestaciones que hizo el Senador Ferrari anteriormente, y me surgen una serie de preguntas respecto de su exposición. ¿Es requisito para ser juez en esta Provincia tener especialización? La respuesta es no. No está en ningún texto. Ni siquiera en el Reglamento del Consejo de la Magistratura, que aplica a todos los jueces de la Provincia, no a los del Superior Tribunal de Justicia, le da relevancia a la especialización. De todos los puntajes que asigna, es el más bajo. Apenas el cinco por ciento de los puntos son por especialización. No queremos decir que no sea importante la especialización; lo que queremos decir es que no es un requisito sine qua non o condición indispensable la de ser especialista para poder integrar una sala del Superior Tribunal de Justicia.

Otra pregunta que me surge. ¿Si el Superior Tribunal de Justicia no estuviera dividido en salas, entonces tendríamos que exigirle a todos los jueces que lo integran que sean especialistas en todas las materias que van a tener que tratar? Evidentemente no. Entonces, ese argumento, por estas razones que estoy explicando y dando, cae por su propio peso.

El Senador preopinante también habló del cambio legislativo. Sí, a partir del 2015 entró en vigencia un nuevo Código Civil y Comercial en nuestro país. Ahora, yo me pregunto si los jueces que integran el nuestro, el nacional u otros Superiores Tribunales de Justicia de otras provincias, que no hicieron especialización en el nuevo Código Civil y Comercial, ¿tienen que ser removidos? Yo pienso que no.

Otra pregunta que me surge de su exposición. ¿Con qué criterio evalúa el Senador Ferrari técnicamente al doctor Carbonell? ¿Acaso él hizo una especialización? ¿Acaso no estudiamos todos en la misma facultad, por lo menos los Senadores que tenemos título de abogado y que estamos sentados aquí?

Otro interrogante que a mí me surgía en todo esto es si no hay algún otro interés o voluntad que mueva el pedido de voto en contra de esta propuesta. Quedará abierta para la sociedad, y es ella quien deba responderla. Yo creo que estamos cumpliendo con los procedimientos institucionales y constitucionales correctamente. Podemos tener una diferencia de opinión en cuanto a la idoneidad por una razón de especialidad, pero de ahí a querer aprovechar la situación en términos políticos, me parece que hay una distancia muy grande y nosotros desde el bloque al que pertenezco, entiendo que no la vamos a recorrer. 

Por eso, señor Presidente, y por las razones que se expresan en el resto del dictamen, es que les solicito a mis pares, votar a favor del proyecto. 

Voy a dar lectura al proyecto de resolución que dice: “Artículo 1º: Prestar Acuerdo Constitucional solicitado por el Poder Ejecutivo, para nombrar Juez Vocal de la Sala Nº II en lo Civil y Comercial del Superior Tribunal de Justicia de la Provincia de Entre Ríos, al doctor Martín Francisco Carbonell, DNI Nº 14.998.273, clase 1962. Artículo 2º: Comuníquese, etcétera.”

Por estas razones y por las que seguramente aportará el Senador Giano, sumado a todo lo expresado en el despacho de la comisión, adelanto nuestro voto positivo y hago el pedido al resto del Cuerpo. 

Sr. Presidente (Bahl): Tiene la palabra el Senador por el Departamento Concordia.

Sr. Senador (Giano): Señor Presidente, en primer lugar, adhiero a todas las expresiones vertidas por el Senador Lucas Larrarte, Presidente de la comisión, que trabajó en todo este proceso de propuesta del doctor Martín Carbonell, empezando por la audiencia pertinente llegando al acuerdo que hoy estamos tratando.


La verdad es que sólo entiendo la manifestación del Senador Ferrari como una cuestión política, porque jurídicamente no tiene ningún asidero, como bien lo decía el Senador Larrarte al expresar los requisitos de la Constitución para la designación de un integrante del Superior Tribunal de Justicia. 


Claramente el doctor Carbonell en la audiencia, con suficiencia y tranquilidad, trataba de hacer entender las condiciones que se requieren para integrar el máximo tribunal provincial. Además, explicó jurídicamente cuál es la función o cuáles son las funciones de los integrantes del Superior Tribunal de Justicia. 

Por eso es que creo que es político lo del Senador Ferrari, ya que hablaba de un integrante del Superior Tribunal como si fuera un Juez de Primera Instancia o un Camarista, cuando todos sabemos que la designación de un juez, de un camarista y un miembro del Superior Tribunal son absolutamente diferentes. 

Los jueces y los camaristas se designan por el Consejo de la Magistratura, gracias a un gobierno peronista que avanzó en ese tema, porque recordemos que hasta el año 2003 se designaban a dedo. Y claramente, puedo justificar que para ser un juez Civil podría requerirse un poquito más la especialidad, a pesar de que –como también lo manifestaba el Senador Larrarte– cuando uno analiza cómo evalúa el Consejo de la Magistratura a los antecedentes, de los treinta puntos, sólo ocho se basan en la capacitación. 

En el caso del juez Carbonell, no sólo que tiene una conducta intachable sino que además cuenta con vasta experiencia en el Poder Judicial, donde él manifestaba, que en sus casi treinta años, sólo se tomó licencia por treinta días. Es un gran trabajador. 

Además, ha cumplido sus funciones en distintas jurisdicciones y ha ganado todos los cargos concursando bajo el sistema constitucional superando las instancias del Consejo de la Magistratura, teniendo acuerdo de este Senado, obviamente no de nosotros pero sí de esta Cámara, siendo propuesto por el Gobernador, siendo designado por el Superior Tribunal de Justicia.

Pero además, por lo menos confunde el Senador Ferrari un Juez de Primera Instancia y un Camarista con un integrante del Superior Tribunal. Sabemos que cuando llega un expediente al Superior Tribunal de Justicia para que sea analizado, llega mediante un recurso extraordinario, donde la regla es que las cuestiones de hecho y prueba no se analizan. Se discuten, se debaten, se prueban, se alegan y finalmente hay sentencia de un Juez de Primera Instancia, tres de Segunda Instancia, pero el Superior Tribunal de Justicia evalúa otros requisitos procesales y en todo caso si hubo o no arbitrariedad en todo el todo el proceso.


Por lo cual el hoy designado Presidente de la Sala Civil Martín Carbonell, está absolutamente preparado, por toda su experiencia, para recepcionar no solo expedientes del fuero Civil y Comercial, sino también para ejercer el gobierno del Poder Judicial, que hace el Superior Tribunal de Justicia. El Superior Tribunal de Justicia resuelve cuestiones contenciosos administrativas y todo lo que tiene que ver con procedimientos constitucionales. Un integrante del Superior Tribunal de Justicia muchas veces muchas veces por excusación o recusación termina resolviendo cuestiones que no tienen que ver su Sala. Le va a tocar seguramente al doctor Carbonell resolver cuestiones penales cuando haya alguien de la Sala Penal que no intervenga o cuestiones de índole laboral, –repito– esas extraordinarias causas que llegan por vía recurso extraordinario al Superior Tribunal de Justicia.


Claro que la idoneidad que uno necesita de un juez en el doctor Carbonell están claramente acreditadas. Inclusive, voy a hablar de tres casos, dos de aquí del Superior Tribunal de Justicia y uno escandaloso del gobierno nacional. Fíjese, el doctor Carbonell va a reemplazar a la doctora Pañeda. ¿Cuál era la especialidad de la doctora Pañeda? Penal, toda su carrera judicial la ejerció en el fuero Penal. ¿Cuándo se la criticó a la doctora Pañeda por haber sido integrante de la Sala Civil? La doctora Medina de Rizzo ejerció toda su carrera en el fuero Penal y es integrante de la Sala Laboral. ¿Cuándo fue cuestionada por esa razón? Quien hoy preside el Superior Tribunal de Justicia es un abogado de la matrícula, proveniente de la dirigencia política. ¿Quién cuestiona su idoneidad para ejercer el cargo?


Estábamos hasta el 2003 con designaciones a dedo de abogados amigos en el Superior Tribunal de Justicia, inclusive aquellos que pasaron a la historia por copiar fallos y copiar mal. Y también siguen, porque entiendo yo que el Senador Ferrari representa con lo que dijo a todo el bloque, salvo al Senador Kisser que por eso no está presente en la votación. Tuvimos la escandalosa designación de dos integrantes de la Corte Suprema de Justicia por decreto y en comisión. La verdad acá estamos ante un proceso constitucional, el Gobernador propone, vienen aquí al acuerdo, por eso creo que siguen trabajando con la doble vara y que el fundamento del doctor Ferrari es eminentemente político. Desde lo jurídico, no tiene sustento alguno.


Para culminar, quiero manifestar que el doctor Carbonell, -a criterio también lamentablemente de los cuatro Senadores que firmamos el dictamen por la ausencia del bloque Cambiemos en la comisión, inclusive dejándonos sin quórum en alguna oportunidad, inclusive sin haber hecho un dictamen en minoría, que podría haber sido debatido aquí en esta sesión, pero bueno, el respeto por las instituciones se sabe por qué camino va- entendemos que reúne las condiciones, creemos que no debió haberse politizado esta designación, que debió haberse tratado con sumo respeto a su trayectoria, a la propuesta del señor Gobernador, a la Constitución provincial, que no dice nada de lo que el Senador Ferrari dijo y a nuestra legislación judicial, que no dice nada de lo que el Senador Ferrari estableció. Es imposible equiparar a un miembro integrante del Superior Tribunal de Justicia con un verdulero o con un carpintero. Esto forma parte de una charla en un asado, pero nunca ignorando, repito, que cuando llega un expediente al Superior, ya hay dos instancias anteriores que han fallado, que han estudiado los hechos, evaluado las pruebas y emitido sentencia. Entiendo que serán los fundamentos que encontraron para hacer política con un hecho tan trascendente como designar a un miembro del Superior Tribunal de Justicia.


Por eso, señor Presidente, voy a solicitar que aprobemos este pliego y también solicito al bloque Cambiemos que nos acompañe en esta designación.

Sr. Presidente (Bahl): Si ningún otro señor Senador hace uso de la palabra, se va a votar. Los que estén por la afirmativa, sírvanse indicarlo.

-Resulta aprobado.

Sr. Presidente (Bahl): Resulta aprobado. Se harán las comunicaciones pertinentes.

-Ingresa al recinto el señor Senador Kisser.

6.4 – Solicitud al Poder Ejecutivo Provincial que gestiones antes el Poder Ejecutivo Nacional para que se designe a un entrerriano de la costa del Río Uruguay, en el Laboratorio Binacional de Control Ambiental al Río Uruguay que se va a conformar el conjunto con la República Oriental del Uruguay.
Consideración.

Sr. Presidente (Bahl): Se encuentra reservado el dictamen de la Comisión de Salud Pública, Medio Ambiente Humano y Drogadicción, en el proyecto de comunicación por el que se solicita al Poder Ejecutivo que efectúe las gestiones necesarias para que se designe a un entrerriano de la costa del Uruguay en el Laboratorio Binacional de Control Ambiental al río Uruguay, expediente Nº 11.883.

Tiene la palabra el Senador por el Departamento Concordia.

Sr. Senador (Giano): Solicito que este proyecto sea tratado sobre tablas, señor Presidente.

Sr. Presidente (Bahl): A consideración del Cuerpo la moción de sobre tablas formulada por el Senador Giano; se requieren los dos tercios de votos de los Senadores presentes para su aprobación.

-Resulta afirmativa.

Sr. Presidente (Bahl): Por Secretaría se dará lectura.

-Se lee:

Honorable Senado:


Vuestra Comisión de Salud Pública, Medio Ambiente Humano y Drogadicción ha considerado el Proyecto de Comunicación contenido en el expediente 11.883, autoría de los Senadores Mattiauda, Canali y Piana, mediante el cual solicita al Poder Ejecutivo Provincial efectúe las gestiones necesarias para que se designe a un entrerriano de la Costa del Uruguay en el Laboratorio Binacional de control ambiental al Río Uruguay y, por las razones que dará su miembro informante, aconseja su aprobación en los siguientes términos.

El Honorable Senado de la Provincia:


Vería con agrado que el Poder Ejecutivo Provincial efectúe las gestione necesarias para que se designe a un entrerriano de la Costa del Uruguay en el Laboratorio Binacional de control ambiental al Río Uruguay, que se conformará en conjunto con la República Oriental del Uruguay.

Paraná. Sala de Comisiones.

Nancy S. Miranda. Ángel F. Giano. Miriam L. Espinoza. Héctor E. Blanco. Beltrán A. Lora.

Sr. Presidente (Bahl): Si no se hace uso de la palabra, se va a votar; los señores Senadores que estén por la afirmativa, sírvanse indicarlo.

-Resulta aprobado.

Sr. Presidente (Bahl): Queda aprobado; se harán las comunicaciones pertinentes.

6.5 – Solicitud al Poder Ejecutivo Nacional, a través de la Cancillería y de la CARU, provea de copia de todas las actas relacionadas con el monitoreo del Río Uruguay de las que se infiere que los parámetros obtenidos superan los márgenes permitidos de contaminación.
Consideración.

Sr. Presidente (Bahl): Se encuentra reservado el dictamen de la Comisión de Salud Pública, Medio Ambiente Humano y Drogadicción, en el proyecto de comunicación por el que se solicita al Poder Ejecutivo Nacional, que a través de Cancillería y de la Comisión Administradora del Río Uruguay, provea de copias de todas las actas relacionadas con el monitoreo del Río Uruguay, expediente Nº 11.915.

Tiene la palabra el Senador por el Departamento San Salvador.

Sr. Senador (Larrarte): Solicito que este proyecto sea tratado sobre tablas, señor Presidente.

Sr. Presidente (Bahl): A consideración del Cuerpo la moción de sobre tablas formulada por el Senador Larrarte; se requieren los dos tercios de votos de los Senadores presentes para su aprobación.

-Resulta afirmativa.

Sr. Presidente (Bahl): Por Secretaría se dará lectura.

-Se lee:

Honorable Senado:


Vuestra Comisión de Salud Pública, Medio Ambiente Humano y Drogadicción ha considerado el Proyecto de Comunicación contenido en el expediente 11.915, autoría del Senador Ángel Giano, mediante el cual solicita al Poder Ejecutivo Nacional suministre a través de los organismos competentes copias de todas las Actas relacionadas con el monitoreo del Río Uruguay para conocer si superan los márgenes permitidos de contaminación y, por las razones que dará su miembro informante, aconseja su aprobación en los siguientes términos.

El Honorable Senado de la Provincia:


Vería con agrado que el Poder Ejecutivo Nacional, a través de la Cancillería y de la Comisión Administradora del Río Uruguay, provea de copias de todas las Actas relacionadas con el Monitoreo del Río Uruguay, especialmente de las que se infiere que los parámetros obtenidos superan los márgenes permitidos de contaminación.

Paraná. Sala de Comisiones.

Nancy S. Miranda. Ángel F. Giano. Miriam L. Espinoza. Héctor E. Blanco. Beltrán A. Lora.

Sr. Presidente (Bahl): Si no se hace uso de la palabra, se va a votar; los señores Senadores que estén por la afirmativa, sírvanse indicarlo.

-Resulta aprobado.

Sr. Presidente (Bahl): Queda aprobado; se harán las comunicaciones pertinentes.

6.6 – Solicita al Poder Ejecutivo evalúe la factibilidad de diseñar y ejecutar un programa de control de consumo de sustancias psicoactivas en conductores de vehículos de transporte terrestre.
Consideración.

Sr. Presidente (Bahl): Se encuentra reservado el dictamen de la Comisión de Salud Pública, Medio Ambiente Humano y Drogadicción, en el proyecto de comunicación por el que se solicita al Poder Ejecutivo evaluar la factibilidad de diseñar y ejecutar un programa de control de consumo de sustancias psicoactivas en conductores de vehículos de transporte terrestre, expediente Nº 11.619.

Tiene la palabra el Senador por el Departamento San Salvador.

Sr. Senador (Larrarte): Solicito que este proyecto sea tratado sobre tablas, señor Presidente.

Sr. Presidente (Bahl): A consideración del Cuerpo la moción de sobre tablas formulada por el Senador Larrarte; se requieren los dos tercios de votos de los Senadores presentes para su aprobación.

-Resulta afirmativa.

Sr. Presidente (Bahl): Por Secretaría se dará lectura.

-Se lee:

La Honorable Cámara de Senadores de la Provincia de Entre Ríos

D E C L A R A

Primero: De interés institucional y cultural de la Honorable Cámara de Senadores a la XXVI Fiesta Departamental de la Tradición organizada por las Escuelas N° 11 y N° 13 “Almafuerte” a realizarse el 5 de noviembre de 2016, en la localidad de Racedo, Departamento Diamante.

Segundo: Remitir copia íntegra de la presente declaración a las Escuelas N° 11 y N° 13 “Almafuerte” de la localidad de Racedo, departamento Diamante.

Rogelio O. Schild.

Sr. Presidente (Bahl): Si no se hace uso de la palabra, se va a votar; los señores Senadores que estén por la afirmativa, sírvanse indicarlo.

-Resulta aprobado.

Sr. Presidente (Bahl): Queda aprobado; se harán las comunicaciones pertinentes.

6.7 - Autorización al Superior Gobierno de la Provincia a aceptar la donación formulada por la Municipalidad de Aranguren.
Consideración.

Sr. Presidente (Bahl): Se encuentra reservado un proyecto de ley, del Poder Ejecutivo, por el que se autoriza al Superior Gobierno de la Provincia a aceptar la donación de un inmueble de la Municipalidad de Aranguren, con destino a la construcción de un edificio para el funcionamiento del Juzgado de Paz de Aranguren y cualquier otra dependencia judicial, expediente Nº 13.017.

Tiene la palabra el Senador por el Departamento Nogoyá.

Sr. Senador (Lora): Solicito que este proyecto sea tratado sobre tablas, señor Presidente.

Sr. Presidente (Bahl): A consideración del Cuerpo la moción de sobre tablas formulada por el Senador Lora; se requieren los dos tercios de votos de los Senadores presentes para su aprobación.

-Resulta afirmativa.

Sr. Presidente (Bahl): Por Secretaría se dará lectura.

-Se lee nuevamente:

Sr. Presidente (Bahl): En consideración.


Tiene la palabra el Senador por el Departamento Nogoyá.

Sr. Senador (Lora): Señor Presidente, simplemente es para pedirle a mis colegas la aprobación de este proyecto de ley, en el cual se autoriza la donación de un inmueble por parte de la Municipalidad de Aranguren al Gobierno provincial, para la construcción de un Juzgado de Paz y otras dependencias judiciales.

Desde septiembre ya funciona el Juzgado de Paz en la ciudad de Aranguren, por lo que sería un importante paso aceptar esta donación para construir su edificio. 

Es por eso que pido el acompañamiento a mis pares con el voto afirmativo.

Sr. Presidente (Bahl): Si ningún otro señor Senador hace uso de la palabra, se va a votar en general; los que estén por la afirmativa, sírvanse indicarlo. 

-Resulta aprobado.

Sr. Presidente (Bahl): Corresponde su consideración en particular. Se va a votar el artículo 1º; los que estén por la afirmativa, sírvanse indicarlo.

-Resulta aprobado, como también los artículos 2º y 3º. El Art. 4º es de forma.

Sr. Presidente (Bahl): Queda aprobado; pasa en revisión a la Honorable Cámara de Diputados.

6.8 - Adhesión a las disposiciones de los artículos 20, 21 y 22 de la Ley Nacional Nº 27445 de Simplificación y Desburocratización para el Desarrollo de la Infraestructura. ( Bitrenes ).

Consideración.

Sr. Presidente (Bahl): Se encuentra reservado un proyecto de ley del Poder Ejecutivo, en revisión, por el que la Provincia adhiere a las disposiciones establecidas en los Artículos Nos. 20, 21 y 22 de la Ley Nacional Nº 27.445 de Simplificación y Desburocratización para el desarrollo de la Infraestructura, expediente Nº 23.108.

Tiene la palabra el Senador por el Departamento Concordia.

Sr. Senador (Giano): Solicito que este proyecto sea tratado sobre tablas, señor Presidente.

Sr. Presidente (Bahl): A consideración del Cuerpo la moción de sobre tablas formulada por el Senador Giano; se requieren los dos tercios de votos de los Senadores presentes para su aprobación.

-Resulta afirmativa.

Sr. Presidente (Bahl): Por Secretaría se dará lectura.

-Se lee:

La H. Legislatura de la Provincia de Entre Ríos, sanciona con fuerza de

L E Y

Artículo 1º: Adhiérese la Provincia de Entre Ríos a las disposiciones establecidas en los artículos 20º, 21º y 22º de la Ley Nacional Nº. 27.445 de Simplificación y Desburocratización para el Desarrollo de la Infraestructura.

Artículo 2º: La Dirección Provincial de Vialidad será la autoridad de aplicación de la presente, con facultades para dictar las normas reglamentarias, aclaratorias y complementarias en materia de los vehículos comprendidos en la presente ley.

Artículo 3º: El Organismo mencionado en el artículo anterior definirá los corredores viales habilitados para la circulación de las unidades tractoras con dos (2) semirremolques biarticulados, y fijará las pautas para la implementación progresiva y gradual de los cambios necesarios en la infraestructura vial, de acuerdo a las disponibilidades presupuestarias.

Artículo 4º: Invítase a los Municipios y Comunas de la Provincia a adherir a la presente ley, incorporándolo en sus respectivos ordenamientos locales, para su aplicación dentro del ámbito exclusivo de sus competencias, a los fines de lograr la uniformidad normativa en todo el territorio provincial.

Artículo 5º: Déjese sin efecto cualquier otra norma o disposición que se oponga a la presente ley.

Artículo 6º: Comuníquese, etc.

Paraná, Sala de Sesiones, 13 de diciembre de 2018

Sr. Presidente (Bahl): En consideración.


Tiene la palabra el Senador por el Departamento Concordia.

Sr. Senador (Giano): Señor Presidente, este presente proyecto de ley cuenta con media sanción de la Cámara de Diputados, en la que casi todos votaron afirmativamente, excepto el diputado Rigante, por lo que podemos entender que prácticamente fue aprobado por unanimidad en la Cámara Baja.


El mismo consiste en la adhesión de la Provincia de Entre Ríos a la Ley Nº 27.445 dándole a la Dirección Provincial de Vialidad el carácter de autoridad de aplicación.

Si bien nosotros conocemos a las unidades tractoras con dos semirremolques biarticulados como bitrenes, lo que se quiere con este proyecto es establecer corredores viales para que los mismos puedan circular y así beneficiar a sectores productivos entrerrianos, especialmente al sector forestal y obviamente también a tres empresas que fabrican este tipo de unidades tractoras.


Para finalizar, esta ley invita a los municipios y a las comunas a adherir a la presente, habida cuenta de que para que puedan circular por territorio provincial, como también ejido municipal y comunal, deben contar con la modificación pertinente de las normas de transporte en cada uno de estos ámbitos.


Por lo expresado, voy a solicitar a los Senadores que acompañen en la votación del presente proyecto de ley.

Sr. Presidente (Bahl): Tiene la palabra el Senador por el Departamento Colón.

Sr. Senador (Canali): Señor Presidente, simplemente para aclarar que no voy a acompañar la ley por absoluto desconocimiento de la misma. Entró hoy el tema para tratarlo sobre tablas, media hora antes del inicio de la sesión. Independientemente que conozco el sistema de bitrenes y que conozco sus beneficios y sus dificultades, no conozco el proyecto de ley. Por lo tanto mal podría estar votando una cuestión sobre tablas cuando hace media hora nos pidieron que lo votemos. Simplemente por responsabilidad y sin abrir juicio de valor sobre la ley, no voy a acompañar la misma.

Sr. Presidente (Bahl): Si ningún otro señor Senador hace uso de la palabra, se va a votar en general; los que estén por la afirmativa, sírvanse indicarlo. 

-Resulta aprobado.

Sr. Presidente (Bahl): Corresponde su consideración en particular. Se va a votar el artículo 1º; los que estén por la afirmativa, sírvanse indicarlo.

-Resulta aprobado, como también los artículos 2º al 5º. El Art. 6º es de forma.

Sr. Presidente (Bahl): Queda sancionado; pasa al Poder Ejecutivo para su promulgación.

6.9 – Aprobación de la demarcación del radio y el censo pertinente correspondiente al futuro municipio de Pueblo Brugo, Departamento Paraná.
Consideración.

Sr. Presidente (Bahl): Se encuentra reservado el proyecto de ley del Poder Ejecutivo, en revisión, por el que se aprueba la demarcación del radio y el censo pertinente correspondiente al futuro Municipio de Pueblo Brugo, Departamento Paraná, expediente Nº 23.360.

Tiene la palabra el Senador por el Departamento San Salvador.

Sr. Senador (Larrarte): Solicito que este proyecto sea tratado sobre tablas, señor Presidente.

Sr. Presidente (Bahl): A consideración del Cuerpo la moción de sobre tablas formulada por el Senador Larrarte; se requieren los dos tercios de votos de los Senadores presentes para su aprobación.

-Resulta afirmativa.

Sr. Presidente (Bahl): Por Secretaría se dará lectura.

-Se lee:

La H. Legislatura de la Provincia de Entre Ríos, sanciona con fuerza de

L E Y

Artículo 1º: Apruébase la demarcación del radio y el censo pertinente, practicado por la Dirección de Estadísticas y Censos de la Provincia, correspondiente al futuro Municipio de Pueblo Brugo, Departamento Paraná, Distrito Antonio Tomas, en cumplimiento del artículo 20º de la Ley Nº 10.027, conforme a Expediente Nº U 2180881.

Artículo 2º: La demarcación del radio realizado en cumplimiento del artículo 5º de la Ley 10.027 con relación al futuro Municipio de Pueblo Brugo, quedará configurado de la siguiente manera: límites y linderos: Norte: Por Calle Pública de la Colonia Hernandarias mediante las siguientes rectas: 1-2 al rumbo S 79° 42’ E de 3.735,08 m.; 2-3 al rumbo N 44° 52’ E de 2.594,11 m.; 3-4 al rumbo S 45° 00’ E de 1.530,00 m.; 4-5 al rumbo N 44° 27’ E de 2.672,36 m.; 5-6 al rumbo S 45° 10’ E de 1.613,64 m.; 6-7 al rumbo N 44° 50’ E de 4.576,71 m.; todas estas lindando con el Ejido de Hernandarias hasta la intersección con el Arroyo Hernandarias, y por este, desde el vértice 7 hasta el vértice 8 límite con el Departamento La Paz Distrito Alcaraz 2°. Este: Por la calle pública mediante la siguiente recta: 8-9 al rumbo S 43° 54’ O de 331,90 m.; 9- 10 al rumbo N 45° 00’ O de 1.565,00 m.; 10-11 al rumbo S 45° 00´ O de 832,00 m.; 11-12 al rumbo N 45° 00’ O de 1.530 m. al rumbo S 44° 40’ O de 2.645,00 m.; 13-14 al rumbo N 44° 20’ de 70,00 m. hasta intersección con línea divisoria, por esta, mediante recta 14- 15 al rumbo S 45° 40’ O de 416,00 m; 15-16 al rumbo N 44° 20’ O de 765,00 m.; 16-17 al rumbo S 45° 40’ O de 1.248,00 m.; hasta intersección con la Calle Pública por esta mediante recta 17-18 al rumbo S 44° 14’ E de 800,00 m.; toda esta lindando con la Junta de Gobierno de Antonio Tomas hasta intersección con Arroyo del Sauce, por este desde el vértice 18 hasta vértice 19 intersección con la línea divisoria, por esta mediante recta: 19-20 al rumbo S 78° 51’ E de 3.242,00 m. ; 20-21 al rumbo S 7º 44’ E 1.470,40 m.; 21-22 al rumbo N 89ª 46’ O de 340,00 m.; 22-23 al rumbo S 24ª 17’ O de 585,00 m., todas estas lindando con la Junta de Gobierno de Antonio Tomás hasta intersección con Arroyo Salto y por este continuando por Arroyo Antonio Tomas entre los vértices 23 y 24 límite con la Junta de Gobierno de Antonio Tomas. Sur: Por línea divisoria mediante recta: 24-25 al S 3º 37’ O de 2.970,00 m.; 25-26 al rumbo S 76º 37’ E 1.038,20 m. las dos lindando con la Junta de Gobierno de Antonio Tomás hasta intersección con la Ex ruta Provincial Nº 8, por esta límite con la Junta de Gobierno Arroyo Corralito desde vértice 26 hasta vértice 27 con Arroyo María Chico, y por éste límite con la Junta de Gobierno de Curtiembre de vértice 27 hasta vértice 28 desembocadura con el Río Paraná. Oeste: Río Paraná desde vértice 28 hasta vértice 1.

Artículo 3º: Comuníquese, etc.

Paraná, Sala de Sesiones, 13 de diciembre de 2018

Sr. Presidente (Bahl): En consideración.

Tiene la palabra el Senador por el Departamento Concordia.

Sr. Senador (Giano): Señor Presidente, me voy a referir a éste y a los cuatro proyectos siguientes ya que todos son del mismo tenor, si bien refieren a distintas localidades de nuestra Provincia.


Nuestro Gobernador asumió, entre otros compromisos, el de convertir en municipios a aquellas juntas de gobierno que cumplían con los requisitos regulados por la Constitución y por la Ley Nº 10.027, que es el Régimen Municipal. Y ese compromiso significa brindarle a estas comunidades y a sus organizaciones no solamente un reconocimiento legal y constitucional, sino también mejores oportunidades de progreso y de desarrollo local. 


Porque como bien señala y establece nuestra Constitución en el artículo 231º, esas comunidades van a tener asegurada o garantizada la autonomía política, institucional, administrativa, económica y financiera.


Estos cinco proyectos de ley, enviados por el Poder Ejecutivo y que ya recibieron la media sanción de la Cámara de Diputados, van a permitir a cinco localidades entrerrianas, poder transformarse de juntas de gobierno a municipios, hecho que es importante no solamente para ellos sino para toda la Provincia, porque hace ya más de diez años que en la Provincia no se da la creación de un nuevo municipio, y en esta oportunidad vamos a estar posibilitando la creación de cinco.


También nuestra Constitución y la Ley Nº 10.027 con sus modificatorias, establecen cuáles son los elementos que se deben reunir para que una comunidad que actualmente es una junta de gobierno, se pueda transformar en un municipio. Básicamente, son los mismos a los que hicimos referencia en la sesión anterior al hablar de comunas: territorio, población, gobierno y en este caso, una autonomía. Estos dos últimos, el gobierno y la autonomía se encuentran regulados y definidos en la Ley Nº 10.027, que establece el Régimen Municipal. El resto de los requisitos deben establecerse legalmente –así lo establece la Ley Nº 10.027–, que son el territorio y la población.


Cuando surge un pedido para transformar una junta de gobierno en municipio, el Poder Ejecutivo tiene que mandar a hacer dos cosas: un censo para constatar la cantidad de pobladores y una demarcación para certificar que el territorio cumple con ese requisito del artículo 2º de dicha ley, que es el de contar con una superficie de 75 kilómetros cuadrados. Desde mayo de este año, se ha instruido al Ministerio de Gobierno, a la Dirección de Juntas de Gobierno, a la Dirección de Estadísticas y Censos empiecen a trabajar en la realización de los censos. Se hizo primero en Aldea Brasilera en el mes de mayo; en el mes de junio se hizo el censo en Aldea María Luisa; en el mes de julio se hizo en Pueblo Brugo; en el mes de agosto se hizo en la localidad de El Pingo y finalmente en septiembre, en Pueblo Liebig. Todos estos censos obtuvieron un resultado positivo. También conjuntamente con esa actividad, trabajó intensamente la Dirección General de Catastro de la Provincia, haciendo la demarcación. Estos pasos son previos y necesarios para la constitución del municipio. Nos toca a nosotros ahora como Legislatura aprobarlos legalmente para que con posterioridad el Poder Ejecutivo pueda dictar el decreto pertinente.


De eso tratan estos proyectos. Vamos a pedir el voto afirmativo de todos los miembros del Cuerpo. Felicitamos a los pobladores de estas localidades y deseamos que pronto puedan tener su organización municipal funcionando, ya que conforme lo establece también la Ley de Municipios, en la próxima elección van a poder elegir sus autoridades.

Sr. Presidente (Bahl): Tiene la palabra el Senador por el Departamento Paraná.

Sr. Senador (Kisser): Señor Presidente, como bien lo señalaba el Senador Larrarte, hace mucho tiempo que estas localidades están esperando convertirse en municipios. Realmente, vemos con beneplácito la iniciativa que ha tomado el Gobierno de la Provincia, el Poder Ejecutivo, más concretamente el señor Gobernador, cumpliendo con algunas promesas que se habían formulado en este sentido. Se ha ordenado hacer los censos y la demarcación, tal como lo establece el artículo 6º de la Ley Orgánica de Municipios. 

Es decir, debemos aclarar que el Gobernador primero toma la decisión, luego manda a hacer el censo y la demarcación. Por lo que nosotros, en este recinto, lo que estamos haciendo por ley, es aprobar ese censo y la demarcación.

Y luego por decreto se hará la creación del respectivo municipio en cada una de estas cinco localidades; Aldea Brasilera, Aldea María Luisa, El Pingo, Pueblo Brugo y Pueblo Liebig.

Por lo tanto, creo que es un gran progreso. En particular, en mi departamento son tres las juntas de gobierno que se convierten en municipios a partir de la sanción de esta ley, a través de este proyecto que ya tiene media sanción de la Cámara de Diputados. 

Pero lo único que quiero señalar, es que al leer y repasar la normativa noté un error, que si bien no invalida la ley, es bueno señalarlo. 

En el artículo 1º de cada uno de los proyectos, dice: “Apruébase la demarcación del radio y el censo pertinente, practicado por la Dirección de Estadísticas y Censos de la Provincia, correspondiente al futuro Municipio…” –se menciona cada uno de los pueblos– y continúa; “… en cumplimiento del artículo 20º de la Ley Nº 10.027, conforme a Expediente Nº…”. Pero en realidad es en cumplimiento a lo dispuesto por el artículo Nº 6º, ya que lo único que hacemos es aprobar y el Artículo Nº 20 no tiene nada que ver. 

Es un error material que se ha cometido posiblemente en el Poder Ejecutivo y que con el apuro de sancionarlo, en la Cámara de Diputados se volvió a cometer. Es bueno aclararlo aunque no invalida en lo más mínimo. Porque lo que vale es el espíritu de la ley, que es la demarcación de cada jurisdicción y eso está claro. Así como también queda claro que se hizo el censo en cada una de esas localidades y dio como resultado la cantidad de habitantes necesaria para convertirse en municipios. Por eso, con estas aclaraciones, votamos con beneplácito estos cinco proyectos. 

Creo que es un avance importantísimo para la Provincia, porque seguramente van a progresar, a partir de ahora, con recursos propios. Y además van a tener coparticipación en los impuestos provinciales y nacionales que les permitirán crecer.

Quiero destacar estos pueblos, Pueblo Brugo tuvo uno de los puertos más importantes de la década del ’30. Es una localidad que llegó a tener Aduana, Prefectura y Banco Nación. Pero por el surgimiento del camión como medio de transporte en las rutas, los puertos desaparecieron y por ende también se despobló este pueblo. Hoy, es una unidad muy pequeña, que tiene Juez de Paz y que incluso tuvo Registro Civil antes que otras localidades como Cerrito, Hasenkamp o María Grande.

El Pingo, era una localidad floreciente, en dicho lugar funcionaban los talleres del ferrocarril. Pero también se fue despoblando, ya que los lugareños han ido erradicándose de la zona rural, despoblando el campo, para radicarse a la zona urbana de El Pingo, que bien merece hoy ser declarado municipio y de esta manera avanzar y crecer.

Lo mismo puedo decir de Aldea María Luisa, que sí tuvo un crecimiento, no diría espontáneo, sino como producto del desarrollo de las otras aldeas que se fundaron a fines del siglo XIX, principios del siglo XX. Y ha crecido enormemente por lo que también hoy merece ser considerada municipio.

Por todo lo expuesto, señor Presidente, es que solicito a mis pares que me acompañen en este proyecto, felicitando la iniciativa del señor Gobernador. De esta forma el Departamento Paraná ya no tendrá trece municipios sino que tendrá a partir de ahora dieciséis municipios.

Sr. Presidente (Bahl): Tiene la palabra el Senador por el Departamento Diamante.

Sr. Senador (Schild): Señor Presidente, unos de los futuros municipios pertenece a un lugar de mi departamento como Aldea Brasilera, muy cercano aquí a Paraná. He hablado con el Presidente de su Junta de Gobierno, Hugo “Catito” Ramírez y la gente que lo acompaña del Frente para la Victoria y también de Cambiemos.

Realmente es una comunidad que trabaja para mejorar y transformar la realidad de todos los días allí en Aldea Brasilera. Y realmente está tomando cuerpo esa idea, con estos hechos importantes como la demarcación y la aprobación del censo, de poder transformar un pequeño poblado que hace tiempo está luchando para transformarse en municipio, y hoy lo va a ver con mucha satisfacción, con muchas ganas. Realmente creo que a la gente de Brasilera le va a cambiar la vida en muchas cosas, porque tiene muchas cosas por delante, muchos proyectos. Los magros recursos que hoy tiene siendo Junta de Gobierno, lo va a ir recuperando a lo largo del tiempo por un acto de justicia.

Quiero saludar a los futuros cinco municipios, pero fundamentalmente a Aldea Brasilera, Departamento Diamante.

Sr. Presidente (Bahl): Si ningún otro señor Senador hace uso de la palabra, se va a votar en general; los que estén por la afirmativa, sírvanse indicarlo. 

-Resulta aprobado.

Sr. Presidente (Bahl): Corresponde su consideración en particular. Se va a votar el artículo 1º; los que estén por la afirmativa, sírvanse indicarlo.

-Resulta aprobado, como también el artículo 2º inclusive. El Art. 3º es de forma.

Sr. Presidente (Bahl): Queda sancionado; pasa al Poder Ejecutivo para su promulgación.

6.10 – Aprobación de la demarcación del radio y el censo pertinente correspondiente al futuro municipio de Aldea Brasilera, Departamento Diamante.
Consideración.

Sr. Presidente (Bahl): Se encuentra reservado el proyecto de ley del Poder Ejecutivo en revisión, por el que se aprueba la demarcación del radio y el censo pertinente correspondiente al futuro Municipio de Aldea Brasilera, Departamento Diamante, expediente Nº 23.362.

Tiene la palabra el Senador por el Departamento San Salvador.

Sr. Senador (Larrarte): Solicito que este proyecto sea tratado sobre tablas, señor Presidente.

Sr. Presidente (Bahl): A consideración del Cuerpo la moción de sobre tablas formulada por el Senador Larrarte; se requieren los dos tercios de votos de los Senadores presentes para su aprobación.

-Resulta afirmativa.

Sr. Presidente (Bahl): Por Secretaría se dará lectura.

-Se lee:

La H. Legislatura de la Provincia de Entre Ríos, sanciona con fuerza de

L E Y

Artículo 1º: Apruébese la demarcación del radio y el censo pertinente, practicado por la Dirección de Estadísticas y Censos de la Provincia, correspondiente al futuro Municipio de Aldea Brasilera, Departamento Diamante, Distrito Palmar, en cumplimiento del artículo 20º de la Ley Nº 10.027, conforme a Expediente Nº U 2180881.

Artículo 2º: La demarcación del radio realizado en cumplimiento del artículo 5º de la Ley 10.027 con relación al futuro Municipio de Aldea Brasilera, quedará configurado de la siguiente manera: límites y linderos: Norte: Desde el vértice 1, coincidente con la desembocadura del Arroyo Del Salto en el Río Paraná, corriendo por el primero hasta la intersección con Calle Pública que corre de Norte a Sur entre los sobrantes D y C de la Colonia Alvear, vértice 2. Este: Desde el vértice 2, en la intersección del Arroyo Del Salto con Calle Pública, y por ésta al rumbo N-S de 4.120,00 m. hasta el vértice 3, lindando calle por medio con el sobrante “C” y las chacras 79, 80, 81, 82, 83, 84 y 85 de la citada Colonia. Sur: Desde el vértice 3, siguiendo por calle pública al rumbo E - O de 8.724,00m. hasta el vértice 4, lindando calle por medio con las chacras 146, 163, 216, 233, 284 pertenecientes al Centro Rural de Población Aldea Spatzenkuter, y con las chacras 304, 346, 362 y 400 pertenecientes al Centro Rural de Población General Alvear. Oeste: Desde el vértice 4, intersección de la calle pública con el Río Paraná, y por éste hasta su confluencia con el Arroyo del Salto en el vértice 1.

Artículo 3º: Comuníquese, etc.

Paraná, Sala de Sesiones, 13 de diciembre de 2018

Sr. Presidente (Bahl): Si ningún señor Senador hace uso de la palabra, se va a votar en general; los que estén por la afirmativa, sírvanse indicarlo. 

-Resulta aprobado.

Sr. Presidente (Bahl): Corresponde su consideración en particular. Se va a votar el artículo 1º; los que estén por la afirmativa, sírvanse indicarlo.

-Resulta aprobado, como también el artículo 2º inclusive. El Art. 3º es de forma.

Sr. Presidente (Bahl): Queda sancionado; pasa al Poder Ejecutivo para su promulgación.

6.11 – Aprobación de la demarcación del radio y el censo pertinente correspondiente al futuro municipio de Pueblo Liebig, departamento Colón.
Consideración.

Sr. Presidente (Bahl): Se encuentra reservado el proyecto de ley del Poder Ejecutivo en revisión, por el que se aprueba la demarcación del radio y el censo pertinente correspondiente al futuro Municipio de Pueblo Liebig, Departamento Colón, expediente Nº 23.363.

Tiene la palabra el Senador por el Departamento San Salvador.

Sr. Senador (Larrarte): Solicito que este proyecto sea tratado sobre tablas, señor Presidente.

Sr. Presidente (Bahl): A consideración del Cuerpo la moción de sobre tablas formulada por el Senador Larrarte; se requieren los dos tercios de votos de los Senadores presentes para su aprobación.

-Resulta afirmativa.

Sr. Presidente (Bahl): Por Secretaría se dará lectura.

-Se lee:

La H. Legislatura de la Provincia de Entre Ríos, sanciona con fuerza de

L E Y

Artículo 1º: Apruébase la demarcación del radio y el censo pertinente, practicado por la Dirección de Estadísticas y Censos de la Provincia, correspondiente al futuro Municipio de Pueblo Liebig, Departamento Colón, en cumplimiento del artículo 20º de la Ley N.º 10.027, conforme a Expediente Nº U 2180881.

Artículo 2º: La demarcación del radio realizado en cumplimiento del artículo 5º de la Ley 10.027 con relación al futuro Municipio de Pueblo Liebig, quedará configurado de la siguiente manera: límites y linderos: Norte: Mediante recta 1-2 al rumbo N. 68° 43’ E. de 501.25 m, coincidente con límite Sur del plano N° 19429 perteneciente a la Colonia Mabragaña, entre los vértices 2 y 3 por el Arroyo Caraballo, hasta su confluencia con el Río Uruguay. Este: Desde el vértice 3 corriendo por el Río Uruguay hasta la confluencia con el arroyo Perucho Verna en el vértice 4. Sur: Desde vértice 4 corriendo por el Arroyo Perucho Verna hasta eje de calle - límite Este del ejido de la ciudad de Villa Elisa- vértice 5. Oeste: Mediante rectas 5-6 al rumbo N. 11° 17’ O. de 2302.00 m, 6-7 al rumbo S. 86° 59’ O. de 11.10 m, 7-8 al rumbo N. 11° 13’ O. de 1138.40 m, 8-9 al rumbo N 78° 47’ E. de 133.40 m, 9-10 al rumbo N. 11° 11’ O. de 889.20 m, 10-11 al rumbo N. 86° 46’ E. de 212.70 m, 11-12 al rumbo N. 73° 11’ E. de 119.80 m, 12- 13 al rumbo N. 11° 07’ O. de 1180.00 m, 13-14 al rumbo S. 87° 37’ O. de 480.00 m, coincidentes todos los rumbos descriptos desde el vértice 5 con el límite Este del ejido de la ciudad de Villa Elisa, 14-15 al rumbo Nº 18° 05’ O. de 1180.00 m que corre por límite Oeste de los planos de Mensura Nº 5515 y 682, y 15-1 al rumbo N. 8° 48’ E. de 500.00 m que corre por límite Noroeste del plano de Mensura Nº 682, hasta la confluencia con el Arroyo Caraballo.

Artículo 3º: Comuníquese, etc.

Paraná, Sala de Sesiones, 13 de diciembre de 2018

Sr. Presidente (Bahl): Si ningún señor Senador hace uso de la palabra, se va a votar en general; los que estén por la afirmativa, sírvanse indicarlo. 

-Resulta aprobado.

Sr. Presidente (Bahl): Corresponde su consideración en particular. Se va a votar el artículo 1º; los que estén por la afirmativa, sírvanse indicarlo.

-Resulta aprobado, como también el artículo 2º inclusive. El Art. 3º es de forma.

Sr. Presidente (Bahl): Queda sancionado; pasa al Poder Ejecutivo para su promulgación.

6.12 – Aprobación la demarcación del radio y el censo pertinente correspondiente al futuro municipio de Aldea María Luisa, Departamento Paraná.
Consideración.

Sr. Presidente (Bahl): Se encuentra reservado el proyecto de ley del Poder Ejecutivo en revisión, por el que se aprueba la demarcación del radio y el censo pertinente correspondiente al futuro Municipio de Aldea María Luisa, Departamento Paraná, expediente Nº 23.361.

Tiene la palabra el Senador por el Departamento San Salvador.

Sr. Senador (Larrarte): Solicito que este proyecto sea tratado sobre tablas, señor Presidente.

Sr. Presidente (Bahl): A consideración del Cuerpo la moción de sobre tablas formulada por el Senador Larrarte; se requieren los dos tercios de votos de los Senadores presentes para su aprobación.

-Resulta afirmativa.

Sr. Presidente (Bahl): Por Secretaría se dará lectura.

-Se lee:

La H. Legislatura de la Provincia de Entre Ríos, sanciona con fuerza de

L E Y

Artículo 1º: Apruébase la demarcación del radio y el censo pertinente, practicado por la Dirección de Estadísticas y Censos de la Provincia, correspondiente al futuro Municipio de Aldea María Luisa, Departamento Paraná, Distrito Palmar, en cumplimiento del artículo 20º de la Ley Nº 10.027, conforme a Expediente Nº U 2180881.

Artículo 2º: La demarcación del radio realizado en cumplimiento del artículo 5º de la Ley 10.027 con relación al futuro Municipio de Aldea María Luisa, quedará configurado de la siguiente manera: límites y linderos: Norte: Rectas: 1–2 al Rumbo S. 79º 20’ E. de 2.570,00 m, 2–3 al rumbo N. 10º 04’ E. de 120,55 m y 3–4 al rumbo S. 79º 58’ E. de 2.314,00 m, todas por eje de camino Público coincidente con límite Sur del Municipio de San Benito. Desde el vértice 4 por el Arroyo Sauce Grande hasta el vértice 5; Rectas 5 – 6 al rumbo S. 45º 37’ E. de 4.180,00 m, que corre por límite Sur de los Planos de Mensura Nº 59.514, 69.901, 69.903 y 20.117; 6 – 7 al rumbo S. 78º 47’ E. de 541,50 m; y 7 – 8 al rumbo N. 40º 51’ E. de 732,00 m, ambas coincidentes con límites al Sureste del Plano de Mensura N° 20.117; 8–9 al rumbo S. 78º 47’ E. de 1.315,00 m, coincidente con límite al Sur de los Planos de Mensura N° 12.626, 12.415, 34.310, 34.311 y 163.651; 9–10 al rumbo N. 16º 51’ E. de 52,50 m, que corre por la línea límite al Sureste del Plano de Mensura Nº 163.651; 10–11 al rumbo S. 76º 04’ E. de 942,00 m, por la línea límite al Sur de los Planos de Mensura N° 21.395 y 21.394 y 11–12 al rumbo S. 66º 52’ E. de 1.624,00 m, por la línea límite al Sur de los Planos de Mensura N° 104.728, 192.491 y 25.838. Este: Por el Arroyo de la Ensenada hasta la confluencia con el Arroyo de las Chilcas y por este hasta la intersección con la Ruta Nacional Nº 12. SUR: Rectas: 13-14 al rumbo N. 40º 38' O. de 3.505,00 m, corre por la Ruta Nacional Nº 12 coincidente con línea límite al Norte del Centro Rural de población de Gobernador Etchevehere; 14–15 al rumbo S. 45º 00’ O. de 2.030,00 m; que corre por la línea límite al Oeste de los Planos de Mensura N° 63.934, 63.931, 63.930, 52.566, 52.565, 9.839 y 9.838; 15–16 al rumbo N. 44º 36’ O. de 1.030,00 m, que corre por la línea límite al Norte de los Planos de Mensura N.º 52.172, 52.171 y 45.696; 16–17 al rumbo S. 88º 33’ O. de 610,00 m, que corre por la línea límite al Norte de los Planos de Mensura N.º 45.696 y 101.230; 17–18 al rumbo N. 10º 20’ E. de 330,00 m y 18–19 al rumbo N. 73º 23’ O. de 2.305,00 m, ambas rectas coincidentes con la línea límite al Noreste de la Escuela Nacional “Las Delicias”. Oeste: Rectas: 19–20 al rumbo N. 12º 14’ E. de 4.550,00 m, que corre por línea coincidente con límite Este de los Planos de Mensura N° 2.360, 146.999, 49.603, 43.170, 29.755, 17.842 y 36.455; 20–21 al rumbo S. 84º 25’ O. de 2.100,00 m, que corre por la línea límite Norte de los Planos de Mensura N° 36.455, 121.032, 18.837, 59.512, 29.752, 29.742 y 8.152; y 21–1 al rumbo N. 04º 30’ E. de 3.620,00 m, que corre por la línea límite Este de los Planos de Mensura N° 69.271, 60.336, 60.334, 60.333, 4.716, 71.454, 50.473 y 50.469.

Artículo 3º: Comuníquese, etc.

Paraná, Sala de Sesiones, 13 de diciembre de 2018

Sr. Presidente (Bahl): Si ningún señor Senador hace uso de la palabra, se va a votar en general; los que estén por la afirmativa, sírvanse indicarlo. 

-Resulta aprobado.

Sr. Presidente (Bahl): Corresponde su consideración en particular. Se va a votar el artículo 1º; los que estén por la afirmativa, sírvanse indicarlo.

-Resulta aprobado, como también el artículo 2º inclusive. El Art. 3º es de forma.

Sr. Presidente (Bahl): Queda sancionado; pasa al Poder Ejecutivo para su promulgación.

6.13 – Aprobación de la demarcación del radio y el censo pertinente correspondiente al futuro municipio de El Pingo, Departamento Paraná.
Consideración.

Sr. Presidente (Bahl): Se encuentra reservado el proyecto de ley del Poder Ejecutivo en revisión, por el que se aprueba la demarcación del radio y el censo pertinente correspondiente al futuro Municipio de El Pingo, expediente Nº 23.364.

Tiene la palabra el Senador por el Departamento San Salvador.

Sr. Senador (Larrarte): Solicito que este proyecto sea tratado sobre tablas, señor Presidente.

Sr. Presidente (Bahl): A consideración del Cuerpo la moción de sobre tablas formulada por el Senador Larrarte; se requieren los dos tercios de votos de los Senadores presentes para su aprobación.

-Resulta afirmativa.

Sr. Presidente (Bahl): Por Secretaría se dará lectura.

-Se lee:

La H. Legislatura de la Provincia de Entre Ríos, sanciona con fuerza de

L E Y

Artículo 1º: Apruébase la demarcación del radio y el censo pertinente, practicado por la Dirección de Estadísticas y Censos de la Provincia, correspondiente al futuro Municipio de El Pingo, Departamento Paraná, Distritos María Grande Segunda y Antonio Tomás, en cumplimiento del artículo 5º de la Ley Nº 10.027, conforme a Expediente Nº U 2180881.

Artículo 2º: La demarcación del radio realizado en cumplimiento del artículo 20º de la Ley 10.027 con relación al futuro Municipio de El Pingo, quedará configurado de la siguiente manera: límites y linderos: Norte: Rectas: 1 – 2 al Rumbo S. 77º 31’ E. de 585,01 m; 2 – 3 al rumbo S. 10º 36’ O. de 103,55 m, ambas líneas corren por límite Norte del Plano de Mensura N° 40.548; 3 – 4 al rumbo S. 79º 58’ E. de 840,54 m, por línea coincidente con el límite Norte de los Planos de Mensura Nº 22.255 y 22.254; 4 – 5 al rumbo S. 10º 11’ O. de 325,46 m, corre por límite Noreste del Plano de Mensura Nº 22.254; 5 – 6 al rumbo S. 78º 29’ E. de 653,09 m, por línea coincidente al límite Norte del Plano de Mensura N° 106.496; 6– 7 al rumbo N. 10º 10’ E. de 1.204,39 m, por línea coincidente con límite Oeste de los Planos de Mensuras N° 12.270 y 12.098; 7 – 8 al rumbo S. 79º 18’ E. de 13.800,14 m, y 8 – 9 al rumbo S. 79º 25’ E. de 2.739,93 m, ambas por eje de camino Público que es límite Sur del Municipio de Hasenkamp y con línea coincidente con el límite Norte del Plano de Mensura N.º 50.748. Este: Rectas: 9– 10 al rumbo S. 10º 18’ O. de 3.082,84 m, que corre por límite Este de los Planos de Mensura N.º 57.048, 12.704, 24.745, 90.050, 7.875, 24.737, 199.965, 199.966 y 39.614; 10 – 11 al rumbo N. 79º 22’ O. de 4.501,00 m, que corre por límite Sur de los Planos de Mensura Nº 39.614, 111.736, 176.864, 34.688, 155.980 y 155.978; 11 – 12 al rumbo N. 09º 52’ E. de 2.114,55 m, coincidente con límite Oeste del Plano de Mensura Nº 155.978; 12 – 13 al rumbo S. 74º 03’ O. de 4.447,93 m, por ruta Nacional Nº 127 coincidente con límite Norte de los Planos de Mensura Nº 22.432, 154.079, 154.078, 22.482, 211.194, 106.122 y 68.019; 13 – 14 al rumbo S. 10º 31’ O. de 2.250,46 m, coincidente con línea divisoria límite Este de los Planos de Mensura Nº 62.493, 62.492 y 24.221; 14 – 15 al rumbo N. 79º 32’ E. de 227,14 m, coincidente con el eje de Camino Público límite al Sur del Plano de Mensura Nº 24.221; 15 – 16 al rumbo S. 09º 02’ O. de 3.863, 99 m, que corre por el eje de Camino Público límite al Oeste de los Planos de Mensura N° 12.919, 12.920, 12.917, 12.916, 12.921, 12.922, 18.817, 32.151, 32.152 y 101.630; 16 – 17 al rumbo S. 79º 20’ E. de 2.018,99 m, que corre por el eje de Camino Público límite al Norte de los Planos de Mensura N.º 140.532, 140.533 y 140.534; 17 – 18 al rumbo S. 09º 24’ O. de 651,13 m, que corre por el eje de Camino Público límite al Este del Plano de Mensura N° 140.534; 18 – 19 al rumbo S. 79º 26’ E. de 1.370, 82 m. que corre por la línea divisoria límite al Norte del Plano de Mensura Nº 140.984; 19 – 20 al rumbo S. 09º 27’ O. de 339,29 m, que corre por el eje de Camino Publico límite al Este de los Planos de Mensura N° 140.984 y 140.985; 20 – 21 al rumbo S. 80º 44’ E. de 585,02 m, que corre por el eje de Camino Público límite al Norte del Plano de Mensura N° 140.985; 21 – 22 al rumbo S. 09º 18’ O. de 1.530,78 m, que corre por el eje de Camino Público límite al Este de los Planos de Mensuras Nº 140.985, 160.730, 160.731 hasta el Arroyo María Grande. Sur: Por el Arroyo María Grande - límite Sur del Plano de Mensura Nº 160.731 y por límite al Norte del Municipio de María Grande hasta la confluencia con el Arroyo el Tala. Oeste: Por el Arroyo del Tala hasta el Vértice 23; Rectas: 23 – 24 al rumbo N. 79º 32’ O. de 947,50 m, que corre por la línea divisoria límite al Sur del Plano de Mensura Nº 50.245; 24 – 25 al rumbo S. 10º 34’ O. de 202,87 m, que corre por el eje de Camino Público límite al Este del Plano de Mensura Nº 104.645; 25 – 26 al rumbo N. 79º 31’ O. de 1.252,80 m, que corre por el eje de Camino Público límite al Sur de los Planos de Mensura N° 104.645, 104.644 y 33.000; 26 – 27 al rumbo N. 11º 36’ E. de 1.302,85 m, que corre por la línea divisoria límite al Oeste de los Planos de Mensura N° 33.000, 32.998, 32.999 y 33.002; 27 – 28 al rumbo N. 79º 58’ O. de 710,60 m, que corre por la línea divisoria límite al Sur del Plano de Mensura Nº 55.271; 28 – 29 al rumbo N. 10º 43’ E. de 3.567,43 m, que corre por la línea divisoria límite al Sur de los Planos de Mensura N° 55.271, 35.707, 35.706, 35.705, 146.867, 43.611 y Ruta Nacional Nº 127; 29 – 30 al rumbo N. 79º 05’ O. de 330,07 m, que corre por Ruta Nacional Nº 127 por la línea divisoria límite Sur del Plano de Mensura Nº 40.550; 30 – 31 al rumbo N. 28º 51’ O. de 327,69 m, intersección entre la Ruta Nacional Nº 127 y Ruta Nacional Nº 12 por la línea divisoria límite Oeste del Plano de Mensura N.º 40.550; 31 – 32 al rumbo N. 25º 42’ E. de 3.184,03 m, coincidente con Ruta Nacional Nº 12 por la línea divisoria límite Oeste de los Planos de Mensura N.º 40.050, 40.459, 40.548; 32 – 1 al rumbo N. 51º 59’ E. de 296,39 m, coincidente con Ruta Nacional Nº 12 por la línea divisoria límite Oeste del Plano de Mensura N° 40.548.

Artículo 3º: Comuníquese, etc.

Paraná, Sala de Sesiones, 13 de diciembre de 2018

Sr. Presidente (Bahl): Si ningún señor Senador hace uso de la palabra, se va a votar en general; los que estén por la afirmativa, sírvanse indicarlo. 

-Resulta aprobado.

Sr. Presidente (Bahl): Corresponde su consideración en particular. Se va a votar el artículo 1º; los que estén por la afirmativa, sírvanse indicarlo.

-Resulta aprobado, como también el artículo 2º inclusive. El Art. 3º es de forma.

Sr. Presidente (Bahl): Queda sancionado; pasa al Poder Ejecutivo para su promulgación.

6.14 – Autorización al Superior Gobierno de la Provincia a aceptar el ofrecimiento de donación formulado por el Concejo Deliberante de la ciudad de Gobernador Maciá, de una fracción de terreno donde se encuentra ubicada la Escuela de Educación Agrotécnica Nº 51º "Gobernador Maciá".
Consideración.

Sr. Presidente (Bahl): Se encuentra reservado el proyecto de ley, en revisión, por el que se autoriza al Poder Ejecutivo a aceptar la donación formulada por el Concejo Deliberante de Gobernador Maciá de una fracción de terreno, expediente Nº 23.319.


Tiene la palabra el Senador por el Departamento Tala.

Sr. Senador (Blanco): Solicito, señor Presidente, que este proyecto sea tratado sobre tablas.

Sr. Presidente (Bahl): Se va a votar la moción formulada por el señor Senador Blanco. Se requieren dos tercios de votos de los miembros presentes. Los que estén por la afirmativa, sírvanse indicarlo.

-Resulta afirmativa.

Sr. Presidente (Bahl): Por Secretaría se dará lectura.

-Se lee:

La H. Legislatura de la Provincia de Entre Ríos, sanciona con fuerza de

L E Y

Artículo 1º: Autorízase al Superior Gobierno de la Provincia de Entre Ríos, a aceptar el ofrecimiento de donación formulado por la Municipalidad de la ciudad de Gobernador Maciá, de una fracción de terreno donde se encuentra ubicada la Escuela de Educación Agrotécnica Nº 51 “Gobernador Maciá”, que según Plano de Mensura Nº 22.629, Tomo 17 Folio 368/372, Partida Provincial Nº 113.590 se ubica en el Departamento Tala, Distrito Raíces al Sud, Municipio de Gobernador Maciá - Ejido de Gobernador Maciá- Zona de Chacras, Grupo “J” (según PAPCUS sección 2), con una superficie de dieciséis hectáreas (16 ha.), cuarenta y dos áreas (42 as.) y cuarenta y dos centiáreas (42 ca.), con domicilio parcelario en Ruta Provincial Nº 30 s/nº dentro de los siguientes límites y linderos: Sureste: Recta (2-3) amojonada al rumbo S. 25º 38’ O. de 422,01 m. lindando con Ruta Provincial Nº 30; Suroeste: Rectas (3-4) amojonada al rumbo N. 65º 33´ O. de 138,21 m., (4-5) amojonada al rumbo S. 23º 57´ O. de 113,37 m., (5- 6) amojonada al rumbo N 60º 06´ O. de 380,40 m. todas lindando con Municipalidad de Villa Gobernador Maciá; Oeste: Recta (6-1) amojonada al rumbo N. 5º 58’ O. de 112,42 m. lindando con Municipalidad de Villa Gobernador Maciá; Noroeste: Recta (1-2) amojonada al rumbo N. 79º 47’ E. de 707,04 m. lindando con Alberto Weber y Carlos Rosendo Silva.

Artículo 2º: Establézcase que el inmueble donado es el que ocupa la Escuela de Educación Agrotécnica Nº 51 “Gobernador Maciá”.

Artículo 3º: Facúltase a Escribanía Mayor de Gobierno a realizar los trámites conducentes para la efectiva transferencia de dominio del inmueble individualizado, a favor del Superior Gobierno de la Provincia de Entre Ríos.

Artículo 4º: Comuníquese, etc.

Paraná. Sala de Sesiones. 12 de marzo de 2019

Sr. Presidente (Bahl): En consideración.


Tiene la palabra el Senador por el Departamento Tala.

Sr. Senador (Blanco): Señor Presidente, este es un proyecto de ley que ya tiene media sanción de la Cámara de Diputados, de autoría del Poder Ejecutivo, por el que se autoriza al Superior Gobierno de la Provincia a aceptar la oferta de donación formulada por la Municipalidad de Maciá. Es una fracción de terreno donde actualmente está la Escuela Agrotécnica Nº 51.


En el expediente se adjunta la Ordenanza Nº 431/2014 del Concejo Deliberante de la ciudad de Gobernador Maciá. Es una escuela que alberga más de 250 chicos, de los cuales el cincuenta por ciento quedan internados de lunes a viernes.


En el presupuesto que vamos a votar en esta sesión, está incluida la ampliación de esta escuela y uno de los elementos que se necesita para el proceso de licitación es tener aprobada esta ley de donación.


Por estos argumentos, solicito a mis pares me acompañen en este proyecto.

Sr. Presidente (Bahl): Tiene la palabra el Senador por el Departamento Gualeguay.

Sr. Senador (Morchio): Señor Presidente, a pedido de algunos miembros del bloque, y a los efectos de aclarar algunas dudas que tenemos en la redacción de este proyecto, voy a solicitar se dé nuevamente lectura al articulado del proyecto.

Sr. Presidente (Bahl): Así se hará, señor Senador.

-Se lee nuevamente:

Sr. Presidente (Bahl): Tiene la palabra el Senador por el Departamento San Salvador.

Sr. Senador (Larrarte): Señor Presidente, creo que vamos a ir todos los señores Senadores en el mismo sentido. La observación al proyecto –y es una solicitud para modificarlo, ya que lo estamos tratando sobre tablas y para ello estamos habilitados– es que se reemplace donde dice: “…formulado por el Concejo Deliberante de la ciudad de Gobernador Maciá…”, queremos que diga directamente “…de donación formulada por la Municipalidad de Gobernador Maciá…”. 

Porque el Concejo Deliberante es un órgano que integra el Estado Municipal, es uno de los Poderes del mismo, pero no es quién debe formular la donación. 

Lo que sí debe hacer el Concejo Deliberante es autorizar para que el municipio haga la donación correspondiente. Si no introducimos esta modificación, es muy probable que igual se tenga que hacer la enmienda o la corrección al momento que vaya el trámite a la Escribanía.

Sr. Presidente (Bahl): Tiene la palabra el Senador por el Departamento Paraná. 

Sr. Senador (Kisser): Señor Presidente, pedí la palabra para hacer una corrección en el mismo sentido.

Es decir, no es que uno se quiera volver leguleyo, sino que vemos la cuestión práctica. Porque sabemos que si no corregimos la ley ahora, en este recinto, va a volver a tener que ser considerada por nosotros en el futuro. Es preferible que hagamos la corrección hoy en el recinto.

Quien puede donar no es el Concejo Deliberante sino el Municipio, que está conformado por un Concejo Deliberante y un Poder Ejecutivo, y son ellos los que forman la voluntad del Municipio para hacer la donación.


Lógicamente que este proyecto tendrá que ir nuevamente a la Cámara de Diputados para que se subsane esto, porque sino vamos a demorar mucho más el procedimiento. Es decir que si lo dejamos como está, como decía el Senador Larrarte, en poco tiempo estaremos haciendo alguna ley rectificativa en esta cuestión. Sabemos cuál es el espíritu y cuál es la intención de la ley. Pero así como pasó cuando aprobamos el proyecto del censo y demarcación de los municipios, en el que se encontró un error material, en dicho caso no era significativo y en cambio acá sí.

Por lo que, como dije, no podemos darle personería jurídica a un Concejo Deliberante que no la tiene y quien sí la tiene, así como la voluntad para donar, es el Municipio de Maciá.


Por lo expuesto es que les pido a mis pares que voten este proyecto en forma favorable.

Sr. Presidente (Bahl): Tiene la palabra el Senador por el Departamento Victoria. 

Sr. Senador (Ferrari): Es para referirme en los mismos términos que lo han hecho los Senadores Larrarte y Kisser.

Evidentemente este proyecto ha venido con un error considerable desde la Cámara de Diputados, porque no se ha tenido en cuenta que el Concejo Deliberante no puede ser propietario de este bien que quiere transferirse a la Provincia.


Por lo tanto, coincido plenamente con los aportes de los Senadores preopinantes para que se haga la modificación pertinente y vuelva en revisión a la Cámara de Diputados. De lo contrario no habrá forma de proceder a regularizar esta situación, que de hecho plantea una nulidad en este caso que estamos tratando.

Sr. Presidente (Bahl): Si ningún otro señor Senador hace uso de la palabra, se va a votar en general; los que estén por la afirmativa, sírvanse indicarlo. 

-Resulta aprobado.

Sr. Presidente (Bahl): Corresponde su consideración en particular. Se va a votar el artículo 1º con las aclaraciones y modificaciones propuestas por los Senadores Larrarte, Kisser y Ferrari; los que estén por la afirmativa, sírvanse indicarlo.

-Resulta aprobado, con las modificaciones introducidas, como también los artículos 2º y 3º. El Art. 4º es de forma.

Sr. Presidente (Bahl): Queda aprobado; vuelve en revisión a la Honorable Cámara de Diputados.

6.15 – Ratificación de la vigencia de la declaración de utilidad pública y sujeción a expropiación dispuesta por Ley Nº 10237 prorrogada por Ley Nº 10453, manteniendo el destino de ampliación del Cementerio Municipal de San Salvador.
Consideración.

Sr. Presidente (Bahl): Se encuentra reservado un proyecto de ley por el que se ratifica la vigencia de declaración de utilidad pública y sujeción a expropiación dispuesta por ley Nº 10.237, prorrogada por Ley Nº 10.453 manteniendo el destino de ampliación del Cementerio Municipal de la ciudad de San Salvador, expediente Nº 13.024.


Tiene la palabra el Senador por el Departamento San Salvador.

Sr. Senador (Larrarte): Solicito que este proyecto sea tratado sobre tablas, señor Presidente.

Sr. Presidente (Bahl): A consideración del Cuerpo la moción de sobre tablas formulada por el señor Senador Larrarte; se requieren los dos tercios de votos de los Senadores presentes para su aprobación.

-Resulta afirmativa.

Sr. Presidente (Bahl): Por Secretaría se dará lectura.

-Se lee nuevamente:

Sr. Presidente (Bahl): Si ningún señor Senador hace uso de la palabra, se va a votar en general. Los que estén por la afirmativa, sírvanse indicarlo.

-Resulta afirmativa.

Sr. Presidente (Bahl): Corresponde su votación en particular. Se va a votar el artículo 1º; los que estén por la afirmativa, sírvanse indicarlo.

-Resulta afirmativa, como también los artículos 2º y 3º. El Art. 4º es de forma.

Sr. Presidente (Bahl): Queda aprobado. Pasa en revisión a la Cámara de Diputados.

6.16 – Se declara a la "Fiesta del Pan Casero" en Sauce de Luna "Fiesta Provincial".
Consideración.

Sr. Presidente (Bahl): Se encuentra reservado un proyecto de ley por el que se declara Fiesta Provincial a la “Fiesta del Pan Casero” de la ciudad de Sauce de Luna, expediente Nº 13.016.


Tiene la palabra la Senadora por el Departamento Federal.

Sra. Senadora (Miranda): Solicito que este proyecto sea tratado sobre tablas, señor Presidente.

Sr. Presidente (Bahl): A consideración del Cuerpo la moción de sobre tablas formulada por la señora Senadora Miranda; se requieren los dos tercios de votos de los Senadores presentes para su aprobación.

-Resulta afirmativa.

Sr. Presidente (Bahl): Por Secretaría se dará lectura.

-Se lee nuevamente:

Sr. Presidente (Bahl): Si ningún señor Senador hace uso de la palabra, se va a votar en general y en particular. Los que estén por la afirmativa, sírvanse indicarlo.

-Resulta aprobado.

Sr. Presidente (Bahl): Queda aprobado; pasa en revisión a la Honorable Cámara de Diputados.

6.17 - Solicitud al Poder Ejecutivo que lleve a cabo un relevamiento sobre los casos de enfermedades oncológicas vinculadas al uso de fitosanitarios, tanto en poblaciones urbanas como rurales.
Consideración.

Sr. Presidente (Bahl): Se encuentra reservado un proyecto de comunicación por el que solicitan al Poder Ejecutivo, que a través del organismo que corresponda, lleve a cabo un relevamiento sobre los casos de enfermedades oncológicas vinculadas al uso de fitosanitarios, expediente Nº 13.014.

Tiene la palabra el Senador por el Departamento Gualeguay.

Sr. Senador (Morchio): Solicito que este proyecto sea tratado sobre tablas, señor Presidente.

Sr. Presidente (Bahl): A consideración del Cuerpo la moción de sobre tablas formulada por el Senador Morchio; se requieren los dos tercios de votos de los Senadores presentes para su aprobación.

-Resulta afirmativa.

Sr. Presidente (Bahl): Por Secretaría se dará lectura.

-Se lee nuevamente:

Sr. Presidente (Bahl): Si no se hace uso de la palabra, se va a votar; los señores Senadores que estén por la afirmativa, sírvanse indicarlo.

-Resulta aprobado.

Sr. Presidente (Bahl): Queda aprobado; se harán las comunicaciones pertinentes.

6.18 - Declaración de interés del H. Senado el 44º Festival Nacional de Chamamé".
Consideración.

Sr. Presidente (Bahl): Se encuentra reservado un proyecto de declaración por el que se declara de interés del Honorable Senado el 44º “Festival Nacional del Chamamé”, a realizarse en Federal, expediente Nº 13.015.


Tiene la palabra el Senador por el Departamento Gualeguay.

Sr. Senador (Morchio): Solicito que este proyecto sea tratado sobre tablas, señor Presidente.

Sr. Presidente (Bahl): A consideración del Cuerpo la moción de sobre tablas formulada por el señor Senador Morchio; se requieren los dos tercios de votos de los Senadores presentes para su aprobación.

-Resulta afirmativa.

Sr. Presidente (Bahl): Por Secretaría se dará lectura.

-Se lee nuevamente:

Sr. Presidente (Bahl): Si no se hace uso de la palabra, se va a votar; los señores Senadores que estén por la afirmativa, sírvanse indicarlo.

-Resulta aprobado.

Sr. Presidente (Bahl): Queda aprobado; se harán las comunicaciones pertinentes.

6.19 – Declaración de interés del H. Senado el 1º Foro de Ciudades.

Consideración.

Sr. Presidente (Bahl): Se encuentra reservado un proyecto de declaración por el que se declara de interés del Honorable Senado el 1º Foro de Ciudades, a realizarse en Chajarí, expediente Nº 13.021.


Tiene la palabra el Senador por el Departamento Gualeguay.

Sr. Senador (Morchio): Solicito que este proyecto sea tratado sobre tablas, señor Presidente.

Sr. Presidente (Bahl): A consideración del Cuerpo la moción de sobre tablas formulada por el señor Senador Morchio; se requieren los dos tercios de votos de los Senadores presentes para su aprobación.

-Resulta afirmativa.

Sr. Presidente (Bahl): Por Secretaría se dará lectura.

-Se lee nuevamente:

Sr. Presidente (Bahl): Si no se hace uso de la palabra, se va a votar; los señores Senadores que estén por la afirmativa, sírvanse indicarlo.

-Resulta aprobado.

Sr. Presidente (Bahl): Queda aprobado; se harán las comunicaciones pertinentes.

6.20 – Declaración de interés legislativo del H. Senado el VI Encuentro Nacional e Internacional de Escritores sin Fronteras.
Consideración.

Sr. Presidente (Bahl): Se encuentra reservado un proyecto de declaración por el que se declara de interés legislativo el VI Encuentro Nacional e Internacional de Escritores sin Fronteras, a realizarse en Federación, expediente Nº 13.022.


Tiene la palabra el Senador por el Departamento Gualeguay.

Sr. Senador (Morchio): Solicito que este proyecto sea tratado sobre tablas, señor Presidente.

Sr. Presidente (Bahl): A consideración del Cuerpo la moción de sobre tablas formulada por el señor Senador Morchio; se requieren los dos tercios de votos de los Senadores presentes para su aprobación.

-Resulta afirmativa.

Sr. Presidente (Bahl): Por Secretaría se dará lectura.

-Se lee nuevamente:

Sr. Presidente (Bahl): Si no se hace uso de la palabra, se va a votar; los señores Senadores que estén por la afirmativa, sírvanse indicarlo.

-Resulta aprobado.

Sr. Presidente (Bahl): Queda aprobado; se harán las comunicaciones pertinentes.

6.21 – Declaración de interés del H. Senado el 30º aniversario de "Radio Integración"
Consideración.

Sr. Presidente (Bahl): Se encuentra reservado un proyecto de declaración por el que se declara de interés del Honorable Senado el 30º aniversario de “Radio Integración” de la ciudad de Federal, expediente Nº 13.023.


Tiene la palabra el Senador por el Departamento Gualeguay.

Sr. Senador (Morchio): Solicito que este proyecto sea tratado sobre tablas, señor Presidente.

Sr. Presidente (Bahl): A consideración del Cuerpo la moción de sobre tablas formulada por el señor Senador Morchio; se requieren los dos tercios de votos de los Senadores presentes para su aprobación.

-Resulta afirmativa.

Sr. Presidente (Bahl): Por Secretaría se dará lectura.

-Se lee nuevamente:

Sr. Presidente (Bahl): Si no se hace uso de la palabra, se va a votar; los señores Senadores que estén por la afirmativa, sírvanse indicarlo.

-Resulta aprobado.

Sr. Presidente (Bahl): Queda aprobado; se harán las comunicaciones pertinentes.

6.22 – Declaración de interés social y cultural del H. Senado la 31º edición de la "Fiesta Provincial del Taipero"
Consideración.

Sr. Presidente (Bahl): Se encuentra reservado un proyecto de declaración por el que se declara de interés social y cultural del Honorable Senado la 31º edición de la “Fiesta Provincial del Taipero”, organizada por la Municipalidad de General Campos, expediente Nº 13.025.


Tiene la palabra el Senador por el Departamento Gualeguay.

Sr. Senador (Morchio): Solicito que este proyecto sea tratado sobre tablas, señor Presidente.

Sr. Presidente (Bahl): A consideración del Cuerpo la moción de sobre tablas formulada por el señor Senador Morchio; se requieren los dos tercios de votos de los Senadores presentes para su aprobación.

-Resulta afirmativa.

Sr. Presidente (Bahl): Por Secretaría se dará lectura.

-Se lee nuevamente:

Sr. Presidente (Bahl): Si no se hace uso de la palabra, se va a votar; los señores Senadores que estén por la afirmativa, sírvanse indicarlo.

-Resulta aprobado.

Sr. Presidente (Bahl): Queda aprobado; se harán las comunicaciones pertinentes.

6.23 – Declaración de interés histórico, institucional, social y cultural del H. Senado el 129º aniversario de la fundación de la ciudad de San Salvador.
Consideración.

Sr. Presidente (Bahl): Se encuentra reservado un proyecto de declaración por el que se declara de interés histórico, institucional, social y cultural del Honorable Senado el 129º aniversario de la ciudad de San Salvador, expediente Nº 13.026.


Tiene la palabra el Senador por el Departamento Gualeguay.

Sr. Senador (Morchio): Solicito que este proyecto sea tratado sobre tablas, señor Presidente.

Sr. Presidente (Bahl): A consideración del Cuerpo la moción de sobre tablas formulada por el señor Senador Morchio; se requieren los dos tercios de votos de los Senadores presentes para su aprobación.

-Resulta afirmativa.

Sr. Presidente (Bahl): Por Secretaría se dará lectura.

-Se lee nuevamente:

Sr. Presidente (Bahl): Si no se hace uso de la palabra, se va a votar; los señores Senadores que estén por la afirmativa, sírvanse indicarlo.

-Resulta aprobado.

Sr. Presidente (Bahl): Queda aprobado; se harán las comunicaciones pertinentes.

6.24 – Declaración de interés legislativo la realización de la XXII "Fiesta Provincial del Inmigrante Alemán".
Consideración.

Sr. Presidente (Bahl): Se encuentra reservado un proyecto de declaración por el que se declara de interés legislativo la realización de la “XXII Fiesta Provincial Inmigrante Alemán”, a realizarse en Aldea San Antonio, Departamento Gualeguaychú, expediente Nº 13.028.


Tiene la palabra el Senador por el Departamento Gualeguay.

Sr. Senador (Morchio): Solicito que este proyecto sea tratado sobre tablas, señor Presidente.

Sr. Presidente (Bahl): A consideración del Cuerpo la moción de sobre tablas formulada por el señor Senador Morchio; se requieren los dos tercios de votos de los Senadores presentes para su aprobación.

-Resulta afirmativa.

Sr. Presidente (Bahl): Por Secretaría se dará lectura.

-Se lee nuevamente:

Sr. Presidente (Bahl): Si no se hace uso de la palabra, se va a votar; los señores Senadores que estén por la afirmativa, sírvanse indicarlo.

-Resulta aprobado.

Sr. Presidente (Bahl): Queda aprobado; se harán las comunicaciones pertinentes.

6.25 – Declaración de interés del H. Senado la 28º "Fiesta Provincial del Caballo".
Consideración.

Sr. Presidente (Bahl): Se encuentra reservado un proyecto de declaración por el que se declara de interés del Honorable Senado la 28º “Fiesta Provincial del Caballo”, a realizarse en Urdinarrain, expediente Nº 13.029.


Tiene la palabra el Senador por el Departamento Gualeguay.

Sr. Senador (Morchio): Solicito que este proyecto sea tratado sobre tablas, señor Presidente.

Sr. Presidente (Bahl): A consideración del Cuerpo la moción de sobre tablas formulada por el señor Senador Morchio; se requieren los dos tercios de votos de los Senadores presentes para su aprobación.

-Resulta afirmativa.

Sr. Presidente (Bahl): Por Secretaría se dará lectura.

-Se lee nuevamente:

Sr. Presidente (Bahl): Si no se hace uso de la palabra, se va a votar; los señores Senadores que estén por la afirmativa, sírvanse indicarlo.

-Resulta aprobado.

Sr. Presidente (Bahl): Queda aprobado; se harán las comunicaciones pertinentes.

6.26 – Declaración de interés legislativo del H. Senado la edición 2019 de los "Corsos Populares Matecito".
Consideración.

Sr. Presidente (Bahl): Se encuentra reservado un proyecto de declaración por el que se declara de interés del Honorable Senado la Edición 2019 de los “Corsos Populares Matecito”, a realizarse en Gualeguaychú, expediente Nº 13.030.


Tiene la palabra el Senador por el Departamento Gualeguay.

Sr. Senador (Morchio): Solicito que este proyecto sea tratado sobre tablas, señor Presidente.

Sr. Presidente (Bahl): A consideración del Cuerpo la moción de sobre tablas formulada por el señor Senador Morchio; se requieren los dos tercios de votos de los Senadores presentes para su aprobación.

-Resulta afirmativa.

Sr. Presidente (Bahl): Por Secretaría se dará lectura.

-Se lee nuevamente:

Sr. Presidente (Bahl): Si no se hace uso de la palabra, se va a votar; los señores Senadores que estén por la afirmativa, sírvanse indicarlo.

-Resulta aprobado.

Sr. Presidente (Bahl): Queda aprobado; se harán las comunicaciones pertinentes.

6.27 – Declaración de interés del H. Senado la edición 2019 de los Carnavales de la ciudad de Gualeguaychú.
Consideración.

Sr. Presidente (Bahl): Se encuentra reservado un proyecto de declaración por el que se declara de interés del Honorable Senado la Edición 2019 de los Carnavales de la ciudad de Gualeguaychú, expediente Nº 13.031.


Tiene la palabra el Senador por el Departamento Gualeguay.

Sr. Senador (Morchio): Solicito que este proyecto sea tratado sobre tablas, señor Presidente.

Sr. Presidente (Bahl): A consideración del Cuerpo la moción de sobre tablas formulada por el señor Senador Morchio; se requieren los dos tercios de votos de los Senadores presentes para su aprobación.

-Resulta afirmativa.

Sr. Presidente (Bahl): Por Secretaría se dará lectura.

-Se lee nuevamente:

Sr. Presidente (Bahl): Si no se hace uso de la palabra, se va a votar; los señores Senadores que estén por la afirmativa, sírvanse indicarlo.

-Resulta aprobado.

Sr. Presidente (Bahl): Queda aprobado; se harán las comunicaciones pertinentes.

6.28 – Protección, desarrollo, promoción, difusión y comercialización de artesanías producidas en el territorio provincial.
Consideración.

Sr. Presidente (Bahl): Se encuentra reservado un dictamen de la Comisión de Producción, en el proyecto de ley, en revisión, que tiene por objeto la protección, desarrollo, promoción, difusión y comercialización de las artesanías producidas en el territorio de la Provincia, expediente Nº 22.073.

Tiene la palabra el Senador por el Departamento Villaguay.

Sr. Senador (Torres): Solicito que este proyecto sea tratado sobre tablas, señor Presidente.

Sr. Presidente (Bahl): A consideración del Cuerpo la moción de sobre tablas formulada por el Senador Torres; se requieren los dos tercios de votos de los Senadores presentes para su aprobación.

-Resulta afirmativa.

Sr. Presidente (Bahl): Por Secretaría se dará lectura.

-Se lee:

La H. Legislatura de la Provincia de Entre Ríos, sanciona con fuerza de

L E Y

Capítulo I

Sujetos, objeto y definiciones

Artículo 1º: La presente ley tiene por objeto la protección, el desarrollo, promoción, difusión y comercialización de las artesanías producidas en todo el territorio provincial, tanto en el ámbito urbano como rural; el reconocimiento del artesano y artesana como trabajadores de la cultura en tanto productores de elementos de significación cultural; y la salvaguarda de las técnicas y procesos de producción de artesanías.

Artículo 2º: A los fines de la interpretación y aplicación de la presente, se entienden las siguientes definiciones: Artesanía: Son las producidas por los artesanos, ya sea totalmente a mano o con la ayuda de herramientas manuales y/o medios mecánicos simples, siempre que la contribución directa del artesano sea el componente más importante en el proceso de producción, el cual debe reconocerse en el producto finalizado. Para su producción deben emplearse materias primas en su estado natural, procedentes de recursos sostenibles, o, procesadas industrialmente; evitando el uso de cualquier elemento que pueda afectar la salud humana. Naturaleza de las artesanías: se basan en sus características distintivas, sean utilitarias, decorativas o funcionales, revistiendo una significación sociocultural. Artesano: es todo aquel trabajador que de acuerdo a su oficio y destreza, elabora objetos con la habilidad de sus manos, y con la ayuda de herramientas y/o medios mecánicos simples. Participa en todo el proceso de producción con creatividad e innovación de formas y diseños. Patrimonio Cultural Inmaterial: son los usos, representaciones, expresiones, conocimientos y técnicas —junto con los instrumentos, objetos, artefactos y espacios culturales que les son inherentes— que las comunidades, los grupos y en algunos casos los individuos reconozcan como parte integrante de su patrimonio cultural. Este patrimonio cultural inmaterial, que se transmite de generación en generación, es recreado constantemente por las comunidades y grupos en función de su entorno, su interacción con la naturaleza y su historia, infundiéndoles un sentimiento de identidad y continuidad y contribuyendo así a promover el respeto de la diversidad cultural y la creatividad humana. Salvaguarda: son las medidas encaminadas a garantizar la viabilidad del patrimonio cultural inmaterial, comprendidas la identificación, documentación, investigación, preservación, protección, promoción, valorización, transmisión —básicamente a través de la enseñanza formal y no formal— y revitalización de este patrimonio en sus distintos aspectos.

Artículo 3º: Declárese de interés provincial la actividad artesanal, como manifestación cultural autóctona y como elemento de identidad provincial y nacional.

Artículo 4º: La presente ley no comprende productos alimenticios, licores, vinos; así como toda actividad de producción o reproducción de objetos mediante técnicas o procesos industriales, la venta o reventa de productos semi-industriales, artesanías, perfumes, sahumerios o manualidades.

Capítulo II

De la Autoridad de Aplicación

Artículo 5º: Desígnese como autoridad de aplicación a la Secretaría de Turismo y Cultura de la Provincia.

Artículo 6º: Serán funciones de la autoridad de aplicación:

1) Preservar el Patrimonio Artesanal de la Provincia de Entre Ríos.

2) Establecer una política de promoción, difusión y dignificación de la artesanía y de actividad artesanal para lograr su valoración social.

3) Diseñar planes y/o programas que tiendan a la protección, desarrollo, promoción, difusión y comercialización de las artesanías.

4) Fomentar el desarrollo y preservación de los oficios artesanales.

5) Implementar el Registro Provincial de Artesanos y mantenerlo actualizado.

6) Garantizar la enseñanza y difusión de la artesanía a través de la educación formal y no formal.

7) Estimular la transmisión de las técnicas y procedimientos de la artesanía tradicional para su salvaguardia.

8) Fomentar la capacitación profesional de los artesanos y el mejoramiento de sus técnicas de producción y de comercialización.

9) Elaborar un programa de formación profesional específica para los artesanos.

10) Identificar y proteger los yacimientos donde se encuentran las materias primas necesarias para la permanencia de la actividad artesanal.

11) Crear un programa específico para el diseño en la artesanía que recogerá aspectos de investigación de nuestras culturas, desarrollo de la actividad creadora de los artesanos y conciencia de la calidad artística de las piezas, sea cual fuere el rubro.

12) Promover y garantizar acceso a líneas de crédito destinados a mejorar las condiciones productivas, las cuales se entregarán a aquellos artesanos que se encuentren inscriptos en el Registro de Artesanos, que se crea mediante la presente.

13) Garantizar la protección y defensa sobre la propiedad intelectual de los diseños artesanales, brindando el asesoramiento adecuado.

14) Crear un sistema de certificación de origen y autenticidad de artesanías, que se otorgarán de acuerdo a lo establecido en la norma reglamentaria.

15) Determinar mecanismos que permitan la adquisición e importación de materias primas y equipos en condiciones favorables.

Capítulo III

De la Creación del Consejo Consultivo

Artículo 7º: Créase el Consejo Consultivo para la preservación, promoción y desarrollo de la actividad artesanal.

Artículo 8º: El Consejo Consultivo trabajará en forma conjunta con la autoridad de aplicación, en todo lo relativo a coordinación, ejecución y evaluación de las estrategias para el desarrollo de la actividad artesanal y en el cumplimiento de lo dispuesto en artículo 6º de la presente.

Artículo 9º: El Consejo estará integrado por: Un (1) representante del Ministerio de Desarrollo Social. Un (1) representante del Ministerio de Turismo. Un (1) representante del Consejo General de Educación. Diecisiete (17) artesanos uno (1) por cada Departamento Provincial.

Artículo 10º: Los miembros del Consejo Consultivo serán designados y removidos por el Poder Ejecutivo Provincial. Los diecisiete artesanos deberán estar debidamente inscriptos en el Registro Provincial de Artesanos, y serán designados por sus pares. Durarán un mandato de cuatro (4) años, pudiendo ser reelegidos por un único período consecutivo. Los integrantes del Consejo Consultivo ejercerán sus funciones ad honórem.

Capítulo IV

Del Registro Provincial de Artesanos

Artículo 11º: Créase el Registro Provincial de Artesanos, el que tiene como objeto generar una base de datos de instituciones, entidades y de quienes en forma individual o asociativamente desarrollan la actividad. Dentro de sus objetivos es realizar políticas inclusivas y de bienestar.

Artículo 12º: La inscripción en el Registro será obligatoria y gratuita. La autoridad de aplicación expedirá un carnet identificatorio que legitime al artesano inscripto. La inscripción es requisito para acceder a los beneficios de la presente ley.

Artículo 13º: El Registro estará a cargo de la Secretaria de Turismo y Cultura o del organismo que en el futuro la reemplace.

Capítulo V

Artículo 14º: Autorízase al Poder Ejecutivo a efectuar las adecuaciones que resulten necesarias en el presupuesto general de la administración provincial, a los efectos del cumplimiento de la presente ley.

Capítulo VI

Cláusula Transitoria

Artículo 15º: En cumplimiento de lo establecido en el capítulo III, la autoridad de aplicación queda autorizada, por única vez, a designar a un artesano por cada departamento provincial de reconocida trayectoria.

Capítulo VII

Disposiciones Finales

Artículo 16º: Invítese a los Municipios y Juntas de Gobierno o Comunas de la Provincia a adherir a la presente ley.

Artículo 17º: Deróguese la Ley Nº 9486 y toda disposición legal que se oponga a la presente ley.

Artículo 18º: Comuníquese, etc.

Paraná, Sala de Sesiones, 13 de diciembre de 2018

Sr. Presidente (Bahl): En consideración.


Tiene la palabra el Senador por el Departamento Villaguay.

Sr. Senador (Torres): Señor Presidente, este proyecto venido en revisión de la Cámara de Diputados, que fue tratado en la Comisión de Producción, trata de la reformulación de la Ley de Artesanías para la puesta en valor de la actividad y el apoyo que el Estado debe ofrecer a ella, dado que con el sistema de la ley anterior este apoyo no funcionaba.


Es la propia Constitución de Entre Ríos la que obliga al Estado a realizar esta promoción. Lo dice en su artículo 26º donde expresa: “La cultura es un derecho fundamental. El Estado impulsa las siguientes acciones, entre otras: promoción, protección y difusión del folklore, artesanías y demás manifestaciones”.


En el articulado de la ley se pueden observar dichas manifestaciones, por ejemplo, la creación de un Consejo Consultivo de Artesanías. Allí están representados el Ministerio de Desarrollo Social, el Ministerio de Turismo –que es el órgano de aplicación– y el Consejo General de Educación de la Provincia. Pero además, tiene un carácter federal al estar representados los diecisiete departamentos con artesanos de dichos lugares que trabajarán en forma ad honorem.


Las definiciones, categorizaciones y protección de los ítems vinculados a la artesanía, su historia, su patrimonio cultural y su desarrollo como actividad, hacen al convencimiento de que esta ley, que sustituye la anterior norma, que es la Ley Nº 9486, será la adecuada para hacer que la actividad de la artesanía tenga un marco y un desarrollo que le permita su crecimiento y engrandecimiento.


Por todo ello, solicito la aprobación del presente proyecto, que es necesario para esta actividad.

Sr. Presidente (Bahl): Si ningún otro señor Senador hace uso de la palabra, se va a votar en general. Los que estén por la afirmativa, sírvanse indicarlo.

-Resulta aprobado.

Sr. Presidente (Bahl): Corresponde su consideración en particular. 


Se va a votar el artículo 1º. Los que estén por la afirmativa, sírvanse indicarlo.

-Resulta aprobado, como también los artículos del 2º al 17º. El Art. 18º es de forma.

Sr. Presidente (Bahl): Queda sancionado. Pasa al Poder Ejecutivo para su promulgación.

6.29 - Solicitud al Poder Ejecutivo proceda a reglamentar la Ley Nº 9008.
Consideración

Sr. Presidente (Bahl): Se encuentra reservado el dictamen de la Comisión de Legislación General, en el proyecto de comunicación por el que se solicita al Poder Ejecutivo proceda a reglamentar la Ley Nº 9008, por la que se dispone la definición y demarcación de la línea de ribera y mapa de zona de riesgo hídrico en los ríos Paraná, Uruguay e interiores, expediente Nº 11.598.


Tiene la palabra el Senador por el Departamento Gualeguaychú.

Sr. Senador (Mattiauda): Solicito, señor Presidente, que este proyecto sea tratado sobre tablas.

Sr. Presidente (Bahl): Se va a votar la moción formulada por el señor Senador Mattiauda. Se requieren dos tercios de votos de los miembros presentes. Los que estén por la afirmativa, sírvanse indicarlo.

-Resulta afirmativa.

Sr. Presidente (Bahl): Por Secretaría se dará lectura.

-Se lee nuevamente:

Sr. Presidente (Bahl): Si ningún señor Senador hace uso de la palabra, se va a votar. Los que estén por la afirmativa, sírvanse indicarlo.

-Resulta aprobado.

Sr. Presidente (Bahl): Queda aprobado. Se harán las comunicaciones pertinentes.

6.30 – Se condonan a los concesionarios de la explotación del recurso termal en la Provincia, la deuda que mantienen con el Ente Regulador de los Recursos Termales de Entre Ríos (ERRTER), en concepto de canon mensual por el uso y/o extracción de dicho recurso que forma parte del dominio público del Estado Provincial.
Consideración

Sr. Presidente (Bahl): Se encuentra reservado el proyecto de ley, por el que se condonan a los concesionarios de la explotación del recurso termal en la Provincia, la deuda que mantienen con el Ente Regulador de los Recursos Termales de Entre Ríos (ERRTER), en concepto de canon mensual por el uso y/o extracción de dicho recurso que forma parte del dominio público del Estado Provincial, expediente Nº 22.292.

Tiene la palabra el Senador por el Departamento Paraná.

Sr. Senador (Kisser): Solicito que este proyecto sea tratado sobre tablas, señor Presidente.

Sr. Presidente (Bahl): A consideración del Cuerpo la moción de sobre tablas formulada por el Senador Kisser; se requieren los dos tercios de votos de los Senadores presentes para su aprobación.

-Resulta afirmativa.

Sr. Presidente (Bahl): Por Secretaría se dará lectura.

-Se lee:

La H. Legislatura de la Provincia de Entre Ríos, sanciona con fuerza de

L E Y

Artículo 1º: Condónase a los concesionarios de la explotación del recurso termal en la Provincia, la deuda que mantienen con el Ente Regulador de los Recursos Termales de Entre Ríos (ERRTER) en concepto de canon mensual que cobra dicho organismo por el uso y/o extracción de dicho recurso que forma parte del dominio público del Estado Provincial.

Artículo 2º: La condonación de deuda operará sobre todos aquellos cánones liquidados y devengados por el uso y/o extracción de aguas termales provinciales a los sujetos imponibles antes referidos, siempre que aquella fuere anterior a la vigencia de la presente.

Artículo 3º: En los casos en que los sujetos imponibles del referido canon hayan abonado los conceptos condonados en el artículo 1º, se procederá a acreditar dichos montos a cuenta de vencimientos futuros como créditos en su favor, cuya liquidación opere con posterioridad a la promulgación de la presente.

Artículo 4º: Comuníquese, etc.

Paraná, Sala de Sesiones, 13 de diciembre de 2018

Sr. Presidente (Bahl): En consideración.


Tiene la palabra el Senador por el Departamento Paraná.

Sr. Senador (Kisser): Señor Presidente, este es un proyecto de ley que estaba en la Comisión de Presupuesto y Hacienda desde hacía bastante tiempo y que la Cámara de Diputados aprobó el 29 de agosto del año pasado. 

El mismo ha originado bastante controversia ya que se trata nada menos que de la condonación del canon que el ente regulador cobra a quienes explotan el sistema termal, sean empresarios o municipios, en la Provincia de Entre Ríos.

Si bien el autor es el diputado Bahillo, en realidad quien está sumamente interesado en su tratamiento, es el propio Gobernador de la Provincia de Entre Ríos, a raíz de la acumulación de deuda generada en varias empresas, especialmente algunas de los municipios.

Seguramente son muchísimas las críticas que podemos hacer en torno a esta cuestión. Voy a exponer algunas.

En primer lugar, porque se ha dejado estar, durante tanto tiempo, es una quietud por parte del Estado, más concretamente del ente regulador, de no actuar en torno al cobro del canon, originando una deuda enorme que hoy debe estar en el orden de los cuarenta o cincuenta millones de pesos, donde son algunos municipios los que sobresalen en este sentido.

Este ente termal que funciona, o debería funcionar, porque no sabemos si funciona o no, está en Concepción del Uruguay. Y cuando les hemos preguntado a los explotadores de las termas si han tenido alguna intervención, visita o el control por parte del ente termal, la respuesta fue prácticamente un coro al unísono de que hasta desconocen sus funcionarios.

Entonces, ya no nos conformaba condonar una deuda porque sí nomás, máxime cuando un legislador de la Cámara de Diputados se dio el lujo de decir sobre la marcha que le estamos condonando esta deuda a ciertos empresarios lo que generó un gran revuelo en la sociedad y por eso nos llevó mucho tiempo evaluar esta situación. 

Hemos tenido innumerables reuniones. Hace aproximadamente un mes en el ámbito de la Cámara de Senadores pudimos entrevistarnos con los empresarios termales que nos explicaban esta realidad. 

Pero lo que voy a decir seguramente me lleva a tener una visión distinta con respecto a otro legislador, incluso de mi propia bancada y es que merced a este trabajo hemos logrado algo, a lo mejor no todo lo que añorábamos, que era en primer lugar, rever la fórmula de determinación del canon. El canon está atado a la tarifa eléctrica y lógicamente al haberse sincerado la tarifa eléctrica, se incrementó notoriamente. Hoy el canon así como estaba determinado por la reglamentación vigente era prácticamente impagable.


Es cierto que los empresarios termales cobraron o debieran haber cobrado el importe del canon porque lo tenían que haber incorporado, o lo deben haber incorporado al servicio que prestaron a quienes hicieron uso de las termas. En realidad, frente a la inacción del Ente Regulador, se fue acumulando la deuda que hoy se torna en prácticamente impagable.


Frente a esto y teniendo en cuenta de que las termas son uno de los atractivos turísticos por excelencia en la Provincia de Entre Ríos, nosotros no nos podemos hacer los distraídos y mirar para cualquier lado, sino que tenemos que tener en cuanta de que el servicio termal es un atractivo turístico, genera riquezas, genera ingresos a la Provincia de Entre Ríos y lógicamente debemos tener en miras esta situación.


Lógicamente que actuamos ante el Gobierno de la Provincia y se ha logrado, y esto es lo que lleva en lo que a mí respecta y hablo a título personal, a tomar una actitud posiblemente distinta a la del resto del bloque. Es cuando el Gobernador de la Provincia de Entre Ríos con fecha 21 de noviembre del corriente año, dicta el decreto Nº 3962, en donde deja sin efecto la fórmula de determinación del canon preexistente y aprueba una resolución del propio Ente Regulador donde cambia sustancialmente la fórmula de determinación del canon, incluso en el propio considerando del decreto el Gobernador dice que los concesionarios termales han planteado inconvenientes en la efectivización del pago del efectivo canon, motivo de las variables que aplicadas a la formula vigente resultan excesivamente onerosas y tornan inviable la inversión en dichos complejos generándose deuda a favor del ente regulador que al día de la fecha no han sido canceladas en su totalidad. Esto sin perjuicio de los diferentes trámites administrativos y judiciales oportunamente efectuados. Incluso se hace referencia de que el propio ente regulador ha dictado la resolución Nº 7218, donde determina una nueva fórmula polinómica para determinar el canon, con lo cual esto cambia sustancialmente. Y por eso también en el mismo decreto se hace mención a que atendiendo a las razones invocadas por el ente regulador en cuanto a que el canon por explotación del recurso termal se ha tornado excesivamente oneroso en razón de diversos factores, como así también a fin de fomentar las inversiones y la explotación del recurso termal de la Provincia, e incentivar el turismo provincial con el termalismo como ente central y estratégico del mismo, es intención del Poder Ejecutivo provincial proceder a la modificación de la fórmula vigente para el cálculo del canon de explotación, conforme la propuesta remitida por el Ente Regulador con efectos a partir del 1 de diciembre de 2018.


Es decir, ha cambiado totalmente el escenario que teníamos vigente cuando entró a mi comisión este proyecto. Por eso en el día de ayer sin haber emitido dictamen, pedí que se lo tuviera a mano para incorporarlo como fuera de lista, cosa que ya hemos hecho y nos está permitiendo el tratamiento del mismo.


Yo personalmente voy a votar a favor de la ley, aún cuando me hubiera gustado, y esto es lo que nosotros también pretendíamos, que el Ente Regulador fuera absorbido, o mejor dicho, que las funciones del ente fueran absorbidas por la Secretaría de Ambiente. Creo que en la ley en sí, las funciones que tenía el ente son buenas, son necesarias, pero no necesitamos tener un ente tan luego radicado en Concepción de Uruguay. Puede ser llevado adelante por la misma Secretaría de Ambiente de la Provincia, con lo cual estaríamos haciendo alguna reducción de costos o si se quiere, optimizando el gasto público, que es una de las cosas a las que siempre aspiramos desde el inicio de nuestra gestión.


Por eso, aún con esas observaciones, yo adelanto mi voto favorable a la ley para darle pronta sanción a esto, solucionemos el problema, aún cuando podamos estar beneficiando a algún concesionario privado. Recordemos que los complejos termales más importantes son municipales o por lo menos tienen participación municipal. Y teniendo en cuenta además, el atractivo turístico que ello representa y la necesidad que tiene la Provincia en este sentido.


Por lo expuesto, reitero que voto por la aprobación de esta ley.

Sr. Presidente (Bahl): Tiene la palabra el Senador por el Departamento Federación.

Sr. Senador (Piana): Señor Presidente, me toca ser el legislador de un departamento en el que las dos termas de la jurisdicción son municipales. Cuando uno habla de condonación de deudas, nos cae mal a todos. Cuando uno empieza a desmenuzar por qué esa deuda, quienes hoy tenemos el trabajo de legislar, empezamos a ver algunas cosas que no nos cierran. Por ejemplo, es un dinero que no va a Rentas Generales, que no va para arreglar una escuela, un hospital o una ruta. Va a un ente de dudosa utilidad. Y es ahí donde empezamos a entender por qué no estamos de acuerdo con la condonación de la deuda. Para quien está viendo o escuchando ahora o leyendo después, tal vez no alcance a entender en su magnitud qué es lo que queremos decir, porque parece que cualquiera puede venir y pedir la condonación de una deuda. Tenemos que recordar que esto no se debe a un impuesto provincial o nacional que pagamos todos. Como decía el Senador Kisser, esto tiene sus aristas que no alcanzamos a entender. Esta ley no sólo es de autoría del diputado Bahillo sino también de la diputada Lena. El Decreto Nº 3962 ya lo explicó el Senador Kisser.

Pero yo me quiero referir a la defensa de dos ciudades como Chajarí y Federación, pero más que nada a la ciudad de Federación. Es un pueblo que allá por 1847 tuvo que hacer su primer abandono a orillas del Mandisoví y trasladarse a orillas del río Uruguay, desarrollando una gran actividad maderera. ¿Quién no recuerda las jangadas que venían desde el norte hasta Federación? Y ahí creció ese pueblo. Después se hizo más fuerte con la citricultura, pero en el año 1976 en aras del progreso, a ese pueblo lo sepultaron debajo de las aguas. Vino el embalse de Salto Grande. Al trasladarse, quedó lejos de todo: del ferrocarril, de las rutas, mucha de su gente se fue a vivir a otras ciudades dejando su historia bajo el agua.

Allá por 1979 llegó quien era Presidente de facto, Jorge Rafael Videla, a hablarnos del futuro. “Alegres se irán los jóvenes, tristes se irán los viejos”, como dice la canción “Adiós a Federación”. Se fueron, recibieron las llaves de casas que algunas no tenían puertas. Se fueron a un lugar donde apenas había calles de tierra, de barro, donde cambiaron los vecinos, donde cambió todo. 

Esa ciudad tuvo que renacer nuevamente y se hizo fuerte. Pero sabemos que nuestro país ha tenido crisis enormes. Porque hoy, después de cuarenta años, nosotros vemos a la ciudad de Federación como una ciudad prolija, linda y arbolada pero en aquel tiempo no estaba así.

La crisis del año ‘92 nos ha castigado duro. El pueblo de Federación al no tener acceso cerca de la ruta ni tampoco tener el ferrocarril, empezó a vivir una crisis terrible, la citricultura andaba mal, así como también la madera. Entonces, un señor intendente, el señor Carlos Cecco, que junto a las instituciones, partidos políticos y a la sociedad toda, buscó una salida, quería encontrarle algo a la ciudad para que los habitantes se sigan quedando. Era una locura. Pero alguien escribió una vez que “las grandes obras las sueñan los locos visionarios, las ejecutan los luchadores natos, las aprovechan los felices cuerdos y las critican los inútiles crónicos”. 

Carlos Cecco fue un luchador nato y un soñador, que junto a su pueblo se puso a buscar cuál era la alternativa, cuál era la salida y encontró en las termas la posibilidad. Después de haber perforado mil doscientos ochenta y seis metros, creo, no recuerdo bien, encontraron el agua termal. Pero se mantenían las dudas si eso iba a funcionar o no. 

Así fue que en el año 1997 se inaugura el primer Parque Termal Municipal, dando así inicio a una nueva era turística y marcando el rumbo para toda una Provincia en esta actividad. Hoy, los parques termales representan la fuente principal de ingresos para muchos municipios y en el caso de Federación, más todavía. 

Y dentro de este departamento, allá por el año 2000, en mi ciudad, Chajarí, el señor Daniel Tisocco, también ante la crisis de la citricultura y otras cosas más, buscó en las termas la posibilidad de tener una entrada o un recurso para nuestra población, que por supuesto fue otro gran desafío, de un señor honesto, de un señor con mayúsculas, de un señor que sentó en el sillón municipal la honestidad y que se tuvo que bancar muchas críticas por esto.

Porque Chajarí no es una ciudad turística, es una ciudad con turismo. Federación sí es una ciudad turística, prueba de ello es que en el Parque Termal trabajan 150 empleados que son el sostén económico de su grupo familiar, con un sueldo mensual, de esos 150 empleados, de alrededor de 4.500.000 pesos. Los alojamientos homologados son más de 172 hoteles, más de 10.000 plazas homologadas y cerca de 50 establecimientos gastronómicos que generan algo así como 900 empleos directos y casi 2.000 empleos indirectos. Estas termas nunca cobraron un precio dentro de las entradas para este canon, hoy tiene una deuda de 15.000.000 de pesos o más. Las termas de Chajarí una deuda de 5.000.000 de pesos y son generadoras de mano de obra y este dinero no va a ir a las arcas del Estado, sino que va a ir a un ente.

Por eso después de haber estudiado, de haber visto, de haber leído, yo también estoy de acuerdo en la condonación de la deuda y coincido con el Senador Kisser, que por ahí cae mal, pero hay que saber entender por qué estamos de acuerdo en la condonación de la deuda. Es por eso que le pido a mis pares que nos acompañen en este proyecto de condonación.

Sr. Presidente (Bahl): Tiene la palabra el señor Senador por el Departamento Gualeguaychú.

Sr. Senador (Mattiauda): Señor Presidente, ¡qué historia tierna que nos contó el Senador preopinante! Desde mi punto de vista, ésta es una historia de buenos y malos administradores; de buenos y malos funcionarios públicos; y de organismos útiles o inútiles dentro del funcionamiento del Estado provincial.


Estamos frente a un proyecto de ley que propone que el Estado provincial pierda el concepto de canon no percibido cerca de 35.000.000 de pesos, que con los intereses suma alrededor de 56.000.000 de pesos, de moneda constante, por lo tanto seguramente la valorización de ese monto en los momentos actuales sea muy distinta a lo que el valor del poder adquisitivo del momento en que se debería haber empezado a cobrar el canon podría haber significado para el ente termal.


También podríamos hablar de una falta grave en el cumplimiento de los deberes de funcionario público. Desde mi punto de vista, este proyecto contiene en su espíritu sostener entes autárquicos de función desconocida, que han sido el refugio de compromisos políticos y que nada tienen que ver con el funcionamiento para el cual han sido creados.


Con respecto a los cánones no cobrados, quiero decir que ni siquiera han sido capaces de poder cubrir sus costos administrativos en cuanto al funcionamiento del ente, lo cual me parece realmente una situación que agrava el escenario. Creo que deja un antecedente malo para el futuro en cuanto a la posibilidad de que se condonen otros tipos de deuda, por eso me parece que este es un principio que deberíamos valorarlo, evaluarlo, al momento de emitir nuestro voto. Lo más grave de esto es que estos cánones fueron cobrados en la venta de cada una de las entradas y esto ha tenido un desvío con respecto a los destinos específicos para los cuales se cobraban.


La Provincia, a través del ente, tiene la obligación de hacer cumplir la ley, y cumplir con la ley significa cobrar el canon, porque tiene la obligación de cuidar los recursos naturales de todos los entrerrianos. Ni siquiera hemos podido cubrir los costos ambientales de este atractivo turístico que sustenta una economía de desarrollo en toda la Provincia.


En el artículo 1º de la ley, el ente termal fue creado para la planificación del uso, la exploración, la explotación, el tratamiento y la disposición de los recursos termales y la promoción de la actividad termal, cosa que sin los recursos económicos esta actividad no se pudo haber llevado delante de manera eficiente.


Sobre el funcionamiento del ente termal, en el artículo 18º de la misma ley, existen incompatibilidades. Y hoy firma la resolución por la cual se modifica la ecuación del canon, un vocal que tuvo la doble función de ser director y de ser gerente de un complejo termal. Por lo tanto, me llena de incertidumbre acerca de cuántos otros incumplimientos ha tenido este ente.


Para el presupuesto de 2019 este ente termal tendrá una partida que sale del Tesoro Provincial de cerca de 3.500.000 de pesos, el que será pagado no solamente por los contribuyentes de los departamentos en los que hay complejos termales, sino de toda la Provincia. Creo que esto agrava la situación y los motivos por los cuales votaré en contra de este proyecto.


No podemos sostener un ente autárquico que no ha cumplido con sus funciones, sin proponer algún tipo de modificación. Si bien creo firmemente en la necesidad de disolverlo, entiendo que el señor Gobernador no puede sostener, como mínimo, a los mismos funcionarios de aquí al futuro, porque es de esperar que los resultados sean los mismos.


Por lo expuesto, les pido a mis pares que revean su voto y con estos argumentos, quienes quieran acompañarme, espero que así lo hagan.

Sr. Presidente (Bahl): Tiene la palabra el Senador por el Departamento Colón.

Sr. Senador (Canali): Señor Presidente, intentaré ser breve por respeto a los demás Senadores.


Tengo una doble sensación con respecto a este proyecto de ley. Comparto con algunos colegas de que esta condonación tiene una connotación un tanto extraña por parte de los demás contribuyentes y que hay complejos termales municipales, hay complejos privados, hay complejos mixtos, hay complejos concesionados y hay complejos que administran los municipios, efectivamente, como decía recién el Senador Piana.


Pero también comparto de que el ente termal no tiene ningún tipo de acción directa y concreta sobre el desarrollo termal en la Provincia, no tiene ningún tipo de acción valedera que lo mantenga vigente. Comparto también que el Gobierno debe tener una nueva visión respecto de quién debe administrar los recursos termales. Particularmente, pienso que esa tarea tranquilamente la puede realizar la Secretaría de Ambiente, el Ministerio de Turismo, con la colaboración de Hidráulica, de Obras Sanitarias, un montón de entes que ya tiene el Estado, ahorrando costos claramente. 

Es decir, saliendo de lo que significa la condonación por sí misma, no tiene ningún sentido solamente condonar deuda si el desarrollo termal no se encara como una política de Estado.

Si bien el desarrollo termal ha tenido un gran auge en la Provincia, como se ha dicho, ha crecido desproporcionadamente y de manera no planificada, a pesar de los estudios realizados, como en el año 2010 que fue financiado con recursos del CFI y que marca a las claras cuáles son los límites del desarrollo termal y cómo se debe realizar. 

Entonces, si seguimos no teniendo una política clara de lo que es el cuidado y la utilización del recurso y condonamos la deuda, pero no les estamos exigiendo a los complejos termales que cuiden el recurso, que recirculen el agua y que tengan medidas concretas de protección ambiental, si seguimos permitiendo que se perfore en cualquier punto de la Provincia, por iniciativa de un municipio que tiene la legitimidad y el derecho de querer prosperar buscando una exploración termal, pero sí o sí mostrando la Provincia que conduce este proceso y que tiene la idea y proyecto claros, de lo que es el desarrollo termal.

Y como ya dije, cuando esto inició dentro del Senado, viniendo de la Cámara de Diputados, mandé una nota al Presidente de la Comisión con algunos puntos que consideraba que debían tratarse, por lo que, si acompaño esta ley es por aquellos municipios que trabajan día a día por mejorar su complejo, generando mucha mano de obra, siendo dinamizadores de la economía de esas ciudades.

Pero lo que sí uno pide al Gobierno provincial es que tome el tema de manera, no digo responsable, porque no quiero tildarlo de irresponsable, con respecto a la utilización. Es decir, que tome seriamente el tema del recurso termal y que acompañe el plan de desarrollo, que exija que se cuide el recurso y que se tomen medidas dentro de los complejos y así vaya hacia un Sello Verde donde todos ganamos. El turismo con un Sello Verde tiene un plus hoy que es valorado en todo el mundo. Cualquier ciudad, provincia o país que quiera vender su Sello Verde turístico tiene un plus que atrae a más turistas.

Pero teniendo ese recurso, estando parados arriba del Acuífero Guaraní que es de donde la mayoría de los complejos termales saca su agua, nosotros seguimos permitiendo perforaciones, seguimos permitiendo que el agua entre y salga de la pileta sin ningún tipo de recirculación, así como que tampoco haya ningún control adentro del bombeo ni en la calidad de las aguas, porque el ente termal, reiteramos, no está cumpliendo con ese tipo de tareas. Y porque, en definitiva, no hay una política clara. 

Y termino diciendo que voy a acompañar la ley pero, por favor, exijo de parte del Gobierno que se tomen medidas serias respecto al recurso termal que tienen que ver, reitero, con el cuidado y la buena utilización del recurso termal.

Sr. Presidente (Bahl): Tiene la palabra el Senador por el Departamento Gualeguay.

Sr. Senador (Morchio): Señor Presidente, como quedó de manifiesto de parte de los Senadores de mi bloque que tuvieron la palabra anteriormente, si bien como bloque hemos tratado de tener unanimidad en el voto, -y lo hemos logrado casi siempre- en esta oportunidad se dio libertad a cada integrante para votar este proyecto.


Creo que la condonación de una deuda es algo que se debe dar solamente cuando hay una situación excepcional. En este caso, creo que existe, entonces debemos buscar la causa para que se dé esta situación excepcional.


Incluso hay un decreto que incluye la modificación del canon y que se va a cobrar a los entes termales a partir de ahora. Pero insisto, para perdonar una deuda tenemos que encontrar la causa de la situación excepcional que nos lleve a condonarla.


Entre Ríos es una provincia en la cual el agua es protagonista, sin duda, de su economía y hasta diría de su forma de vida. En la Provincia hay cinco entes que regulan al agua y eso no anda bien. Lo he visto en otros aspectos con la superposición o al contrario, la no superposición para no hacer nada entre la Dirección Hidráulica y Corufa, por ejemplo. Y sin embargo en otras provincias donde el agua es un bien escaso y donde le dan mucha importancia al agua como en Mendoza, hay un solo ente que regula el agua. Creo que así como el Senador Canali marca posiciones para llamar la atención de lo que deberíamos hacer como plan de gobierno, creo que esta situación nos puede ayudar a empezar a repensar el tema del agua en la Provincia y cómo se maneja.


Creo que no hay diferencias entre complejos termales municipales y complejos termales privados para analizar este proyecto. Desde ya aviso que no creo que el Estado deba transformarse en una empresa, pero sí creo que si hay municipios que tienen termas lo deberían tomar con la eficiencia con que se toma una empresa para que después sí, esa riqueza que se genere ahí, sea aprovechada por la comunidad.


Creo que la causante de la situación injusta no está tenida en cuenta en este proyecto. Estamos condonando una deuda para tener el mismo problema dentro de siete años, porque este ente no resolvió un problema desde 2011. Es más, generó un problema, por eso estamos acá hablando de esto, se bajó el canon. Por ahí van a para más de siete años, pero si persistimos en el error vamos a repetir la problemática.


Me parece que está faltando una parte en esto y tenemos que ver –reitero– cuál fue la fuente del error que llevó a la situación actual, que es una situación excepcional y nos lleva a pensar si debemos o no condonar la deuda que tienen aquellos empresarios y aquellos municipios con el ente termal.

Sr. Presidente (Bahl): Si ningún otro Senador hace uso de la palabra, se va a votar en general; los que estén por la afirmativa, sírvanse indicarlo. 

-Resulta aprobado.

Sr. Presidente (Bahl): Corresponde su consideración en particular. Se va a votar el artículo 1º; los que estén por la afirmativa, sírvanse indicarlo.

-Resulta aprobado, como también los artículos 2º y 3º inclusive. El Art. 4º es de forma.

Sr. Presidente (Bahl): Queda sancionado; pasa al Poder Ejecutivo para su promulgación.

6.31 - Fomentar, incentivar y desarrollar sistemas de Producción Agroecológica.
Consideración.

Sr. Presidente (Bahl): Se encuentra reservado un proyecto de ley que tiene por objeto fomentar, incentivar y desarrollar Sistemas de Producción Agroecológicas, expediente Nº 13.035.

Tiene la palabra el Senador por el Departamento Villaguay.

Sr. Senador (Torres): Solicito que este proyecto sea tratado sobre tablas, señor Presidente.

Sr. Presidente (Bahl): A consideración del Cuerpo la moción de sobre tablas formulada por el Senador Torres; se requieren los dos tercios de votos de los Senadores presentes para su aprobación.

-Resulta afirmativa.

Sr. Presidente (Bahl): Por Secretaría se dará lectura.

-Se lee nuevamente:

Sr. Presidente (Bahl): En consideración.

Tiene la palabra el Senador por el Departamento Villaguay.

Sr. Senador (Torres): Señor Presidente, como miembro informante de la Comisión de Producción que presido donde se ha trabajado este proyecto en colaboración con varios sectores relacionados al medio ambiente, producción y en consonancia con un proyecto que llegó de la Cámara de Diputados, de la diputada Miriam Lambert, autora de uno de los proyectos que se ha utilizado como base; y como autor junto al Senador Giano de otro proyecto que se encuentra en comisión, hemos creado un nuevo texto donde confluyen aportes de distintos sectores que tienen como objetivo el de fomentar, incentivar y desarrollar Sistemas de Producción Agroecológicas mediante la regulación, promoción, la capacitación e impulso de prácticas, actividades, procesos de producción, comercialización y consumo de alimentos saludables, como así también contribuir a hacer sostenible el manejo ecológico de los bienes productivos, impulsar una estrategia de soberanía alimentaria, de conservación de los recursos naturales y potenciar la adaptación de las comunidades como actores sociales capaces de planificar su propio desarrollo.


Este proyecto tiene como fin brindar una opción, o sea, no es excluyente sino que es una posibilidad al sector productivo de aplicar estas prácticas dentro de los cultivos, fomentando una nueva forma de producción sin la utilización de insumos de síntesis química ni organismos genéticamente modificados.


Luego de un arduo trabajo de comisión, donde estuvieron quienes son mencionados en la ley más la diputada Lambert, donde se destacó la labor, es que hemos logrado consensuar este nuevo texto, con la intención de crear un marco normativo a una nueva forma de producción que viene ganando espacio y necesita una regulación.


Como elementos distintivos del proyecto, podemos mencionar la creación de un Registro de Productores Agroecológicos y del Sistema Único de Producción Participativa. Reitero nuevamente que este proyecto ofrece al sector productivo una opción que impulsa este tipo de prácticas en todo el territorio de la Provincia.


Por lo expuesto es que deseamos contar con el apoyo de nuestros pares.

Sr. Presidente (Bahl): Si ningún otro señor Senador hace uso de la palabra, se va a votar en general. Los que estén por la afirmativa, sírvanse indicarlo.

-Resulta aprobado.

Sr. Presidente (Bahl): Corresponde su consideración en particular. 


Se va a votar el artículo 1º. Los que estén por la afirmativa, sírvanse indicarlo.

-Resulta aprobado, como también los artículos del 2º al 17º. El Art. 18º es de forma.

Sr. Presidente (Bahl): Queda aprobado. Pasa a la Honorable Cámara de Diputados en revisión.

7

PLAN DE TRABAJO. ORDEN DEL DIA Nº 16

7.1 – Presupuesto General de la Administración Provincial Ejercicio 2019.
Consideración

Sr. Presidente (Bahl): Corresponde considerar el Plan de Trabajo y Orden del Día número 16 elaborados por la Comisión de Labor Parlamentaria.


Por Secretaría se dará lectura del primer asunto, expediente Nº 23.172. 

-Se lee:

La H. Legislatura de la Provincia de Entre Ríos, sanciona con fuerza de

L E Y

Capítulo I 

Presupuesto General de la Administración Provincial

Artículo 1º: Fíjase en la suma de pesos ciento veintinueve mil trescientos cuarenta y tres millones novecientos noventa y siete mil ($ 129.343.997.000) las erogaciones del Presupuesto de la Administración Provincial para el ejercicio 2019 con destino a los gastos corrientes y de capital que se indican a continuación.

	OBJETO DEL GASTO
	GASTOS CORRIENTES
	GASTOS DE CAPITAL
	TOTAL GASTOS

	GASTOS EN PERSONAL
	54.050.209.000
	-
	54.050.209.000

	BIENES DE CONSUMO
	2.781.338.000
	-
	2.781.338.000

	SERVICIOS NO PERSONALES
	10.307.377.000
	-
	10.307.377.000

	INVERSIÓN REAL
	-
	7.168.434.000
	7.168.434.000

	TRANSFERENCIAS
	41.327.948.000
	456.186.000
	41.784.134.000

	INVERSIÓN FINANCIERA
	-
	2.549.550.000
	2.549.550.000

	SERVICIOS DE LA DEUDA (Intereses)
	4.020.010.000
	-
	4.020.010.000

	OTROS GASTOS
	6.682.945.000
	-
	6.682.945.000

	TOTAL GENERAL
	119.169.827.000
	10.174.170.000
	129.343.997.000


El total de erogaciones fijado precedentemente se destina a las finalidades que se indican a continuación, y en cuadros anexos al presente artículo.

	FINALIDAD
	GASTOS CORRIENTES
	GASTOS DE CAPITAL
	TOTAL

	Administración Gubernamental
	24.912.322.000
	737.952.000
	25.650.274.000

	Servicios de Seguridad
	9.031.949.000
	95.615.000
	9.127.564.000

	Servicios Sociales
	78.092.068.000
	6.556.339.000
	84.648.407.000

	Servicios Económicos
	3.113.478.000
	2.784.264.000
	5.897.742.000

	Deuda Pública (Intereses)
	4.020.010.000
	
	4.020.010.000

	TOTAL GENERAL
	119.169.827.000
	10.174.170.000
	129.343.997.000




Cálculo de Recursos de la Administración Provincial 

Artículo 2º: Estímase en la suma de pesos ciento veintinueve mil setecientos sesenta y cuatro millones ciento setenta y dos mil ($129.764.172.000) el Cálculo de Recursos de la Administración Provincial, de acuerdo con el resumen que se indica a continuación y el detalle que figura en cuadro anexo al presente artículo: 

Recursos Corrientes: 125.414.078.000 

Recursos de Capital: 4.350.094.000 

TOTAL 129.764.172.000

Erogaciones Figurativas 

Artículo 3º: Fíjase los gastos figurativos para las transacciones corrientes y de capital de la Administración Provincial, y consecuentemente las contribuciones figurativas de la Administración Provincial en la suma de pesos treinta y seis mil novecientos veintinueve millones seiscientos noventa y cuatro mil ($ 36.929.694.000.-), que figuran en el detalle de los cuadros anexos del presente artículo. Balance Financiero 

Artículo 4º: Como consecuencia de lo establecido en los artículos 1º y 2º estímase para el Ejercicio 2019 de la Administración Provincial un Resultado Financiero Previo positivo de pesos cuatrocientos veinte millones ciento setenta y cinco mil ($ 420.175.000.-), que junto con las Fuentes Financieras permitirá atender las Aplicaciones Financieras, conformada por la Amortización de la Deuda y Disminución de Otros Pasivos, de acuerdo a lo que se detalla a continuación y en los cuadros y planillas anexas al presente artículo.

Resultado Financiero $420.175.000

Fuentes de Financiamiento 

-Disminución de la Inversión Financiera de Caja y Bancos y otros $1.727.120.000.

-Endeudamiento Público y Obtención de Préstamos $ 4.620.218.000.

Aplicaciones Financieras 

-Amortización de Deuda y Disminución de Otros Pasivos ($ 6.767.513.000)

Crédito Público 

Artículo 5º: Facúltase al Poder Ejecutivo a concretar operaciones de crédito público con o a través del Gobierno Nacional, Entes del Sector Público Nacional, Entidades Financieras u otras entidades nacionales o internacionales, mediante la obtención de préstamos, colocación de títulos o bajo cualquier otra modalidad de financiación, en Pesos o su equivalente en moneda extranjera, con destino a la refinanciación y/o reestructuración de los servicios de la Deuda Pública y/o al financiamiento del déficit acumulado y consolidado de las Rentas Generales, por hasta la suma de pesos tres mil quinientos setenta millones doscientos ochenta mil ($ 3.570.280.000). 


Para el caso de no concretarse total o parcialmente el financiamiento autorizado en el presente, facúltase al Poder Ejecutivo a sustituir fuentes financieras y/o disponer la readecuación de los créditos presupuestarios, sean éstos de partidas de gastos corrientes o de capital, con el objeto de asegurar el pago de los servicios de la deuda y mantener el equilibrio presupuestario. 

Artículo 6º: Autorízase al Poder Ejecutivo para disponer la emisión de Letras del Tesoro, u otro tipo de obligaciones negociables o instrumentos financieros, en pesos o su equivalente en moneda extranjera, para cubrir diferencias estacionales de caja, o sustituir financiamientos; a ser emitidos durante el ejercicio, en una o más series y por un plazo no mayor a los 365 días por cada serie, contados a partir de la fecha de emisión, pudiendo su devolución trascender el ejercicio. La suma en circulación de las emisiones dispuestas bajo la presente autorización será computada dentro del monto máximo fijado por el artículo 67° de la Ley Nº 5140 TO Decreto Nº 404/95 MEOSP, modificado por Ley Nº 10.111. 

Artículo 7º: Para asegurar el cumplimiento de las obligaciones por las operaciones que se realicen en uso de lo dispuesto en los artículos 5º y 6º de la presente, el Poder Ejecutivo queda autorizado a afectar en garantía y/o ceder los derechos de la Provincia sobre las sumas a percibir por el Régimen de Coparticipación Federal de Impuestos Nacionales, Ley Nº 23.548, de acuerdo a lo establecido por los artículos 1º, 2º y 3º del Acuerdo Nación Provincias, ratificado por Ley Nº 25.570 o el Régimen que lo sustituya o modifique, como así también los recursos tributarios derivados de la propia administración y recaudación Provincial, y que integran la Fuente Tesoro Provincial.

Todas las operaciones de crédito público autorizadas en virtud de la presente ley, en cualquiera de sus modalidades de financiación, como así las operaciones complementarias a las mismas, podrán ser realizadas bajo el procedimiento de contratación previsto en el artículo 26º inc. h) y 27º inc. c) apartado b) subapartado 1º) de la Ley Nº 5140 y sus modificatorias (T.O.: Decreto Nro. 404/95 MEOSP). 

Autorízase al Poder Ejecutivo a realizar todas las gestiones y contrataciones necesarias a los fines de instrumentar las operaciones autorizadas por los artículos 5º y 6º de la presente, efectuando las contrataciones correspondientes y suscribir toda la documentación pertinente, pudiendo otorgar mandato a una o más entidades financieras para la colocación, en el mercado local y/o internacional de la operación que se concrete, pactar legislación extranjera y prorrogar jurisdicción en favor de tribunales extranjeros, si fuere el caso y acordar otros compromisos y restricciones habituales para este tipo de operaciones. 

La documentación que instrumente el endeudamiento autorizado en virtud del presente estará exenta de los impuestos provinciales aplicables. 

Distribución Analítica de los Créditos 

Artículo 8º: El Poder Ejecutivo, el Presidente de cada una de las Cámaras del Poder Legislativo, el Presidente del Superior Tribunal de Justicia, el Procurador General de la Provincia y el Defensor General de la Provincia, distribuirán en sus respectivos ámbitos los créditos de la presente ley al máximo nivel de desagregación previsto en los clasificadores y en las aperturas programáticas o categorías equivalentes que estimen pertinente, según lo establezcan las normas vigentes en la materia. 

Planta Permanente y Personal Temporario

Artículo 9º: Fíjase en Sesenta y cinco mil setecientos cincuenta y nueve (65.759) la Planta Permanente de cargos y en doscientos ochenta y siete mil seiscientos setenta y tres (287.673) la cantidad de horas cátedra permanente. 

Dichas cantidades de cargos y horas de cátedra, constituyen los límites máximos financiados por los créditos presupuestarios de la presente ley. Su habilitación estará supeditada a que se hallen comprendidos en las estructuras organizativas aprobadas o que se aprueben para cada jurisdicción o entidad. 

Artículo 10º: Fíjase para el Personal Temporario la cantidad de Tres mil quinientos cuarenta y tres (3.543) cupos y en Treinta y un mil seiscientos treinta y cuatro (31.634) horas cátedra, que detallados en planillas anexas, constituyen el límite máximo a atender dentro de la Administración Pública Provincial. 

Suplencias 

Artículo 11º: El costo de la planta de personal docente suplente deberá tender a mantenerse dentro del ocho por ciento (8%) del costo del plantel docente permanente aprobado por la presente ley. 

El Poder Ejecutivo reglamentará el presente artículo. 

Modificaciones y Facultades 

Artículo 12º: Facúltase al Poder Ejecutivo, al Presidente de cada una de las Cámaras del Poder Legislativo, al Presidente del Superior Tribunal de Justicia, al Procurador General de la Provincia y al Defensor General de la Provincia, a modificar los totales determinados en los artículos 1º, 2º, 3º y 4º de la presente ley, fijados a sus respectivos ámbitos, mediante transferencias compensatorias de créditos que aseguren en todo momento el equilibrio preventivo que se proyecta en el balance presupuestario que surge de las planillas anexas que forman parte de la presente. 

Las modificaciones que se autoricen deberán tender a mantener los totales que por finalidades del gasto se fijen en la presente ley. 

Artículo 13º: Facúltase al Poder Ejecutivo, al Presidente de cada una de las Cámaras del Poder Legislativo, al Presidente del Superior Tribunal de Justicia, al Procurador General de la Provincia y al Defensor General de la Provincia, a modificar las plantas permanentes de cargos, la cantidad de personal temporario y las horas cátedra, fijados en sus respectivos ámbitos mediante transferencias compensatorias que no incrementen los totales de cantidades establecidas para cada caso. 

Las modificaciones que se dispongan deberán tender a mantener los totales que por escalafón se fijan, excepto las resultantes de modificaciones institucionales o por creación y/o reestructuraciones de cargos originadas en Leyes Especiales que determinen incorporaciones de agentes, siempre y cuando las mismas establezcan los recursos o economías que aseguren sus financiamientos manteniendo el equilibrio presupuestario preventivo que fija la presente. 

Artículo 14º: Facúltase al Poder Ejecutivo Provincial a ampliar el Presupuesto General de Gastos, Cálculo de Recursos o Fuentes Financieras que conforman esta ley por nuevos o mayores ingresos con afectación específica, incluidos los originados en Leyes o Convenios con terceros, suscriptos en el marco de legislaciones especiales. 

El Poder Ejecutivo deberá comunicar a esta Legislatura toda ampliación que realice conforme a este artículo. 

Artículo 15º: Facúltase al Poder Ejecutivo Provincial a ampliar el Presupuesto General de Gastos, Cálculo de Recursos o Fuentes Financieras que conforman esta ley, con los mayores ingresos de recursos no afectados que se realicen sobre los estimados por la presente, hasta un porcentaje máximo del 10% del Cálculo de Recursos. 

Este límite no alcanzará a: política salarial incluyendo lo relativo al sistema previsional y docentes privados; coparticipación a Municipios; y erogaciones vinculadas a emergencias y/o catástrofes naturales. 

El Poder Ejecutivo deberá comunicar a esta Legislatura toda ampliación que realice conforme a este artículo. 

Artículo 16º: Autorízase al Poder Ejecutivo Provincial a ampliar el Presupuesto General, incrementando el financiamiento de Fuente Tesoro Provincial con la incorporación de saldos no utilizados de los recursos afectados y no afectados. 

Artículo 17º: Facúltase al Poder Ejecutivo Provincial a sustituir o modificar las fuentes financieras asignadas, se trate de recursos afectados y no afectados, a efectos de garantizar el cumplimiento de las obligaciones del Estado y mantener el equilibrio presupuestario. 

Normas sobre Gastos 

Artículo 18º: El Poder Ejecutivo Provincial, ambas Cámaras del Poder Legislativo, el Poder Judicial, las Jurisdicciones y las Entidades de la Administración Provincial no podrán proponer o dictar normas ni aprobar Convenios que originen gastos que superen el límite fijado por el artículo 1º de la presente ley sin el cumplimiento previo de la identificación del gasto que se dará de baja o el recurso con el cual se atenderá. 

Artículo 19º: El Poder Ejecutivo a través del Ministerio de Economía, Hacienda y Finanzas, programará la ejecución presupuestaria durante el ejercicio, conteniendo los montos o porcentuales de las erogaciones que se autorizan devengar y los conceptos e importes que desembolsará el Tesoro. 

Artículo 20º: Apruébese el Plan Anual de Comunicación Oficial detallado en Planilla Anexa a la presente. 

El Poder Ejecutivo podrá modificar los montos consignados en cada campaña mediante reasignaciones de los mismos, e incorporar nuevas campañas, informando de esto último a la Legislatura Provincial. 

Artículo 21º: Apruébese el Plan de Obras Públicas detallado en Planillas Anexas, cuya ejecución será dispuesta por los organismos con competencia en la materia, conforme a los créditos presupuestarios asignados y/o las disponibilidades de recursos o fuentes financieras que se obtengan para ejecutarlas, durante el Ejercicio Financiero 2019. 


Facúltase al Poder Ejecutivo, al Presidente de cada una de las Cámaras del Poder Legislativo, al Presidente del Superior Tribunal de Justicia, al Procurador General de la Provincia y al Defensor General de la Provincia a realizar las adecuaciones presupuestarias necesarias, dentro de sus ámbitos, a efectos de implementar lo determinado en el presente. 

Artículo 22º: El Poder Ejecutivo, el Presidente de cada una de las Cámaras del Poder Legislativo, el Presidente del Superior Tribunal de Justicia, el Procurador General de la Provincia y el Defensor General de la Provincia podrán disponer, en sus respectivos ámbitos, la reprogramación de obras públicas contratadas a fin de obtener una modificación en sus curvas de inversión comprometidas que las adecue a las posibilidades ciertas de financiación. 

Otras Disposiciones 

Artículo 23º: Manténgase la vigencia para el Ejercicio 2019 de lo dispuesto en el artículo 25º de la Ley Nº 10.531. 

Capítulo II

Presupuesto de Gastos y Recursos de la Administración Central

Artículo 24º: En los cuadros y planillas anexas se detallan los importes determinados para la Administración Central, de acuerdo con lo dispuesto en los artículos 1º, 2º, 3º y 4º de la presente ley. 

Capítulo III

Presupuesto de Gastos y Recursos de Organismos Descentralizados e Instituciones de Seguridad Social

Artículo 25º: En los cuadros y planillas anexas se detallan los importes determinados para los Organismos Descentralizados e Instituciones de Seguridad Social, de acuerdo con lo dispuesto en los artículos 1º, 2º, 3º y 4º, de la presente ley. 

Disposiciones Generales

Artículo 26º: Las Jurisdicciones y Entidades de la Administración Pública Provincial, que requieran o administren fondos provenientes de operaciones de crédito público, cualquiera fuera su origen, deberán cumplir con los procedimientos y plazos conforme la normativa que dicte el Ministerio de Economía, Hacienda y Finanzas. 

Artículo 27º: Toda la información de las cuentas fiscales que se envíe al Consejo Federal de Responsabilidad Fiscal y/o al Gobierno Nacional será remitida posteriormente a ambas Cámaras Legislativas. 

Artículo 28º: Comuníquese, etc.

Paraná, sala de Sesiones, 13 de diciembre de 2018

Sr. Presidente (Bahl): En consideración.


Tiene la palabra el Senador por el Departamento Concordia.

Sr. Senador (Giano): Señor Presidente, estamos tratando el proyecto de ley quizás más importante para la Administración Pública provincial, porque sabemos que el Presupuesto es lo que deberá contemplar el Poder Ejecutivo en la gestión del año 2019, en cuanto a sus recursos y sus procedimientos de gastos. 

El mismo fue remitido por el Poder Ejecutivo provincial, en los términos del artículo 175º, inciso 8º de la Constitución Provincial y se fundamenta dicho envío en el artículo 122º, inciso 8º, también de la Constitución Provincial, en el que establece que es atribución del Poder Legislativo la de aprobar el Presupuesto de Gastos, Cálculos y Recursos de la Administración Pública Provincial.


Claramente es un presupuesto que, como los anteriores, demuestra transparencia en la gestión de gobierno, consolidación de recursos y la correspondiente asignación de los gastos. 

Además, siempre ha sido remitido en tiempo y forma. Y a la fecha estamos casi en un noventa por ciento de la ejecución del Presupuesto 2018, con lo cual se demuestra que a pesar de las variables macroeconómicas que se han tenido en cuenta el año pasado para aprobarlo, la Provincia ha sabido adecuar sus herramientas presupuestarias, sus partidas y sus gestiones, para poder utilizarlo de forma clara, trasparente y eficiente. Tiene dichas variables porque la política macroeconómica la fija el Gobierno Nacional en el Presupuesto General de la Nación donde tiene contenidas sus estimaciones. 

Por lo tanto, el contexto económico que estamos atravesando va a hacer que la economía se contraiga o decrezca en un 2,4 por ciento estimativamente. Eso sumado a la sequía que ha afectado la producción agrícola, que ha impedido el ingreso de mayores recursos por exportación.

Si bien es cierto que tuvo que ver la política restrictiva y proteccionista de Estados Unidos para dicho contexto, y además influyeron negativamente la fuga de capitales y la suba del dólar. 

También afecta, aunque no tanto como las políticas que se deciden desde lo nacional, las disputas comerciales entre China y Estados Unidos que protegen su mercado y la tensión política en Brasil, principal socio comercial de Argentina, así como la suba del precio internacional del petróleo, que afecta claramente nuestros precios domésticos. 

Y no podemos dejar de mencionar la inflación que fue estimada en un 15 por ciento y terminará siendo del 40 por ciento al 31 de diciembre.

Más allá de todo eso, hay optimismo. Se cree que el aumento de producción de Vaca Muerta, que está siendo explotada en un 10 por ciento, sumado a un sector industrial basado en la exportación manufacturera, hagan generar el año que viene una mejora en el contexto económico.

Hay que resaltar que el Poder Ejecutivo provincial puede establecer sus pautas y consideraciones. Y podemos, por qué no, alabar la calidad de la construcción del mismo, que ha tenido reconocimiento tanto de CIPPEC, como de la Asociación Argentina de Presupuesto, por la transparencia fiscal que tiene la Provincia en cuanto a su calidad de información. 

Y además, en este ejercicio se incorpora el Presupuesto Ciudadano. Estamos de acuerdo en la participación y el conocimiento por parte de la población, de la herramienta presupuestaria, este presupuesto ciudadano en un vocabulario sencillo y entendible también lo explica.


Se esperan como variables para el 2019, el dólar a más de 40 pesos; la inflación se estima en un 23 por ciento –sabemos que eso no se va a obtener, va a ser del 40 por ciento por lo menos–; que va a haber un aumento de Recursos Tributarios de un 36 por ciento, un aumento de Recursos Corrientes de un 26 por ciento y un crecimiento de Gastos Corrientes del 22 por ciento, obviamente hacen a estimaciones del Gobierno Nacional.


De los recursos que tiene la Provincia de Entre Ríos y están en esta ley proyectados, el 70 por ciento proviene de origen nacional y el 30 por ciento de recaudación provincial. Con la particularidad que los recursos provinciales han aumentado en un 40 por ciento y los que son de origen nacional lo han hecho en un 33 por ciento. Además, la Provincia redujo en un tercio el déficit operativo y el financiero.

Se espera claramente el aumento de los recursos basados en el fallo de la Corte Suprema de Justicia de la Nación, que reintegró ese 15 por ciento a favor de las provincias y el año que viene se va a aumentar un 3 por ciento más. Va a afectar seguramente el Fondo de la Soja, que se lo eliminó en el mes de septiembre por parte del Gobierno Nacional. Va a afectar seguramente en el Presupuesto la eliminación del subsidio, tanto al transporte en donde se subsidiaba tanto el boleto como el gasoil y también seguramente la eliminación de la Tarifa Social Eléctrica.


En relación a Gastos, este año 2018 se reducirá en un 45 por ciento el déficit financiero. Y para el 2019 se estima mostrar un superávit. Ello también demostraría, y lo vamos a poder comprobar obviamente dentro de un año, nuevamente un comportamiento fiscal responsable.


La partida de Personal se reduce del 70 al 62 por ciento. Se ha mantenido sin discriminación alguna y se seguirá manteniendo, la coparticipación municipal al día, ese 16 por ciento que se coparticipa de recursos nacionales, y ese 18 por ciento que pertenece a tributos provinciales.

La obra pública, aumenta de Rentas Generales en un 50 por ciento, es decir un 50 por ciento más que el año corriente. Sumado también a que se van a construir 1000 viviendas sólo con recursos provinciales, atento a que el Gobierno Nacional decidió no financiar más la construcción de viviendas.


Finalmente para el Presupuesto 2019 se prevé que los Recursos asciendan a 129.764.172.000 de pesos, de los cuales Recursos Corrientes son 125.414.078.000 pesos y Recursos de Capital 4.350.094.000 de pesos.


Respecto a las Erogaciones se prevé un total de 129.343.997.000 de pesos; un 62 por ciento que proviene del Tesoro provincial y un 37 por ciento con financiamiento específico que asciende a 48.000.000.000 de pesos.


De este Presupuesto que estamos tratando en este proyecto de ley, al Poder Ejecutivo le corresponden 122.000.546.706 de pesos; al Poder Judicial 5.000.234.000 de pesos; y al Poder Legislativo 1.000.788.057 de pesos.


Se espera un resultado económico positivo de 6.000.000.000 de pesos de Ingresos contra Gastos Corrientes; y un Resultado Financiero positivo de 420.175.000 que va a representar un superávit. Claramente terminará siendo una gestión absolutamente superavitaria, eficiente, que cumple con sus objetivos, con su transparencia y seguramente este Presupuesto será una vez más acompañado por los bloques opositores.


Por lo expuesto, solicito a los señores Senadores su aprobación.

Sr. Presidente (Bahl): Tiene la palabra el Senador por el Departamento Paraná.

Sr. Senador (Kisser): Señor Presidente, estamos tratando el Presupuesto del año 2019. Es el último Presupuesto que va a ejecutar la actual gestión de gobierno. Debo señalar, como presidente de la Comisión de Presupuesto, que por razones de tiempo no lo hemos tratado o considerado en comisión. Sí estamos debidamente informados del contenido del Presupuesto para el año 2019, porque hemos sido invitados a participar cuando el Ministro de Economía lo explicó en el ámbito de la Cámara de Diputados.


Es decir que el hecho de no haberlo tratado en comisión no quiere decir que no se lo haya estudiado. Lo hemos analizado detenidamente en el bloque, han participado y colaborado con nosotros nuestros asesores, porque entendemos que es una ley importante. Es la ley más importante que tenemos que sancionar, porque hace, a partir de esa ley, funcionar al Estado.


La ley de Presupuesto fija el direccionamiento político de la gestión. Por eso, como bien lo señalaba el Senador Giano, la elaboración del proyecto de ley queda en principio en manos del Poder Ejecutivo y sólo subsidiariamente, si éste no lo hubiera hecho, lo debería hacer la Legislatura. Éste no es el caso, porque el Presupuesto ha sido elaborado por el Poder Ejecutivo.


Es un Presupuesto que –en alguna medida lo dijo el Senador Giano– no tiene muchas variantes con respecto a los presupuestos de años anteriores. Yo diría que en los últimos diez años el Presupuesto es el mismo, lo único que se hace es el corrimiento de números producto de la inflación.


Lo que sí quiero señalar es que el Presupuesto, a partir de la reforma constitucional del año 2008, debe tener una condición, que está establecida en el artículo 35º de la Constitución, cuando señala expresamente que al elaborarse el Presupuesto, debe tenerse en cuenta el equilibrio fiscal, porque constituye un deber del Estado pero a su vez un derecho colectivo de los entrerrianos. Es decir, necesitamos que el Presupuesto sea equilibrado. Y cuando hablamos de equilibrado, quiere decir que no se puede prever gastar más de lo que se recauda, no endeudar a la Provincia en gastos corrientes, sólo se puede endeudar al Estado para obras públicas y servicios esenciales o eventualmente, en forma muy excepcional, si llegara a ocurrir alguna catástrofe y se necesite recurrir a un endeudamiento extraordinario. El equilibrio fiscal es un derecho de todos los entrerrianos. La Constitución dice que hasta podría ser demandado judicialmente el Estado si esto no ocurriera.

Como ya se dijera, la ley de Presupuesto será la base a que debe ajustarse el gasto de la administración general de la Provincia y en ella deberán figurar todos los ingresos y egresos, ordinarios y extraordinarios de la administración, aun cuando hayan sido autorizados por ley en especial. Y esto es importante por algo que voy a decir más adelante. 

Acá se habla de que tenemos un Presupuesto con superávit. Pero les voy a demostrar a todos los Senadores y si hace falta a la Provincia, que este Presupuesto no tiene superávit; por el contrario, según los cálculos y el relevamiento que voy a hacer, creo que vamos a terminar con un déficit bastante importante.


Y debo señalar, a título de reclamo y escuchando la voz de varios legisladores de mi bloque, que hemos tratado de introducir algunas cuestiones en el Presupuesto, especialmente reclamando por algunas obras en nuestros departamentos, pero apenas si hemos sido escuchados, sin lograr absolutamente nada. En nuestros pueblos nos están reclamando obras públicas. Incluso he visto obras públicas aprobadas en ejercicios anteriores con los recursos correspondientes que hoy ni siquiera figuran, algunas figuran sin recursos y otras, ni siquiera figuran. 

Y en particular, para ser honesto con mi pueblo, Hasenkamp, tengo que hacer un reclamo que ya venimos haciendo desde hace mucho tiempo, para que repavimenten los accesos que están destrozados. He hecho innumerables gestiones ante la Presidente de Vialidad, las promesas abundan, pero la realidad indica que no se hace ni está previsto hacerse.


Además, el Presupuesto también se elabora en función de la situación de la Provincia. Y como venimos señalando desde el inicio de la gestión, aunque el Gobernador lo reconozca tímidamente, -incluso anoche en un programa de televisión no lo quiso reconocer explícitamente- Bordet recibió una Provincia devastada. Aun cuando él no lo ha querido decir en esos términos, la realidad lo indica. La Provincia ha tenido, durante estos tres años, la necesidad de recurrir permanentemente a la Nación. 

Y pese a las críticas que hemos escuchado en este Recinto en torno al Gobierno Nacional, en más de una oportunidad, éste ha colaborado, ayudado y asistido a la Provincia de Entre Ríos, como no lo ha hecho ningún otro Gobierno Nacional desde hace mucho tiempo. La excelente relación entre el Gobernador y el Gobierno Nacional -y lo reconoció anoche el Gobernador en un reportaje que le hicieron-, ha permitido que la Nación esté presente siempre a fin de mes con algún adelanto de coparticipación, para poder pagar en tiempo y forma, no solo los sueldos sino también las jubilaciones.

Por lo que vemos muy bien que el Gobernador Bordet seguramente va a concluir su mandato sin tener las dificultades que han tenido otros gobernadores, que han tenido que posponer el pago de los sueldos y jubilaciones por la falta de recursos, porque como ya dije, la Nación ha estado presente.


Pero también debemos hablar de la deuda de la Provincia. En el año 2017 tenía una deuda consolidada del orden de los 26.000.000.000 de pesos. Y si analizamos hoy qué tiene y cómo va a terminar en el año 2019, podemos estimar que va a superar ampliamente los 40.000.000.000, y hasta me animo a decir que será cerca de 50.000.000.000 de pesos de deuda, si se concretan algunas de las obras que se quieren realizar.


Ahora, mientras el endeudamiento sea para obras importantes y necesarias, no será inconveniente, pero siempre digo que toda obra pública debe tener su tasa de retorno en beneficio de los ciudadanos. Por eso es que hemos levantado nuestra voz quejándonos en este recinto, cuando creemos que se quieren encarar obras faraónicas como el aeropuerto de Concordia, en el que no vemos la tasa de retorno en beneficio de todos los entrerrianos. Cuando nosotros llegamos a este gobierno, a esta Legislatura, ya teníamos aprobada una ley de endeudamiento por 430.000.000 de dólares para los famosos acueductos de La Paz-Estacas y también el de Mandisoví. Nosotros tuvimos que empezar a redireccionar porque esos acueductos no funcionaron o no había interés en ellos. Y esta deuda, este crédito, que se mantiene vigente en cuanto a la aprobación legislativa se refiere, ha sido redireccionado este año, donde estamos tratando de hacer algunas obras esenciales en nuestra Provincia. Nos parece bien pero, primero, que se hagan las obras y también tenemos que tener cuidado dónde las vamos a hacer. Ya dijimos que el aeropuerto de Concordia no nos convence, sí nos convence el saneamiento del río Uruguay, especialmente con el sistema del servicio cloacal para algunas localidades de la costa del río Uruguay que son: Concordia, Colón, San José, Concepción de Uruguay y Gualeguaychú. Ésta es una inversión del orden de los 80.000.000 de dólares. No así, no nos interesa, no nos parece importante o necesaria esta inversión de los 50.000.000 de dólares para el aeropuerto de Concordia.


Lo que sí reclamamos y volvemos a insistir en este momento es que toda inversión siempre parece que tiene el viento a favor y se recuesta sobre la costa del río Uruguay y nunca para el centro de la Provincia y muy poco para la costa del río Paraná. Si se llegara a tomar la totalidad del crédito de 430.000.000 de dólares, tomando un dólar a 40,10 pesos, que es lo que se tiene planificado tanto en el Presupuesto nacional como en el Presupuesto provincial, tendríamos una acumulación de deuda en el 2019 del orden de los 17.300.000.000 de pesos. No es una deuda menor y tan luego va a ser siempre en dólares o en cualquier otra moneda extranjera similar, por lo que no vamos a poder tener expectativas en cuanto a su devaluación.


En el artículo 5º está previsto un endeudamiento de 3.570.000.000 de pesos que serán destinados esencialmente para el pago del servicio de la deuda, que ya tiene la Provincia contraída en este sentido. También se ha previsto pagar los intereses de un endeudamiento que hemos aprobado nosotros y se hizo en dos etapas por un total de 500.000.000 de dólares. Hubo un primer endeudamiento que fue en febrero de 2017, de 350.000.000 de dólares y otro después en noviembre del mismo año de otros 150.000.000 de dólares que tienen vencimiento en el año 2025, de lo cual nosotros tenemos que pagar dos cuotas el año que viene de 876.000.000 de pesos cada una. De esto voy a hablar más adelante y con esto voy a demostrar que el Presupuesto –no quiero usar una palabra grosera– no es real, no quiero decir que sea mentiroso pero no lo contempla. Entonces esto no me va a dar nunca un superávit de 420.000.000 de pesos como dice en el Presupuesto y como se ha hablado en este recinto.


Los parámetros para elaborar el Presupuesto de 2019, son los que señalara el Senador Giano. Lógicamente se tuvieron que hacer en el marco de la Ley de Responsabilidad Fiscal nacional a la que la Provincia de Entre Ríos adhirió en su momento; un tipo de cambio a 40,10 pesos; una variación anual del IPC del 34,8 por ciento; una inflación interanual –aunque les cueste reconocerlo, pero está planificado a nivel nacional y se manifiesta o se traduce a nivel provincial– del 19,23 por ciento y con una variación real del IPB negativa del 0,5 por ciento.


Yo creo que la Provincia lo va a lograr a esto, porque como ya señalara, esta Provincia ha tenido una excelente relación con la Nación. Es político, pero es bueno, porque nosotros hacemos política, y esto ha permitido que la Nación asistiera a la Provincia durante todo el año 2018 y seguramente lo va a hacer durante el 2019.


El Presupuesto asciende a 129.343.000.000 de pesos. Significa un incremento con respecto al del 2018 del 35 por ciento. Un 33 por ciento es de lo que se viene ejecutando hasta el presente. Se está gastando a un ritmo más acelerado a lo que estaba previsto en el Presupuesto 2018, y ya lo voy a señalar a continuación. El año pasado teníamos presupuestado 96.000.000.000 y este año tenemos 129.000.000.000. A octubre de 2018, ya teníamos ejecutado de ese Presupuesto de 96.000.000.000, algo más de 97.000.000.000.


¿De dónde van a provenir los recursos para atender este Presupuesto del 2019? Vemos, y esto surge del Presupuesto, que la Nación a través de la coparticipación de impuestos nacionales va a contribuir con algo así como 56.200.000.000 de pesos, a los que tenemos que sumar los 3.200.000.000 de pesos que provienen de Anses, lo que hace un total de 59.500.000.000 de pesos, que es más del 70 por ciento de los recursos de la Provincia. La Provincia va a aportar algo así como 22.800.000.000.


Quiero señalar que somos una provincia, si bien todas las provincias dependen de la coparticipación nacional, pero si hacemos una comparación entre Santa Fe o Córdoba, integrantes de la Región Centro, vemos que nosotros somos mucho más Nación-dependientes que ellos. Ellos logran recursos propios, genuinos, en un porcentaje mayor. Esto habla de que en la Provincia de Entre Ríos tenemos que plantearnos qué provincia queremos, cómo queremos crecer, cómo queremos desarrollarnos, porque evidentemente vemos una provincia estancada, dependiendo muchísimo del gobierno nacional, y lo poco que se logra de la recaudación provincial es en base a una fuerte presión tributaria, que desalienta enormemente la inversión privada. Los empresarios eligen otras provincias y no eligen, justamente, la Provincia de Entre Ríos para hacer las inversiones que esta provincia necesita.


Vamos a tener que trabajar fuertemente en rever toda la cuestión tributaria. Es cierto que hemos adherido a algunos acuerdos o pactos con la Nación en materia tributaria. Vamos a tener que hablar más con la Región Centro para tratar de unificar parámetros para que dé lo mismo invertir en Entre Ríos que invertir en Córdoba o Santa Fe, porque si nosotros no traemos inversiones privadas, el empleo genuino no aparece en la escena.

Lógicamente, el Estado también tiene que hacer algunos deberes, que es mejorar la calidad del gasto público. No sólo la transparencia, que nadie pone en duda en esta gestión, yo lo he señalado en más de una oportunidad, vamos a tener que ver también cómo podemos hacer para gastar mejor.

El año pasado previmos para este año en gasto público 83.874.000.000 de pesos y ya en octubre llevamos ejecutados 92.834.000.000 de pesos. Y para Gastos Corrientes tenemos presupuestado para el 2019, 119.169.000.000 de peso, es decir, un 42 por ciento más.

En cuanto a los Gastos de Capital, donde se encuentran los servicios y la obra pública, fundamentalmente, el año pasado presupuestamos para este año que está en ejecución 12.267.000.000 de pesos y llevamos gastados 4.431.000.000. Y tenemos 10.174.000.000 de pesos presupuestados en el actual proyecto para el año 2019, es decir, un 17 por ciento menos con respecto al Presupuesto 2018.

Entonces, pregunto, ¿cómo vamos a hacer obras públicas, mejorar rutas y puentes, infraestructura y procurar el desarrollo que debe tener la Provincia de Entre Ríos? Por eso, no quiero que nadie se enoje, pero evidentemente lo que estamos administrando son sueldos y jubilaciones. Por ejemplo, con los docentes no estamos del todo de acuerdo, está claro ya que no pudimos cumplir este año con los 180 días de clase porque hemos tenido muchos conflictos que no se han podido solucionar y que justamente vienen por la cuestión salarial. Por eso es que no veo la posibilidad de una Provincia con crecimiento, a través de este Presupuesto. Acá se quiere mantener el statu quo.

Para hacerlo más gráfico voy a hacer una comparación con otras provincias. De Gastos Corrientes nosotros llevamos ejecutados el 95 por ciento mientras que Santa Fe el 89 por ciento y Córdoba 84 por ciento. Además, para Gastos de Capital para el 2019 tenemos solamente un 8 por ciento porque el 92 por ciento está destinado, como ya mencioné, para Gastos Corrientes.

Por lo tanto, ¿qué vamos a hacer en la Provincia? Pagar sueldos y jubilaciones. Por lo que tengo entendido, Santa Fe para el 2018 tenía previsto un 11 por ciento y Córdoba un 16 por ciento para Gastos de Capital, razón por la que vemos cómo avanzan y crece la obra pública en nuestras vecinas provincias de la Región Centro. 

Podría hablar mucho más, pero me han pedido que sea breve, pero a uno le preocupa, quiere que esta Provincia crezca, se desarrolle y avance, y encuentro aquí la oportunidad para decir algunas cosas en este sentido.

Podría también decir lo que recibe cada provincia per cápita, tanto nacional como provincial, pero lo voy a dejar para otra oportunidad. 

De todos modos, quiero señalar que evidentemente hay una fuerte presión tributaria que me tiene sumamente preocupado. Y me voy a detener en algo que a veces no leemos ni estudiamos, que es el propio mensaje de elevación del Poder Ejecutivo. 

Éste dice que durante el año 2017 la Provincia tuvo acceso al mercado internacional de créditos, que se concretó con un programa de título por un total de 500.000.000 de dólares, a un plazo de 8 años con vencimiento final a febrero de 2025 y un periodo de gracia para el pago de capital de cinco años, con una tasa de interés del 8,75 por ciento anual. Son dos créditos, como dije hoy, uno de 350.000.000 y otro de 150.000.000 de dólares que se tomaron en el año 2017.


Yo hago esta operación: si yo tengo 500.000.000 de dólares y tengo que pagar el 8,75 por ciento de interés anual, quiere decir que el año que viene tengo que pagar 43.750.000 de dólares. Y tomando la moneda de cambio a 40.10 cada dólar, son 1.754.000.000 de pesos. Cuando me voy a fijar en el Presupuesto y esto está en el cuadro E 1-3, que dice: Cuadro Anexo de Erogaciones, Estimación deuda 2019, me encuentro con que dice: Letra artículo 67º Ley 5140 –Programa de Títulos de la Deuda Pública Entre Ríos 2017 Internacionales, solamente tenemos previsto pagar 876.312.500 pesos. La verdad que se nos perdió una cuota. No sé qué pasó. Salvo que el Gobernador no nos haya dicho que los que nos han prestado la plata no nos van a cobrar dos cuotas el año que viene, nos van a cobrar una sola. Las cuotas hay que pagarlas en febrero y en agosto de cada año. Sería bueno que la Provincia fuera beneficiada en el 2019 con esta condonación de una cuota de intereses. Cuando leo esto, veo que me está faltando una cuota, se les ha perdido, no sé, si en Presupuesto o donde, pero alguien no lo ha advertido. Entonces cuando empezamos a ver los números dijimos, sí, tenemos un superávit de 420.000.000 de pesos. Pero si yo le saco esta cuota, que tenemos que pagarla sí o sí, porque yo no conozco si nos han donado esa cuota y nosotros tendremos que aceptar la donación acá en el recinto, la ley no la conozco, no la he visto, ya estamos hablando de que tenemos un déficit de 460.000.000 de pesos. Ahora, esto es medio grosero, entonces que no me vengan a decir que es un Presupuesto con superávit, es un Presupuesto con déficit en la realidad.

Pero hay otro ingrediente que es de estos días. Cuando se hizo el Presupuesto no se previó el adelantamiento de las elecciones. El adelantamiento de las elecciones, les guste o no les guste, tiene un costo. Se habla de entre 300.000.000 y 500.000.000 de pesos más. Traté de revisar, ayer, por todos lados a ver si estaban previstos esos importes para la Secretaría Electoral de la Provincia y no está en el Presupuesto. Entonces, que no me vengan a decir que este Presupuesto tiene superávit. Este Presupuesto en la práctica hoy, fríamente, ya tiene un déficit anunciado de 1.000.000.000 de pesos. O los muchachos hacen mejor el Presupuesto, sacan mejor los números, pero que no nos vengan a engañar. Esto parece “papel pintado”, con todo respeto lo digo, pero no puede ser! Que no nos vengan a engañar ni a nosotros ni a los entrerrianos de que tenemos un Presupuesto superavitario. Es un Presupuesto deficitario por donde se lo mire.

No quiero entrar a hablar de la Obra Pública porque ya lo dije, no existe, incluso mi departamento no tiene ninguna obra pública prevista de cierta importancia o que valga la pena resaltarlo.

Para ir cerrando, quiero señalar que la Provincia se ha dedicado a pagar sueldos y jubilaciones. Pero hay algo que es muy importante que es el déficit de la Caja de Jubilaciones de la Provincia, incluso anoche el Gobernador lo reconoció que puede llegar a cerca de los 8.000.000.000 de pesos en el año 2019. Está previsto en el Presupuesto que la Nación a través de Anses va a asistir en 3.200.000.000 de pesos, pero por alguna charla que hemos tenido con el propio Ministro de Economía, ya nos anticipó que la asistencia de la Nación podía estar en el orden del 55 por ciento. Esto es inédito, porque hasta diciembre de 2015, pese a la excelente relación de Sergio Urribarri con Cristina Fernández de Kirchner, nunca le pudieron sacar un peso al gobierno nacional para la Caja de Jubilaciones de la Provincia.


Es cierto que se le está exigiendo alguna “armonización” a la Caja de Jubilaciones de la Provincia con respecto al sistema nacional, pero no obstante eso, la Provincia era acreedora de la necesidad de asistencia de Anses o de la Nación. La está recibiendo. Hemos tenido la oportunidad de escuchar al Presidente de la Caja de Jubilaciones en el ámbito de la Comisión de Presupuesto, donde se explayó con claridad y nos reconoció la buena relación con el gobierno nacional y la asistencia permanente que tiene, con lo cual vamos a reducir enormemente el gasto de la Provincia. La proyección futura de la Caja de la Provincia, es que va a tener cada vez más déficit. Por eso me parece muy bien, y ojalá lo podamos hacer, discutir de cómo podemos solucionar esto, porque en esta situación la Caja no tiene destino. Esto lo hemos hablado en la Comisión de Presupuesto, porque es una Caja que va a terminar con graves problemas para todos los empleados públicos. Creo que hay que rescatarla para todos los empleados públicos, tanto del sector gremial como los jubilados, sin resignar derechos –creo que los derechos adquiridos hay que respetarlos– pero vamos a tener que trabajar rápidamente en tratar de mejorar la performance de la Caja, porque si no, esto va a ir en perjuicio de todos. De todas maneras, hoy por hoy la Caja está funcionando con déficit, pero está siendo asistida, las jubilaciones se pueden pagar y está previsto el año que viene que así sea, que así ocurra. La asistencia nacional está asegurada.


Quiero, para terminar, señalar dos cuestiones que no conforman al bloque. Seguramente mis colegas que van a hacer uso de la palabra lo van a detallar con más precisión. El artículo 6º del Presupuesto dispone la emisión de Letras del Tesoro. Nosotros sabemos que las Letras del Tesoro son créditos transitorios que deben cancelarse dentro del ejercicio. Acá se está desvirtuando esto y se está pidiendo autorización para hacerlo a 365 días. En finanzas públicas, esto no existe. Esto es un invento de los entrerrianos que lo venimos repitiendo año tras año. No lo puedo consentir. No soy tributarista ni soy administrativista, pero uno algo ha aprendido a través de los años y sabe perfectamente que esto es un exceso. Esta facultad de emitir letras a 365 días, para mí no corresponde. Le damos la cobertura legal, pero va en contra incluso de lo que establece la Ley Nº 5140 de la Provincia de Entre Ríos.


El artículo 7º me preocupa, porque evidentemente la Legislatura se convierte en un convidado de piedra ya que el Poder Ejecutivo, frente al pedido de créditos o de endeudamiento, queda automáticamente autorizado a afectar en garantía y/o ceder los derechos de la Provincia sobre las sumas a percibir por el régimen de coparticipación federal. Resulta que aprobamos este presupuesto y después el Gobernador puede, por un decreto, transformarlo, modificarlo y afectar recursos, incluso endeudar la coparticipación o disponer de la coparticipación federal, poniendo en riesgo el cumplimiento mismo de este Presupuesto. Creo que esta Legislatura ha sido suficientemente diligente. Cada vez que se la convocó dijo “presente”. Sesionó y hemos aprobado todas las leyes que la administración de este Gobierno necesitó. Por lo que, no puede ser que ahora, en este Presupuesto, nos quieran convertir en el convidado de piedra. No somos una escribanía. Es cierto que discutimos, pero de manera racional, seria y responsable. Y como ya dije, hemos acompañado al Gobierno provincial como no muchas veces antes ha ocurrido, incluso desde la oposición, para que la Provincia no tuviera dificultades.

Por eso, creo que así como al Gobierno Nacional se le quitaron todas las facultades de libre disponibilidad en el manejo de las asignaciones presupuestarias, a nosotros se nos pide que se lo otorguemos, a través de estos dos artículos. Pero, a decir verdad, frente a la ayuda de Nación que ha venido teniendo la Provincia, bueno hubiera sido que estos dos artículos hayan desaparecido. Y en todo caso, que en estas cuestiones nos hagan participar más a la Legislatura.

Con esto quiero señalar, señor Presidente, que pese a que estamos votando un Presupuesto deficitario en la práctica, que somos conscientes de esto, como oposición no estamos para ponerle un palo en la rueda a este Gobierno, como no lo hemos hecho en los tres años que hace que estamos sentados en estas bancas. Vamos a aprobarlo en general, pero advirtiendo a la ciudadanía y a quien quiera escuchar, que no tiene superávit el Presupuesto en la práctica y realidad, lo que se puede corroborar con los números que he manifestado en este recinto. 

Como ya dije reiteradamente, es un presupuesto deficitario que de igual manera vamos a aprobarlo, aclarando que al realizarse la votación en particular, no voy a acompañar los artículos 6º y 7º en la forma que han quedado redactados. 

Sr. Presidente (Bahl): Tiene la palabra el Senador por el Departamento Colón.

Sr. Senador (Canali): Señor Presidente, trataré de ser más breve. 


Creo que hay que partir de la base de que el Presupuesto, de un tiempo a esta parte, ha dejado de ser la “ley de leyes”, como se lo llamaba. Y que por la enorme cantidad de modificaciones que sufre a lo largo del año, es tan solo una estimación.


De todas maneras, creo que –como también lo manifesté el año pasado– si hay algo que le falta al tratamiento, es justamente más participación y diálogo sincero a la hora de confeccionarlo. Si bien es una labor de estricta responsabilidad y derecho del Poder Ejecutivo, bien se podría dar participación a las Cámaras en algunos ítems que tienen que ver con el desarrollo territorial, principalmente. 

Muchos hablan de la obra pública y en lo personal, en la reunión en la que estuvo presente el Ministro de Economía –a quien respetamos y agradecemos la explicación que dio– planteé la necesidad de modificar la partida de Salud, porque creo es medular. 

Al respecto, nos explicó que el aumento de la partida de Salud por sobre la media del Presupuesto, se debe a la necesidad de financiar programas que antes subsidiaba el Gobierno nacional y que ahora los va a afrontar el Gobierno provincial, pero que no para nada significaba un aumento importante en relación a las partidas de los hospitales, que es donde realmente tenemos los problemas.

Es decir, ¿qué quiero decir con esto? Que el Estado Provincial hoy les está destinando alrededor de 66.000.000 de pesos mensuales a los hospitales de la Provincia para partidas de libre disponibilidad, cuando los directores de los hospitales nos manifiestan que necesitan mínimamente el doble, más aún cuando esa misma partida sufre una detracción por lo que corresponde a gastos de teléfono y a gastos de energía del hospital; y más aún teniendo en cuenta el aumento que ha tenido la energía en los últimos años.

Yo no digo que todas las propuestas que se hagan deben ser aceptadas, pero no me parece que sea un cambio difícil de realizar. No se ha tenido en cuenta esto que vengo marcando, en honor a la verdad, y lo vengo diciendo desde los últimos presupuestos, cosa que se puede comprobar si uno repasa para atrás. Esta inquietud, que fue planteada con tiempo, como prioridad ante el Ministro de Economía, no se modificó. Están en su derecho de hacerlo de la misma manera que uno está en su derecho de manifestarlo. Pero creo que bien vale que los hospitales de nuestra Provincia tengan una partida un poco más grande, ni siquiera voy al doble, pero un poco más se podría derivar. Si uno empieza a repasar el Presupuesto va a encontrar excedentes o montos que quizás no son prioritarios al lado de lo que podría ser una partida para los hospitales públicos.


Yo tengo la posición de votar siempre el Presupuesto porque es la herramienta de gestión que tiene el Poder Ejecutivo y en ese sentido no voy a incumplir ese principio que tengo, voy a acompañar el proyecto en general, pero hay artículos que no me gustan. Ahora voy a mencionar un par de artículos que marcan una postura que también debería ser resuelta.

Hoy algo se resolvió, con el acompañamiento de toda la Cámara, para incorporar diecinueve empleados a la planta permanente, en este caso del Instituto Becario. Pero si uno va a los artículos 9º y 10º que hablan del Personal, ve que año tras año la planta de Personal se mantiene de la misma manera, tanto en la planta permanente como en la planta de personal temporario, lo cual en principio parecería ser como que es algo interesante. Es decir que si uno analiza que no están ampliando la planta, no está mal. Pero la realidad es que debemos empezar a sincerar la situación del Estado provincial respecto del empleo público, y lo digo acá porque lo dije en la reunión que mantuvimos con el Ministro de Economía en la Cámara de Diputados. Se habla de 3.543 cupos de personal temporario. Si uno empieza a repasar ciudad por ciudad, organismo por organismo, va a encontrar en el Registro Civil, en el Registro de la Propiedad, en diferentes estamentos, personal que está desarrollando tareas desde hace muchísimos años con contrato de obra, los cuales se tienen que pagar su monotributo y de hecho no son sueldos que realmente sean dignos de un empleado administrativo con semejante responsabilidad como la de un Registro Civil o un Registro de la Propiedad, me refiero a estos dos casos porque son los más típicos que uno ve.

Este no es un tema que lo vengamos hablando ahora, es un tema que se viene dialogando. Estos tres últimos años venimos planteando la necesidad que esos empleados pasen a un mejor nivel de relación laboral, evitando que el Estado siga con esa precariedad. Sin embargo, se sigue en la misma tesitura, se sigue con el mismo cupo, quizás como un coletazo del Pacto Fiscal. En definitiva, es necesario que el Estado revea sus prioridades, revea cuál es el estado mínimo de personal que necesita para prestar servicios de calidad que es lo que le exige la población, y que ese personal no esté en relación precaria, que esté en una relación digna, como debe ser la relación que tiene que tener el Estado con su personal que, por otro lado, debe ser ejemplo, porque es el Estado el que exige a las empresas o a los privados después tener el personal bajo normas estrictas de control.


Respecto de la delegación de facultades, no voy a ahondar en detalles. A veces parecen excesivas. Está claro que se debe dar algún tipo de delegación de facultades de control de manejo de las partidas o de ampliación cuando son con afectación. Está claramente abultada esta delegación de facultades y de hecho, cuando uno repasa el Presupuesto 2018, tan sólo en los primeros cuatro meses del año, hubo veinte modificaciones presupuestarias informadas a la Legislatura. Esto habla de que se configuró mal el Presupuesto 2018 o que realmente no se evaluaron en las áreas de manera correcta cuáles eran las prioridades.


Para ir terminando, el artículo 20º que es el Plan de Comunicación de la Provincia, me parece que tiene un aumento del 38,5 por ciento con respecto al año en curso, son 50.000.000 más que el año en curso. Tiene un 38,5 por ciento de aumento y Seguridad, por ejemplo, tiene un aumento del 32,8 por ciento. El Plan de Comunicaciones tiene más aumento que Seguridad. Digo que con 50.000.000, algo podríamos hacer. A eso me refería cuando hablaba con el señor ministro en la Cámara de Diputados: de alguna manera, buscar las partidas que no son prioritarias, que claramente no son prioritarias además, porque un Plan de Comunicaciones se puede manejar de muchas maneras hoy en día y 50.000.000 bien le vendrían a un hospital.


Respecto al artículo 21º, Plan de Obras Públicas, de más está decir que no hubo absolutamente ninguna consulta, por lo menos a mi persona, sobre las necesidades territoriales del Departamento Colón. Según tengo entendido, a varios Senadores, no sólo de la oposición sino del oficialismo también, tampoco los consultaron. Me parece que son cuestiones de buenas prácticas para poder fijar prioridades, ver cuáles son las necesidades del territorio y que esas sean las que se vuelquen o por lo menos, algunas de esas sean las que se vuelquen en el Presupuesto. Después, somos los legisladores los que venimos a votar este presupuesto y realmente cuesta a veces explicarle a la gente por qué se vota un Presupuesto cuando las obras que nos están reclamando o las necesidades de nuestros territorios no están incluidas en el mismo.


Quiero reiterar una cosa que dije el año pasado. Y en esto voy a disentir con el Senador Giano, que dijo que ésta terminará siendo una gestión eficiente. Creo que este Presupuesto, una vez más, no expresa una gestión eficiente, porque no se ve un aumento real de los recursos para Salud, porque no se ve un aumento real de recursos para Seguridad, porque los patrulleros van a seguir teniendo sus dos litros de combustible por día por patrullero y porque en definitiva las demandas que tenemos en nuestro territorio, no están satisfechas en este Presupuesto.


Y una última cosa. No podemos dejar de ver que muchas de esas demandas que hoy están exigidas desde los organismos provinciales, escuelas, policía, hospitales, son suplidas por los municipios. Cualquier municipio que usted visite le va a contar que tiene una tanda de personal en organismos provinciales. Entonces, si el Estado provincial no toma nota porque le queda cómodo, me parece bien y entiendo que deba ser así. Pero si no toma nota que esos recursos de los estados municipales hacen que los servicios del Estado provincial funcionen, estamos en un problema.


Reitero mi postura de acompañar este proyecto en general, porque así lo he manifestado siempre. Y en lo particular, habrá tres o cuatro artículos que no acompañe por una cuestión de sentido común y de manifestación simbólica. Es decir, aunque no impacte la realidad, es una manifestación simbólica que da señales que no dejamos pasar el Presupuesto de manera directa, que no es un “pase y siga”, sino que debemos ser partícipes en la discusión del Presupuesto porque también somos conocedores de las necesidades territoriales.

Sr. Presidente (Bahl): Tiene la palabra el Senador por el Departamento Diamante.

Sr. Senador (Schild): Señor Presidente, me comprometí en mi bloque a hacer uso de la palabra y voy a tratar de resumir lo máximo posible, para referirme a algunas cuestiones que tienen que ver con dos artículos de este proyecto. He realizado un trabajo importante en base al mensaje que sirve de fundamento a este proyecto, que no voy a plasmarlo en su integridad, sino simplemente comentar algunas cuestiones. 

El mismo dice que el 92 por ciento de los recursos del Tesoro se van a utilizar en personal, en coparticipación a municipios, financiamiento del déficit previsional e intereses de la deuda. Esto da por sentado que tanto el gasto previsional como el gasto de personal son inelásticos y rígidos, pero no se observa alguna política concreta sobre de qué manera podemos llegar a su morigeración.


También dice que la recaudación tributaria en general va a registrar un incremento del 37 por ciento en relación al 2017. Y con respecto a los recursos nacionales se estima un 39 por ciento y de los recursos provinciales un 32 por ciento. Es decir que cada vez se nota con mayor presencia los aportes nacionales que recibe la Provincia. Vemos con agrado el aumento de las transferencias de la Nación hacia la Provincia. De todos modos, mirando hacia atrás el déficit financiero del Tesoro provincial, que el propio Gobierno Provincial admite, gracias a las transferencias mencionadas a partir del año 2017 se pudo ir mejorando.

En cuanto a la planta de personal, el mensaje habla que a partir del año 2016 hay una reducción del 0,7 por ciento. Y es bueno decir que en el Ministerio de Trabajo de la Nación en el año 2017 hubo un incremento del 0,5 por ciento.

También cabe destacar el rubro de Autoridades Superiores, que pasó de tener 586 personas en el año 2015, a 704 personas en la actualidad, en un contexto en el cual, supuestamente, se han eliminado ministerios para ahorrar costos en cargos políticos.


Asimismo, el comportamiento del déficit previsional provincial es preocupante, en cuanto a que en los últimos años ha demostrado una tendencia de crecimiento mayor a lo que representa la planta de personal. Este fragmento se repite, siguiendo como decía el Senador Kisser, a lo del año anterior, pero la Provincia está reconociendo este problema. No sé cuándo, pero tenemos que encarar algún tipo de política, no sé si en este gobierno pero sí en el próximo. Se debe compensar ese déficit del 50 por ciento actualmente o en su momento con un porcentaje menor, y la situación especial de determinados regímenes, que tienen que ver con regímenes especiales, diferenciales, la edad, entre otros aspectos. Realmente hacen un combo bastante complicado para la Caja de la Provincia y si no se toman medidas en el futuro puede terminarse en una dinámica casi explosiva.


También quiero expresar que el mensaje dice que la coparticipación a Municipios y Comunas en impuestos nacionales y provinciales se estima en 11.908.000.000 de pesos, a distribuir en los municipios y responde al régimen establecido en la Constitución provincial. Por allí el gobierno se ha quejado mucho de la Nación, pero en definitiva lo cierto es que la Nación estaría coparticipando más a la Provincia, que hoy la Provincia a los municipios. En el primer orden podemos aplicar un índice del 36,2 por ciento contra un 31 por ciento.


Para dejar a salvo nuestra votación, nosotros nos vamos a referir solamente a dos artículos, el 6º y el 7º. Anticipamos que vamos a votar en disidencia en función de que se pide autorización a la Legislatura para emitir Letras del Tesoro por un plazo de hasta 365 días y eso va en contra de la Ley de Administración Financiera de la Provincia, Ley Nº 5140, que no permite la emisión de Letras del Tesoro con vencimiento fuera del ejercicio. Allí está la fundamentación al artículo 6º.


Respecto al artículo 7º lo votaremos en contra, porque en el segundo párrafo establece la forma de contratación directa para todas las operaciones de crédito previstas en los artículos 5º y 6º, cuando la regla es por licitación y solo en forma excepcional y en casos muy especiales y justificados lo será por la contratación directa. Quiero sumar a ello las palabras o los fundamentos que ha vertido el Senador Kisser, que de un Presupuesto superavitario nos vamos a un Presupuesto deficitario.

Por último, quiero referirme a las diferentes complicaciones que hoy tenemos en materia de asignación presupuestaria. Por ejemplo, en mi departamento son insuficientes. Muchas de las cosas que teníamos previstas en el 2016 ya no están en el 2017 y así se fueron perdiendo o tirándolas por la cornisa de alguna manera, porque hoy muchas obras que teníamos planteadas no las vamos a tener. Si seguimos aquel dicho que dice que para muestra alcanza un botón, nosotros tenemos en el Departamento Diamante prevista una partida presupuestaria de 877.000 pesos para reparaciones de todos los hospitales del Departamento Diamante y estamos trabajando arduamente con el Presidente de la Junta de Estación Camps para terminar el 40 por ciento de un Centro de Salud que está previsto en 600.000 pesos. Si por un Centro de Salud, el 40 por ciento faltante está previsto en 600.000 pesos y a nosotros nos aplican una partida presupuestaria de 877.000 para todos los hospitales del Departamento Diamante, estamos realmente en una complicación muy seria. 

Sr. Presidente (Bahl): Tiene la palabra el Senador por el Departamento Concordia.

Sr. Senador (Giano): Señor Presidente, iba a pedir el cierre del debate y que pasemos a votación, pero escuchando al Senador Kisser, quiero decir que parece más un Senador que proviene del PRO, que es nuevo en la política y no un integrante de un espacio político como el Radicalismo, que en la gestión 1999-2003 fundió la Provincia, administró muy mal, aun cuando el gobierno nacional era de su propio signo político, nos dejó los benditos Bonos Federales que esta administración provincial terminó cancelando por 4.500.000.000 de pesos, tenían dos presupuestos y medio de deuda, cuando hoy estamos en menos de medio. Por todo ello, no sé de dónde tiene autoridad el Senador Kisser para estar dando ejemplos y clases o pidiendo determinada administración.


Sí reconozco su valoración de la transparencia de la actual gestión de gobierno, a pesar de algunas denuncias mediáticas que ha hecho últimamente, sobre cuestiones que quizás pueden llegar a pasar.


Por otra parte, con la Caja de Jubilaciones hemos obtenido que el gobierno nacional cumpla con la ley. No es una dádiva, es cumplir con una ley que nos ayuda a financiar el déficit de la Caja de Jubilaciones. Pero también el bloque Cambiemos ha incumplido con un pedido del Gobernador, quien les dijo claramente que él estaba dispuesto a trabajar y a estudiar proyectos de modificación de la ley de la Caja de Jubilaciones si ellos elaboraban uno. Pasaron dos años y parece que fueron sólo palabras, no hay ningún proyecto presentado para trabajar juntos en una modificación a la Caja.


Sobre las Letras del Tesoro, quiero recordar que este gobierno recibió Letras del Tesoro para abonar sueldos, las canceló y hoy está pagando sueldos al día con recursos provinciales. También una cuestión que es de puro derecho, si se quiere, o hasta de sentido común, porque lo sabe alguien que no tiene por qué haber estudiado en la universidad o en la Facultad de Ciencias Jurídicas: la Legislatura no gobierna. La Legislatura no es gobierno. La Legislatura legisla, controla, recibe el Presupuesto ejecutado, recibe informes, pero no gobierna. Si quieren gobernar tienen que ganar las elecciones.


Por último, quiero destacar que este Presupuesto sí aumentó, y en un importe considerable, las partidas de Salud y Educación, para cubrir justamente programas del gobierno nacional que han sido cancelados y que el gobierno provincial, si bien recibe para cubrir el déficit de la Caja de Jubilaciones, si bien recibe incrementos por el Impuesto a los Bienes Personales, a Ganancias, como está presupuestado para el 2019, claramente también ha desfinanciado la Provincia quitando todos los ítems que ya mencioné anteriormente.


Por lo expuesto, solicito que aprobemos el presente Presupuesto.

Sr. Presidente (Bahl): Tiene la palabra el Senador por el Departamento Gualeguay.

Sr. Senador (Morchio): Señor Presidente, vamos a acompañar en general el proyecto de presupuesto, porque entendemos que es la herramienta que le va a permitir al Gobernador y a todo su Poder Ejecutivo gobernar la Provincia de la mejor manera un año más.


Yo podría hablar de lo poco tenido en cuenta que fue la zona centro en el Presupuesto, como los departamentos Gualeguay y Nogoyá; podría hablar del Cuadro del Presupuesto del que habló el Senador Kisser, donde sé que el Gobernador y su equipo económico son muy optimistas en cuanto al manejo económico del Gobierno nacional, pero ni siquiera yo, que también soy optimista, podría predecir un dólar de 20 pesos para pagar la deuda que tomará esta Provincia.

Pero quiero ir un poco más a lo general y casi diría a lo político. Observamos cómo se aprobó el Presupuesto nacional y ahora les pido que pongamos el ojo en cómo vamos a aprobar nuestro Presupuesto provincial. Los legisladores nacionales entrerrianos acompañaron la aprobación del Presupuesto del Gobierno nacional y supongo que el Gobernador ha tenido mucho que ver con esto. Allí vimos una oposición muy responsable, como intentamos ser nosotros, en este recinto. Pero, también vimos otra oposición, la que tiraba piedras, que intentaba que no sesione el Congreso y que pagó micros. Una oposición que quería provocar el desgobierno. Y lo que vamos a hacer ahora al levantar nuestra mano, es darle una herramienta al Gobernador para gobernar. 

Creo que, a veces, nosotros arrancamos bien y terminamos mal y que por algunos discursos propios de posicionamientos políticos personales e intrapartidarios, pareciera que nos queremos subir a los micros y tirar las piedras, aunque sé que no es así. Sé que hace tres años que trabajamos buscando consensos e intentando lograr lo mejor para los entrerrianos, cada uno desde su visión. 

Está muy bien lo que dice el Presidente del bloque del Frente para la Victoria de que la Provincia se gobierna como quiere el Poder Ejecutivo porque por algo es el Ejecutivo y el Poder Legislativo está para controlarlo. Y es lo que tenemos que hacer. Creo que empañaríamos un muy buen trabajo si pasamos a ser como la otra oposición, la que quería que en la Nación no se vote el Presupuesto. 

En cambio, este bloque va a acompañar el Presupuesto en general, haciendo alguna observación en particular. Pero fundamentalmente, no le va a quitar la herramienta al Gobernador para que termine de conducir esta Provincia de la mejor manera que crea posible y que en su capacidad esté.

Sr. Presidente (Bahl): Tiene la palabra el Senador por el Departamento La Paz.

Sr. Senador (Ballestena): Señor Presidente, no pensaba hablar pero me obligan a hacerlo.

Creo que en el Presupuesto todo tiene que ver con todo y en cambio acá están todos contra todos. Si alguien conoce la negociación, lo que se trabajó y lo que gestionó el gobierno de Gustavo Bordet y su ministro, es quien les habla. Tuve que ir en representación de todos los entrerrianos al CFI, cuando estuvimos discutiendo por cinco horas los dichosos pactos fiscales que firmó la Provincia con Nación. 

Y quien les habla, junto a todos los gobernadores peronistas del país, manifestamos lo que decía el Senador Francisco Morchio, de no dejar al Gobierno nacional sin su herramienta fundamental, el Presupuesto 2019. Y en esto coincidimos. Pero no me considero ningún golpista ni representado por nadie a nivel nacional, sí considero que represento a mi departamento y a mi Provincia.

En relación al déficit de la Caja de Jubilaciones, no sé si ustedes sabrán que hay trece provincias en el país que no transfirieron sus cajas. El Gobierno nacional pidió hacer los deberes a las Cajas de Jubilaciones y que pasemos on line información de los últimos cuarenta años. Gracias a Daniel Elías y a todo su equipo, después de muchos meses, se hicieron los deberes que Anses y Nación pidieron y como resultado, de las seis Cajas a nivel nacional que hicieron los deberes, Entre Ríos fue la primera provincia que dentro de las negociaciones del Pacto Fiscal logró que se hagan cargo del 55 por ciento del déficit de la Caja.

Y en esto, creo que como decía el Senador Giano, el Presupuesto es del Poder Ejecutivo. Y como por ahí yo no sé si soy del Legislativo o del Ejecutivo, dado que me ha tocado muchas veces estar dentro del Poder Ejecutivo, puedo decir que si este Presupuesto 2018 quedó atrás, es fruto y producto de que cuando votamos a fin de 2017 nadie pensaba que un dólar que estaba a 17,25 pesos, iba a terminar a un valor de 41 pesos. Es obvio que este Presupuesto 2018 quedó fuera de foco porque nadie pensaba esta realidad.

Y no obstante eso, el Gobernador Gustavo Bordet con muy buen olfato y tino técnico y político, como buen contador público, ha logrado paliar el déficit, el desfasaje que ha tenido Nación con respecto a la Provincia. Hemos logrado llevar adelante muchísimos proyectos que eran con fondos nacionales y hoy los estamos llevando a cabo con fondos provinciales. Prueba de ello es que teníamos un plan de hacer cinco mil viviendas anuales a través de la Nación y de golpe y porrazo bajaron las cortinas -como en la época de Alfonsín, que bajaron las cortinas a todas las fábricas- y hoy seguimos un plan de gobierno con el cien por ciento del Plan Casa Propia. Yo creo que esto es que todo tiene que ver con todo y todos estamos contra todos.

Sr. Presidente (Bahl): Tiene la palabra la Senadora por el Departamento Federal.

Sra. Senadora (Miranda): Señor Presidente es para pedir una moción que se culmine el debate y se pase a votación.

Sr. Presidente (Bahl): Se va a votar la moción formulada por la señora Senadora Miranda. Los que estén por la afirmativa, sírvanse indicarlo.

-Resulta afirmativa.

Sr. Presidente (Bahl): Se cierra el debate y pasamos a la votación.


En consecuencia, se va a votar en general, los que estén por la afirmativa, sírvanse indicarlo.

-Resulta aprobado.

Sr. Presidente (Bahl): Corresponde su consideración en particular. Se va a votar el artículo 1º; los que estén por la afirmativa, sírvanse indicarlo.

-Resulta aprobado, como también los artículos 2º al 4º.

-Al enunciarse el artículo 5, dice el:

Sr. Presidente (Bahl): Informo a los señores Senadores que según lo dispuesto por el artículo 122º inciso 25) de la Constitución Provincial, para la aprobación de los artículos 5º y 6º se requiere la mitad más uno de los miembros de la Cámara, o sea 10 votos, por lo que pasamos a votar. Los que estén por la afirmativa sírvanse indicarlo.

-Resulta aprobado el artículo 5º.

-El artículo 6º es rechazado.

Sr. Presidente (Bahl): El artículo 6º no logra la cantidad de diez votos.


Continuamos con la votación en particular.

-Se votan y aprueban los artículos 7º al 27º. El art. 28º es de forma.

Sr. Presidente (Bahl): Queda sancionado. Pasa al Poder Ejecutivo para su promulgación.

Tiene la palabra el Senador por el Departamento Victoria.

Sr. Senador (Ferrari): Señor Presidente, me parece que hay un error en el hecho de mandar el proyecto al Poder Ejecutivo para su promulgación.


Al no aprobarse el artículo 6º, debe devolverse este proyecto a la Cámara de Diputados.

Sr. Presidente (Bahl): Tiene la palabra el Senador por el Departamento Concordia.

Sr. Senador (Giano): Señor Presidente, es para solicitar un cuarto intermedio a fin de estudiar este tema.

Sr. Presidente (Bahl): Se va a votar la moción formulada por el señor Senador Giano. Los que estén por la afirmativa, sírvanse indicarlo.

-Resulta afirmativa.

-Eran las 15 y 25.

-Siendo las 20 y 20, y con la presencia de los señores Senadores Ballestena, Blanco, Bonato, Canali, Espinoza, Giano, Larrarte, Miranda, Olano y Torres, dice el:

Sr. Presidente (Bahl): Se reanuda la sesión.

Tiene la palabra el Senador por el Departamento Concordia.

Sr. Senador (Giano): Señor Presidente, para formular en virtud del artículo 104º del Reglamento de funcionamiento de la Honorable Cámara de Senadores, una moción de reconsideración del artículo 6º del proyecto de ley del Poder Ejecutivo, en revisión, por el que se fija el Presupuesto General de la Administración Pública para el ejercicio 2019.

Sr. Presidente (Bahl): Se va a votar la moción formulada por el señor Senador Giano. Se necesita un cuarto de los miembros presentes para su aprobación.

-Resulta afirmativa.

Sr. Presidente (Bahl): Tiene la palabra el Senador por el Departamento Concordia.

Sr. Senador (Giano): Señor Presidente, después de haber sido aprobada reglamentariamente la moción de reconsideración, voy a solicitar que este artículo 6º vuelva a ser votado en la presente sesión.

Sr. Presidente (Bahl): Se va a votar la aprobación de la reconsideración. Se necesita la mayoría absoluta de los miembros presentes para su aprobación. Los que estén por la afirmativa, sírvanse indicarlo.

-Resulta afirmativa.

Sr. Presidente (Bahl): Tiene la palabra el Senador por el Departamento Concordia.

Sr. Senador (Giano): Señor Presidente, a los efectos de cumplir con la Constitución Provincial, y con la cantidad de votos necesaria para aprobar este artículo que contiene la facultad para contraer empréstitos o que la Provincia pueda endeudarse, solicito que se vote este artículo 6º.

Sr. Presidente (Bahl): Se va a votar. Remarco que se necesitan, de acuerdo a la Constitución provincial, diez votos. A su vez, de conformidad al artículo 104º del Reglamento, para que prospere la sanción pretendida se necesitan dos terceras partes de los miembros presentes. Los que estén por la afirmativa, sírvanse indicarlo.

-Resulta aprobado por unanimidad.

Sr. Presidente (Bahl): Finalmente, resulta aprobado en general y en particular.

Queda sancionado. Pasa al Poder Ejecutivo para su promulgación.

7.2 – Ley procesal de Familia.
Consideración

Sr. Presidente (Bahl): Corresponde considerar el asunto número 2, expediente Nº 21.058.


Por Secretaría se dará lectura.

-Se lee:

Honorable Senado:


Vuestra Comisión de Legislación General, ha considerado, el Proyecto de Ley contenido en el expediente 21.058, venido en revisión, del que es autora la Diputada Romero, por el que se sanciona la Ley Procesal de Familia y, por las razones que dará su miembro informante, aconseja su aprobación con las modificaciones introducidas.

La H. Legislatura de la Provincia de Entre Ríos, sanciona con fuerza de

L E Y

Ley Procesal de Familia

Título I

Parte General

Capítulo I

Principios Generales

Artículo 1º: Principios procesales. El trámite en los procesos de familia, debe conducirse observando los siguientes principios:

1) Autoridad del Juez: los jueces tienen el deber de prevenir y sancionar todo apartamiento de la buena fe y lealtad procesal y de dirigir el proceso para asegurar su observancia;

2) Los procesos de familia deben tramitar ante jueces especialistas;

3) Oficiosidad: el tribunal tomará de oficio las medidas tendientes a evitar su paralización y adelantar su trámite con la mayor celeridad posible; 

4) Celeridad;

5) Oralidad con inmediación;

6) Concentración;

7) Saneamiento; 

8) Eventualidad;

9) Inmediación;

10) Acceso limitado al expediente: el acceso está limitado a las partes, sus representantes, letrados y a los auxiliares designados en el proceso. En caso de que las actuaciones sean ofrecidas como prueba ante otro juzgado, la remisión se ordena sólo si la finalidad de la petición lo justifica y se garantiza su reserva;

11) Flexibilidad de las formas: para evitar excesos rituales, el Juez puede adaptar las formas sin conculcar el debido proceso. El pedido y la causa de la petición pueden ser interpretados extensivamente;

12) Veracidad y colaboración procesal;

13) Preferencia por la solución consensuada de los conflictos;

14) Tutela judicial efectiva, que debe manifestarse en el acceso a la justicia, el debido proceso, la eficacia de institutos y procedimientos y la materialización oportuna de los derechos reconocidos.

Artículo 2º: Gratuidad para los procesos carentes de contenido económico y para el reclamo por alimentos, hallándose exceptuados de todo impuesto, tasa o anticipo de gastos. Sin perjuicio de lo anterior, en todos los procesos, quien alegue insuficiencia de bienes o ingresos suficientes para hacer frente a las costas o gastos del juicio sin comprometer el sostenimiento de vida digna para sí y su grupo familiar, deberá presentar declaración jurada de tal carencia de recursos por ante el funcionario que corresponda del organismo que tramite la causa respectiva, quien le informará sobre las consecuencias de la falsedad en que eventualmente incurriera al formular su solicitud.


Deberá acompañar informe expedido por el Registro Público del que surge su situación patrimonial respecto de bienes inmuebles, como así también informes del organismo recaudador provincial y del organismo de recaudación nacional, de los que surja su situación sobre impuestos inmobiliario, automotor y a las actividades lucrativas e ingresos o empleos en relación de dependencia. Dichos informes también podrán ser ordenados durante el trámite de la solicitud, en cuyo caso será de aplicación lo dispuesto en el artículo 386 del Código Procesal Civil y Comercial o norma que en el futuro lo reemplace.


La declaración que otorgue el beneficio instituido en el presente, eximirá al solicitante del pago de gastos y costas del proceso mientras persista la situación patrimonial acreditada.

Artículo 3º: Lenguaje. Las resoluciones judiciales deben redactarse mediante construcciones sintácticas sencillas, sin perjuicio de su rigor técnico.


Las notificaciones, requerimientos y demás actos procesales deben utilizar términos y estructuras gramaticales simples y comprensibles, que respondan a la situación particular de las partes.


Las expresiones o elementos intimidatorios deben evitarse, excepto que el uso de expresiones conminatorias sea necesario para comprender las consecuencias del incumplimiento.


Los tribunales deben facilitar los medios para superar cualquier impedimento de comprensión y, en especial, contar con servicios de traductor e intérprete para los procesos en que intervienen extranjeros, personas con discapacidad e integrantes de pueblos originarios.


Cuando tales actos estén destinados a personas menores edad o con capacidad restringida, tendrán que garantizarse los ajustes razonables que resulten precisos y, en el caso de las sentencias, si fuera útil, se incluirá un resumen en formato de lectura fácil.

Artículo 4º: Documentación electrónica de actuaciones. Siempre que el tribunal esté en condiciones físicas, materiales y económicas, todas las actuaciones judiciales deben ser documentadas en forma electrónica del modo más adecuado para garantizar su integridad y fidelidad.


Las partes pueden solicitar al despacho que se entregue una copia de esa documentación electrónica siempre que, a criterio del Juzgado, se asegure el equilibrio entre privacidad y defensa en juicio.

Artículo 5º: Uso de medios electrónicos para obtener información. En cualquier estado del proceso, a los fines de evitar demoras en la tramitación, el funcionario judicial interviniente puede obtener información necesaria para el proceso por los medios electrónicos disponibles y agregarla al expediente, sin necesidad de ponerla en conocimiento de las partes si no las afecta.

Artículo 6º: Principio del interés superior del niño. Derecho a ser oído. Personas con capacidad restringida. Todo tipo de decisión y medidas dictadas en procesos que involucre personas menores de edad, deberán estar guiadas por el principio del interés superior del niño, optando siempre por la situación que mejor asegure la máxima vigencia y satisfacción simultánea de todos sus derechos.


Correlativamente, todo niño, niña y adolescente, tienen derecho a ser oídos y que sus opiniones sean tenidas en cuenta al momento de arribarse a una decisión judicial que los afecte. Tales derechos y garantías también deben asegurarse a las personas con capacidad restringida.- El Superior Tribunal de Justicia mediante reglamentará, de considerarlo necesario y mediante acordada, aspectos esenciales a cumplimentar durante las audiencias en las que ejerzan este derecho los niños, niñas y adolescentes para garantizar su participación en condiciones adecuadas, que se respetarán en todas las diligencias previstas en éste código.

Capítulo II

Competencia

Artículo 7º: Competencia. La Justicia de Familia tiene competencia exclusiva para conocer en las materias que le atribuye la presente ley, con sujeción a las reglas generales y especiales previstas en la legislación procesal de aplicación supletoria;

Artículo 8º: Competencia por la materia de los Juzgados de Familia. Los jueces de Familia tienen competencia en las siguientes materias:

1) Cuestiones derivadas del matrimonio, excepto en la etapa de liquidación del régimen patrimonial si se ha declarado el concurso o la quiebra de uno de los cónyuges;

2) Cuestiones derivadas de las uniones convivenciales;

3) Autorización para contraer matrimonio y dispensa judicial;

4) Cuestiones derivadas del parentesco;

5) Cuestiones derivadas de la filiación, referidas a la adopción y pretensiones originadas en la utilización de técnicas de reproducción humana asistida;

6) Cuestiones derivadas de la responsabilidad parental;

7) Cuestiones sobre el ejercicio de los deberes y derechos de los progenitores afines;

8) Intervenciones judiciales derivadas del sistema de protección integral de derechos de niños, niñas y adolescentes;

9) Tutela;

10) Violencia familiar y contra la mujer en el ámbito doméstico;

11) Pretensiones resarcitorias y preventivas de daños derivadas de las relaciones de familia;

12) Procesos de restricción a la capacidad, incapacidad e inhabilitación, acciones derivadas de esos sistemas de protección, y control de legalidad de las internaciones motivadas en la Ley de Salud Mental;

13) Cuestiones derivadas de las inscripciones en el Registro del Estado Civil y Capacidad de las Personas;

14) Cuestiones vinculadas con las directivas médicas anticipadas;

15) Cuestiones que se susciten sobre disponibilidad del cuerpo o alguno de sus órganos, aún con posterioridad al deceso de la persona;

16) Acciones por restitución internacional de personas menores de edad y demás cuestiones de derecho internacional privado en las relaciones de familia;

17) Exequátur, relacionado con la competencia del Juzgado;

18) Medidas preparatorias, cautelares y urgentes en protección de personas en estado de vulnerabilidad;

19) Acciones por violación de derechos de incidencia colectiva relativos a niños, niñas y adolescentes;

20) Cualquier cuestión conexa o accesoria de las enumeradas en los incisos anteriores, con excepción de las atinentes al derecho sucesorio.

Artículo 9º: Competencia de los Juzgados de Paz en asuntos de familia y en Tutelas de Protección por violencia familiar o contra la mujer en el ámbito doméstico. En las localidades donde no se cuente con Juzgados de Familia, resulta competente el Juez de Paz más próximo a la residencia de la o las víctimas, para entender en Tutelas de Protección por violencia familiar o contra la mujer en el ámbito doméstico reguladas en esta ley.


Es asimismo competente, para adoptar las Medidas Autosatisfactivas vinculadas a procesos urgentes de familia, o de tutela anticipada urgente, conforme las disposiciones del Capítulo IX del presente Título de esta ley, debiendo tratarse de situaciones donde el derecho del solicitante resulte evidente y la tutela no pueda admitir demoras.

Artículo 10º: Competencia territorial. Carácter. Reglas. La competencia territorial atribuida a los jueces de familia es improrrogable. Se aplican las reglas de competencia territorial establecidas en el Código Civil y Comercial.

Artículo 11º: Continuidad de la competencia. Cambio del centro de vida. El juez que ha entendido en el juicio de divorcio, en el cese de la unión o cuestiones relativas al ejercicio de la responsabilidad parental, debe seguir interviniendo en los demás procesos conexos o que deriven del mismo conflicto, excepto que se verifique la efectiva modificación del centro de vida de niños, niñas o adolescentes del grupo y la discusión se refiera a ellos. En este último caso, la constatación merece una interpretación estricta, en cuanto a la legalidad del cambio y los componentes fácticos que lo definan.

Artículo 12º: Centro de vida. A los efectos de la determinación de la competencia, la expresión centro de vida se interpretará de manera armónica con la definición de “residencia habitual” de la niña, niño o adolescente contenida en los tratados internacionales ratificados por la República Argentina en materia de sustracción y restitución internacional de personas menores de edad, al momento de trabarse la litis.

Capítulo III

Sujetos Procesales

Artículo 13º: Juez. Son deberes y facultades del juez:

1) Resolver las causas dentro de los plazos fijados;

2) Incentivar la resolución consensuada del proceso mediante el asesoramiento necesario, dentro de un diálogo constructivo y no adversarial;

3) Aplicar la normativa procesal regulada en esta ley de manera proactiva, a fin de lograr la solución más justa y eficaz al conflicto que se le presenta;

4) Excepcionalmente, admitir pretensiones o disponer prestaciones relacionadas con el objeto de la pretensión y la causa de la petición, que no fueron inicialmente formuladas, siempre que los hechos que las originen se encuentren probados y que durante su incorporación al proceso haya mediado oportunidad de defensa;

5) Dictar medidas de protección para evitar todo perjuicio a los derechos de las personas en situación de vulnerabilidad;

6) Asumir una actitud dinámica y responsable, no inquisidora ni espectadora, utilizando razonablemente los instrumentos jurídicos procesales que se regulan;

7) Conducir el proceso velando por la igualdad real de las partes y la garantía de la defensa;

8) Prevenir y sancionar todo acto contrario a los deberes de lealtad, probidad y buena fe;

9) Sancionar el fraude procesal;

10) Integrar las normas procesales en los casos en los que se carece de una regulación expresa a fin de tratar adecuadamente el conflicto;

11) Recurrir al equipo técnico interdisciplinario a fin de ampliar el conocimiento sobre el conflicto planteado;

12) Disponer oficiosamente medidas de saneamiento para evitar la indefensión de las partes o subsanar nulidades;

13) Informar a los intervinientes en el proceso la finalidad de los actos procesales y los derechos y deberes que tienen dentro del proceso;

14) Dirigirse a las partes, sus abogados y demás intervinientes con respeto y mediante la utilización de un lenguaje claro y sencillo;

15) Escuchar de manera directa a los niños, niñas y adolescentes involucrados, valorándose su opinión según su edad y grado de madurez;

16) Escuchar de manera directa a las personas con capacidad restringida y valorar su opinión conforme su posibilidad de comprensión del tema a decidir;

17) Mantener relación directa con las personas incapaces;

18) Motivar las providencias simples denegatorias y toda sentencia definitiva e interlocutoria, de conformidad con las normas vigentes y en correspondencia con las alegaciones y pruebas arrimadas en el proceso;

19) Ejercer sus deberes y facultades en materia probatoria, especialmente, al decidir la admisión o no de elementos de prueba presentados por las partes e intervinientes, y disponer de oficio la utilización de otros medios eficaces;

20) Ordenar la realización de estudios y dictámenes y solicitar la colaboración de organismos e instituciones especializadas para procurar una solución integral y efectiva de los conflictos de familia;

21) Actualizar los conocimientos sobre la problemática del derecho de familia, infancia y adolescencia mediante la capacitación necesaria y continua;

22) Interpretar y juzgar con perspectiva de género;

23) Procurar el cumplimiento de las decisiones judiciales, y disponer cuando existieran personas merecedoras de especial tutela, medidas de salvaguarda y el seguimiento del caso.

Artículo 14º: Secretario. Deberes y facultades. Además de los deberes impuestos por la Ley Orgánica del Poder Judicial, por el Código Procesal Civil y Comercial y por otras disposiciones de esta norma, el secretario tiene las siguientes obligaciones:

1) Instrumentar todo acto de comunicación del organismo, sin perjuicio de las facultades con las que cuentan los abogados, de los convenios sobre comunicaciones entre magistrados de distintas jurisdicciones o entre magistrados y las distintas dependencias que intervengan en los expedientes y de lo que se establezca reglamentariamente respecto de la notificación electrónica;

2) Extender certificados y copias certificadas de actas;

3) Conferir vistas y traslados;

4) Firmar, sin perjuicio de las facultades que se confieren a otros funcionarios judiciales, las providencias de mero trámite. En la etapa probatoria pueden firmar todas las providencias simples que no impliquen pronunciarse sobre la admisibilidad o caducidad de la prueba;

5) Actualizar de modo constante su especialidad en los temas comprendidos en la competencia de los Juzgados de Familia y en organización y gestión judicial.

Artículo 15º: Equipo Técnico Interdisciplinario. Integración. El Equipo Técnico Interdisciplinario del Poder Judicial que se encuentre afectado a prestar servicio a los Juzgados de Familia, debe estar integrado por profesionales de la psicología, psiquiatría, del trabajo social, medicina u otro, en el número necesario de acuerdo a la jurisdicción, conforme lo evalúe el Superior Tribunal de Justicia.

Artículo 16º: Requisitos para integrar el Equipo Interdisciplinario. Quienes integren los Equipos Interdisciplinarios deben poseer título habilitante en la disciplina de que se trate; haber ejercido la profesión ininterrumpidamente durante los últimos tres (3) años anteriores al de su designación, como mínimo y poseer especial formación en la temática de familia y perspectiva de género; rendir el concurso de idoneidad que prevea el Superior Tribunal de Justicia conforme reglamentación vigente acordada por el mismo.

Artículo 17º: Funciones. Son deberes y facultades de quienes integran el Equipo Técnico Interdisciplinario:

1) Intervenir en los procesos judiciales en los que se les solicite;

2) Asesorar al Juez en las materias relacionadas con su especialidad;

3) Elaborar informes a solicitud de la Magistratura de Familia, para la resolución del conflicto;

4) Prestar contención emocional en casos de urgencia en los procesos que intervenga;

5) Colaborar en las diferentes estrategias dispuestas en el proceso para la resolución de los conflictos;

6) Analizar situaciones complejas, abordando a través de diferentes disciplinas la comprensión integral de los distintos aspectos que operan en una situación problema judicializada;

7) Intervenir en situaciones que involucran a personas en situación de vulnerabilidad;

8) Abarcar la asistencia del caso desde su especialidad, con un enfoque interdisciplinario, inclusivo de la perspectiva especializada de todas las profesiones con las que se efectúa la intervención;

9) Coordinar sus actividades con el resto de los profesionales con los que deban realizar la tarea;

10) Proporcionar una escucha activa y utilizar un lenguaje claro y sencillo, adecuado a las personas asistidas;

11) Realizar las intervenciones profesionales desde la perspectiva de género.

Artículo 18º: Asignación de causas. Los Equipos Técnicos Interdisciplinarios del Poder Judicial intervienen en los diversos Juzgados de Familia conforme la Jurisdicción territorial que determine el Superior Tribunal de Justicia.


Mediante sorteo a los profesionales, conforme a la disciplina que para el caso se requiera, les serán asignadas las causas en las que deban intervenir conforme al Reglamento de Funcionamiento de Equipos Técnicos Interdisciplinarios que fije el Superior Tribunal de Justicia.


El Equipo Técnico Interdisciplinario actuará prioritariamente en procesos de Familia, su intervención en colaboración con otros Fueros será excepcional a efectos de garantizar el acceso a justicia.


La realización de pericias por parte del Equipo Técnico Interdisciplinario sólo será procedente en casos en que no existiere lista de peritos para la disciplina requerida en la Jurisdicción o cuando quienes integren la lista no puedan aceptar la designación efectuada conforme a la legislación vigente.

Artículo 19º: Participación de la persona menor de edad en el proceso. La participación de los niños, niñas y adolescentes en juicio, se rige por las siguientes reglas generales:

1) En principio la representación en el proceso de las personas menores de edad es ejercida por sus representantes legales;

2) Excepcionalmente, pueden participar de modo autónomo si se presentan situaciones de conflicto de intereses con sus representantes legales o el menor de edad pide participar. En estos casos el juez de oficio debe definir si le asigna participación autónoma directa o indirecta: 

a) La actuación será autónoma directa y comparecerá con la asistencia técnica de un letrado especialista, si la persona menor de edad cuenta con capacidad procesal. Esta condición se relaciona con la suficiente madurez para llevar a cabo el acto, y se presume que se cuenta con la misma -salvo prueba en contrario- una vez cumplidos los trece (13) años de edad. 

b) En cambio, la actuación debe ser autónoma indirecta a través de un Tutor Especial que lo represente, si la persona menor de edad no cuenta con capacidad procesal;

3) La presunción de capacidad procesal a los trece años, puede desplazarse si el juez con la asistencia del Equipo Técnico Interdisciplinario, concluye que el niño o niña a pesar de no contar con esa edad, sí goza de autonomía y madurez suficiente o en sentido inverso, verifica que a pesar de tener trece años cumplidos, carece de tales aptitudes. A su vez, dicha presunción deja a salvo disposiciones especiales establecidas por el Código Civil y Comercial; 

4) Cuando el litigio se vincula a bienes o créditos de las personas menores de edad, pueden estar en juicio representándolos sus progenitores o tutores, pero si se trata de adolescentes, se presume que cuentan con edad y madurez suficiente para actuar en el proceso conjuntamente con aquellos representantes o de manera autónoma con asistencia letrada, sin previa autorización judicial. Además, bajo esa misma condición, pueden reclamarles a los representantes por sus propios intereses sin previa autorización judicial.

Artículo 20º: Tutores Especiales y Abogados especialistas. Los Juzgados de Familia contarán con un listado de Tutores Especiales y Abogados Especialistas para los asuntos que requieran la intervención de los mismos, en representación o asistencia técnica -según el caso- de niños, niñas y adolescentes, como asimismo de personas víctimas de violencia familiar o contra la mujer en el ámbito doméstico.


El Superior Tribunal de Justicia reglamentará, para su funcionamiento y concreción, el Cuerpo de Tutores Especiales y Abogados Especialistas para el Fuero de Familia de la Provincia de Entre Ríos, que se crea a los efectos de la presente ley.


Para el patrocinio de personas beneficiarias de un proceso de restricción a la capacidad, como asimismo en los procesos de internaciones involuntarias, intervendrán los profesionales de la Unidad de letrados en procesos de salud mental, en el ámbito del Ministerio Público de la Defensa quienes tendrán como función garantizar la asistencia jurídica a las personas internadas involuntariamente como consecuencia de su padecimiento mental así como a las personas que se encuentran en proceso de restricción de su capacidad.

Artículo 21º: Ministerio Público de la Defensa. El Ministerio Público de la Defensa, tiene la intervención conforme a las funciones que la Ley Orgánica del Ministerio Público de la Provincia de Entre Ríos y las de la presente ley.


Asimismo, en todo proceso que involucre personas menores de edad o con capacidad restringida, la actuación del Ministerio Público de la Defensa es accesoria o principal conforme a lo previsto en el artículo 103 del Código Civil y Comercial.

Capítulo IV

Mediación Prejudicial Obligatoria

Artículo 22º: Ámbito de aplicación. Objeto. Previo a todo proceso de familia, salvos excepciones expresas, se deberá acreditar el cumplimiento de la mediación prejudicial obligatoria. La misma deberá ser cumplida ante mediadores abogados, registrados ante el Centro de Resolución de Conflictos del Superior Tribunal de Justicia. Quedan exceptuados del cumplimiento de esta etapa, los asuntos cautelares y urgentes que no admiten demora y los expresamente excluidos por su naturaleza.


La etapa previa consiste en que las partes, deberán procurar la solución extrajudicialmente, a cuyo fin se convoca obligatoriamente al procedimiento de mediación, que se regirá por las disposiciones del Código Procesal Civil y Comercial y el Reglamento de Mediación.


Las partes quedarán exentas de este trámite si acreditaren que previo al inicio de la causa, existió mediación privada ante mediador registrado en el Superior Tribunal de Justicia.

Artículo 23º: Designación. Conclusión de la mediación. La designación del mediador podrá ser por sorteo, cuando el reclamante formalice su requerimiento en forma oficial ante la mesa de entrada que corresponda o por elección, cuando privadamente lo designen las partes o a proposición de parte reclamante.


Si se arribare a un acuerdo y estuvieran involucrados intereses de personas menores de edad o con capacidad restringida, cualquiera de las partes presentará en forma inmediata lo actuado ante el juez competente, a fin de homologar lo pactado, previa vista al Ministerio Público.


Si la mediación hubiere fracasado, deberá acompañarse al escrito de demanda que impulse el proceso, la constancia del acta final que concluye la etapa pre judicial obligatoria.

Capítulo V

Reglas Especiales para las Notificaciones

Artículo 24º: Regla general. Rige el principio general de la notificación automática los días de nota.

Artículo 25º: Notificación a las partes. Las notificaciones a las partes que deban serlo personalmente o por cédula se cursan en el domicilio constituido, incluso las que comunican audiencias, excepto la citación para la etapa previa y el traslado de la demanda cuando no se cuente con aquél, o expresa disposición en contrario de esta ley o del Juez.


La citación a la etapa judicial intermedia y eventualmente el traslado de la demanda debe efectuarse en el domicilio real del convocado, pudiendo concretarse a su vez el acto en su domicilio laboral o comercial.

Artículo 26º: Otros medios de notificaciones. Autorízase la utilización de comunicaciones electrónicas y domicilios electrónicos constituidos en todos los procesos judiciales de familia regulados en la presente norma, con idéntica eficacia jurídica y valor probatorio que sus equivalentes convencionales, coexistiendo el sistema de Notificaciones y Presentaciones Electrónicas con el sistema de presentaciones en formato papel, hasta la implementación en toda la provincia de las notificaciones electrónicas de forma obligatoria.

Artículo 27º: Implementación. El Superior Tribunal de Justicia reglamentará su utilización y dispondrá su gradual implementación.

Capítulo VI

Legajo de Familia

Artículo 28º: Formación de un Legajo único familiar. Iniciado un proceso el Juez competente ordenará la conformación de un legajo único familiar, el cual constará de todos los antecedentes documentales y/o de cualquier otro carácter o naturaleza que sean presentados y que se produzcan en la causa judicial, vinculados a un mismo grupo familiar. Si iniciado un proceso el Juez constata que respecto a las personas intervinientes ya existe un legajo único familiar dispondrá la acumulación de nuevos documentos al mismo y no se exigirá copia alguna de la documental ya obrante en el Legajo único.

Artículo 29º: Valor probatorio. Los documentos del Legajo único familiar servirán como prueba en los procesos conexos o que deriven del mismo conflicto, o que tengan a las personas que allí consten como partes en causas judiciales que se tramiten en los Juzgados de Familia.

Artículo 30º: Unicidad. El Legajo único familiar será común por jurisdicción territorial del Fuero de Familia de la Provincia de Entre Ríos, debiendo contar con un respaldo digital.


El Superior Tribunal de Justicia reglamentará la forma de almacenamiento de los legajos, los que se guardarán bajo la modalidad de expedientes en custodia, para lo cual se asignará un lugar específico.

Artículo 31º: Pedido en remisión. Los Jueces y los mediadores de Familia, de oficio o a pedido de parte, pueden solicitar la remisión del archivo digital o copia del legajo familiar si las circunstancias de la causa lo ameritan.

Capítulo VII

Incidentes

Artículo 32º: Trámite. Promovido un incidente, el Juez puede, dependiendo de la índole de la discusión, disponer que se remita al mediador designado para el cumplimiento de la etapa previa, sustanciarlo o, si fuera manifiestamente improcedente, rechazarlo sin más trámite. La resolución será apelable en ese último supuesto con efecto devolutivo.


Si la cuestión a criterio del Juez pudiera ser dirimida en una sola audiencia, en la primera providencia la fijará en un plazo máximo de diez (10) días hábiles. En ese caso, al notificar de la audiencia al incidentado, le dará a conocer los términos de la pretensión, anunciándole que las partes expondrán en la audiencia, sobre sus respectivas posiciones en forma oral, brindando sus fundamentos y ejerciendo su defensa. Al cabo del acto se dictará oralmente la sentencia, la que asimismo quedará notificada.

Capítulo VIII

Diligencias Preliminares

Artículo 33º: Aplicación a todos los procesos. En todo proceso puede realizarse una etapa preliminar, con el objeto de:

1) Determinar o completar la legitimación activa o pasiva de las partes en el futuro proceso;

2) Obtener elementos necesarios para el proceso, tales como documentos, estados contables y otros similares;

3) Anticipar el diligenciamiento de prueba de difícil o imposible producción en la etapa probatoria.

Artículo 34º: Requisitos. La parte que solicita una diligencia preliminar debe denunciar el nombre y domicilio de la futura parte contraria, el objeto del juicio y la finalidad concreta de la medida.


El Juez califica la medida y dispone o rechaza su diligenciamiento. La resolución es apelable sólo en caso de rechazo.

Artículo 35º: Medidas preparatorias. Enumeración. Quien pretenda demandar, o quien con fundamento prevea que será demandado, puede solicitar que:

1) La persona contra quien se proponga dirigir la demanda preste declaración jurada, por escrito y dentro del plazo que fije el Juez, sobre algún hecho relativo a su personalidad, sin cuya comprobación no pueda integrarse válidamente la relación procesal;

2) Se dispongan las medidas tendientes a individualizar la existencia de bienes o derechos de los que los cónyuges fuesen titulares;

3) Se nombre tutor o curador especial, si el juicio lo exige;

4) Se exhiba la cosa mueble que haya de pedirse, sin perjuicio de su depósito o de la medida precautoria que corresponda;

5) El eventual demandado que debe ausentarse del país, constituya domicilio dentro de los cinco días de notificado, bajo apercibimiento de tenerlo por constituido en los estrados del juzgado;

6) Se cite para el reconocimiento de la obligación de rendir cuentas. Esta enunciación no es taxativa, pudiendo solicitarse y disponerse la medida preparatoria que se estime necesaria e idónea para la eficaz tramitación del proceso.

Estas medidas proceden también para preparar el proceso cautelar, en lo que sea aplicable.

Artículo 36º: Trámite de la declaración jurada. En el caso del inciso 1) del artículo anterior, la providencia se notifica por cédula con entrega del interrogatorio. Si el requerido no responde dentro del plazo, se tienen por ciertos los hechos consignados en forma asertiva, sin perjuicio de la prueba en contrario que pueda producirse una vez iniciado el juicio.

Artículo 37º: Trámite de la exhibición de cosas e instrumentos. La exhibición o presentación de cosas o instrumentos se debe realizar en el tiempo, modo y lugar que determine el Juez, atendiendo a las circunstancias.


Cuando el requerido no los tenga en su poder debe indicar, si lo conoce, el lugar en que se encuentran y quién los tiene.

Artículo 38º: Prueba anticipada. Procedencia. Los que sean o vayan a ser parte en un proceso de conocimiento y tengan motivos justificados para temer que la producción de sus pruebas resulte imposible o muy dificultosa en el período probatorio, pueden solicitar que se produzcan anticipadamente las siguientes:

1) Declaración de algún testigo de muy avanzada edad, o que esté gravemente enfermo o próximo a ausentarse del país;

2) Reconocimiento judicial o dictamen pericial para hacer constar la existencia de documentos, o el estado, calidad o condición de cosas o de lugares;

3) Pedido de informes;

4) La exhibición, resguardo o secuestro de documentos concernientes al objeto de la pretensión.

La declaración de parte puede pedirse únicamente en un proceso ya iniciado.

Artículo 39º: Trámite de la prueba. El diligenciamiento se hace en la forma establecida para cada clase de prueba. Debe citarse a la contraria, excepto cuando la citación pueda frustrar la finalidad y eficacia de la medida. En tal caso, una vez diligenciada, debe notificarse a la contraparte si no ha tomado conocimiento al tiempo de su realización.


Cuando es citada, la parte contraria puede ejercer todos los actos inherentes al contralor de la producción de la prueba de que se trate. Si presenta contraprueba, ésta se diligencia en la etapa oportuna.

Artículo 40º: Producción de prueba anticipada después de trabada la litis. Después de trabada la litis, la producción anticipada de prueba también procede cuando se configuran razones de urgencia en el proceso y sin perjuicio de las medidas que pueda ordenar oficiosamente el Juez.

Artículo 41º: Responsabilidad por incumplimiento de diligencias preliminares. Regla general. Cuando el interpelado no cumpla la orden del Juez en el plazo fijado, o brinde informaciones falsas o que puedan inducir a error o destruya u oculte los instrumentos o cosas cuya exhibición o presentación se le haya requerido, corresponde aplicar una multa, sin perjuicio de las demás responsabilidades en que incurra.


La orden de exhibición o presentación de instrumento o cosa mueble que no sea cumplida en el plazo fijado, se debe efectivizar mediante secuestro y allanamiento de lugares, en caso necesario.


Cuando la diligencia consiste en la citación para el reconocimiento de la obligación de rendir cuentas y el citado no comparece, procede tener por admitida dicha obligación y el juicio debe continuar por el trámite de los incidentes. Según corresponda, por la naturaleza de la medida preparatoria y la conducta observada por el requerido, los jueces y tribunales pueden imponer sanciones conminatorias.

Capítulo IX

Tutelas Preventivas y de Urgencia

Artículo 42º: Medidas cautelares. Además de las Medidas Cautelares del Código Procesal Civil y Comercial, las partes pueden peticionar las medidas provisionales reguladas en esta ley.

Artículo 43º: Tutela Anticipada de Urgencia. Al iniciar el juicio, o en cualquier estado del mismo, las partes pueden solicitar el anticipo de tutela con la satisfacción inmediata total o parcial de la pretensión contenida en la demanda, cuando de la insatisfacción pueda derivarse un perjuicio irreparable. Al efecto el peticionante deberá exhibir además de esa posibilidad, que su posición cuenta con una fuerte probabilidad capaz de generar en el examen judicial provisorio, una convicción suficiente de que el derecho invocado existe.


En principio, no se exigirá contracautela, bastando la caución juratoria de la parte peticionante; pero puede el Juez solicitar la brinde quien la pide o terceros, si resultara razonable en función de la índole de la medida pedida.

Artículo 44º: Trámite y resolución. Previo a decidir, el Juez podrá sustanciar la solicitud de tutela anticipada de urgencia, según fueren las circunstancias del caso, mediante un traslado o la fijación de una pronta audiencia y resolverá motivando de modo suficiente su juicio provisional. Si correspondiera, otorgará intervención al Ministerio Público.

Artículo 45º: Recursos. La decisión que admita o rechace las medidas cautelares, provisionales o la tutela anticipada de urgencia, es susceptible de recurso de reposición con apelación en subsidio.

Artículo 46º: Proceso Urgente. Adaptación del proceso. Potestades judiciales. En casos de extrema urgencia, si es necesario para salvaguardar derechos fundamentales de las personas, el Juez puede resolver la pretensión del peticionario acortando los plazos previstos para el proceso y disponiendo las medidas autosatisfactivas que juzgue necesarias para una tutela real y efectiva.


Excepcionalmente, cuando existe prueba fehaciente y evidencia del derecho invocado, puede resolverse sin sustanciación.

Artículo 47º: Procedencia. El derecho del solicitante debe resultar evidente y la tutela no admitir demora ante la posibilidad real de que se consume un daño irreparable si no fuere otorgada.

Artículo 48º: Presupuestos. Para la procedencia del proceso urgente de satisfacción inmediata deben cumplirse los siguientes presupuestos:

1) Existencia de la necesidad de satisfacer una obligación incondicionada impuesta por ley o de hacer cesar de inmediato conductas o vías de hecho, producidas o inminentes, contrarias a derecho según la legislación de fondo;

2) Petición limitada a obtener una solución de urgencia no cautelar, que no involucre la declaración judicial de derechos conexos o afines, y que la protección de su interés jurídico no requiera de la ulterior promoción de un proceso de conocimiento.

Artículo 49º: Trámite. Excepcionalmente, el juez puede admitir el trámite del presente proceso urgente, cumplidos los siguientes actos:

1) El peticionante debe prestar garantía suficiente, de conformidad con las particularidades del caso;

2) La contraparte debe ser oída por el juez, en una breve sustanciación, aplicando en lo pertinente las normas sobre incidentes o citando a una audiencia. Si el derecho es evidente o la urgencia es extrema, puede ordenar la medida de modo inmediato, posponiendo la sustanciación para cuando lo ordenado se haya cumplido.

En todos los casos la resolución debe ser notificada personalmente o por cédula. Si no ha mediado traslado previo, con la notificación de la resolución se cita a la contraria a ejercer su derecho de defensa, haciéndole saber que debe cumplir la medida ordenada aunque formule oposición a la pretensión.

Artículo 50º: Oposición. El legitimado que se haya opuesto a la pretensión urgente, puede impugnar la resolución, mediante recurso de apelación sin efecto suspensivo, que tramita por las normas del presente.

Capítulo X

Reglas de Prueba

Artículo 51º: Principios procesales en materia probatoria. Rigen en los procesos de familia los principios de libertad, amplitud y flexibilidad en materia probatoria.

Artículo 52º: Medios de prueba. La prueba debe producirse por los medios previstos por la ley y por los que el juez disponga, a pedido de parte o de oficio.


Los medios de prueba no previstos se diligencian aplicando por analogía las disposiciones de los que sean semejantes o, en su defecto, en la forma que establezca el Juez.

Artículo 53º: Principio de colaboración. Las partes tienen el deber de prestar colaboración para la efectiva y adecuada producción de la prueba. Cualquier incumplimiento injustificado de este deber genera una presunción en su contra, sin perjuicio de lo previsto respecto de cada medio probatorio. El deber de colaboración alcanza a los terceros y su incumplimiento tiene las consecuencias previstas en cada caso.

Artículo 54º: Falta de prueba. Ante la falta de prueba, el Juez tendrá en cuenta las siguientes reglas: 

1) La carga de la prueba recae, finalmente, en quién está en mejores condiciones de probar;

2) La disponibilidad y facilidad probatoria de cada una de las partes y la actividad desplegada en relación a ello;

3) Que incumbía probar a la parte que afirmó la existencia del hecho controvertido si estaba en mejores condiciones de probarlo.

Artículo 55º: Facultades judiciales. El Juez puede disponer de oficio, en cualquier etapa del proceso, diligencias tendientes a conocer la verdad de los hechos, respetando el derecho de defensa de las partes. Las medidas para mejor proveer son inapelables.


Por decisión fundada, de oficio o a pedido de parte, puede desestimar la prueba inadmisible, impertinente, manifiestamente innecesaria o inconducente.

Artículo 56º: Prueba trasladada. Las pruebas producidas en un proceso tienen valor probatorio en otro cuando la parte contra quien se hacen valer ha tenido oportunidad de audiencia y contralor de su producción en el juicio en que se practicaron.


Al dictar resolución, tiene el deber de analizar las constancias de los procesos conexos en trámite o concluidos entre las mismas partes.

Artículo 57º: Constancias de expedientes judiciales. Cuando se ofrecen como prueba expedientes judiciales en trámite, puede agregarse copia certificada de las piezas pertinentes o del sistema informático, sin perjuicio de la facultad del Juez de requerir la remisión de las actuaciones originales en oportunidad de encontrarse el expediente en estado de dictar sentencia si lo considerara necesario.

Artículo 58º: Prueba a producir en el extranjero. Al ofrecer prueba que debe producirse fuera de la República, debe indicarse a qué hechos controvertidos se vinculan y los demás elementos de juicio que permitan establecer si son esenciales, o no.

Artículo 59º: Prueba de Informes acompañada con los escritos postulatorios. Además de la facultad de peticionar el libramiento de oficios para la prueba de informes, las partes pueden acompañar con sus escritos de demanda y contestación, informes elaborados por oficinas públicas, escribanos con registro y entidades privadas, los cuales deberán versar sobre hechos concretos, claramente individualizados, relacionados con la controversia. Procederán únicamente respecto de actos o hechos que resulten de la documentación, archivo o registros contables del informante.


Podrán presentarse asimismo expedientes, testimonios o certificados relacionados con el juicio, que sean requeridos por los letrados en representación de las partes, a las oficinas públicas conforme a esta modalidad de la prueba informativa.


Dentro de los tres (3) días siguientes a tomar conocimiento de esta prueba, la otra parte puede pedir, directamente o solicitando libramiento de oficio, la ampliación de los informes o impugnarlos fundadamente de falsedad, en cuyo caso, el Juez requerirá la inmediata exhibición de los asientos contables o de los documentos y antecedentes en que se fundare la contestación.

Artículo 60º: Prueba Pericial acompañada con los escritos postulatorios. Además de la facultad de peticionar el nombramiento de perito de lista o que el Juez disponga la intervención pericial del equipo multidisciplinario del Juzgado, las partes pueden acompañar con sus escritos de demanda y contestación, pericias elaboradas por profesionales especialistas en la materia, matriculados en sus Colegios Profesionales respectivos. En este caso, el auxiliar, antes de contestar los puntos de pericia que la parte solicita, expresará en su informe que jura formalmente desempeñar el fiel desempeño de la tarea pericial y declarará conocer las consecuencias penales previstas en el Código Penal por su accionar.


En este supuesto, la parte contraria a la que presentó la pericia bajo esta modalidad, puede dentro de los tres (3) días de tomado conocimiento de la misma, presentar sus propios puntos de pericia para que el perito se expida, o brinde explicaciones en la audiencia de vista de causa, lo que el Juez ordenará según el caso.


El dictamen al que se refiere este artículo, podrá asimismo ser elaborado a por academias e instituciones culturales y científicas que se ocupen del estudio de las materias correspondientes al objeto de la pericia. También podrán emitir dictamen sobre cuestiones específicas las personas jurídicas legalmente habilitadas para ello. En estos casos, el responsable de tales organizaciones que suscriba el informe, será quien de ser requerido, deba comparecer a la audiencia de vista de causa.

Artículo 61º: Prueba Testimonial. Los parientes y allegados a las partes pueden ser ofrecidos como testigos, y en el caso de las personas menores de edad, a partir de los trece (13) años de edad.


El Juez podrá relevar de la declaración al testigo menor de edad o al pariente de alguna de las partes, si con ello se privilegiaran los vínculos afectivos y la salud emocional del niño, conforme su interés superior. Para eximirse de declarar, el pariente o persona menor de edad, debe comparecer ante el Juez de la causa en cualquier momento desde que se le notifique la convocatoria y hasta el momento mismo de comenzar la declaración, para brindarle sus motivos en forma oral y directa. No se dejará constancia de las razones que el interesado exprese, y el Juez resolverá de inmediato rechazando o admitiendo la solicitud, decisión que resultará inapelable.

Artículo 62º: Recaudos para la producción probatoria tempestiva. El Juez y las partes, adoptarán los recaudos necesarios para que la producción de la prueba se agote en la audiencia de vista de prueba y alegatos, a ese fin:

1) Si las partes fueran a valerse de prueba testimonial, tendrán que indicar en sus escritos postulatorios de modo expreso si requieren la citación judicial;

2) En la prueba de informes que no sea acompañada con la demanda, se hará saber al oficiado que deberá responder antes de la fecha de la audiencia que a tal fin se especificará;

3) Al ordenar la prueba pericial, el Juez fijará la fecha de presentación del informe con la antelación suficiente como para que las partes tomen conocimiento de su resultado, y puedan en su caso solicitar la comparecencia del perito a la audiencia para que brinde sus explicaciones. Podrá asimismo ordenar la prueba previendo que el perito se expida en forma oral en la audiencia de pruebas y alegatos, y que en el mismo acto, las partes puedan pedir aclaraciones e impugnar;

4) La citación de testigos, peritos, funcionarios y otros auxiliares, dejará constancia, que de no concurrir los mismos a la audiencia sin causa justificada, de considerarlo necesario, el Juez podrá disponer la conducción inmediata de los mismos por la fuerza pública.

Artículo 63º: Audiencia por videoconferencia. El Juzgado podrá disponer que la declaración testimonial, la declaración de parte, dictámenes o explicaciones de peritos o prueba de otro tipo, se celebre mediante videoconferencia si las personas tuvieran su domicilio fuera del lugar del asiento del tribunal.

Artículo 64º: Inapelabilidad de las decisiones sobre prueba. Las resoluciones sobre producción, denegación y diligenciamiento de la prueba son inapelables, sin perjuicio del replanteo ante la Cámara de Apelaciones de las que no hubieran sido admitidas.

Título II

Proceso Ordinario por Audiencias

Artículo 65º: Carácter supletorio. Los procesos que no tengan asignado un trámite especial se rigen por el trámite del proceso ordinario por audiencias, que se regula en este Título.

Artículo 66º: Facultades judiciales. El juez, en atención a la mayor o menor complejidad de la cuestión, puede cambiar el tipo de proceso mediante resolución fundada, intimando por cédula a las partes para que dentro del plazo de cinco (5) días adecuen sus peticiones conforme a su decisión. Esta decisión sólo es susceptible de recurso de reposición.

Artículo 67º: Resolución sobre competencia. Si la competencia no resulta claramente de la cuestión propuesta, se emplaza al demandante para que formule precisiones. Vencido el plazo conferido, el juez resuelve en tres (3) días.

Artículo 68º: Traslado de la demanda. Recibida la demanda por el juez, luego de concluida la etapa previa, el mismo da traslado de ella al demandado para que comparezca y la conteste dentro del plazo de diez (10) días.

Artículo 69º: Hechos no invocados en la demanda o contrademanda. Cuando en la contestación de la demanda o de la reconvención se alude a hechos no invocados en la demanda o contrademanda, los demandantes o reconvinientes, según el caso, pueden ofrecer prueba y agregar la documental referente a esos hechos, dentro de los cinco (5) días de notificado fictamente el decreto que tiene por contestada la demanda.

Artículo 70º: Demanda y contestación conjunta. El demandante y el demandado, de común acuerdo, pueden presentar al juez la demanda y contestación, precisando la cuestión a resolver y ofreciendo la prueba en el mismo escrito.

Artículo 71º: Causa de puro derecho. El juez, sin otro trámite, dispone el llamamiento de autos para resolver si la causa es de puro derecho.

Artículo 72º: Reconvención. En el escrito de contestación el demandado debe deducir la reconvención. Si no lo hace, no puede hacerlo después, excepto su derecho para hacer valer su pretensión en otro juicio.


La reconvención es admisible si las pretensiones en ella deducidas derivan de la misma relación jurídica o son conexas con las invocadas en la demanda.

Artículo 73º: Trámite posterior. Contestado el traslado de la demanda o reconvención, en su caso, o vencidos los plazos para hacerlo, el juez declara, aún de oficio, la improponibilidad objetiva de la demanda o la ausencia de legitimación manifiesta, sea activa o pasiva.


Si existen hechos controvertidos, convoca a la audiencia preliminar que debe realizarse en el plazo de veinte (20) días contados desde el vencimiento del plazo para contestar la demanda o la reconvención, en su caso.

Artículo 74º: Audiencia preliminar. Reglas generales. La audiencia preliminar se rige por las siguientes reglas: debe ser presidida por el juez. Esta función es indelegable.


Las partes deben comparecer en forma personal, excepto que exista motivo fundado a criterio del juez, que justifique la comparecencia por representante. Las personas jurídicas y las personas incapaces comparecen por intermedio de sus representantes.


Las personas con capacidad restringida comparecen con sus apoyos.


Las personas con capacidad restringida y menores de edad que cuentan con edad y grado de madurez suficiente pueden comparecer asistidas por su abogado; además, el juez puede citar al integrante del Equipo Interdisciplinario u organismo auxiliar interviniente siempre que lo estime conveniente.


Si por razones de fuerza mayor, debidamente acreditadas, una de las partes no puede comparecer, la audiencia puede diferirse por una sola vez. La decisión sobre el diferimiento se tiene por notificada el mismo día de su dictado.


La inasistencia no justificada de la parte actora importa el desistimiento de su pretensión, incluso si la parte demandada tampoco comparece.


La inasistencia injustificada del demandado permite tener por ciertos los hechos afirmados por el actor en todo lo que no exista prueba en contrario, excepto que esté comprometido el orden público o se trate de derechos indisponibles. Su inasistencia no impide que el juez disponga oficiosamente medidas para sanear el proceso, fije el objeto de la prueba y decida sobre los medios probatorios a producir.

Artículo 75º: Audiencia Preliminar. Contenido. En la audiencia preliminar el juez:

1) Interroga informalmente a las partes sobre las circunstancias conducentes para la delimitación de las cuestiones en disputa;

2) Invita a las partes a una conciliación total o parcial del conflicto. Si se arriba a un acuerdo conciliatorio, se labra acta en la que conste su contenido y la homologación por el juez interviniente. El acuerdo homologado tiene efecto de cosa juzgada. Si no hubiera acuerdo entre las partes, en el acta se hace constar esta circunstancia, sin expresión de causas. Los intervinientes no pueden ser interrogados en ninguna etapa posterior del proceso acerca de lo acontecido en la conciliación;

3) Seguidamente, en el mismo acto, fija el objeto del proceso y de la prueba y se pronuncia sobre los medios probatorios solicitados por las partes, rechazando los que sean inadmisibles, innecesarios o inconducentes; también puede disponer prueba de oficio;

4) Subsana eventuales defectos u omisiones que advierta en el trámite del proceso, con el objeto de evitar o sanear nulidades;

5) Decide sobre los hechos nuevos planteados y la prueba ofrecida para acreditarlos;

6) Ordena la producción y diligenciamiento de la prueba admitida y fija la fecha para la audiencia final en un plazo que no puede exceder de cuarenta (40) días, coordinándolo con las partes y sus letrados o letradas en función de la complejidad de la prueba que se intenta producir. Excepcionalmente, si tal complejidad lo justificara y haciendo expresa mención a la concreta dificultad, para garantizar el éxito de la audiencia, el juez podrá ampliar aquél plazo, aún en aquellos supuestos en que la prueba en cuestión haya sido obtenida;

7) Dicta el auto por el que resuelve las excepciones previas;

8) Si corresponde, declara que la cuestión debe ser resuelta como de puro derecho; en tal caso, la causa queda en estado de dictar sentencia.

Las manifestaciones del juez en la audiencia preliminar, en cuanto están ordenadas al cumplimiento de las actividades previstas, no importan prejuzgamiento en ningún caso.

Excepto la conciliación, el resto del desarrollo de la audiencia podrá ser video registrado de conformidad a lo dispuesto en las reglas prácticas para la implementación de la oralidad efectiva en el fuero de familia aprobadas por el Superior Tribunal de Justicia, quedando incorporado el archivo audiovisual al sistema informático.

En tal caso, sólo se emitirá un acta resumen que dé cuenta de la comparecencia de las partes y, en su caso, de los otros sujetos intervinientes y de las demás cuestiones previstas en el Reglamento de Gestión de la Prueba – Proceso por Audiencias para el Fuero Civil y Comercial, de aplicación supletoria en todo lo no previsto expresamente en las Reglas Prácticas mencionadas.

Artículo 76º: Resoluciones dictadas en la audiencia preliminar. Las resoluciones dictadas en el curso de la audiencia se notifican a las partes en la misma audiencia.


Admiten recurso de reposición, que debe interponerse en la misma audiencia en forma verbal y decidirse en forma inmediata por el tribunal.


Todas las excepciones se resuelven en forma conjunta, excepto si se declara la incompetencia, en cuyo caso no corresponde pronunciarse sobre las otras cuestiones.


La decisión que hace lugar a las excepciones previas de incompetencia, litispendencia, prescripción, caducidad, cosa juzgada, desistimiento, transacción, conciliación u otro medio de resolución consensuada del conflicto que, además, pone fin al proceso, es apelable con trámite inmediato, debiendo indicarse el efecto, suspensivo o no, al conceder el recurso.

Artículo 77º: Audiencia de vista de causa. Contenido. En la audiencia de vista de causa el juez: 

1) Intenta la conciliación o cualquier otro medio para arribar a un acuerdo;

2) Recibe la declaración de las partes y escucha a las personas con capacidad restringida y a los niños, niñas y adolescentes en la forma que corresponda;

3) Toma declaración a los testigos;

4) Requiere explicaciones a los peritos y a los integrantes del Equipo Técnico Interdisciplinario intervinientes respecto de los dictámenes e informes presentados.

Artículo 78º: Audiencia de Vista de Causa. Trámite. Abierto el acto se da lectura resumida a las conclusiones de la prueba y diligencias realizadas desde la audiencia preliminar, excepto que las partes prescindan de ella por considerarse suficientemente instruidas.

Se recibe la prueba.

Excepto el intento de acuerdo, el resto del desarrollo de la audiencia se podrá videoregistrar de conformidad a lo previsto en el artículo 88 in fine.

La audiencia de vista de causa concluye cuando la totalidad de las cuestiones propuestas han sido tratadas. Sin embargo, excepcionalmente, el juez puede suspenderla por causas de fuerza mayor o por la necesidad de incorporar un elemento de juicio considerado indispensable, en cuyo caso debe fijar la fecha de reanudación a la mayor brevedad.

Finalizada la producción de la prueba, se clausura la etapa probatoria y se reciben en forma oral los alegatos de las partes durante diez (10) minutos, en el orden que el juez determine. El juez puede requerir aclaraciones y precisiones tanto durante el curso del alegato, como a su finalización. En el mismo acto dictaminan los Ministerios Públicos.

Finalizada la audiencia, el juez llama autos para sentencia.

Artículo 79º: Efectos del llamamiento de autos para resolver. Desde el llamamiento de autos para resolver toda discusión queda cerrada y no pueden presentarse más escritos ni producirse más pruebas, excepto las que el juez disponga como medida para mejor proveer. Tales medidas deben ser ordenadas en un solo acto y la resolución que las dispone debe ser notificada de oficio. La sentencia tendrá que ser dictada dentro del plazo de diez días a contar desde que queda firme el llamamiento de autos o desde que se cumplimentan las medidas de mejor proveer.

Artículo 80º: Notificación de la sentencia. La sentencia debe ser notificada de oficio, dentro de los dos (2) días de su dictado. En la cédula se transcribe la parte dispositiva. Al litigante que lo pida, se le entrega una copia simple de la sentencia, firmada por el secretario.

Título III

Proceso Abreviado

Artículo 81º: Procedencia. El proceso abreviado se aplica cuando así lo dispone esta ley, o en los supuestos que el juez lo resuelva expresamente.

Artículo 82º: Reglas. El proceso abreviado se rige por las reglas del proceso ordinario por audiencias regulado en el Título II de la presente ley, en cuanto sea pertinente, con las modificaciones del artículo siguiente.

Artículo 83º: Trámite. El juez da traslado de la demanda para que el demandado comparezca y conteste dentro del plazo de cinco (5) días.

El trámite se concentra en una sola audiencia. La inasistencia de las partes se rige por lo dispuesto en el artículo 74º.

Después de la contestación de la demanda, el juez se pronuncia sobre la prueba, fija la fecha de la audiencia de vista de causa y dispone que se produzca la que no puede ser recibida en esa audiencia, de modo tal que, a la fecha de aquélla, ésta se encuentre diligenciada.

El juez ejerce la facultad de limitar la prueba ofrecida y desestimar la inadmisible, impertinente, manifiestamente innecesaria o inconducente, teniendo especialmente en cuenta la naturaleza abreviada del trámite

El juez se pronuncia en una única decisión sobre todas las excepciones y defensas. Si acoge la excepción de incompetencia puede omitir pronunciarse sobre las otras.

Artículo 84º: Oficina de Gestión de Audiencias. El Superior Tribunal de Justicia se encuentra facultado para organizar una oficina de gestión de audiencias para los juzgados de familia, en aquellas jurisdicciones en las que fuere pertinente, cuya composición y funcionamiento será definido por el Superior Tribunal de Justicia. Esta estructura administrativa dependerá de la Sala Civil y Comercial del Superior Tribunal de Justicia.

Título IV

Procesos Especiales

Capítulo I

Proceso de Filiación

Artículo 85º: Trámite. Excepto disposición expresa de esta ley, el proceso de filiación tramita por la vía del proceso ordinario por audiencias, o el que determine el Juez por decisión fundada.


La etapa previa judicial se limitará, en caso de ser dispuesta, a intentar la realización consensuada de la prueba genética y a tratar sobre la petición de daño moral.

Artículo 86º: Principio general. Excepción de cosa juzgada. La excepción de cosa juzgada no procede en los procesos de reclamación de filiación cuando el rechazo de la demanda se ha fundado en la insuficiencia de prueba.

Artículo 87º: Prueba genética de ADN. Realización. Contestada la demanda, vencido el plazo para hacerlo o, en su caso, resueltas las excepciones previas, el Juez ordenará la realización de la prueba científica de ADN, se haya o no ofrecido, la que deberá ser abonada salvo circunstancias excepcionales, por el demandado independientemente de lo que se determine posteriormente en la condena en costas y lo establecido en la última parte de éste artículo.

Asimismo el juez pondrá su máximo empeño para la realización de dicho examen en un plazo no mayor a noventa (90) días corridos contados desde la audiencia de extracción de muestra dentro del cual deberán estar incorporados los resultados de dicha prueba al expediente, notificándose por nota en un plazo común de cinco días las conclusiones. Previa vista a los Ministerios Públicos cuando corresponda, se dictará sentencia sin más trámite.

El Superior Tribunal de Justicia reglamentará vía acordada lo necesario para asegurar celeridad y transparencia de dicho examen desde el momento de la extracción del material genético en todos los casos en que sea requerida la intervención del Laboratorio del Servicio de Genética Forense para garantizar el derecho a la identidad de las personas, incluso la gratuidad del trámite cuando los litigantes acrediten los extremos requeridos por el artículo 90º.

Artículo 88º: Incomparecencia o negativa injustificada. Si alguna de las partes no comparece a la extracción de las muestras o se niega a someterse a la prueba, el Juez la emplaza por cinco (5) días para que pruebe las razones que fundan su conducta procesal.

Artículo 89º: Imposición compulsiva del examen. Conforme a los principios de necesidad y racionalidad, como solución residual frente a la injustificada inasistencia, resistencia o falta de colaboración de los convocados a la prueba y ante la ausencia de otros medios probatorios que inspiren igual confianza, podrá el Juez ordenar la imposición compulsiva del examen. En esa situación, la extracción de material biológico deberá practicarse del modo menos lesivo, implicará mínimas extracciones de sangre, saliva, piel, cabello u otras muestras, a efectuarse según las reglas del saber médico, sin desmedro de la integridad física de la persona sobre la que deba efectuarse la medida, y teniendo en consideración su género y otras circunstancias particulares, todo según la opinión del experto a cargo de la intervención.

Siempre que sea posible alcanzar igual certeza con el resultado de la medida, podrá el Juez ordenar la obtención de material biológico para la prueba genética por medios distintos a la inspección corporal, como el secuestro de objetos que contengan células ya desprendidas del cuerpo.

La parte interesada, antes de interponer la demanda, puede pedir al Juez ordene las medidas antes descriptas en calidad de diligencias preliminares.

Artículo 90º: Carencia de recursos económicos. La carencia de recursos económicos suficientes para afrontar el costo de la prueba genética se acredita mediante la carta de pobreza del artículo 2 de la presente ley o cuando el juez lo estime necesario, por la tramitación del beneficio de litigar sin gastos conforme las disposiciones del Código Procesal Civil y Comercial, con intervención del Ministerio Público.

Ello es necesario sólo si no existe otro sistema de cobertura de los costos de la prueba genética.

Artículo 91º: Alimentos provisorios. Trámite. Durante el trámite de reclamación de la filiación o incluso antes de su inicio, el Juez puede fijar alimentos provisorios a cargo del presunto progenitor, agregada que fuera prueba sumaria que acredite la verosimilitud del vínculo invocado.

Si la demanda de alimentos se promueve antes del juicio de filiación, en la resolución que determina alimentos provisorios el Juez debe establecer un plazo para promover dicha acción, bajo apercibimiento de cesar la cuota fijada mientras esa carga esté incumplida.

Artículo 92º: Facultades judiciales para reconducir postulaciones. Cuando el interés superior del niño y el derecho a la identidad estuviera comprometido, el Juez puede reconducir las postulaciones, posibilitando el ejercicio de las acciones por parte del hijo.

Artículo 93º: Sentencia. Anotación registral. Una vez firme la sentencia de emplazamiento o desplazamiento filial, de oficio el Juez la comunicará al Registro de Estado Civil y Capacidad de las Personas para su toma de razón.

Capítulo II

Proceso de Adopción

Artículo 94º: Regla general. Etapa intermedia. El cumplimiento de la etapa intermedia no es exigible en los procesos regulados en el presente Título.

Sección 1°

Proceso de Declaración de situación de Adoptabilidad

Artículo 95º: Regla general. La declaración de situación de adoptabilidad es presupuesto de procedencia para la guarda con fines de adopción.

Artículo 96º: Inicio de la Intervención Judicial. Verificada alguna de las situaciones que habilitan la declaración de adoptabilidad, el órgano administrativo de protección de derechos o el Ministerio Público de la Defensa, que tomó la decisión, debe dictaminar inmediatamente sobre la situación de adoptabilidad. Dicho dictamen se debe comunicar al Juez interviniente dentro del plazo de veinticuatro (24) horas. 

Las actuaciones del control de legalidad de la medida excepcional de protección, serán apioladas o bien digitalizadas y sumadas al trámite.

Artículo 97º: Sujetos. En el proceso que puede concluir con la declaración judicial de la situación de adoptabilidad intervienen:

1) Con carácter de parte, el niño, niña con edad y grado de madurez suficiente, y el o la adolescente, quienes comparecen con asistencia letrada. En casos en que el niño o niña no cuente con edad y grado de madurez suficiente, se le designará tutor ad litem;

2) Con carácter de parte, los padres u otros representantes legales del niño, niña o adolescente, si estuviesen identificados y la notificación fuese materialmente posible;

3) El organismo administrativo de protección integral que intervino;

4) El Ministerio Público.

El Juez puede escuchar a otros parientes y referentes afectivos que considere pertinentes para conocer la conflictiva familiar involucrada.

Artículo 98º: Voluntad de los padres a favor de la adopción. La decisión de los progenitores de que su hijo sea adoptado por otras personas debe ser manifestada judicialmente, con patrocinio letrado, ante el Juez correspondiente a su domicilio. Esta manifestación es válida sólo si se produce después de los cuarenta y cinco (45) días de acaecido el nacimiento.

Si lo expresan antes del plazo mencionado, se debe dar intervención al órgano administrativo de protección de derechos para que les brinde orientación y disponga las medidas de protección pertinentes.

Presentada la manifestación expresa, el Juez fija una audiencia a la que deben concurrir los progenitores personalmente, dentro de los tres (3) días.

Si alguno o ambos progenitores son menores de edad, se debe citar, además, a sus padres o representantes legales.

En la audiencia, el Juez informa a los progenitores sobre los efectos de la adopción e indaga sobre los motivos por los cuales ellos se manifiestan a favor de la adopción de su hijo.

A fin de conocer si el consentimiento es libre e informado, se da intervención al equipo técnico multidisciplinario para que realice las entrevistas e informes pertinentes en el plazo de quince (15) días; excepcionalmente, por razones fundadas, el plazo puede ser ampliado por igual lapso. Si de los informes surge que el consentimiento es libre e informado, se declara la situación de adoptabilidad. Si no lo es, el organismo administrativo de protección toma las medidas adecuadas para generar la posibilidad de que el niño permanezca con su familia.

Artículo 99º: Providencia inicial. La providencia inicial deberá disponer:

1) La citación a una audiencia para escuchar al niño, niña o adolescente conforme su edad y grado de madurez, que deberá celebrarse dentro de los diez (10) primeros días de promovido el trámite;

2) En igual lapso, se convocará también a los progenitores y/o responsables niño, niña o adolescente; 

3) La comunicación de ambos actos al Ministerio Público de la Defensa y el organismo de protección de derechos, para que asistan a los mismos;

4) El Juez podrá disponer medidas de prueba para completar la información disponible;

5) De acuerdo a las circunstancias del caso, podrá citar a otros parientes y referentes afectivos del niño, niña o adolescente.

Artículo 100º: Imposibilidad de notificación. En el supuesto que resulte imposible la notificación de la audiencia a los progenitores o responsables del niño, niña o adolescente y agotadas las diligencias tendientes a ese fin sin resultado satisfactorio, se dictará resolución, debidamente fundada, designándole a los mismos un representante del Ministerio Público de la Defensa, quien los representará a los fines de la continuidad del proceso.

Artículo 101º: Duración de la etapa. Sentencia. La duración de esta etapa no podrá ser superior a noventa (90) días, al cabo de los cuales, y previa vista al Ministerio Público de la Defensa por un lapso de dos (2) días, el Juez debe pronunciarse sobre si declara o no la situación de adoptabilidad.

Artículo 102º: Improcedencia. La declaración de situación de adoptabilidad no puede ser dictada si algún familiar o referente afectivo del niño, niña o adolescente ofrece asumir su guarda o tutela y el pedido es considerado adecuado a su interés superior.

Artículo 103º: Excepción a los plazos reglados. En casos excepcionales, y por decisión fundada, los plazos previstos en este Capítulo pueden ser reducidos si las medidas de protección han fracasado por motivos imputables a los progenitores, tutores o familiares a cargo, y se advierte que el cumplimiento de los plazos agrava la situación de vulnerabilidad del niño, niña o adolescente y, consecuentemente, conculca su interés superior.

El Juez, por pedido fundado del Ministerio Público o del organismo administrativo de protección de derechos, puede decretar la situación de adoptabilidad.

Dicha resolución se notifica a los progenitores o a la familia de origen, según el caso, haciéndoseles saber que se procederá a otorgar la guarda con fines de adopción.

Artículo 104º: Contenido de la sentencia. La sentencia que declara la situación de adoptabilidad, debe contener la orden al Registro Único de Aspirantes a Guarda con fines de adopción de Entre Ríos para que en un plazo no mayor a los diez (10) días, remita al juzgado diez (10) legajos seleccionados por ese organismo.

Artículo 105º: Legajos. Registro de Adoptantes. Los diez (10) legajos deben ser seleccionados teniéndose en cuenta las situaciones y particularidades del niño, niña o adolescente. Esta selección debe respetar el orden de la Lista Única del Registro Único de Aspirantes a Guarda con fines de adopción de Entre Ríos. El apartamiento del orden de la lista debe ser fundado, y es admisible sólo en circunstancias excepcionales. A los efectos de brindar al Registro la información necesaria y facilitar la selección de los legajos, colaborarán funcionalmente con dicha dependencia, el organismo administrativo de protección de derechos y el Ministerio Público de la Defensa.

Artículo 106º: Notificación de la Sentencia. La sentencia que concluya esta etapa debe notificarse a todos los sujetos del procedimiento.

Sección 2°

Guarda con Fines de Adopción

Artículo 107º: Legajo. Receptados los legajos, el Juez deberá seleccionar uno de ellos.

Artículo 108º: Selección de los guardadores para adopción. Seleccionado el o los postulantes, inmediatamente, el Juez debe fijar una audiencia para que se realice dentro del plazo máximo de cinco (5) días.

Artículo 109º: Audiencia con los pretensos guardadores. El Juez convocará a la audiencia al Registro Único de Aspirantes a Guarda con fines de adopción de Entre Ríos, al organismo de protección de derechos y al Ministerio Público de la Defensa.

Los pretensos guardadores que concurren a la audiencia y no declinan su voluntad deben ratificarla expresamente. El Juez con el apoyo de los profesionales de los Equipos mencionados, debe elaborar una estrategia para favorecer la vinculación de los pretensos guardadores con el niño, niña o adolescente, que puede involucrar, según circunstancias del caso, encuentros graduales, audiencias interdisciplinarias e interinstitucionales, acompañamiento y apoyo psicológico, entre otras.

El Equipo Técnico Interdisciplinario del Poder Judicial o el del Registro Único de Aspirantes a Guarda con fines de adopción de Entre Ríos, según entienda conveniente el Juez, evitando situaciones de revictimización del niño, debe intervenir en esta etapa de vinculación, teniendo a su cargo el seguimiento de las estrategias y medidas adoptadas y el deber de elaborar un informe en un plazo máximo de treinta (30) días desde la celebración de la audiencia.

El organismo administrativo de protección de derechos también tiene la facultad de intervenir en esta etapa, de oficio o a petición de parte interesada.

El juez debe adoptar medidas para evitar intervenciones superpuestas cuando las mismas resulten perjudiciales para el niño, niña o adolescente.

El Juez debe tener en cuenta la opinión del niño, niña o adolescente, y entrevistar a los descendientes de los guardadores, si existiesen. También puede escuchar a todo otro familiar de los guardadores que el Juez o el equipo técnico multidisciplinario consideren conveniente.

La etapa de vinculación tendrá una duración máxima de noventa (90) días, salvo que las circunstancias del caso ameriten extender el mismo.

Artículo 110º: Incomparecencia de los postulantes y carencia de postulantes. Si los aspirantes no concurren a la audiencia fijada sin causa justificada, o declinan su voluntad de constituirse en guardadores con fines de adopción, se seleccionan nuevos aspirantes en un plazo máximo de diez (10) días.

Si no existiesen postulantes para el caso particular, el Juez, luego de oír al niño, niña o adolescente, debe evaluar junto con el organismo administrativo y el equipo técnico multidisciplinario del Juzgado, cuáles son las medidas de protección o la figura jurídica adecuada para resolver la situación de vulnerabilidad planteada, procurando evitar la institucionalización.

Artículo 111º: Otorgamiento de la guarda para adopción. Presentado el informe del equipo técnico multidisciplinario, el Juez, por resolución fundada, en caso de proceder otorga la guarda con fines de adopción, por un plazo que no puede exceder los seis (6) meses, designando al equipo técnico que estará a cargo del seguimiento de la instancia.

En esa resolución, el Juez convoca a una audiencia a realizarse dentro de los cinco (5) días siguientes, en la que debe informar a los guardadores:

1) La obligación de someterse a entrevistas e informes periódicos que realice el Equipo Técnico Interdisciplinario en el domicilio que residan los guardadores, a fin de evaluar el desenvolvimiento de la guarda;

2) Las fechas de las audiencias para que concurran al Juzgado en compañía del niño, niña o adolescente y descendientes de los guardadores si los hubiese, a fin de que el Juez tome conocimiento personal de la situación;

3) Que en cualquier tiempo, puede citar a cualquier persona que considere pertinente para conocer el grado de desarrollo del vínculo afectivo con el pretenso adoptado.

Esta resolución será notificada a todos los sujetos intervinientes y al Registro Único de Aspirantes a Guarda con fines de adopción de Entre Ríos por el modo de notificación más ágil.

Artículo 112º: Revocación de la guarda para adopción. Si durante el período de guarda para adopción, injustificadamente, los guardadores fueren remisos en presentar los informes, no comparecieren a las audiencias convocadas por el Juez, o los informes arrojaren resultados negativos sobre la vinculación afectiva o aptitud de los guardadores para adoptar, de oficio, a pedido de parte o por petición del organismo administrativo de protección de derechos interviniente, el Juez puede revocar la guarda para adopción otorgada, disponer las medidas de protección pertinentes, y proceder en el plazo máximo de diez (10) días a seleccionar a otro postulante.

Dicha resolución deberá comunicarla al Registro Único de Aspirantes a Guarda con fines de adopción de Entre Ríos y al organismo de protección de derechos, y dispondrá lo necesario para una nueva selección de postulantes.

Sección 3°

Juicio de Adopción

Artículo 113º: Inicio del proceso de adopción. Una vez cumplido el período de guarda, el Juez interviniente, de oficio, a pedido de parte, del organismo administrativo de protección de derechos, o del Ministerio Público de la Defensa, debe dar inicio al proceso de adopción.

Artículo 114º: Prueba. En la petición de adopción, los pretensos adoptantes deben acompañar toda la prueba documental y ofrecer las demás pruebas de la que intenten valerse.

Esta presentación se notifica al Ministerio Público y al organismo administrativo de protección de derechos interviniente.

El Juez examinará la información con la que cuenta la causa, y en su caso, en la primera resolución, podrá ordenar medidas probatorias complementarias de oficio o hacer lugar a las ofrecidas por las partes y fijará una audiencia dentro de los 10 (diez) días siguientes, a la que convocará a las partes, con la intervención del Ministerio Público de la Defensa.

Artículo 115º: Sujetos. En el proceso de adopción son partes:

1) Los pretensos adoptantes;

2) El pretenso adoptado; si tiene edad y grado de madurez suficiente, comparece con asistencia letrada. El Juez debe oírlo personalmente, y tener en cuenta su opinión según su edad y grado de madurez.

Intervienen, además, el Ministerio Público y el organismo administrativo de protección de derechos.

Artículo 116º: Audiencia. En la audiencia, el Juez hará saber a las partes de las consecuencias legales de la adopción encaminada, como asimismo de las distintas modalidades y alcance que puede revestir el emplazamiento adoptivo.

Artículo 117º: Consentimiento del pretenso adoptado mayor de diez (10) años. Si el pretenso adoptado es mayor de diez (10) años, debe prestar consentimiento expreso en la audiencia mencionada en el artículo anterior. En caso de negativa arbitrará las medidas que fueren necesarias a las circunstancias del caso y para el mejor interés del niño.

Artículo 118º: Sentencia. Producida la prueba y los informes correspondientes por el equipo técnico multidisciplinario, previa vista al Ministerio Público de la Defensa, el Juez dicta sentencia en el plazo de diez (10) días, otorgando la adopción, bajo la modalidad que corresponda, de acuerdo a las previsiones del código de fondo, y de conformidad con el interés superior del niño.

La sentencia debe inscribirse en el Registro del Estado Civil y Capacidad de las Personas y se remitirá copia certificada de la misma al Registro Único de Aspirantes a Guarda con fines de adopción de Entre Ríos.

Artículo 119º: Negativa del niño mayor de diez años. En caso de negativa del pretenso adoptado mayor de diez (10) años, el Juez debe tomar todas las medidas pertinentes para conocer y trabajar sobre esa negativa del pretenso adoptado. Puede pedir la colaboración del organismo administrativo de protección de derechos y de otros recursos institucionales a fin de lograr una real integración del niño en la pretensa familia adoptiva en un plazo máximo de treinta (30) días.

Vencido el plazo, si el pretenso adoptado mantiene la negativa, dentro de las veinticuatro (24) horas, el Juez debe ordenar la remisión de legajos del registro de adoptantes para proceder a seleccionar nuevos postulantes o, según las circunstancias del caso, evaluar conjuntamente con el organismo administrativo de protección de derechos y el equipo técnico multidisciplinario del juzgado, cuáles son las medidas de protección o figura jurídica adecuada para la situación concreta, procurando evitar la institucionalización.

Artículo 120º: Recursos. Sólo son apelables, y en la forma establecida en la presente norma:

1) La decisión que resuelve la situación de adoptabilidad;

2) La revocación de la guarda para adopción;

3) La sentencia de adopción.

Sección 4°

Proceso para la Adopción de Integración

Artículo 121º: Legitimación. Inicio del trámite. Audiencia. La adopción de integración deberá ser promovida por el pretenso adoptante y el pretenso adoptado. En el escrito de inicio, deberán describirse las circunstancias que lo justifican, y enunciar los vínculos familiares de origen.

En la primera resolución el Juez fijará una audiencia dentro de los treinta (30) días siguientes, a la que convocará al peticionante, su cónyuge o conviviente, a la persona que se intenta adoptar y al progenitor biológico, si contara con doble vínculo filial de origen y dará intervención al equipo técnico interdisciplinario, cuyo informe deberá estar agregado a las actuaciones en forma previa a celebrarse la misma.

Si el pretenso adoptado fuera persona menor de edad, dará intervención al Ministerio Público de la Defensa.

Artículo 122º: Sentencia. Previa vista, si correspondiera, al Ministerio Público de la Defensa, el Juez dictará sentencia en el plazo de diez (10) días, haciendo lugar a la adopción de integración, y fijando los efectos entre adoptante y adoptado, o rechazándola. La sentencia de integración será comunicada de oficio al Registro Civil y de Estado de las Personas, para su toma de razón.

Capítulo III

Proceso de Alimentos

Sección 1°

Reglas del Proceso

Artículo 123º: Reglas generales. Trámite. La pretensión por alimentos, no es acumulable a otra petición, debe transitar por la mediación prejudicial obligatoria y si fracasa ésta, el trámite se rige por las reglas del Juicio abreviado por audiencia, con las disposiciones especiales que se establecen en este Capítulo. 

Los Procesos de Alimentos, se rigen por las siguientes reglas:

1) Autonomía progresiva: los niños, niñas y adolescentes con edad y grado de madurez suficiente, están legitimados para peticionar alimentos; deben intervenir con patrocinio letrado;

2) Incremento de las necesidades alimentarias: a mayor edad de los niños, niñas y adolescentes aumentan las necesidades materiales, ampliándose la obligación alimentaria;

3) Irrepetibilidad: los alimentos son irrepetibles. El alimentado no puede estar obligado a compensación alguna, o a prestar fianza, caución para restituir los alimentos percibidos, aun cuando la sentencia que los fijó sea revocada;

4) Actividad probatoria oficiosa: la facultad judicial de ordenar prueba se acentúa si el alimentado es una persona menor de edad o con capacidad restringida;

5) Modificabilidad de la Sentencia firme: las resoluciones dictadas en los procesos de Alimentos pueden ser modificadas cuando se producen cambios significativos en los presupuestos que las motivaron.

Artículo 124º: Legitimaciones y legitimación para reclamar alimentos a favor de los hijos. Sin perjuicio de otros legitimados para reclamar alimentos por diferentes causas, se encuentran legitimados para reclamar alimentos a favor de los hijos:

1) Si se trata de una persona menor de edad, los representantes legales, toda persona que acredite fehacientemente tener al niño bajo su cuidado y el Ministerio Público. La persona menor de edad, con edad y grado de madurez suficiente puede reclamar con patrocinio letrado. Si se trata de alimentos fundados en la Responsabilidad Parental, en el mismo proceso se puede demandar a los abuelos y demás legitimados pasivos, de conformidad con lo dispuesto en el Título VII del Código Civil y Comercial;

2) El hijo mayor de edad que aún no ha cumplido los veintiún (21) años está legitimado para reclamar alimentos a sus progenitores y demás obligados. Si convive con uno de sus progenitores, ese progenitor está legitimado para obtener la contribución del otro hasta que el hijo cumpla los veintiún (21) años. El progenitor con el que convive puede iniciar el proceso de alimentos o, en su caso, continuar el ya promovido durante la minoría de edad del hijo para que el Juez determine la cuota que corresponde al otro progenitor. Las partes de común acuerdo, o el Juez, a pedido de alguno de los progenitores o el hijo, pueden fijar una suma que el hijo debe percibir directamente del progenitor no conviviente, de conformidad con lo previsto en el artículo 662 del Código Civil y Comercial de la Nación; 

3) El hijo mayor de edad que estudia o se capacita hasta los veinticinco (25) años, está legitimado para peticionar alimentos si la prosecución de estudios o preparación profesional de un arte u oficio, le impide proveerse de medios necesarios para sostenerse de manera independiente. La legitimación del progenitor con el que el alimentado convive se rige por lo dispuesto en el inciso anterior.

Artículo 125º: Legitimación de personas con capacidad restringida. Están legitimados para reclamar la obligación alimentaria de una persona con capacidad restringida:

1) El propio interesado;

2) Su representante legal, el o los apoyos designados;

3) El Ministerio Público.

Artículo 126º: Demanda. La demanda de alimentos, debe contener:

1) Datos suficientes para acreditar el vínculo y las circunstancias en las que se fundan;

2) Estimar el monto que se reclama;

3) Si se tiene conocimientos, denunciar los ingresos que el demandado percibe, ya sea cuando se reclame en representación de sus hijos menores de edad, o de aquel progenitor, cónyuge, conviviente o pariente, cuando el pedido no involucra personas menores de edad;

4) Acompañar toda la documentación que el actor tuviese en su poder y que haga su derecho;

5) Ofrecer la prueba testimonial, hasta un máximo de tres (3) testigos, acompañando el interrogatorio y, en su caso, la declaración de éstos, de conformidad con las disposiciones generales previstas en esta ley, y firmado por ellos.

Artículo 127º: Defensas que puede oponer la parte demandada. El demandado por alimentos, sólo puede oponer las siguientes defensas, especificando en su caso la prueba de la que intentará valerse:

1) La falta de título o de derecho de quien peticiona los alimentos;

2) La situación patrimonial propia o la de quien solicita alimentos;

3) Invocar como lo establece el artículo 546º del Código Civil y Comercial, la existencia de otros obligados, ya sea pariente de grado más próximo o de igual grado en condición de prestarlos, a fin de ser desplazado o concurrir con él en la prestación. El demandado puede pedir la citación a juicio de todos o parte de los restantes obligados, para que la condena los alcance.

Artículo 128º: Citación de otros Obligados. Si el demandado pide la citación de otros obligados, y la actora no lo consiente, el Juez ordenará el traslado de la demanda, aplazando al efecto la fecha de la audiencia. Las defensas que pueden oponer estos obligados, son las previstas en el artículo anterior.

Artículo 129º: Prueba de informes o dictámenes periciales. La falsedad y omisión de datos en la contestación de los pedidos de informes o dictámenes hace solidariamente responsables al informante o perito por el daño causado.

Los oficios o cédulas de notificación, deben transcribir esta disposición.

Artículo 130º: Modo de cumplimiento. Repetición. Excepto acuerdo de partes, la cuota alimentaria en dinero se deposita en el banco de depósitos judiciales y se entrega al beneficiario o su representante legal a su sola presentación. El apoderado puede percibirla sólo si existe resolución fundada que lo autorice. La percepción de la cuota alimentaria en especie se determina por la naturaleza de las prestaciones acordadas o judicialmente fijadas.

En caso de haber más de un obligado al pago de los alimentos, quien los haya prestado puede repetir de los otros obligados en la proporción que corresponda a cada uno. Esta solicitud puede ser peticionada en el mismo proceso, o de manera autónoma según las reglas previstas para incidentes.

Artículo 131º: Medidas ante el incumplimiento. Apelación. El Juez interviniente en un proceso de alimentos, está facultado para aplicar cualquier tipo de sanciones conminatorias que resulten eficaces, adecuadas y razonables a los fines de obtener el cumplimiento, en tiempo y forma, del pago de la obligación alimentaria y asegurar la eficacia de la sentencia. Las sanciones son apelables sin efecto suspensivo.

Artículo 132º: Sentencia. Retroactividad. Retención de sueldo. La sentencia tiene efectos retroactivos a la fecha de constitución en mora, siempre que la demanda se hubiese interpuesto dentro de un término no mayor a seis (6) meses contados desde la interpelación.

En caso de no haber mediado interpelación fehaciente o de no haberse deducido la demanda en el referido plazo, la condena se retrotrae a la fecha de inicio de la etapa previa o de la interposición de la demanda, la que fuese anterior, según corresponda.

Si el alimentado posee un empleo en relación de dependencia, el Juez puede ordenar la retención directa de sus haberes. Quien no cumple la orden judicial de depositar la suma que debió descontar a su dependiente o a cualquier otro acreedor, es responsable solidario de la obligación alimentaria.

Artículo 133º: Alimentos devengados durante el proceso. Cuota suplementaria. Las cuotas devengadas durante el proceso y hasta la sentencia, serán consideradas para establecer el monto de una cuota suplementaria. El Juez fijará su importe teniendo en cuenta la cuantía de la deuda y la capacidad económica del alimentante.

Las cuotas mensuales suplementarias devengan intereses desde la fecha fijada en la sentencia para el pago de cada una de ellas.

Artículo 134º: Tasa de interés. Las sumas adeudadas por el incumplimiento de la obligación alimentaria devengan una tasa de interés equivalente a la más alta que cobran los bancos a sus clientes, según las reglamentaciones del Banco Central de la República Argentina, a la que se adiciona la que el Juez fije según circunstancias del caso.

Artículo 135º: Medidas cautelares. El Juez puede disponer la traba de cualquier medida cautelar para asegurar el pago de alimentos futuros, provisionales, definitivos o convenidos. El obligado puede ofrecer en sustitución otras garantías suficientes.

Artículo 136º: Salida del País. De oficio o a pedido de parte, el Juez puede prohibir la salida del país del deudor hasta tanto cumpla con su obligación, excepto que preste caución suficiente para satisfacerla.

Artículo 137º: Registro de deudores alimentarios. El Juez dispondrá que se anote a la persona deudora de cuotas alimentarias provisorias o definitivas en el Registro de Deudores Alimentarios local si se dieran las siguientes condiciones:

1) Las cuotas fueron fijadas por resolución judicial o en acuerdo homologado judicialmente;

2) El obligado ha incumplido con el pago de tres (3) cuotas consecutivas o de cinco (5) alternadas;

3) Se ha intimado judicialmente al pago;

4) No se ha justificado el incumplimiento.

Artículo 138º: Costas. Las costas son a cargo del demandado aun cuando se hubiese allanado, cuando la suma propuesta por él coincida con la fijada en la sentencia, se hubiese reconocido una suma menor a la reclamada o se hubiese arribado a un acuerdo.

Excepcionalmente, las costas pueden ser impuestas parcialmente al peticionante de los alimentos, cuando el Juez verifique que el derecho ha sido ejercido de modo manifiestamente abusivo. En este supuesto, si el alimentado fuera una persona menor de edad, con capacidad restringida o incapaz, las costas pueden imponerse a su representante o apoyo según el caso.

Si el reclamo se rechaza, o si el litigio refiera al pedido de fijación de cuota alimentaria por parte del alimentante, se aplican las reglas generales sobre costas del Código Procesal Civil y Comercial.

Artículo 139º: Apelación. Las resoluciones que establecen obligaciones alimentarias, cualquiera sea su naturaleza y procedimiento, son apelables sin efecto suspensivo.

Deducida la apelación, se expide copia certificada de la sentencia para su ejecución y las actuaciones se remiten a la Cámara de Apelaciones, inmediatamente, después de contestado el traslado del memorial o de haber vencido el plazo para hacerlo.

La apelación interpuesta contra la resolución que hace lugar al incidente de reducción de la cuota se concede con efecto suspensivo.

Sección 2°

Alimentos Provisorios

Artículo 140º: Alimentos provisorios. Trámite. Recurso. La solicitud de alimentos provisorios tramitará por el procedimiento de la Tutela Anticipada y se podrá articular directamente ante el juez, aun antes de instada la etapa previa por el reclamo de alimentos definitivos.

Artículo 141º: Sentencia. La resolución que fija los alimentos provisorios debe mencionar expresamente que su incumplimiento dará lugar:

1) Al procedimiento ejecutivo;

2) A la inscripción en el Registro de Deudores Alimentarios, en caso de incumplimiento.

Artículo 142º: Caducidad. Fijada la cuota alimentaria provisoria, el alimentado debe iniciar acciones pertinentes para la fijación de los alimentos definitivos mediante el procedimiento previsto en el capítulo siguiente, en un plazo de seis (6) meses. El alimentante puede solicitar la caducidad de la cuota alimentaria provisoria si el alimentado incumple la carga de iniciar la demanda dentro de ese término.

La caducidad no se aplica si se trata de alimentos fijados:

1) Al cónyuge, encontrándose pendiente el trámite de divorcio;

2) Al presunto hijo en el marco de un proceso de filiación;

3) Cuando los beneficiarios son personas menores de edad, incapaces o con capacidad restringida.

En los dos primeros supuestos los plazos de caducidad se cuentan desde que la sentencia respectiva quede firme. En el último, pasado los seis (6) meses, la sentencia provisional hace cosa juzgada formal, y es modificable conforme lo reglado en la Sección 5° del presente Capítulo.

Artículo 143º: Alimentos para la mujer embarazada. Trámite. La mujer embarazada tiene derecho a reclamar alimentos al progenitor presunto con la prueba sumaria que permita inferir en grado de probabilidad, la filiación alegada. El trámite aplicable es el de la Tutela Anticipada.

Sección 3°

Alimentos Definitivos

Artículo 144º: Conclusión de los alimentos provisorios. Pasado los seis (6) meses desde que se fijó la cuota alimentaria provisoria, el alimentado deberá iniciar las acciones correspondientes para que el Juez determine la cuota alimentaria definitiva, cumplimentado los recaudos que exige el artículo 126º de la presente ley.

Artículo 145º: Apertura del proceso. Interpuesta la demanda el Juez, en el plazo de cuarenta y ocho (48) horas el Juez ordenará por auto fundado derivar el caso a mediación o despachar las medidas probatorias solicitadas, y fijará la fecha de audiencia dentro del plazo que no puede exceder de cinco (5) días, contados desde la fecha de interposición de la demanda o de la clausura de la etapa intermedia, según correspondiere.

Artículo 146º: Audiencia. A la audiencia deben comparecer las partes personalmente y el Ministerio Público. 

El alimentado que cuenta con edad y grado de madurez suficiente, aunque intervenga mediante su representante legal, debe comparecer a la audiencia si así lo dispuso el Juez en el auto de apertura del proceso.

El Juez debe procurar que las partes arriben a un acuerdo. Si las partes acuerdan, en el mismo acto se homologa el acuerdo, concluyendo el proceso.

Artículo 147º: Incomparecencia injustificada del demandado. Si la parte demandada no comparece ni acredita previamente justa causa de su inasistencia, en el mismo acto el Juez deberá:

1) Aplicar una multa pecuniaria cuyo monto tendrá en cuenta la situación económica del demandado, según las pruebas aportadas;

2) Fijar una nueva audiencia dentro de los cinco (5) días, que se notifica con habilitación de día y hora, bajo apercibimiento de establecer la cuota alimentaria de conformidad con las pretensiones de la parte actora y lo que resulte del expediente.

Artículo 148º: Incomparecencia de la actora. Si la parte actora no comparece ni acredita previamente justa causa de su incomparecencia, el Juez fija una nueva audiencia, en la misma forma y plazo previsto en el artículo anterior, bajo apercibimiento de tenerla por desistida de su pretensión si no concurriese.

Esta regla no se aplica si el alimentado es una persona menor de edad, con capacidad restringida o incapaz. En este caso, el Ministerio Público debe evaluar la situación de incomparecencia y dictaminar según corresponda.

Artículo 149º: Incomparecencia justificada. Si alguna de las partes no comparece por razones justificadas, el Juez fija otra fecha dentro del plazo de tres (3) días de explicadas las razones de la incomparecencia. La misma, puede justificarse una sola vez.

Artículo 150º: Intervención de la parte demandada. En la audiencia inicial, la parte demandada puede oponer y probar:

1) La falta de título o de derecho de quien peticiona los alimentos;

2) La situación patrimonial propia o la de quien solicita alimentos.

A ese fin tiene la carga de:

a) Acompañar prueba documental sobre su situación patrimonial o de la parte actora,

b) Solicitar informes cuyo diligenciamiento estará a su cargo, debiendo agregarse al expediente en un plazo máximo de diez (10) días,

c) En el supuesto de ofrecer testigos, exponer las razones de la utilidad de este medio de prueba y presentar los interrogatorios correspondientes.

La prueba de testigos debe sustanciarse en esa misma audiencia, siendo carga de la parte interesada asegurar la comparencia.

También podrá solicitar la citación a juicio de otros obligados conforme al artículo 546 del Código Civil y Comercial, en cuyo caso y de juzgarlo procedente, el juez suspenderá la audiencia por un plazo máximo de diez (10) días y ordenará traslado a los mismos, fijando nueva fecha dentro de dicho plazo para que comparezcan, rigiendo para ellos las mismas disposiciones de los incisos anteriores.

Artículo 151º: Decisión. Agregados los informes a los que alude el inciso b) del artículo anterior, en el plazo máximo de cinco (5) días, sin necesidad de petición de parte, si admite la demanda, el Juez fija los alimentos de conformidad con las constancias y pruebas agregadas y ordena pagar por meses anticipados, desde la fecha de notificación fehaciente, cuando ello correspondiere conforme las previsiones del Código Civil y Comercial.

Las cuotas, devengan intereses desde la fecha fijada en la sentencia para el pago de cada una de ellas.

Artículo 152º: Alimentos atrasados. Inactividad procesal del alimentado. La inactividad procesal del alimentado crea la presunción de falta de necesidad. Según las circunstancias, el Juez puede determinar la caducidad del derecho a cobrar las cuotas atrasadas referidas al período correspondiente a la inactividad.

Esta caducidad no se aplica:

1) Si el alimentado es una persona menor de edad, con capacidad restringida o incapaz;

2) Si la aparente inactividad del interesado es provocada por la inconducta del alimentante;

3) Si el interesado prueba causas justificantes de su inactividad.

Artículo 153º: Alimentos devengados durante el proceso. Cuota Suplementaria. La sentencia que admite la demanda debe ordenar que se abonen las cuotas atrasadas. El Juez determinará el monto de la cuota suplementaria, teniendo en cuenta la cuantía de la deuda y la capacidad económica del alimentante.

Las cuotas mensuales suplementarias devengan intereses desde la fecha fijada en la sentencia para el pago de cada una de ellas.

Artículo 154º: Alimentos atrasados y devengados durante el proceso. Pago en cuotas. El alimentante puede solicitar dentro de los cinco (5) días de notificado de la sentencia pagar los alimentos atrasados en cuotas distintas a las establecidas en el fallo. Si las razones invocadas tienen fundamentación suficiente, el Juez está facultado para hacer lugar a la petición en forma total, parcial o establecer otra forma de pago.

Artículo 155º: Cuota extraordinaria. Si se pretende una cuota extraordinaria, la petición tramita por incidente, siempre que sea compatible con la naturaleza alimentaria del reclamo.-

Sección 4°

Ejecución Alimentaria

Artículo 156º: Titulo ejecutivo. Firme la sentencia que homologa el acuerdo o que fija los alimentos provisorios o definitivos, si el alimentante no cumple su obligación, queda habilitada la vía ejecutiva.

Si dentro de los tres (3) días de intimado al pago el demandado no cumple, el Juez ordenará el embargo y la subasta de los bienes necesarios para cubrir el importe de la deuda.

Artículo 157º: Excepción. El alimentante sólo puede oponer las siguientes excepciones:

1) Pago documentado; 

2) Prescripción.

Artículo 158º: Recurso. El Recurso de apelación se concederá sin efecto suspensivo.

Sección 5°

Aumento, Disminución, coparticipación o cesación de alimentos

Artículo 159º: Trámite. Toda petición de aumento, disminución, coparticipación o cesación de la obligación alimentaria se sustancia por incidente. Este trámite no interrumpe la percepción de las cuotas ya fijadas o acordadas.

Artículo 160º: Disminución. Durante el proceso de disminución de cuota alimentaria, si el derecho del actor es verosímil, el Juez puede disponer como medida cautelar el pago de una cuota provisoria que rige durante la sustanciación del proceso.

Si la demanda es rechazada, la actora debe satisfacer los montos que le hubiera correspondido pagar y sus accesorios. Esta disposición no rige para alimentos a favor de personas menores de edad, con capacidades restringidas o incapaces.

Artículo 161º: Momento a partir del cual la resolución rige. El aumento de la cuota alimentaria rige desde la fecha de promoción de la demanda. La disminución, coparticipación y cese de los alimentos, desde que la sentencia queda firme.

La Sentencia que admite la disminución, coparticipación y cese de los alimentos tiene efecto retroactivo respecto de las cuotas devengadas pero no percibidas, excepto que la falta de percepción se haya debido a maniobras abusivas o dilatorias del alimentante.

Artículo 162º: Excepción a la prohibición de interponer nuevo incidente adeudando las costas de otro anterior. Si el aumento de la cuota alimentaria es solicitado por una persona menor de edad, con capacidad restringida o incapaz, no rige la prohibición de dar trámite a nuevos incidentes estando pendientes el pago de las costas de un incidente anterior.

Artículo 163º: Litisexpensas. Trámite. La demanda por litisexpensas se sustancia de conformidad con las disposiciones previstas para el trámite oral.

Capítulo IV

Proceso de Divorcio

Artículo 164º: Disposiciones generales. El cumplimiento de la mediación prejudicial obligatoria, no es exigible para peticionar el divorcio.

Artículo 165º: Legitimación. Están legitimados para iniciar el proceso de divorcio sólo los cónyuges, de manera conjunta o unilateral.

Artículo 166º: Requisitos para la petición. Facultades del Juez. Toda petición de divorcio, bilateral o unilateral, debe ser acompañada de:

1) Libreta de familia o acta de matrimonio y en su caso partidas de nacimiento de los hijos menores de edad;

2) Convenio regulador o la propuesta para arribar al mismo;

3) Indicar la fecha de la separación de hecho si ésta precedió al divorcio.

La omisión de dichos recaudos, impide dar trámite a la petición.

El desacuerdo sobre alguno o todos los efectos del divorcio, o el déficit en la documentación que respalde el convenio o la propuesta, no suspende el dictado de la sentencia de divorcio en ninguna de las dos modalidad previstas.

Artículo 167º: Divorcio bilateral. En este juicio, los cónyuges peticionan el divorcio en un mismo escrito, al que deben adjuntar el convenio regulador sobre los efectos del divorcio o, en su defecto, la propuesta unilateral de cada uno. En ambos casos, el escrito debe ser patrocinado por un abogado para cada parte.

Recibida la petición, el Juez dictará sentencia de divorcio y homologará los efectos acordados.

En caso de no existir acuerdo total, el Juez dicta sentencia de divorcio y convoca a una audiencia en el plazo de diez (10) días.

Las partes deben comparecer a la audiencia personalmente, con sus respectivos abogados. El Juez debe intentar la solución consensuada de aquellos aspectos relativos a los efectos del divorcio que no hayan sido previamente acordados.

Si el acuerdo se logra, el Juez lo homologa en la misma audiencia. Si es parcial, lo homologa en esa extensión. En ambos casos, el Juez puede rechazar los acuerdos que afecten gravemente los intereses de los integrantes del grupo familiar.

Artículo 168º: Divorcio unilateral. En el divorcio unilateral, cualquiera de los cónyuges con patrocinio letrado solicita su declaración.

De la petición con la propuesta de acuerdo regulador, se correrá traslado por diez (10) días al otro cónyuge, quien puede presentar una propia. En este caso, se correrá traslado de la misma al peticionante por el plazo de cinco (5) días. Si hubiera entendimiento, el Juez procederá conforme a lo establecido para el caso de acuerdo en el divorcio bilateral.

Artículo 169º: Ausencia de acuerdo. No habiéndose arribado a un acuerdo, y sin perjuicio del dictado de las medidas provisionales previstas en éste Capítulo, las partes previo cumplimiento de la mediación previa obligatoria, ocurrirán conforme las previsiones de ésta ley por la vía de los incidentes para ventilar aquellos planteos relativos a los efectos derivados del divorcio que no hubiesen sido objeto de acuerdo.

Artículo 170º: Convenio regulador. En cualquier etapa del procedimiento los cónyuges pueden acordar, a través del convenio regulador, sobre todos o algunos de los efectos derivados del divorcio como la atribución de la vivienda, la distribución de los bienes, eventuales compensaciones económicas, ejercicio de la responsabilidad parental y prestación alimentaria, entre otros.

El Juez, a pedido de parte interesada o de oficio, puede objetar una o más estipulaciones del convenio regulador, siempre que afectaren gravemente los intereses de los integrantes del grupo familiar.

Artículo 171º: Sentencia. Inscripción. Recursos. La sentencia, extingue el vínculo matrimonial. El Juez, de oficio, mandará a inscribir la sentencia de divorcio en el Registro del Estado Civil y Capacidad de las Personas. 

La sentencia de divorcio no es apelable, excepto en la parte que disponga sobre:

1) Homologación de acuerdos;

2) Efectos del divorcio;

3) Regulación de honorarios profesionales;

4) Imposición de costas.

Artículo 172º: Medidas provisionales. Iniciado el proceso de divorcio o antes, el Juez puede disponer medidas provisionales de carácter personal o patrimonial, a pedido de parte o de oficio en el caso de las primeras. Al despachar la medida, el Juez debe establecer el plazo de duración, pudiendo prorrogarlo si fuere necesario.

Las medidas provisionales que el Juez puede disponer son:

1) Determinar, teniendo en cuenta el interés familiar, quien de los cónyuges ha de continuar en el uso de la vivienda familiar y, previo inventario, los bienes que retira el cónyuge que deja el inmueble;

2) Si corresponde, establecer la renta por el uso exclusivo de la vivienda por parte de uno de los cónyuges;

3) Ordenar la entrega de los objetos de uso personal;

4) Disponer de un régimen de alimentos y ejercicio del cuidado de los hijos conforme lo dispone el Código Civil y Comercial;

5) Determinar los alimentos que solicite el cónyuge, teniendo en cuenta las pautas establecidas en el Código mencionado;

6) Cualquier otra medida pertinente para regular las relaciones personales entre los cónyuges y los hijos durante la tramitación del proceso.

Estas medidas también pueden disponerse en reclamos de carácter personal derivados de la nulidad del matrimonio y las uniones convivenciales.

ARTÍCULO 173º: Medidas cautelares relativas a los bienes. Iniciado el Proceso de divorcio o antes, en caso de urgencia, a pedido de parte, el Juez puede disponer medidas cautelares para evitar que la administración o disposición de los bienes de uno de los cónyuges pueda poner en peligro, hacer inciertos, o defraudar derechos patrimoniales del otro, cualquiera sea el régimen patrimonial matrimonial que rija.

A pedido de parte, el Juez puede disponer medidas tendientes a determinar la existencia de bienes o derechos de los que los cónyuges fuesen titulares, a los fines de la traba de medidas cautelares.

Estas medidas también pueden disponerse en reclamos patrimoniales derivados de la nulidad del matrimonio y las uniones convivenciales.

Capítulo V

Restricciones a la Capacidad de Ejercicio

Sección 1°

Declaración de restricción a la capacidad e incapacidad

Artículo 174º: Reglas generales. Los procesos de restricción a la capacidad y de incapacidad se rigen por las siguientes reglas generales:

1) La capacidad de ejercicio de la persona destinataria del proceso, se presume, y es parte del mismo, aun cuando se encuentre internada en un establecimiento asistencial;

2) Las limitaciones a la capacidad son de carácter excepcional y se imponen siempre en beneficio de la persona;

3) El abordaje y dictamen interdisciplinario, como la entrevista personal entre el Juez y la persona tutelada, constituyen garantías especiales y condiciones necesarias en estos procesos;

4) La persona protegida tiene derecho a recibir información y ser escuchada, a través de ajustes razonables, medios y tecnologías adecuadas para su comprensión;

5) Tiene derecho además a participar en el proceso judicial con asistencia letrada, y si carece de medios económicos, a que la misma le sea proporcionada con la designación de un abogado especialista;

6) Deben priorizarse las alternativas terapéuticas menos restrictivas de los derechos y libertades;

7) El Ministerio Público de la Defensa tiene intervención necesaria.

Artículo 175º: Legitimación activa. Están legitimados para solicitar la declaración de capacidad restringida y la declaración excepcional de incapacidad:

1) La persona destinataria de este proceso de protección;

2) El cónyuge no separado de hecho y el conviviente mientras la convivencia no haya cesado;

3) Los parientes dentro del cuarto grado, si fueran por afinidad, dentro del segundo grado;

4) El Ministerio Público de la Defensa.

Artículo 176º: Inmediación. Facultades judiciales. El Juez debe mantener relación directa con la persona en cuyo beneficio se realiza el proceso y con los elementos de prueba, a tal efecto, está facultado para realizar todos los ajustes razonables del procedimiento, según las circunstancias del caso lo requieran.

Artículo 177º: Asistencia letrada. Participación del Ministerio Público. El Ministerio Público y un abogado que preste asistencia a la persona en cuyo beneficio se realiza el proceso deben estar presentes en todas las audiencias.

Artículo 178º: Forma de las notificaciones. La persona en cuyo beneficio se realiza el proceso debe ser notificada en forma personal de las siguientes resoluciones:

1) La que dispone dar curso a la petición inicial del legitimado;

2) La que abre a prueba;

3) La sentencia que decide sobre la declaración de capacidad restringida o de incapacidad;

4) La sentencia que decide el pedido de cese de la incapacidad o de la capacidad restringida;

5) Toda otra que el Juez disponga expresamente.

Artículo 179º: Requisitos de la petición. Medidas subsidiarias o complementarias. La petición de declaración de restricción a la capacidad o incapacidad, debe contener:

1) Razones que justifican la restricción de la capacidad de la persona destinataria, con detalle de la afección que padece en su salud mental;

2) Acompañar certificado expedido por médico psiquiatra o neurólogo que abone el estado de salud mental alegado. Subsidiariamente, si se invocara la imposibilidad de acceder a dicha constancia, y la presentación resultara verosímil en su finalidad protectoria, a pedido de parte o de oficio, el Juez podrá requerir al servicio de salud que haya prestado asistencia a la persona, remita en un plazo de cinco (5) días el resumen de su historia clínica y de la situación actual, o bien, que en ese lapso el estado de salud sea prima facie corroborado por el médico psiquiatra del equipo técnico multidisciplinario del organismo. Si se ordenaran dichas medidas, en la misma resolución se dará intervención al Ministerio Público de la Defensa;

3) Descripción de los recursos personales, familiares y sociales con los que cuenta;

4) Régimen que se propicia para la protección, asistencia y promoción de la mayor autonomía.

Artículo 180º: Providencia de apertura. Si el Juez corrobora con los elementos proporcionados en la presentación o en función de las medidas subsidiarias dispuestas, que el proceso podría cumplir una finalidad tuitiva de la persona desde la perspectiva de sus derechos humanos, la convocará a una audiencia para entrevistarla personalmente dentro de los veinte (20) días siguientes, citando además al peticionante y al Ministerio Público de la Defensa. En defecto de aquel presupuesto, rechazará la petición.

Si se fija la audiencia, y la persona protegida no fuera la peticionante de la declaración, deberá notificársela con al menos diez (10) días de antelación, acompañándole copia de la solicitud en trámite, como del resultado de las medidas subsidiarias que se hubieran producido. En la diligencia de notificación, a la que se le aplicarán los ajustes razonables y necesarios para la comprensión del destinatario, se interrogará al mismo sobre si cuenta con recursos para afrontar un abogado que lo patrocine en el proceso y acompañe a la audiencia, y en su defecto, por secretaría, se le designará uno de lista.

Si surgiera de dicha diligencia o de otros elementos, que la persona está imposibilitada de trasladarse a la sede del Juzgado, el Juez y el Ministerio Público de la Defensa se constituirán en su domicilio para entrevistarla.-

Artículo 181º: Medidas Cautelares. En la misma providencia de apertura, antes de la misma, o en cualquier etapa del proceso, a pedido de parte o de oficio, el Juez podrá ordenar con carácter cautelar las medidas necesarias para garantizar los derechos personales y patrimoniales de la persona en cuyo beneficio se realiza el proceso.

Con idénticos propósitos, puede provisoriamente establecer actos de la persona protegida que requieren la asistencia de uno o varios apoyos y disponer, en caso necesario, la representación de un curador, como designar redes de apoyo institucionales y personas que actúen con funciones específicas durante un determinado tiempo.

Artículo 182º: Audiencia. En la audiencia el Juez escuchará a la persona que se intenta proteger, quien podrá oponerse a la declaración manifestando la ausencia de los presupuestos previstos en el artículo 32 del Código Civil y Comercial, o bien propiciar una modalidad protectoria específica, apoyos con los que desea contar, salvaguardas o, si su situación lo permitiera, expresar directivas médicas anticipadas. Para abonar su oposición, la persona podrá ofrecer prueba o pedir en el mismo acto que se escuche el testimonio de hasta tres personas en calidad de testigos, quienes deberán comparecer espontáneamente, acompañar informes u opinión de experto.

Si el interesado no se hubiera opuesto a la declaración, el Juez lo entrevistará procurando conocer sus gustos, necesidades, personas de confianza y todo cuanto le permita dictar una sentencia de protección a medida de la persona.

Al cabo del acto, se dispondrá la realización de la evaluación e informe del equipo técnico interdisciplinario, pudiendo incluir puntos de necesaria indagación que hubieran surgido de la audiencia, otorgándoles un plazo de diez (10) días para su presentación.

Los ajustes razonables para el desarrollo del acto, pueden incluir la asistencia de algún profesional del equipo técnico interdisciplinario.

Artículo 183º: Informe interdisciplinario. El informe interdisciplinario que llevará a cabo el equipo técnico deberá expedirse con la mayor precisión posible sobre:

1) Diagnóstico, fecha aproximada en que el padecimiento se manifestó, tratamientos realizados y los que actualmente recibe;

2) Limitaciones para el ejercicio por sí mismo de sus derechos, especificando los actos para los que requiere asistencia y con qué intensidad;

3) Solución protectora que se aconseja, los apoyos necesarios, el tipo; y si la alternativa aconsejada es la de la incapacidad, especificar su alcance y determinar posibles personas para la figura del curador, y si consideran ventajoso designar más de uno con diferenciación de funciones;

4) Recursos personales, familiares, sociales y de orden económico o patrimonial con los que cuenta. Personas del grupo familiar, o con otra vinculación, que podrían actuar como apoyos, sostenes y posibles apoyos institucionales;

5) Mención de los recursos y dispositivos del Estado disponibles al efecto, teniendo en cuenta las particularidades del caso.

Artículo 184º: Traslado del Informe. Trámites previos al dictado de sentencia. Plazo. Producido el informe del equipo interdisciplinario y las demás pruebas, se dispondrá un traslado por el plazo de cinco (5) días a la persona en cuyo beneficio se realiza el proceso, a su abogado defensor, y a la persona que solicitó la declaración. Vencido el plazo se corre vista al Ministerio Público. Contestada la vista, se dictará sentencia en el plazo de diez (10) días.

Artículo 185º: Contenido de la sentencia. Aspectos comunes. La sentencia debe pronunciarse sobre los siguientes aspectos vinculados a la persona en cuyo interés se sigue el proceso:

1) Diagnóstico;

2) Fecha aproximada en que el padecimiento se manifestó;

3) Pronóstico;

4) Régimen protectorio que se dispone, detallando en el caso de la restricción a la capacidad, que actos de la persona requerirán de la asistencia de apoyos, cuáles y de qué tipo y la intensidad con la que los mismos actuarán según cada acto. Si se trata de la declaración excepcional de incapacidad, indicar el curador que se designa, alcance de su actuación y si existen actos que la persona puede realizar por sí misma sin la representación de aquél;

5) Medidas complementarias y de articulación, para la protección, asistencia y promoción de la mayor autonomía posible de la persona con discapacidad, y posibilitadoras del pleno goce de sus derechos legales y convencionales;

6) Salvaguardas necesarias para las medidas de protección dispuestas;

7) Recursos personales, familiares y sociales existentes.

Artículo 186º: Apelación. Consulta. La sentencia que hace lugar a la petición y dispone alguna de las soluciones protectorias previstas en el derecho de fondo, es apelable en modo restrictivo dentro de los cinco (5) días de su dictado conforme a lo previsto para el juicio oral de esta ley, por el solicitante de la declaración, la persona en cuyo beneficio se tramita el proceso, los apoyos, el curador, y el Ministerio Público. Si el fallo fuera consentido, se elevará en consulta a Cámara Civil y Comercial que corresponda, para que oficiosamente revise la legalidad formal y sustancial de lo decidido.

Artículo 187º: Registración de la sentencia. Encontrándose firme la sentencia declarativa de restricción a la capacidad o de incapacidad, el Juez de oficio ordenará su anotación marginal en el acta de nacimiento de la persona al Registro del Estado Civil y Capacidad de las Personas. La comunicación electrónica al aludido organismo deberá incluir copia del fallo respectivo. Si la persona contara con bienes registrables, el Juez dispondrá asimismo la anotación de la limitación en la capacidad de ejercicio establecida, en los registros respectivos.

Artículo 188º: Revisión de la sentencia. La revisión de la sentencia declarativa puede tener lugar en cualquier momento a instancias de la persona en cuyo beneficio tramitó el proceso.

El Juez debe revisar la sentencia en un plazo no superior a tres (3) años sobre la base de nuevos dictámenes multidisciplinarios y previa entrevista personal con la persona. No rige la apelación automática en éste supuesto cuando la sentencia anterior haya sido revisada por la Cámara respectiva.

Artículo 189º: Revisión de las designaciones. Las designaciones de los apoyos, curadores, redes de sostenes y otras personas con funciones específicas pueden ser revisadas en cualquier momento a instancias de la persona en cuyo beneficio tramitó el proceso o del Ministerio Público.

Artículo 190º: Costas. Las costas son a cargo de la persona en cuyo favor se declara la restricción a la capacidad o la declaración de incapacidad y no pueden exceder, en conjunto, del diez por ciento (10%) del monto de sus bienes. Sin embargo se impondrán al solicitante de la declaración si el Juez considera que la petición fue formulada con malicia o con error inexcusable.

Además del principio de gratuidad que rige en procesos carentes de contenido económicos, la persona protegida que carece de recursos tiene derecho a contar con asistencia letrada proporcionada por el Estado, y consecuentemente a ser eximida de costas en esa situación.

Sección 2°

Cese de la incapacidad y de las restricciones a la capacidad

Artículo 191º: Legitimación. La cesación de la declaración de capacidad restringida o de incapacidad puede ser solicitada por:

1) La persona declarada con capacidad restringida o con incapacidad;

2) Las personas legitimadas para solicitar la declaración;

3) Los curadores, sostenes o apoyos;

4) El Ministerio Público;

5) Los allegados.

Artículo 192º: Trámite. En la primera providencia el Juez ordenará nuevo informe del equipo técnico interdisciplinario para que se expida acerca de la situación y el eventual restablecimiento de la persona, y dispondrá audiencia para la entrevista personal con el interesado.

Artículo 193º: Sentencia. Cumplidos los actos previstos en el artículo anterior y escuchado el Ministerio Público de la Defensa, se dictará sentencia admitiendo o denegando el cese del régimen de protección impuesto. Si la solución más beneficiosa para la persona, implicara la adecuación de dicho sistema, el Juez decidirá en ese sentido.

Si se hiciera lugar al cese o se ajustara el régimen protectorio, de oficio se comunicará por medios electrónicos lo resuelto al Registro de Estado y Capacidad de las Personas, con copia de la sentencia recaída.

Artículo 194º: Recursos. La sentencia que declara el cese de la restricción a la capacidad o incapacidad, es irrecurrible.

La sentencia que dispone el cese parcial de las restricciones y de la incapacidad es apelable conforme a las reglas establecidas en el presente Capítulo.

Capítulo VI

Proceso de Inhabilitación por Prodigalidad

Artículo 195º: Objeto. El proceso de inhabilitación por prodigalidad se promueve en beneficio de aquella persona que en la gestión de sus bienes expone a su cónyuge, conviviente o a sus hijos menores de edad o con discapacidad a la pérdida del patrimonio.

Artículo 196º: Legitimación. Están legitimados para promover la declaración de inhabilitación por prodigalidad:

1) El cónyuge no separado de hecho;

2) El conviviente mientras la convivencia no haya cesado;

3) Los ascendientes;

4) Los descendientes.

Artículo 197º: La petición. La petición de inhabilitación debe exponer la verosimilitud de los hechos que sustentan la misma, extremo que puede surgir de prueba documental, informes, dictámenes de expertos o testigos de abono que serán citados a primera audiencia.-

Artículo 198º: Trámite. Resulta aplicable el trámite previsto para la declaración de restricción a la capacidad.

Artículo 199º: Sentencia. Fundado en la prueba incorporada, el Juez, en la Sentencia podrá:

1) Declarar la inhabilitación por prodigalidad, si está acreditado que en la gestión de sus bienes la persona expone a su cónyuge, conviviente, hijos menores de edad o con discapacidad a la pérdida del patrimonio;

2) Designar el o los apoyos para que asistan a la persona en los actos de disposición entre vivos y los demás actos que determine;

3) Ordenar la inscripción de la sentencia en el Registro Civil del Estado y Capacidad de las Personas su anotación al margen de la partida de nacimiento. Podrá disponer la inscripción en los demás Registros que correspondan.

Artículo 200º: Recursos. La sentencia es apelable, conforme a las reglas establecidas en esta ley.

Artículo 201º: Cese de la inhabilitación por prodigalidad. Legitimación. Están legitimadas para promover el cese de la inhabilitación ante el Juez que la decretó las personas mencionadas como legitimadas para promover la declaración de inhabilitación por prodigalidad.

Artículo 202º: Procedimiento. El cese de la inhabilitación por prodigalidad tramita de acuerdo a las reglas del proceso de cese a la restricción de la capacidad.

Artículo 203º: Sentencia. Incorporado el informe interdisciplinario, y conforme sus conclusiones, dentro del plazo de diez (10) días, el Juez dicta sentencia con alguna de las siguientes alternativas:

1) Cese de la inhabilitación.

2) Reducción de la nómina de actos que requieren la asistencia de apoyos.

Artículo 204º: Recursos. Registración. Archivo. La sentencia que declara el cese de la inhabilitación es irrecurrible. Debe ordenarse la cancelación registral mediante oficio al Registro del Estado Civil y Capacidad de las Personas y, operada la cancelación, archivarse las actuaciones.

La sentencia que dispone el cese parcial de las restricciones es apelable conforme a las reglas de la presente norma.

Capítulo VII

Proceso de Control de Legalidad 

en Internaciones por Salud Mental

Artículo 205º: Características del proceso. El control de legalidad de las internaciones involuntarias por salud mental tiene carácter urgente, y reviste conexidad con los procesos de restricción de la capacidad o incapacidad preexistentes. Todos los actos procesales cuentan con habilitación de días y horas inhábiles.

La persona internada involuntariamente o su representante legal, tienen derecho a designar un abogado. Si no lo hicieran, se le dará intervención al Ministerio Público de la Defensa.

Artículo 206º: Casos comprendidos. Este capítulo comprende el control de legalidad previsto por la Ley de Salud Mental N° 26.657 para las internaciones involuntarias en los términos de esa legislación especial.

La internación es involuntaria cuando la persona se opone a la misma, no presta el consentimiento informado o no está en condiciones de hacerlo, y también la internación es de ese tipo, si se trata de persona menor de dieciocho (18) años.

El control de legalidad aquí regulado, incluye la decisión de internación del establecimiento de salud, precedida del traslado por parte de autoridad pública para la evaluación de la persona que por padecer enfermedades mentales o adicciones se encuentren en riesgo cierto e inminente para sí o para terceros.

Artículo 207º: Decisión de la internación y comunicación al Juez. La decisión de la internación sin consentimiento de la persona, está a cargo del Equipo Interdisciplinario del Servicio de Salud, el cual contemplará al efecto principios y previsiones de la Ley de Salud Mental y del Código Civil y Comercial de la Nación. Si la internación se dispone, deberá comunicarse al Juez competente y al Órgano de Revisión, en un plazo máximo de diez (10) horas. Esta notificación deberá incluir informe interdisciplinario del equipo de salud interviniente y de la decisión de internación fundada.

Artículo 208º: Ejercicio del control de legalidad. Recibida la comunicación del Servicio de Salud, el Juez deberá garantizar el derecho de la persona internada, en la medida que sea posible, a ser oída en relación a la internación dispuesta.

Podrá asimismo citar de inmediato a sus familiares o allegados y entrevistar al equipo interdisciplinario que dispuso la medida si precisara aclaraciones sobre la misma.

Artículo 209º: El juez en un plazo máximo de tres (3) días corridos de notificado debe:

1) Autorizar, si evalúa que están dadas las causales previstas por la Ley de Salud Mental N° 26.657; o

2) Antes de dictar sentencia, requerir informes ampliatorios de los profesionales tratantes o indicar peritajes externos, siempre que no perjudiquen la evolución del tratamiento, tendientes a evaluar si existen los supuestos necesarios que justifiquen la medida extrema de la internación involuntaria. La petición de informes ampliatorios sólo procede si, a criterio del Juez, el informe original es insuficiente. En caso de solicitar el mismo o peritajes externos, el plazo máximo para autorizar o denegar la internación no podrá superar los siete (7) días fijados en el artículo 25 de la Ley de Salud Mental N° 26.657; y/o

3) Denegar, en caso de evaluar que no existen los supuestos necesarios para la medida de internación involuntaria, en cuyo caso debe asegurar la externación de forma inmediata.

El juez sólo puede ordenar por sí mismo una internación involuntaria cuando, cumplidos los requisitos establecidos en el artículo 20 de la Ley de Salud Mental N° 26.657, el servicio de salud responsable de la cobertura se negase a realizarla.

Artículo 210º: Internación negada por el Centro de Salud. Cautelar de Protección de persona. Presupuestos. Los legitimados para pedir la restricción de la capacidad, pueden solicitar cautelarmente en protección de la persona, la internación negada por el equipo interdisciplinario del servicio de salud. La petición deberá exponer la verosimilitud del derecho y el peligro en la demora.

Antes de decidir el Juez recabará la opinión del equipo multidisciplinario del Juzgado y del Ministerio Público de la Defensa, pudiendo pedir de modo urgente, aclaraciones al servicio de salud que denegó la medida.

La resolución del Juez hará o no lugar a la internación solicitada, y en caso de admitirla lo hará brindando motivos suficientes, teniendo en cuenta las exigencias del artículo 20 de la Ley de Salud Mental N° 26.657.

Dispondrá asimismo las medidas pertinentes para el control periódico de la internación, el cumplimiento de sus fines terapéuticos, y lapso de duración estimado. 

La decisión deberá comunicarse de modo inmediato al Órgano de Revisión, para que en ejercicio de sus facultades de supervisión y evaluación, efectúe en el término de tres (3) días, informe acerca de las condiciones de la internación.

Artículo 211º: Recursos. Las decisiones judiciales recaídas en el control de la orden de internación del equipo del servicio de salud, como la de tipo cautelar dictada frente a la negativa de éste, serán apelables, debiendo interponerse los recursos fundados dentro de los cinco (5) días posteriores a la notificación de la decisión respectiva, y se concederán con efecto devolutivo en caso de admitirse la medida.

Sustanciado el recurso y de resultar procedente, se elevarán las actuaciones de modo inmediato, previa conformación de legajo de piezas útiles que permanecerán en la primera instancia.

Artículo 212º: Trámite posterior al control de legalidad. Si de los informes ordenados en la sentencia surge un cambio de la situación inicialmente verificada, y el Equipo Interdisciplinario del servicio de salud interviniente, no hubiera otorgado el alta correspondiente, de oficio, a pedido de la persona internada o de otro legitimado para pedir la restricción de la capacidad, el Juez debe en cualquier momento disponer la inmediata externación de la persona.

Transcurridos los primeros noventa (90) días, de continuar la internación involuntaria, el Juez debe pedir al Órgano de Revisión que designe un equipo interdisciplinario que no haya intervenido hasta el momento, a fin de obtener una nueva evaluación.

Con esa opinión, el Juez decidirá sobre la permanencia de la persona en situación de internación, y en caso de diferencia de criterio, optará siempre por la que menos restrinja la libertad de la persona internada.

El cese de este recurso terapéutico que disponga el área de salud interviniente, deberá comunicarse al Juez en un plazo no superior a diez (10) días, para que proceda al cierre y archivo de las actuaciones.

Capítulo VIII

Autorizaciones

Sección 1°

Autorización para contraer matrimonio

Artículo 213º: Ámbito de aplicación. Las personas menores de dieciséis (16) años y las que se encuentren dentro del supuesto previsto en el artículo 403 Inciso f) y 404 del Código Civil y Comercial, deben solicitar la correspondiente autorización judicial para contraer matrimonio.-

Artículo 214º: Legitimación de personas menores de dieciséis (16) años. Está legitimado para solicitar autorización judicial para contraer matrimonio, el menor de edad si cuenta con edad y grado de madurez suficiente.

El menor debe intervenir con el correspondiente patrocinio letrado y se deberá notificar a ambos progenitores. Si no comparecen al proceso, debe intervenir el defensor oficial.

Artículo 215º: Falta de salud mental. Legitimación de las personas previstas en el artículo 403 inciso g) y 405 del Código Civil y Comercial. Las personas que padecen falta permanente o transitoria de salud mental que no les impide tener discernimiento para el acto matrimonial, pueden solicitar autorización para contraer matrimonio conjuntamente con su o sus apoyos, representantes legales y cuidadores, según el caso.

Artículo 216º: Trámite. Las autorizaciones reguladas precedentemente no exigen etapa previa, tramitando en audiencia oral, con intervención de los interesados, de los representantes legales y del Ministerio Público de la Defensa.

Presentada la petición, el Juez procederá a la fijación de una audiencia dentro de los cinco (5) días. En la misma, el Juez escuchará la posición de todos los convocados.

Artículo 217º: Informe interdisciplinario. De oficio o a pedido de parte, el Juez puede requerir al equipo interdisciplinario del Juzgado, informe acerca de la comprensión de las consecuencias jurídicas del acto matrimonial y de la aptitud para la vida de relación por parte de la persona menor de edad o cuya capacidad se encuentre afectada.

Artículo 218º: Sentencia. Realizada la audiencia, agregado en su caso el informe, el Juez dictará sentencia en el plazo de cinco (5) días.

Artículo 219º: Apelación. La resolución es apelable dentro de los cinco (5) días de notificada. A efectos de resolver, la Cámara interviniente convocará a una audiencia a los pretensos contrayentes, sus representantes legales o apoyos y al Ministerio Público en un plazo máximo de diez (10) días. Se escuchará a los convocados, dictándose sentencia en el mismo acto.

Artículo 220º: Matrimonio entre tutor o sus descendientes y el tutelado. La autorización para contraer matrimonio entre el tutor o sus descendientes con la persona bajo su tutela se rige por las mismas reglas que las previstas para las personas menores de dieciséis (16) años, teniéndose en cuenta los requisitos establecidos por el artículo 404 del Código Civil y Comercial.

Sección 2°

Autorización para salir del país

Artículo 221º: Trámite. El trámite para el otorgamiento de la autorización supletoria para salir del país tramitará en lo pertinente por el mismo procedimiento del artículo 214º y siguientes de este Capítulo.

Artículo 222º: Legitimación. Los representantes legales, quienes tengan a una persona menor de edad bajo su cuidado o el propio niño, niña o adolescente si cuenta con edad y grado de madurez suficiente con el correspondiente patrocinio letrado, pueden solicitar autorización judicial para que los niños, niñas y adolescentes salgan del país ante la negativa o ausencia de uno o ambos representantes legales.

Artículo 223º: Audiencia y sentencia. Al concluir la audiencia, el Juez resuelve el pedido de autorización, excepto que según las circunstancias del caso ordene la realización de pruebas, que deben incorporarse al proceso en un plazo no superior a diez (10) días.

Artículo 224º: Apelación. La resolución es apelable dentro de las cuarenta y ocho (48) horas. La Cámara convocará a una audiencia a los niños, niñas y adolescentes que cuenten con edad y grado de madurez suficiente involucrados, sus representantes legales y al Ministerio Público en un plazo máximo de cinco (5) días. Escuchados los convocados, dictará sentencia en el mismo acto.

Sección 3°

Juicio de Disenso

Artículo 225º: Ámbito de aplicación. En el supuesto de que los padres o tutores no presten el consentimiento para la celebración de matrimonio de adolescentes entre dieciséis (16) y dieciocho (18) años, ya sea por negativa expresa o por ausencia, el pretenso contrayente adolescente puede solicitar la correspondiente autorización judicial supletoria sin necesidad de cumplimentar la etapa previa.

Artículo 226º: Legitimación. Son legitimados:

1) Activos, el o los pretensos contrayentes adolescentes con el correspondiente patrocinio letrado;

2) Pasivos, los representantes legales que se niegan a prestar el consentimiento.

Artículo 227º: Trámite. De la petición se corre traslado por cinco (5) días a los legitimados pasivos para que expresen los motivos de su negativa.

En caso de ausencia o desconocimiento del paradero de los representantes legales, acreditada de modo indubitable, el Juez convoca a una audiencia dentro de los cinco (5) días y resuelve la petición en ese acto.

Si la ausencia o desconocimiento del paradero de los representantes legales no se encuentra debidamente probada, previamente, debe acreditarse tal circunstancia por el trámite de la información sumaria.

Artículo 228º: Intervención de los representantes legales. Los representantes legales, excepto que estén ausentes o se desconozca su paradero, deben expresar los motivos de su negativa, que podrán fundarse en alguna de las siguientes razones:

1) La existencia de alguno de los impedimentos legales;

2) La falta de madurez del adolescente que solicita autorización para casarse.

Artículo 229º: Audiencia. Sentencia. El Juez mantendrá una audiencia con todos los involucrados y dictará sentencia en ese mismo acto.

Artículo 230º: Apelación. La resolución es apelable dentro de los cinco (5) días. Concedido el recurso, la Cámara interviniente convocará a una audiencia a los pretensos contrayentes, sus representantes legales y al Ministerio Público en un plazo máximo de diez (10) días. Escuchados los convocados, dictará sentencia en el mismo acto.

Sección 4°

Autorización supletoria en materia de bienes 

en los matrimonios y en las uniones convivenciales

Artículo 231º: Ámbito de Aplicación. En todos los casos que el Código Civil y Comercial requiere el asentimiento de un cónyuge o conviviente para un acto de carácter patrimonial y éste se niegue a prestarlo, el otro cónyuge o conviviente puede solicitar la correspondiente autorización judicial supletoria.

Artículo 232º: Trámite. El proceso tramita por las reglas del proceso abreviado previsto en esta Ley, con las modificaciones dispuestas en esta sección.

Artículo 233º: Audiencia y sentencia. Al concluir la audiencia, el Juez resuelve el pedido de autorización, excepto que según las circunstancias del caso ordene la realización de prueba, que debe incorporarse al proceso en un plazo máximo de diez (10) días.

Artículo 234º: Apelación. La resolución es apelable dentro del quinto día por escrito fundado, del que se corre traslado por igual plazo. La Cámara interviniente deberá pronunciarse en el plazo de diez (10) días.

Capítulo IX

Sistema de Protección Integral de Niños, Niñas y Adolescentes control de Legalidad

Artículo 235º: Orden judicial para garantizar medidas de protección. Cuando una orden judicial fuera necesaria para garantizar la aplicación o el cumplimiento de una medida de protección de derechos o de una medida excepcional de protección, el Órgano Administrativo de Protección debe solicitarla al Juez competente acompañando un informe fundado.

Artículo 236º: Medida excepcional de protección. Presentación del órgano de protección ante el Juez. Recaudos. Dentro de las veinticuatro (24) horas de adoptada la medida de protección excepcional, el organismo administrativo de protección de derechos solicitará el control de legalidad de la medida.

La medida de protección excepcional, deberá explicar:

1) El agotamiento de las medidas de protección de derechos sin resultado positivo, o en su caso la acción adoptada en el caso concreto conforme a criterios de urgencia en la reparación de derechos;

2) La proporcionalidad e idoneidad de la medida adoptada, según las circunstancias del caso concreto;

3) La razonabilidad del plan de acción trazado para el reintegro del niño, niña o adolescente a su grupo familiar, con especificaciones de recursos y estrategia que lo sustenten;

4) El plazo de duración, que no podrá ser superior a noventa (90) días.

Artículo 237º: Control de legalidad. Trámite. Recibida la presentación del organismo administrativo de protección, se fijará audiencia dentro de los cinco (5) días, salvo que la misma no se encuentre debidamente fundada conforme los recaudos señalados en el artículo anterior, en cuyo caso, previa vista al Ministerio Público, requerirá al organismo administrativo de protección la información que se amplíen los fundamentos.

A la audiencia serán convocados el niño, niña o adolescente, sus progenitores, tutores o guardadores, referentes afectivos o comunitarios, cuando éstos sean los encargados de la persona menor de edad destinataria de la medida de excepción, el organismo administrativo de protección de derechos interviniente y el Ministerio Público.

En el caso de los progenitores, tutores o guardadores, en la misma notificación, se les hará saber que deberán comparecer acompañados con un abogado y que la falta de comparecencia sin justificación, estando debidamente notificados, no obstará a la celebración del acto ni a la prosecución del trámite.

Si los referentes familiares manifestaran oposición, el Juez podrá requerir la intervención del equipo técnico interdisciplinario del Juzgado, para que amplíe la información del caso, para su resolución.

Artículo 238º: Audiencia de Control de Legalidad. La audiencia se realizará el día y hora fijados, con los asistentes que concurran, debiendo ser registrada la misma mediante videoregistración, o por cualquier otro tipo de soporte para su debida registración. Abierto el acto el Juez explicará la finalidad de la audiencia, los alcances de la medida y proporcionará a los responsables familiares la información necesaria para el ejercicio de sus derechos.

El niño, niña o adolescente, será oído por el Juez en audiencia privada, de acuerdo a lo establecido en la reglamentación del Superior Tribunal de Justicia, con los ajustes razonables que sean necesarios, evitado toda circunstancia que implique su posible revictimización, y con la intervención del Ministerio Público.

El Juez resolverá sobre la legalidad de la medida excepcional que motivó el trámite en la misma audiencia o en el plazo de veinticuatro (24) horas de culminada la misma.

Artículo 239º: Resolución relativa al control de legalidad. Notificación. Apelación. En su control de legalidad de la medida excepcional de protección, el Juez deberá tener en cuenta:

1) El agotamiento de las medidas de protección de derechos sin resultado positivo;

2) Que la separación del niño, niña o adolescente se encuentre debidamente justificada conforme a su superior interés;

3) Que el plan de acción y la medida adoptada resulte adecuada a las circunstancias del caso;

4) El plazo de duración de la medida que no podrá exceder de noventa (90) días.

Si el Juez considera que la medida excepcional sometida a control no cumple esos requisitos, remitirá las actuaciones al organismo administrativo de protección haciéndole saber los motivos del rechazo, y le concederá un plazo no superior a diez (10) días para que elabore y presente un nuevo plan de acción.

En todos los casos, la resolución que se dicte debe notificarse a las partes y demás intervinientes y es apelable con efecto devolutivo conforme lo prescripto en el Título IV de la presente ley.

Artículo 240º: Prórroga de la Medida Excepcional de Protección. Si persisten las causas que le dieron origen, y el organismo administrativo de protección resuelve prorrogarla, deberá comunicarlo nuevamente al Juez, acompañando decisión fundada y los elementos en que se sustenta. Dicha prórroga no podrá exceder de noventa (90) días y deberá ser sometida al control de legalidad judicial regulado precedentemente.

Artículo 241º: Cumplimiento del plazo. Intimación. Agotado el lapso total de ciento ochenta (180) días de las medidas excepcionales, el organismo administrativo deberá dictaminar para que el Juez resuelva acerca de la situación jurídica definitiva del niño, niña o adolescente.

Si vencido el plazo el órgano administrativo de protección no hubiera formulado alternativas, de oficio o a instancia del Ministerio Público, el Juez intimará a aquél para que las concrete o convocará audiencia en el término de cinco (5) días para escucharlo.

Artículo 242º: Nueva intervención por control judicial de legalidad. Si reintegrado el niño, niña o adolescente con su familia nuclear o ampliada, se verifica otra situación de vulneración de derechos que obligue a un nuevo control judicial de legalidad, será competente el mismo Juzgado que intervino en el proceso judicial anterior, excepto que se haya modificado el centro de vida. En este último supuesto, el Juez que intervino debe remitir copia certificada de las actuaciones al Juez competente.

Capítulo X

Proceso de restitución Internacional de Personas Menores de Edad y de visitas, comunicación y contacto 

Sección 1°

Restitución Internacional de Menores

Artículo 243º: Objeto. Ámbito de aplicación. El objeto del proceso de restitución internacional de menores de edad, es determinar si ha existido traslado o retención ilícita de una persona de menos de dieciséis (16) años de edad, en violación a un derecho de guarda o de custodia, y en su caso lograr en forma urgente la restitución en forma segura.

A los fines de este proceso, se entiende por derecho de guarda o custodia, aquel comprensivo del derecho de cuidado y de decidir sobre el lugar de residencia de la persona de menos de dieciséis años de edad –incluyendo su traslado al extranjero- de conformidad con la ley del Estado de su residencia habitual. Tal derecho puede resultar de la aplicación de pleno derecho de una norma legal, de una decisión judicial o administrativa o de un acuerdo vigente según el derecho de dicho estado, y debe haber sido ejercido en forma efectiva, ya sea individual o conjuntamente, por sus padres, madres, tutores, guardadores o instituciones, inmediatamente antes del hecho.

La persona menor de dieciséis (16) años de edad, en consecuencia, debe haber sido desplazada ilícitamente de su centro habitual de vida, encontrándose en el territorio provincial.

Artículo 244º: Etapa preliminar. La petición de localización debe cumplir los requisitos establecidos por esta ley y los que resultan de los artículos 8º de la Convención de la Haya de 1980 y 9 de la Convención Interamericana de Derechos Humanos. Puede ser presentada de modo directo ante el Juzgado, por medio de exhorto o por comunicación judicial directa ante la Autoridad Central.

Inmediatamente después de presentada la petición en el Juzgado, se debe disponer de las medidas urgentes necesarias para la localización y las cautelares de protección del niño, niña o adolescente. Verificada la localización, el Juez debe comunicarlo de inmediato a la autoridad central y al estado requirente.

Dentro del plazo de treinta (30) días de conocida la localización, debe presentarse la demanda de restitución acompañada de la documentación que acredite la legitimación activa y demás recaudos.

En caso de no ser presentada en término, se produce la caducidad de las medidas preliminares dispuestas. La documentación agregada a la demanda debe estar traducida, si correspondiere, pero no requiere legalización.

Sin perjuicio de esto, el Juez puede convocar a las partes a una audiencia de conciliación en cualquier etapa del proceso, aun con sentencia firme, con la finalidad de lograr un acuerdo amistoso para su cumplimiento.

Artículo 245º: Características del Proceso. El proceso de restitución internacional de menores de edad, reviste el carácter de urgente y autónomo. Tiene estructura monitoria.

Este proceso no podrá exceder las seis semanas de duración, contadas desde la fecha de presentación de la demanda y computada la revisión de la sentencia.

El Ministerio Público tiene intervención necesaria.

Si fuera condición para la comunicación con las partes o la persona menor de edad en audiencia, se designará traductor del idioma correspondiente.

Artículo 246º: Legitimación activa y pasiva. Está legitimado para pedir la restitución internacional de la persona de menos de dieciséis años de edad, el padre, madre, tutor, guardador u otra persona, institución u organismo que inmediatamente antes de su traslado o retención, fuere titular del derecho de guarda o custodia, conforme al régimen jurídico del país de residencia habitual.

Estará legitimado pasivamente, aquel que es denunciado por quien tiene la titularidad activa, como la persona que ha sustraído o retiene en forma ilegítima a la persona de menos de dieciséis años de edad cuyo desplazamiento o retención constituye la causa de la solicitud.

Artículo 247º: Principios generales. Conforme lo establece el artículo 2642º del Código Civil y Comercial, en materia de desplazamientos, retenciones o sustracciones de menores de edad que den lugar a pedidos de localización y restitución internacional, rigen las convenciones vigentes y, fuera de su ámbito de aplicación, los Jueces deben procurar adaptar el caso a los principios contenidos en tales convenios, asegurando el interés superior del niño.

Dicho principio debe ser entendido a los efectos del presente proceso, en función del derecho a no ser trasladado o retenido ilícitamente y a que se dilucide ante el Juez del Estado de su residencia habitual la decisión sobre su guarda o custodia; a mantener contacto fluido con ambos progenitores y sus familias y a obtener una rápida resolución de la solicitud de restitución o de visita internacional.

Artículo 248º: Exclusión de la cuestión de fondo. La decisión sobre el fondo del asunto de la guarda está excluida en este proceso urgente, por ser materia privativa de la jurisdicción del Estado de residencia habitual de la persona de menos de dieciséis años de edad. Mientras se tramita la solicitud de restitución quedan suspendidos los procesos tendientes a resolver sobre el fondo de la guarda o custodia, que puedan encontrarse en el trámite.

Artículo 249º: Participación autónoma de la persona menor de edad. Autoridad Central. La persona menor de edad cuya restitución internacional se tramita tendrá participación autónoma en el proceso, pudiendo ser directa o indirecta.

A los efectos del cumplimiento de los cometidos asignados por la Convención aplicable, la Autoridad Central respectiva deberá ser informada por el Juez de las actuaciones y tendrá libre acceso a las mismas. Podrá participar de las audiencias, y prestará colaboración para el logro del propósito del trámite.

Artículo 250º: Cooperación judicial internacional. El Juez puede recurrir a la Autoridad Central y a la Red Internacional de Jueces de la Haya o al Juez competente del Estado de residencia habitual de la persona menor de edad, con el objeto de requerir la cooperación que fuere necesaria. Tales requerimientos pueden establecerse por medio de comunicaciones judiciales directas debiéndose dejar constancia en el expediente.

Artículo 251º: Solicitud de localización, medidas de protección. El proceso se inicia con la solicitud de localización y eventuales medidas de protección, o directamente con la demanda o solicitud de restitución que puede incluir aquellas peticiones.

El Juez tomará conocimiento inmediato de la solicitud, y ordenará las más urgentes medidas para la localización con auxilio de la autoridad policial, como también para la protección de la persona menor de edad, lo cual incluye la adopción de dispositivos que eviten nuevos desplazamientos geográficos en desmedro de la prosecución del proceso.

Verificada la localización, se comunicará de inmediato al interesado y al Estado requirente vía Autoridad Central, quien actuará de modo simultáneo para conseguir la restitución voluntaria del menor de edad. A partir de esa noticia, en caso de que se hubiera efectuado una solicitud previa al respecto, comenzará a correr un plazo de treinta (30) días para la correspondiente presentación de demanda o solicitud de restitución, si esta no se hubiese deducido. Vencido el mismo, las medidas adoptadas liminarmente, caducarán de pleno derecho.

Artículo 252º: Demanda. Presentada la demanda de restitución, el Juez debe analizar las condiciones de admisibilidad de la acción y la verosimilitud del derecho del peticionante.

Si el pedido se considera procedente, el Juez debe dictar resolución que ordene la restitución dentro de las veinticuatro (24) horas. En la misma resolución, el Juez:

1) Disponer las medidas necesaria para la protección del niño o adolescente y para mantener o modificar las medidas cautelares y provisionales adoptadas inicialmente, durante la etapa preliminar;

2) Ordenar la citación del accionado para que oponga alguna de las defensas previstas en el artículo siguiente.

Si no mediare oposición, la orden de restitución queda firme y se libra mandamiento para hacerla efectiva, con comunicación a la Autoridad Central.

La resolución que rechaza la demanda sin sustanciación, requiere motivación suficiente.

Artículo 253º: Recurso. La resolución es apelable dentro del plazo de tres (3) días. Debe fundarse en el mismo escrito de interposición.

El expediente debe elevarse a la Cámara dentro de las veinticuatro (24) horas de concedido el recurso, debiendo ésta resolver en el plazo máximo de cinco (5) días.

Artículo 254º: Excepciones admisibles. De la resolución que dispone la restitución del menor o adolescente, se debe correr traslado al accionante por el plazo de cinco (5) días para oponer defensas u oposiciones. Éstas sólo pueden fundarse en que:

1) La persona, institución u organismo que tenía a su cargo al niño en el momento en que él fue trasladado o retenido, no ejercía su cuidado de modo efectivo, o había consentido o posteriormente aceptado el traslado o retención;

2) Existe grave riesgo de que la restitución del niño lo exponga a un peligro físico o psíquico o de cualquier otra manera lo someta a una situación intolerable;

3) El propio niño, niña o adolescente con edad o grado de madurez suficiente se opone a la restitución y resulta apropiado tener en cuenta su opinión.

El Juzgado debe rechazar sin sustanciación toda defensa que no sea de las enumeradas en este artículo.

Artículo 255º: Otras razones que el juez puede invocar. El Juez también puede denegar la restitución cuando sea manifiestamente violatoria de los principios fundamentales del estado requerido en materia de protección de los derechos humanos y libertades fundamentales.

Artículo 256º: Situación ante la no oposición de excepciones. Si no fueren opuestas excepciones quedará firme el mandamiento de restitución y se dispondrá hacer efectivo el mismo, comunicándolo a la Autoridad Central.

Se hará saber al Estado requirente, en su caso, que si dentro de los treinta (30) días calendario desde que fuere comunicada la sentencia, no adopta las medidas necesarias a efectos del traslado de la persona de menos de dieciséis (16) años de edad, quedarán sin efecto la restitución ordenada y las providencias adoptadas.

Artículo 257º: Trámite posterior a la interposición de excepciones. Opuestas excepciones, se sustanciarán con un traslado al requirente por tres (3) días, y con su resultado o vencido el plazo, el Juez fijará una audiencia dentro de los cinco (5) días contados desde esa fecha. En la misma providencia se ordenará la prueba estrictamente referida a los hechos en los que se sustentaron las defensas.

Solo son admisibles hasta tres (3) testigos por cada parte.

La realización de un informe pericial psicológico sólo puede ofrecerse en caso de invocarse como defensa que existe grave riesgo para el niño o adolescente. En ese supuesto, el Juez debe pedir un informe al equipo multidisciplinario del Juzgado.

Artículo 258º: Audiencia. Contestadas las excepciones por el requirente, o vencido el plazo de tres (3) días, el Juez fija audiencia dentro de los cinco (5) días contados desde esa fecha, debiendo citar a las partes, a la persona menor de edad y al Ministerio Público.

En la audiencia, el Juez debe procurar la solución consensuada del conflicto. Si se arriba a un acuerdo, el Juez lo homologa en el mismo acto.

De no existir acuerdo, el Juez fija los puntos de debate, recibe la prueba testimonial y dispone la presentación de los informes periciales, si correspondiere.

Deberá labrarse acta del comparendo, pudiendo disponerse la filmación de las declaraciones y la entrevista.

Una vez presentados los informes periciales, si hubieren sido ordenados, se corre traslado por el plazo de dos (2) días a las partes, al solo efecto de que formulen observaciones sobre el valor probatorio. Asimismo, se correrá traslado al Ministerio Público para que se expida.

Artículo 259º: Sentencia. Dentro del plazo de cinco (5) días de celebrada la audiencia o de vencido el plazo para formular observaciones a los informes periciales, el Juez debe dictar resolución sobre las oposiciones planteadas.

Artículo 260º: Contenido de la sentencia. Restitución segura. Se ordenará la restitución cuando se tratare de una persona de menos de dieciséis años de edad, que haya sido trasladada o retenida ilícitamente en violación de un derecho de guarda o custodia efectivamente ejercido al momento del hecho en el país de su residencia habitual.

La sentencia debe disponer las medidas complementarias tendientes a garantizar el regreso seguro del menor de edad. En ese sentido, puede recurrir a la Autoridad Central para solicitar, por su intermedio, información relacionada con las medidas de protección y los servicios disponibles en el estado requirente o solicitar por otro tipo de colaboraron internacional, con el objetivo de disponer las medidas de retorno seguro que fueren pertinentes.

Se contemplará asimismo un sistema de seguimiento de la restitución y cumplimiento de las medidas de protección complementarias a través de la Autoridad Central y otras formas de cooperación internacional.

Los gastos de restitución serán a cargo del actor o en su caso del Estado requirente.

Artículo 261º: Recurso. Contra la sentencia definitiva sólo será admisible el recurso de apelación ante la Cámara de Apelaciones competente, el cual deberá interponerse fundado dentro de los tres (3) días de notificada, y se sustanciará por igual plazo común con la contraparte y el menor de edad. En el mismo lapso se expedirá el Ministerio Público.

Será concedido libremente y con efecto suspensivo, salvo que el juez advirtiera que existen motivos suficientes fundados, para otorgarlo con efecto devolutivo. Los autos serán elevados dentro del término de veinticuatro (24) horas de evacuados los traslados.

Desde la recepción del expediente, el Tribunal de Alzada cuenta con seis (6) días para dictar su sentencia. Contra la sentencia de segunda instancia no será admisible otro recurso en el ámbito local.

Artículo 262º: Restitución en los casos de petición posterior al año de la sustracción o retención ilícita. Según la circunstancia del caso, la restitución puede ser ordenada, no obstante el transcurso de un lapso mayor a un (1) año entre la fecha de la solicitud o de demanda de restitución y la de sustracción o retención ilícitos.

La restitución no procede si se prueba que el niño, niña o adolescente se encuentra integrado en su nuevo ambiente y la permanencia resulta favorable a su interés superior.

Sección 2°

Régimen de Visitas, comunicación o Contacto Internacional

Artículo 263º: Régimen de visita o comunicación. La solicitud que tiene por objeto hacer efectivo el derecho de visitas o comunicación por parte de sus titulares en los casos previstos en los Convenios Internacionales de Restitución, se regirá por las reglas que a continuación se establecen.

El derecho de visitar comprenderá el derecho de llevar a la persona de menos de dieciséis años de edad, por un período de tiempo limitado, a otro país diferente a aquel en que tiene su residencia habitual.

No es requisito para la procedencia de la solicitud en el marco de los Convenios Internacionales de Restitución, la existencia de un previo traslado o retención ilícita, ni la existencia de un régimen de visitas o comunicación establecido con anterioridad.

Artículo 264º: Solicitud que cuenta con régimen de visitas o comunicación vigente. El Juez de Familia que por ser el del lugar donde se localice un menor de edad, intervenga en un requerimiento para hacer efectivo un régimen de visitas o comunicación fijado en sentencia ejecutoriada o por convenio homologado judicialmente, podrá modificar el mismo en caso de que sea necesario, a fin de facilitar el contacto, sin perjuicio de la competencia originaria del Juez del Estado de residencia habitual.

Recibida la solicitud o demanda, se correrá traslado por seis (6) días, y en la misma resolución se convocará a una audiencia en la que se procurará la conciliación y en su defecto, dictará sentencia en el plazo de tres (3) días.

Si dispone el régimen de visitas o comunicación, lo hará bajo el apercibimiento a las partes, de que el incumplimiento hará incurrir al trasgresor en traslado o retención de ilícitos en términos de la Convención de la Haya sobre los Aspectos Civiles de la Sustracción Internacional de Menores y de la Convención Interamericana sobre Restitución Internacional de Menores.

Artículo 265º: Solicitud sin régimen de visitas o comunicación establecido. Si no hubiere régimen establecido, el solicitante deberá presentar la demanda en el término regulado en este Capítulo, la cual se sustanciará con un traslado por 6 (seis) días a quien tuviera la tenencia o cuidado circunstancial de la persona de menos de dieciséis años de edad.

Con su resultado o vencido el plazo, el Juez fijará una audiencia dentro de los seis (6) días siguientes y se expedirá sobre los medios probatorios ofrecidos por las partes.

En la audiencia, se intentará la conciliación, y si este propósito fracasa, se producirá la prueba ordenada, dictándose la sentencia en el plazo de tres (3) días.

Capítulo XI

Tutela de Protección por Violencia Familiar o Contra la Mujer en el Ámbito Doméstico

Artículo 266º: Ámbito de actuación. Las tutelas de urgencia reguladas en este capítulo, están destinadas a prevenir o evitar la continuación o agravamiento de daños causados por hechos de violencia, abuso de poder derivados de cualquier acción, omisión o manipulación crónica, permanente, periódica o incluso aislada, generadora de riesgo actual o previsiblemente inminente, que afecte la vida, integridad física, psicológica, emocional, sexual, económica, la libertad de mujeres, niños, niñas o adolescentes u otras personas en situación de vulnerabilidad generados en vínculos familiares y/o afectivos, constituyan tales hechos o no un delito penal.

Artículo 267º: Aspectos generales. Todos los actos procesales cuentan con habilitación de días y horas inhábiles para esta tutela de protección.

Para denunciar hechos de violencia familiar o contra la mujer en el ámbito doméstico, no se requiere patrocinio letrado. Sin embargo, cuando el Juez imprima el trámite a la denuncia, podrá la víctima comparecer con abogado especialista que la asista.

El Ministerio Público de la Defensa tiene en estos trámites intervención necesaria. En las localidades en que dicho organismo no cuente con oficina y el proceso tramite ante el Juez de Paz, éste dará intervención al Defensor Público en turno que resulte competente, por medios tecnológicos disponibles o de telefonía, pudiendo intervenir en las audiencias por videoconferencia, anoticiarse y dictaminar por dichos medios.

Si la violencia es ejercida contra una persona menor de edad, el Juez dará asimismo intervención al órgano administrativo de protección de derechos.

En caso de reiteración de denuncias por hechos de violencia contra la mujer o familiar entre las mismas partes, se acumularán las causas ante la Magistratura que hubiera prevenido.

Artículo 268º: Actuación coordinada de la Justicia de Familia y la Justicia Penal. La actuación de la Justicia de Familia o de Paz y la Penal en temas relacionados con violencia familiar o contra la mujer en el ámbito doméstico, que importen delitos, será en el ámbito de sus respectivas competencias pero en forma coordinada, para lograr en lo concerniente a las víctimas, su máxima protección y restitución de derechos como la sanción ejemplarizadora para los victimarios.

En todos los casos, cuando el Juez de Familia o el Juez de Paz advierta que los hechos de violencia denunciados constituyen un delito penal, debe dar inmediata intervención al Agente Fiscal en turno para el impulso de la acción penal.

Si la denuncia fuera efectuada en el ámbito penal y se adoptaran medidas de seguridad, el Juez de Garantías comunicará los pormenores del caso al Juez de Familia en el plazo de veinticuatro (24) horas, impulsando su actuación protectoria.

Todo incumplimiento del obligado de las medidas de protección dictadas por el Juez de Familia o el Juez de Paz, serán comunicadas en forma inmediata a su verificación, al Agente Fiscal en turno para la investigación del delito de desobediencia a la autoridad previsto en el Código Penal.

Artículo 269º: Denuncia. La denuncia puede ser en forma verbal, escrita, por vía de correo electrónico o en lenguajes alternativos que permitan la comunicación de personas con discapacidad.

Artículo 270º: Personas habilitadas y personas obligadas a denunciar. La denuncia de violencia familiar o contra la mujer en la modalidad doméstica, puede ser realizada por la víctima, sea o no mayor de edad, o se tratara de persona con capacidad de ejercicio restringida.

Sólo podrá citarse a la víctima a ratificar en el caso previsto por el artículo 24º inciso d) de la Ley Nacional Nº 26.485.

También puede denunciar hechos de violencia cualquier integrante del grupo familiar o de la comunidad de la que la víctima forma parte, incluso en forma anónima.

Están obligados a denunciar los hechos de violencia: 

1) Los tutores, curadores, apoyos; 

2) Los profesionales u operadores de servicios de salud, asistenciales, sociales, educativos y todo funcionario que en razón de su labor, haya tenido contacto con la persona agraviada y se encuentren o no por ley especial obligados a denunciar.

Cuando la denuncia la efectuara una tercera persona, el Juez podrá ordenar la reserva de identidad de quien denuncie en los casos que así lo amerite.

La reserva de identidad de las partes se mantendrá durante el proceso extremándose los recaudos para su resguardo, reservándose la denuncia en caja fuerte del Juzgado cuando fuere efectuada por otras personas no víctimas y/o la gravedad de los hechos lo justificare.

Cuando sea necesario preservar la identidad de la víctima, se utilizará un sistema que combine el apellido completo, las iniciales del/los nombres y el número de DNI.

Durante el proceso no se recibirá declaración a quienes gocen de reserva de identidad si no es indispensable. En esos casos, se extremarán los cuidados para resguardar a la persona.

Artículo 271º: Trámite de la denuncia realizada por un tercero. Si la denuncia no la realiza la propia víctima, el Juez la convocará para que comparezca dentro de las veinticuatro (24) horas a efectos de corroborar los hechos expuestos. Si la persona no comparece, niega la existencia de los hechos, fuera menor de edad o con capacidad restringida, pero la denuncia cuenta con verosimilitud fáctica, el Juez encomendará a su Equipo Técnico Interdisciplinario el informe de riesgo y situación a fin de establecer si corresponde el dictado oficioso de medidas de protección.

Artículo 272º: Organismos de recepción de denuncia. La denuncia de hechos de violencia, o de actos u omisiones que hagan previsible su producción, con o sin solicitud de medidas de protección, debe realizarse ante el Juzgado de Familia o, si la localidad no cuenta con dicho organismo, ante el Juzgado de Paz, o ante el Defensor Público en turno del Ministerio de la Defensa o el Agente Fiscal en turno.

Además, la denuncia puede realizarse en la Oficina de Violencia de Género del Poder Judicial o ante la seccional policial más cercana al domicilio. En todos los casos, será recibida preferentemente por personal especializado y recabada en base al formulario modelo de denuncia de violencia familiar o doméstica contra la mujer, que se oficializará por el Consejo de Prevención y Diseño de Políticas Públicas contra las Violencias, la Policía de la Provincia y la Oficina de Violencia de Género.

Las denuncias recibidas por la Defensoría Pública, el Agente Fiscal, la Oficina de Violencia de Género o en sede policial, deben ponerse en conocimiento del Juez de Familia, del Juez de Paz o del Agente Fiscal en turno, dentro de las veinticuatro (24) horas, sin perjuicio de extremar la diligencia en los casos que evidencien alto riesgo.

Siempre que se presentare una persona a informar, exponer o denunciar hechos que puedan entenderse como de violencia contra la mujer u otras personas en estado de vulnerabilidad en el ámbito familiar y/o vínculos afectivos, se dará el trámite equivalente al de una denuncia, sin requerirse para ello ninguna jerarquía o rango al funcionario policial que la tomara. No obstante se priorizará para la atención a quienes cuenten con la formación específica en la temática, remitiéndose a las autoridades judiciales dentro de las veinticuatro (24) horas por los medios tecnológicos disponibles.

En caso de que la denuncia sea realizada en dependencias policiales, nunca se dejará de tomar la misma aunque el denunciante sea una tercera persona, correspondiendo a las autoridades judiciales la citación de la víctima a los efectos de la ratificación y la decisión de proseguir o no la causa conforme a lo previsto por el artículo 270º.

En el supuesto de que se solicitara la intervención a la fuerza policial sin que se formalizara denuncia, el personal interviniente deberá comunicar las actuaciones habidas a la autoridad correspondiente (Fiscalía y/o Juzgado competente). Dicha comunicación deberá efectuarse por el medio tecnológico que resulte más eficaz.

Artículo 273º: Primera providencia. Medidas urgentes de Protección. Dentro de las veinticuatro (24) horas de recibida la denuncia, si los hechos expuestos resultan verosímiles y comprendidos por la finalidad de este capítulo, el Juez promoverá la tutela de protección. Previo a proveer las medidas deberá cargar el proceso en el Registro Judicial de Causas y Antecedentes de Violencia de la Oficina de Violencia de Género del Poder Judicial, consultar si existen antecedentes y medidas vigentes, e imprimir la Foja de Antecedentes para su agregación al expediente.

A fin de corroborar la probabilidad fáctica como la entidad de los hechos y la gravedad, en el lapso temporal aludido, la Magistratura cuenta con amplias facultades probatorias, lo cual incluye la consulta de antecedentes en el Registro Judicial de Causas y Antecedentes de Violencia, el informe de riesgo y situación a cargo del equipo técnico interdisciplinario. Este informe deberá centrarse en la vulnerabilidad de la víctima, el riesgo que afronta y las características del denunciado.

La inexistencia de un informe previo de equipo técnico, no impedirá la adopción de medidas.

En la resolución que dispone tramitar la denuncia, además de ordenar el cese de los actos denunciados, de oficio o a pedido de parte, siempre que las razones lo justifiquen, debe adoptar las medidas protectorias para preservar la integridad física y psíquica de la persona o personas damnificadas.

Estas medidas pueden consistir en:

1) Excluir a la persona denunciada de la vivienda familiar, aunque el inmueble sea de su propiedad;

2) Prohibir el acceso de la persona denunciada al domicilio, lugar de trabajo, lugar de estudio u otros ámbitos de concurrencia de la persona damnificada;

3) Prohibir a la persona denunciada acercarse a una distancia determinada de cualquier lugar en el que se encuentre la damnificada u otro miembro del grupo familiar que pudiera verse afectado;

4) Prohibir a la persona denunciada realizar actos que perturben o intimiden a la víctima u otro integrante del grupo familiar;

5) Disponer el reintegro de la persona damnificada al hogar, cuando haya sido expulsada o salido de la misma por la situación de violencia, previa exclusión de quien resulte denunciada;

6) Asignar a la persona o personas en riesgo, un refugio de paso o espacio de abrigo;

7) Ordenar la restitución inmediata de los efectos personales a la persona damnificada, si ha quedado privada de ellos como consecuencia de la situación de violencia;

8) Dictar toda otra medida que fuera idónea para garantizar la seguridad de la persona damnificada, coordinando al efecto acciones con el Agente Fiscal o el Juez de Garantía intervinientes;

9) Disponer la suspensión provisoria del régimen de comunicación entre personas menores de edad y la persona denunciada;

10) Asignar apoyos, acompañante o persona cuidadora para la víctima en cualquier etapa del proceso;

11) Proveer a la víctima el sistema de alerta y localización inmediata geo-referenciada, u otras herramientas tecnológicas con que se cuente, con el fin de proteger a la persona en riesgo;

12) Ordenar medidas provisionales de índole personal o referida a los bienes, en relación al divorcio o el cese de la unión convivencial;

13) Disponer medidas referidas al cuidado personal de los hijos menores de edad y la asignación de una cuota alimentaria provisoria.

Las medidas protectorias enumeradas son meramente enunciativas. La Magistratura podrá disponer toda otra medida que entienda corresponda para asegurar el cuidado y protección de la persona víctima según la situación y hechos de violencia acaecidos, cargando las medidas dictadas al Registro Judicial de Causas y Antecedentes de Violencia.

Cualquiera sea la o las medidas de protección que se dispongan, se indicará los medios para lograr su efectividad, el o los funcionarios que las llevarán a cabo, las facultades suficientes y las específicas instrucciones para su concreción.

Una vez dictadas las medidas, deberán librarse los despachos pertinentes a los fines de comunicarlas a los distintos ámbitos donde las personas protegidas desarrollen sus relaciones interpersonales. Asimismo se deberá comunicar dichas medidas a las personas empleadoras de las partes involucradas y/o a las instituciones educativas en el caso de que haya involucrados niños, niñas y adolescentes escolarizados u otras instituciones que frecuenten.

Artículo 274º: Notificación al Defensor Público. En el caso que corresponda, las medidas dispuestas deberán notificarse a la Defensoría Pública, quién podrá, dentro de las veinticuatro (24) horas, emitir dictamen sugiriendo otras.

Artículo 275º: Audiencia. Se fijará una audiencia dentro de las cuarenta y ocho (48) horas posteriores a la denuncia, en la que se escuchará a la persona denunciada, quien podrá comparecer con patrocinio letrado. La citación incluirá el apercibimiento de ser llevado ante el Juzgado con auxilio de la fuerza pública.

En caso de que se cite a audiencia a la persona víctima se celebrará en fecha distinta a la de la parte denunciada.

Realizadas las audiencias y en su caso adoptadas las medidas protectorias, el juez podrá disponer otras medidas que estime pertinentes para brindar a la víctima y a su grupo familiar, como así también al autor, asistencia legal, médica y/o psicológica por organismos públicos o no gubernamentales especializados en la prevención y atención de la violencia familiar y asistencia a la víctima. Se procurará el fortalecimiento de las víctimas y el tratamiento de las personas denunciadas a partir de la articulación y el trabajo en red.

Establecerá asimismo en qué forma se llevará a cabo el seguimiento y el control del cumplimiento de las decisiones.

La parte que alegue inexistencia de riesgo deberá aportar elementos de prueba que así lo acrediten.

Artículo 276º: Informe Interdisciplinario. Antes, durante o concluida la audiencia regulada en el artículo anterior, el Equipo Técnico Interdisciplinario entrevistará a las partes y elaborará un informe interdisciplinario dentro de los tres (3) días posteriores a la notificación de intervención. Los profesionales evaluarán la situación que motivó la denuncia, la existencia de peligro, las causas que puedan abordarse en la emergencia desde sus disciplinas y el plan de acción que aconsejan para proteger a la víctima o las víctimas, previniendo hechos de violencia.

Los informes técnicos deberán confeccionarse de acuerdo al Protocolo y variables de riesgo que se elabore y actualice por el Consejo de Prevención y Diseño de Políticas Públicas contra las Violencias, el Ministerio Público y la Oficina de Violencia de Género del Poder Judicial.

Artículo 277º: Recursos. Contra la resolución que admite, deniega o dispone medidas urgentes de protección, proceden los recursos de reposición y el de apelación dentro de los tres (3) días hábiles, en ambos casos sin efecto suspensivo.

Sin embargo, si la apelación se dedujera contra la resolución que ordena la interrupción o cese de una medida de protección, se concederá con efecto suspensivo.

Si la actuación hubiera pasado por ante el Juzgado de Paz, será competente en grado de apelación, el Juzgado de Familia en turno de la Jurisdicción.

Artículo 278º: Medidas frente al Incumplimiento. Además de la obligación de comunicar a la justicia penal todo incumplimiento del obligado a las medidas protectorias dispuestas, el Juez puede:

1) Citar inmediatamente al autor para que explique su proceder, haciéndolo comparecer en su caso por la fuerza pública;

2) Evaluar la conveniencia de modificar o ampliar las medidas protectorias;

3) Imponer sanciones conminatorias pecuniarias y no pecuniarias;

4) Requerir el auxilio de la fuerza pública para asegurar el acatamiento;

5) Comunicar los hechos de violencia familiar al organismo, institución, sindicato, asociación profesional, partido político o lugar de trabajo del denunciado.

Artículo 279º: Articulación. Para lograr la finalidad protectoria del presente capítulo, la Magistratura podrá articular con otros organismos del Estado para que aporten recursos y dispositivos necesarios, como también requerir la cooperación de organizaciones privadas con actividad ligada a cuestiones de género, de violencia, de niñez, de adicciones y otras situaciones de vulnerabilidad, promoviendo el trabajo en red.

Capítulo XII

Modos Anormales de Terminación del Proceso

Artículo 280º: Caducidad de instancia. Supuestos de procedencia. Trámite. Solo opera la caducidad de instancia en los procesos de familia en el que litigan personas capaces y el contenido es exclusivamente económico.

En estos supuestos, los demandados en la primera instancia, incidentados, o la parte recurrida en la segunda instancia, podrán pedir la declaración de caducidad de instancia. La petición debe formularse una vez vencido el plazo legal y antes de consentir el solicitante cualquier actuación del tribunal o de la parte. De la misma se correrá traslado a la parte contraria, con la intimación por única vez para que ejerza un acto impulsorio del trámite en el término de cinco (5) días, bajo apercibimiento de decretar la caducidad de la instancia.

Si la parte intimada activa el proceso y posteriormente, transcurre otro plazo de inactividad que habilite un nuevo pedido de perención, a solicitud de la contraria procede decretar la caducidad de la instancia. En ningún caso la caducidad puede ser decretada de oficio.

Título IV

Reglas Recursivas

Capítulo I

Regla General 

Artículo 281º: Regla General. Los recursos regulados en el presente Titulo, serán aplicables con las modalidades establecidas en cada uno de los Procesos Especiales regulados en la presente norma.

En forma subsidiaria, para las cuestiones no previstas, se aplicarán las disposiciones del Código Procesal Civil y Comercial.

Capítulo II

Recursos Ordinarios

Sección 1°

Recurso de Reposición

Artículo 282º: Procedencia. El recurso de reposición procederá únicamente contra las providencias simples, causen o no gravamen irreparable, a fin de que el Juez o Tribunal que las haya dictado las revoque por contrario imperio.

Artículo 283º: Plazo y Forma. El recurso se interpondrá y fundará por escrito dentro de los tres (3) días siguientes al de la notificación de la resolución; pero cuando ésta se dictare en una audiencia, deberá interponerse verbalmente en el mismo acto. 

Si el recurso fuese manifiestamente inadmisible, el Juez o Tribunal podrá rechazarlo sin ningún otro trámite.

Artículo 284º: Trámite. El Juez dictará resolución, previo traslado al solicitante de la providencia recurrida, quien deberá contestarlo dentro del plazo de tres (3) días si el recurso se hubiese interpuesto por escrito, y en el mismo acto si lo hubiese sido en una audiencia.

La reposición de providencias dictadas de oficio o a pedido de la misma parte que recurrió, será resuelta sin sustanciación. 

Cuando la resolución dependiere de hechos controvertidos, el Juez podrá imprimir al recurso de reposición el trámite de los incidentes.

Artículo 285º: Resolución. La resolución que recaiga hará ejecutoria, a menos, que:

1) El recurso de reposición hubiere sido acompañado del de apelación subsidiaria y la providencia impugnada reuniere las condiciones establecidas en el artículo siguiente para que sea apelable. 

2) Hiciere lugar a la revocatoria, en cuyo caso podrá apelar la parte contraria, si correspondiere.

Sección 2º

Recurso de Apelación. Recurso de Nulidad

Artículo 286º: Procedencia. El recurso de apelación, salvo disposición en contrario, procederá solamente respecto de:

1) La resolución que rechaza de oficio la demanda y la que declara la cuestión de puro derecho. 

2) Las providencias cautelares y las que apliquen sanciones procesales. 

3) Las sentencias interlocutorias que deciden las excepciones previas y el incidente de nulidad.

4) Las resoluciones que pongan fin al juicio o impidan su continuación. 

5) Las sentencias definitivas. 

6) Las demás resoluciones que expresamente sean declaradas apelables por esta ley.

Artículo 287º: Formas y Efectos. Plazo. El recurso de apelación será concedido libremente o en relación; y en este último caso, en efecto suspensivo o devolutivo.

El recurso contra la sentencia definitiva en el juicio ordinario será concedido libremente. En los demás casos, sólo en relación. En el caso que la cámara tuviere su asiento en la misma localidad, será fundado en las condiciones y plazos establecidos para el recurso libremente concedido. 

En el caso que la Cámara de Apelaciones tuviere su asiento en distinta localidad los actos procesales de los artículos 298º, 299º, 300º y 303º se cumplirán ante el tribunal de primera instancia, y los actos procesales de los artículos 301º, 302º, 307º y siguientes hasta la decisión del recurso ante el tribunal de alzada, al que será remitido el expediente o actuación dentro del plazo de cinco (5) días a contar del vencimiento del plazo para contestar el traslado del artículo 300º, o desde la contestación del traslado en su caso.

Procederá siempre en efecto suspensivo, a menos que la ley disponga que lo sea en el devolutivo. Los recursos concedidos en relación lo serán, asimismo, en efecto diferido, cuando la ley así lo disponga.

No habiendo disposiciones en contrario, el plazo para apelar será de cinco (5) días.

Artículo 288º: Forma de Interposición del Recurso. El recurso de apelación se interpondrá por escrito o verbalmente. En este último caso se hará constar por diligencia que el Secretario o el Jefe de Despacho asentará en el expediente.

El apelante deberá limitarse a la mera interposición del recurso y si esta regla fuere infringida se mandará devolver el escrito, previa anotación que el secretario o el jefe de despacho pondrá en el expediente, con indicación de la fecha de interposición del recurso y del domicilio que se hubiese constituido, en su caso.

Artículo 289º: Apelación en Relación sin Efecto Diferido. Cuando procediere la apelación en relación sin efecto diferido, el apelante deberá fundar el recurso dentro de los cinco (5) días de notificada la providencia que lo acuerde. Del escrito que presente se dará traslado a la otra parte por el mismo plazo. Si el apelante no presentare memorial, el Juez de primera instancia declarará desierto el recurso.-

Artículo 290º: Efecto Diferido. La apelación en efecto diferido se fundará, en el juicio ordinario, en la oportunidad del artículo 300º, y en los procesos de ejecución juntamente con la interposición del recurso contra la sentencia.

Artículo 291º: Apelación Subsidiaria. Cuando el recurso de apelación se hubiese interpuesto subsidiariamente con el de reposición, no se admitirá ningún escrito para fundar la apelación.

Artículo 292º: Constitución de Domicilio. Cuando el Tribunal que haya de conocer del recurso tuviere su asiento en distinta localidad, y aquél procediere libremente, en el escrito o diligencia a que se refiere el artículo 301, el apelante y el apelado dentro del quinto día de concedido el recurso, deberán constituir domicilio en dicha localidad. Si el recurso procediere en relación, las partes deberán constituir domicilio en los escritos mencionados en el artículo 301. 

En ambos casos, la parte que no hubiese cumplido el requisito impuesto por este artículo quedará notificada por ministerio de la ley.

Artículo 293º: Efecto Devolutivo. Si procediere el recurso en efecto devolutivo, se observarán las siguientes reglas: 

1) Si la sentencia fuere definitiva, se remitirá el expediente a la cámara y quedará en el juzgado copia de lo pertinente, la que deberá ser presentada por el apelante. La providencia que conceda el recurso señalará las piezas que han de copiarse.

2) Si la sentencia fuere interlocutoria, el apelante presentará copia de lo que señale del expediente y de lo que el Juez estime necesario. Igual derecho asistirá al apelado. Dichas copias y los memoriales serán remitidos a la cámara, salvo que el Juez considerare más expeditivo retenerlos para la prosecución del juicio y remitir el expediente original.

3) Se declarará desierto el recurso si dentro de los cinco (5) días de concedido, el apelante no presentare las copias que se indican en este artículo, y que estuvieren a su cargo.

Si no lo hiciere el apelado, se prescindirá de ellas.

Artículo 294º: Objeción Sobre el Modo y Efecto de Concesión del Recurso. Si cualquiera de las partes pretendiese que el recurso concedido en relación ha debido otorgarse libremente, podrá solicitar, dentro de tres (3) días, que el Juez rectifique el error. Igual pedido podrán formular las partes si pretendiesen que el recurso concedido libremente ha debido otorgarse en relación. 

Idéntico procedimiento se seguirá si cualquiera de las partes pretendiese que el recurso no ha sido concedido en el efecto correspondiente. 

Estas normas regirán sin perjuicio de lo dispuesto en los artículos 327 y 333.

Artículo 295º: Remisión del Expediente o Actuación. En los casos de los artículos 301 y 307, el expediente o las actuaciones se remitirán a la Cámara dentro de los cinco (5) días de concedido el recurso o de formada la pieza separada, en su caso, mediante constancia y bajo la responsabilidad del secretario. En el caso del artículo 305, dicho plazo se contará desde la contestación del traslado, o desde que venció el plazo para hacerlo.

Si la cámara tuviese su asiento en distinta localidad, la remisión se efectuará por el medio que por acordada disponga el Superior Tribunal de Justicia y dentro del mismo plazo, contado desde la presentación del apelado constituyendo domicilio o contestando el traslado, o desde que venció el plazo para cumplir tales actos.

Artículo 296º: Pago del Impuesto. La falta de pago del impuesto y sellado de justicia no impedirá en ningún caso la concesión o trámite del recurso.

Artículo 297º: Nulidad. El recurso de apelación comprende el de nulidad por defectos de la sentencia. El tribunal al declararla resolverá también sobre el fondo del litigio.

Capítulo III

Procedimiento Ordinario en Segunda Instancia

Sección 1°

Procedimiento Ordinario

Artículo 298º: Trámite Previo. Expresión de Agravios. Cuando el recurso se hubiese concedido respecto de sentencia definitiva dictada en proceso ordinario, en el día en que el expediente llegue a la cámara, el secretario dará cuenta y se ordenará que sea puesto en la oficina. Esta providencia se notificará a las partes personalmente o por cédula. El apelante deberá expresar agravios dentro del plazo de diez (10) días.

Artículo 299º: Fundamento de las Apelaciones Diferidas, Actualización de las Cuestiones y Pedido de Apertura a Prueba. Dentro de los cinco (5) días de notificada la providencia a que se refiere el artículo anterior y en un solo escrito, las partes deberán:

1) Fundar los recursos que se hubiesen concedido en efecto diferido. Si no lo hicieren, quedarán firmes las respectivas resoluciones. 

2) Indicar las medidas probatorias denegadas en primera instancia o respecto de las cuales hubiese mediado declaración de negligencia. La petición será fundada y resuelta sin sustanciación alguna. 

3) Presentar los documentos de que intenten valerse, de fecha posterior a la providencia de autos para sentencia de primera instancia o anteriores, si afirmaren no haber tenido antes conocimiento de ellos.

3) Exigir declaración judicial a la parte contraria sobre hechos que no hubiesen sido objeto de esa prueba en la instancia anterior.

4) Pedir que se abra la causa a prueba cuando: 

a) Se alegare un hecho nuevo posterior.

b) Se hubiese formulado el pedido a que se refiere el inciso 2) de este artículo.

Artículo 300º: Traslado. De las presentaciones y peticiones a que se refieren los incisos 1), 3) y 5), apartado a) del artículo anterior, se correrá traslado a la parte contraria, quien deberá contestarlo dentro de los cinco (5) días.

Artículo 301º: Prueba y Alegatos. Las pruebas que deban producirse ante la cámara se regirán, en cuanto fuere compatible, por las disposiciones establecidas para la primera instancia.

Para alegar sobre su mérito, las partes no podrán retirar el expediente. El plazo para presentar el alegato será de seis (6) días.

Artículo 302º: Producción de Prueba. Los miembros del tribunal asistirán a todos los actos de prueba en los supuestos que la ley establece o cuando así lo hubiere solicitado oportunamente alguna de las partes. En ellos llevará la palabra el presidente. Los demás Jueces, con su autorización, podrán preguntar lo que estimaren oportuno.

Artículo 303º: Informe "in Voce". Si se pretendiere producir prueba en segunda instancia, dentro de los cinco (5) días de notificada la providencia a que se refiere el artículo 298º, las partes manifestarán si van a informar "in voce". Si no hicieren esa manifestación o no informaren, se resolverá sin dichos informes.

Artículo 304º: Contenido de la Expresión de Agravios. Traslado. El escrito de expresión de agravios deberá contener la crítica concreta y razonada de las partes del fallo que el apelante considere equivocadas. No bastará remitirse a presentaciones anteriores. De dicho escrito se dará traslado por diez (10) días al apelado.

Artículo 305º: Deserción del Recurso. Si el apelante no expresare agravios dentro del plazo o no lo hiciere en la forma prescripta en el artículo anterior, se declarará desierto el recurso, señalando en su caso, cuáles son las motivaciones esenciales del pronunciamiento recurrido que no han sido eficazmente rebatidas. Declarada la deserción del recurso la sentencia quedará firme para el recurrente.

Artículo 306º: Falta de Contestación de la Expresión de Agravios. Si el apelado no contestase el escrito de expresión de agravios dentro del plazo fijado en el artículo 304º, no podrá hacerlo en adelante y la instancia seguirá su curso.

Artículo 307º: Llamamiento de Autos. Sorteo de la Causa. Con la expresión de agravios y su contestación, o vencido el plazo para la presentación de ésta y, en su caso, sustanciadas y resueltas las cuestiones a que se refieren el artículo 299º y siguiente, se llamará autos y, consentida esta providencia, el expediente pasará a acuerdo sin más trámite. El orden para el estudio y votación de las causas será determinado por sorteo, el que se realizará al menos dos veces cada mes.

Artículo 308º: Libro de Sorteos. La secretaría llevará un libro que podrá ser examinado por las partes, sus mandatarios o abogados, en el cual se hará constar el sorteo de las causas, la fecha de remisión de los expedientes a los Jueces y la de su devolución.

Artículo 309º: Estudio del Expediente. Los miembros de la cámara se instruirán cada uno personalmente de los expedientes antes de celebrar los acuerdos para pronunciar sentencia.

Artículo 310º: Acuerdo. El acuerdo se realizará con la presencia de todos los miembros del tribunal y del secretario. La votación se hará en el orden en que los Jueces hubiesen sido sorteados. Cada miembro fundará su voto o adherirá al de otro. La sentencia se dictará por mayoría, y en ella se examinarán las cuestiones de hecho y de derecho sometidas a la decisión del Juez de primera instancia que hubiesen sido materia de agravios.

Artículo 311º: Sentencia. El acuerdo se insertará en el expediente, suscripto por los Vocales del Tribunal y autorizado por el Secretario, precediendo a la sentencia que firmarán los vocales. Una copia del acuerdo y sentencia autorizados por el Secretario, serán incorporados al libro respectivo. 

Podrá pedirse aclaratoria en el plazo de cinco (5) días.

Artículo 312º: Providencias de Trámite. Las providencias simples serán dictadas por el presidente. Si se pidiere revocatoria, decidirá el Tribunal sin lugar a recurso alguno.

Artículo 313º: Apelación en Relación. Si el recurso se hubiese concedido en relación, recibido el expediente con sus memoriales, la cámara, si el expediente tuviere radicación de sala, resolverá inmediatamente. En caso contrario dictará la providencia de autos. 

No se admitirá la apertura a prueba ni la alegación de hechos nuevos.

No será necesario proceder en la forma prescripta en el artículo 323 pudiendo redactarse la sentencia en forma impersonal, sin perjuicio de que el Vocal disidente emita su voto por separado. Si existiere acuerdo el Tribunal podrá fallar con dos de sus miembros. Cuando la apelación se concediere en efecto diferido, se procederá en la forma establecida en el artículo 299º inciso 1).

Artículo 314º: Examen del Modo de Concesión del Recurso. Si la apelación se hubiese concedido libremente, debiendo serlo en relación, el Tribunal de oficio, o a petición de parte hecha dentro del tercer día, así lo declarará, mandando poner el expediente en Secretaría para la presentación de memoriales en los términos del artículo 303. Si el recurso se hubiese concedido en relación, debiendo serlo libremente, la cámara dispondrá el cumplimiento de lo dispuesto en el artículo 312.

Artículo 315º: Poderes del Tribunal. El Tribunal no podrá fallar sobre capítulos no propuestos a la decisión del Juez de primera instancia. No obstante, deberá resolver sobre los intereses y daños y perjuicios u otras cuestiones derivadas de hechos posteriores a la sentencia de primera instancia.

Artículo 316º: Omisiones de la Sentencia de Primera Instancia. El tribunal podrá decidir sobre los puntos omitidos en la sentencia de primera instancia, aunque no se hubiese pedido aclaratoria, siempre que se solicitare el respectivo pronunciamiento al expresar agravios.

Artículo 317º: Cuando la sentencia o resolución fuere revocatoria o modificatoria de la de primera instancia, el Tribunal adecuará las costas y el monto de los honorarios al contenido de su pronunciamiento, aunque no hubiesen sido materia de apelación.

Sección 2°

Queja por Recurso Denegado

Artículo 318º: Denegación de la Apelación. Si el Juez denegare la apelación, la parte que se considere agraviada podrá recurrir directamente en queja ante la cámara, pidiendo que se le otorgue el recurso denegado y se ordene la remisión del expediente. El plazo para interponer la queja será de cinco (5) días, con la ampliación que corresponda por razón de la distancia, teniendo en cuenta las Reglas Procesales.

Artículo 319º: Trámite. Son requisitos de admisibilidad de la queja:

1) Acompañar copia simple suscripta por el letrado del recurrente:

a) Del escrito que dio lugar a la resolución recurrida y de los correspondientes a la sustanciación, si ésta hubiese tenido lugar.

b) De la resolución recurrida.

c) Del escrito de interposición del recurso y, en su caso, de la del recurso de revocatoria si la apelación hubiese sido interpuesta en forma subsidiaria.

d) De la providencia que denegó la apelación.

1) Indicar la fecha en que: 

a) Quedó notificada la resolución recurrida.

b) Se interpuso la apelación.

c) Quedó notificada la denegatoria del recurso.

d) Personería invocada y carácter en que actúa en los autos a los que se refiere la queja.

La cámara podrá requerir copia de otras piezas que considere necesarias y, si fuere indispensable, la remisión del expediente. 

Presentada la queja en forma, la cámara decidirá, sin sustanciación alguna, si el recurso ha sido bien o mal denegado; en este último caso, dispondrá que se tramite.

Mientras la Cámara no conceda la apelación no se suspenderá el curso del proceso.

Artículo 320º: Objeción sobre el Efecto del Recurso. Las mismas reglas se observarán cuando se cuestionare el efecto con que se hubiese concedido el recurso de apelación.

Artículo 321º: Queja por Denegación del Recurso de Inaplicabilidad de Ley. Cuando se dedujere queja por denegación del recurso de inaplicabilidad de ley, se observarán las reglas establecidas en los artículos 318º y 319º pero no será obligatoria la presentación de las copias junto con la interposición de la queja. El Tribunal podrá exigir su presentación si lo estimare conveniente.

Título V

Información Sumaria

Artículo 322º: La información sumaria tiene por objeto probar un hecho o situación fáctica que genera determinados efectos jurídicos.

Artículo 323º: Petición. La petición debe contener:

1) El hecho o situación fáctica que se pretende acreditar.

2) La finalidad de la petición.

3) Nombre, domicilio, documento nacional de identidad de dos (2) testigos y el interrogatorio.

4) Presentado el pedido de información sumaria, el Juez fija una audiencia en el plazo de cinco (5) a diez (10) días, que notifica de manera automática.

Artículo 324º: Sentencia y Apelación. Celebrada la audiencia, en el mismo acto, el Juez procede a dictar sentencia que informa sobre la existencia de un hecho o situación fáctica, o rechaza la petición.

Sólo la sentencia que rechaza el pedido de información sumaria es apelable.

Disposiciones Transitorias

Artículo 325º: Aplicación de las Normas del Código Procesal Civil y Comercial. Las normas del Código de Procedimientos Civil y Comercial de Entre Ríos se aplicarán supletoriamente en todo lo que concuerden y no esté expresamente previsto en la presente.

Artículo 326º: Adaptación por contradicción. Las leyes, decretos, resoluciones y cualquier otro tipo de disposiciones que contradigan la presente ley, deben considerarse implícitamente derogadas. 

Deróganse los artículos 69º, 70º, 71º, 72º, 73º, 74º, 75º y 76º de la Ley Provincial 9861.

Artículo 327º: Modo de implementación. A partir de la entrada en vigencia de la presente ley, sus disposiciones serán aplicables a los Juicios que se inicien a partir de esa fecha y también a los que se encuentren en trámite, siempre que su aplicación resulte compatible con los actos procesales ya cumplidos.

Artículo 328º: Comuníquese, etc.

Paraná, Sala de Comisiones, 11 de diciembre de 2018

Lucas Larrarte. Ángel F. Giano. Raymundo A. Kisser. Nicolás Mattiauda. Héctor E. Blanco. Nancy S. Miranda. René A. Bonato. Rogelio O. Schild. Miriam L. Espinoza.

Sr. Presidente (Bahl): En consideración.


Tiene la palabra el Senador por el Departamento Concordia.

Sr. Senador (Giano): Señor Presidente, en primer lugar quiero mencionar que este proyecto de ley fue tratado y aprobado en la Comisión de Legislación General que preside el Senador Larrarte. En gran medida se ha arribado a este texto definitivo por el trabajo del mismo Senador Larrarte, en colaboración en menor medida, con quien está ausente aquí, el Senador Kisser.


Quiero también expresar que es un proyecto de Ley Procesal de Familia, que tuvo la particularidad –como tantas otras que hemos trabajado en esta gestión– de que todos aquellos que van a ser los que apliquen la ley, todos los operadores judiciales, estuvieron involucrados: Colegio de Abogados, la misma Justicia Civil. Y no quiero olvidar a quien hoy es Ministra de Gobierno, la doctora Romero, que fue la autora del proyecto junto con los diputados Valenzuela y Lara.

Porque este texto participativo avanza hacia una codificación de muchas normas que ya existían en forma dispersa. Y además hay una base del Código Civil y Comercial, que hace poco tiempo se sancionó en la República Argentina, que va fortaleciendo un camino, como dicen sus autores, hacia la especialidad. Desde que estudiamos en la facultad sabemos que el Derecho de Familia forma parte del Derecho Civil, estaba y está contemplada su inclusión en el Código Civil y Comercial, pero la particularidad de los temas que se tratan cuando hablamos de proceso de Familia, merece esta especialidad. 

Además creemos que es un proyecto innovador y muy extenso, por eso no nos vamos a referir a todo, sino que simplemente haremos mención a lo que consideramos más importante, que tiene que ver con los institutos y con los principios de los derechos que contempla. Y cuando hablamos de institutos nos referimos a figuras tales como la tutela preventiva y de urgencias. Sabemos que generalmente se requiere que la intervención del Poder Judicial sea con inmediatez y celeridad. Y este Código Procesal de Familia contiene este instituto, junto con un legajo de familia, que creemos que va a facilitar la prestación y calidad del servicio jurídico para los justiciables y que evidentemente va a morigerar los traumas y las contingencias que estas situaciones y conflictos familiares generan. 

También podemos destacar el proceso de alimentos. Y en este orden de ideas hay un detalle que está direccionado a proteger al menor fundamentalmente, así como generar mayores obligaciones al deudor alimentario, conformando un Registro de Deudores en un marco muy especial que estamos tratando en el presente proyecto de ley.

De todos modos, no podemos estar ajenos a las nuevas disposiciones del Código Civil y Comercial con respecto a los mecanismos de divorcio así como también a las pruebas de ADN que aquí encuentran una recepción considerable.

En relación al Sistema de Protección de Niños, Niñas y Adolescentes, Entre Ríos es una provincia señera. Este Senado ha trabajado mucho para sancionar el Código Procesal Juvenil con la colaboración del Poder Judicial, especialmente con el doctor Barbirotto y con el Colegio de Abogados, cumpliendo con convenios internacionales y fallos de la Corte Suprema de Justicia que se han tenido en cuenta, para consolidar la protección del menor como sujeto de derecho. 

Podemos señalar un proceso de restitución internacional de niños, niñas y adolescentes. Han ocurrido muchos casos donde hay padres desapropiados y falta de protección. Por lo que la multiplicidad de fallos y de convenios, están consolidados en mecanismos que creemos procedimentalmente adecuados.

La mediación. Sabemos que es una instancia muy importante. Pero recientemente en reuniones que han mantenido el presidente de la Comisión, Senador Larrarte y el Senador Kisser con el Colegio de Abogados, éste con buen tino, aconsejó la eliminación de un mediador en coordinación con el juez y por ende ha sido readecuado el texto, adaptándose a los cánones sugeridos por la institución que representa los abogados en la Provincia de Entre Ríos.

Por último, voy a hablar escuetamente de los principios del derecho que contiene este proceso de Familia, que están estipulados en el artículo 1º del texto y que habla de lo que mencionábamos al principio, de las características que debe tener un proceso de Familia para ser efectivo y para que la tutela judicial sea la que realmente necesitan los justiciables. Hablamos de celeridad, oralidad, concentración, saneamiento y eventualidad. También el beneficio de gratuidad o flexibilidad de normas, donde en este proceso los rigorismos formales que existen en la mayoría de los códigos procesales vigentes en la matrícula, se aminoran, se minimizan o se disminuyen justamente para poder cumplir con estos principios del derecho. También se incorpora la aplicación y uso de mecanismos electrónicos, tanto para la documentación como también para la obtención de información, es claro que se ajusta a la era que estamos transitando, a la era de la tecnología y de la revolución tecnológica. Creemos que todo este compendio apunta clara y determinantemente a facilitar el acceso a la justicia, teniendo en cuenta –repito– las personas involucradas en una seguramente indeseada situación de vulnerabilidad en la mayoría de los casos.


Por lo expuesto, señor Presidente, voy a solicitar que mis pares acompañen este proyecto de ley

Sr. Presidente (Bahl): Tiene la palabra el Senador por el Departamento San Salvador.

Sr. Senador (Larrarte): Señor Presidente, muy brevemente porque no quiero abusar del tiempo ya que llevamos muchas horas aquí trabajando. En primer lugar quiero agradecer al Senador Giano por el reconocimiento y la deferencia hacia mi persona, también agradecer a la autora del proyecto y a quienes concurrieron a las jornadas que realizamos para discutir sobre este proyecto de ley que se fue formando y se ha modificado a raíz de decisiones que se han tomado desde el Poder Judicial para agilizar, para generar inmediatez y un más fácil acceso a la Justicia, como bien refería el Senador Giano.

También agradecer la colaboración que han brindado la Asociación de Magistrados, los Jueces de Familias particularmente y el Colegio de Abogados de la Provincia de Entre Ríos.

Hemos eliminado un capítulo del proyecto, porque de acuerdo a lo que nos señalaban desde el Colegio de Abogados veían la posibilidad de que con esas normas se violen derechos de los mediadores quienes eran, de alguna manera, llevados como si fuesen funcionarios judiciales cuando no lo eran y además se los obligaba, en cierta medida, a violar su deber de confidencialidad sobre los asuntos y temas que tienen para su tratamiento.

No quiero extenderme. Podríamos hablar mucho, pero estando conformado el dictamen, a pesar de que la bancada opositora, en este momento, no se encuentra presente en el recinto, solicito el acompañamiento de mis pares para la votación de este proyecto.

Sr. Presidente (Bahl): Si ningún otro señor Senador hace uso de la palabra, se va a votar en general; los que estén por la afirmativa, sírvanse indicarlo. 

-Resulta aprobado.

Sr. Presidente (Bahl): Corresponde su consideración en particular. Se va a votar el artículo 1º; los que estén por la afirmativa, sírvanse indicarlo.

-Resulta aprobado, como también los artículos 2º al 327º inclusive. El Art. 328º es de forma.

Sr. Presidente (Bahl): Queda aprobado. Pasa devuelto en revisión a la Honorable Cámara de Diputados.

7.3 - Ética en la función Pública.
Consideración

Sr. Presidente (Bahl): Corresponde considerar el asunto número 3, expedientes Nºs 19.685, 20.170, 21.037 (unificados) y 11.953 adjuntado


Por Secretaría se dará lectura.

-Se lee:

La H. Legislatura de la Provincia de Entre Ríos, sanciona con fuerza de

L E Y

Artículo 1º: Objeto. La presente Ley de Ética en el Ejercicio de la Función Pública establece un conjunto de deberes, prohibiciones e incompatibilidades aplicables, sin excepción, a todas las personas que se desempeñen en la función pública en todos sus niveles y jerarquías, en forma permanente o transitoria, por elección popular, designación directa, por concurso o por cualquier otro medio legal de acceso.


Se entiende por función pública, toda actividad temporal o permanente, remunerada u honoraria, realizada por una persona humana en nombre del Estado Provincial o al servicio del Estado Provincial o de sus entidades, en cualquiera de sus niveles jerárquicos.

Artículo 2º: Ámbito de Aplicación y Sujetos. Esta ley será de aplicación a los Magistrados y Funcionarios Públicos de la provincia de Entre Ríos en cualquiera de los Poderes Públicos del Estado, del Tribunal de Cuentas, de la Fiscalía de Estado, del Consejo de la Magistratura, del Jurado de Enjuiciamiento, del Tribunal Electoral de Entre Ríos, al Defensor del Pueblo, al Contador General, al Tesorero General, como así también a todos los Organismos Autónomos y/o Autárquicos, Empresas Estatales o con Participación Estatal Mayoritaria, Entidades Financieras y Fondos Fiduciarios integrados con fondos o aportes del Estado.


Igualmente, será de aplicación supletoria para los Funcionarios de aquellos Municipios y Comunas que carecieran de Cartas Orgánicas u Ordenanzas que regulen la materia de modo específico.

Artículo 3º: Deberes y pautas de comportamiento ético. Los sujetos comprendidos en esta ley se encuentran obligados a cumplir con los siguientes deberes y pautas de comportamiento ético:

a) Cumplir y hacer cumplir estrictamente la Constitución Nacional y Provincial, las leyes y los reglamentos que en su consecuencia se dicten y defender el sistema republicano y democrático de gobierno;

b) Desempeñarse con la observancia y respeto de los principios y pautas éticas establecidas en la presente ley: honestidad, probidad, rectitud, prudencia, justicia, equidad, eficiencia y transparencia de los actos públicos;

c) Velar en todos sus actos por los intereses del Estado Provincial, orientados a la satisfacción del bienestar general, privilegiando de esa manera el interés público sobre el particular;

d) No recibir ningún beneficio personal indebido vinculado a la realización, retardo u omisión de un acto inherente a sus funciones, ni imponer condiciones especiales que deriven en ello;

e) Fundar sus actos y mostrar la mayor transparencia en las decisiones adoptadas, sin restringir información, a menos que una norma o el interés público claramente lo impidan;

f) Proteger y conservar la propiedad del Estado Provincial y sólo emplear sus bienes con los fines autorizados.

g) Abstenerse de utilizar información adquirida en el cumplimiento de sus funciones para realizar actividades no relacionadas con sus tareas oficiales o de permitir su uso en beneficio de intereses privados;

h) Abstenerse de usar las instalaciones y servicios del Estado Provincial para su beneficio particular o para el de sus familiares, allegados o personas ajenas a la función oficial, a fin de avalar o promover algún producto, servicio o empresa;

i) Observar en los procedimientos de contrataciones públicas en los que intervengan, los principios de publicidad, igualdad, concurrencia y razonabilidad;

j) Abstenerse de intervenir en todo asunto respecto al cual se encuentre comprendido en alguna de las causas de excusación previstas en el código procesal civil y comercial;

k) Abstenerse de realizar otras actividades que afecten u obstaculicen la asistencia regular a las tareas propias del cargo.

Artículo 4º: Observancia y Sanciones. Los sujetos alcanzados por esta ley deberán observar una conducta acorde con la ética pública en el ejercicio de sus funciones. Si así no lo hicieran, serán sancionados por los procedimientos establecidos en el régimen específico de su función.


Las sanciones podrán graduarse conforme a la gravedad de los hechos, desde apercibimiento, suspensión, cesantía o exoneración, hasta inhabilitación temporal o absoluta para el ejercicio de cualquier cargo público electivo o no.

Artículo 5º: De las actuaciones. El cese o renuncia al cargo del que estuviere investigado, no hará cesar la continuidad de las actuaciones, las que se tramitarán hasta el dictado de la resolución definitiva.

Artículo 6º: Régimen de declaraciones juradas. Las personas que se mencionan en el artículo siguiente, deberán presentar una Declaración Jurada Patrimonial Integral, dentro de los treinta (30) días hábiles desde la asunción en el cargo y otra declaración jurada, dentro de los treinta (30) días hábiles desde la fecha de cesación en el cargo. Asimismo, podrán actualizar la información contenida en esa declaración jurada, anualmente.

Artículo 7º: Quedan comprendidos en la obligación de presentar la declaración jurada patrimonial los siguientes sujetos: 

a) Poder Ejecutivo

1) Gobernador;

2) Vicegobernador;

3) Ministros;

4) Secretarios y Subsecretarios de Estado;

5) Directores Generales y Directores, y todo otro funcionario con jerarquía equivalente o superior a Director, como asimismo quienes revistan como funcionarios y/o asesores equiparados a los cargos antes enumerados;

6) Escribano Mayor de Gobierno;

7) Contador General de la Provincia y Subcontador;

8) Tesorero General de la Provincia y Subtesorero;

9) Fiscal de Estado, Fiscales Adjuntos, Directores o equivalentes;

10) Defensor del Pueblo y sus adjuntos o auxiliares;

11) Los miembros del Consejo de la Magistratura;

12) Los miembros del Jurado de Enjuiciamiento; 

13) Rector, decanos y secretarios de la Universidad Autónoma de Entre Ríos; 

14) Personal superior de la administración centralizada y descentralizada, inclusive empresas del Estado, con jerarquía no inferior a Subdirector o Subgerente;

15) Personal de la Policía de Entre Ríos con categoría no inferior a la de Comisario;

16) Todo funcionario o empleado público encargado de otorgar habilitaciones administrativas para el ejercicio de cualquier actividad, como también todo funcionario o empleado público encargado de controlar el funcionamiento de dichas actividades o de ejercer cualquier otro control, en virtud del ejercicio del poder de policía; conforme lo establezca la reglamentación de la presente.

b) Poder Judicial 

1) Magistrados y Funcionarios del Poder Judicial de la Provincia y de sus Ministerios Públicos;

2) Contador, Tesorero y Habilitado;

3) Secretario General, Secretario y Prosecretario del Tribunal Electoral.

c) Poder Legislativo

1) Senadores y Diputados;

2) Secretarios y Prosecretarios de ambas Cámaras;

3) Secretarios y Prosecretarios de Bloques Partidarios;

4) Contador y Tesorero;

5) Directores; Subdirectores y personal equiparado;

d) Tribunal de Cuentas 

1) Miembros del Tribunal;

2) Fiscales de Cuentas;

3) Secretarios Letrado y Contable;

4) Asesor Jurídico;

5) Secretarios de Vocalía;

6) Jefe del Cuerpo de Auditores;

7) Jefes de Áreas del Cuerpo de Auditores;

8) Secretario Letrado Adjunto;

9) Secretario Contable Adjunto;

10) Auditores;

e) Empresas, Sociedades y otros Entes del Estado.

1) Presidente;

2) Miembros del Directorio o Cuerpo Colegiado de Conducción;

3) Gerentes y Subgerentes;

4) Directores y Subdirectores;

5) Contador, Tesorero y Habilitado;

6) Síndicos;

8) Integrantes de sociedades en las que el Estado sea parte y que actúen en su representación;

9) Integrantes de las cooperativas que administren servicios públicos concesionados;

10) Integrantes de Entes reguladores con categoría no inferior a Director o equivalente.

f) Municipios y Comunas.

1) Presidente y Vicepresidente Municipal o Presidente Comunal;

2) Secretarios del Departamento Ejecutivo de los Municipios y las Comunas;

3) Concejales de los Municipios y Vocales de las Comunas;

4) Funcionarios y/o empleados públicos responsables de las áreas o direcciones de compras y suministros; encargados de otorgar habilitaciones administrativas para el ejercicio de cualquier actividad, y de controlar el funcionamiento de las mismas en virtud del ejercicio del poder de policía.


En todos los casos de los incisos a), b), c), d), quedan igualmente comprendidos los funcionarios y personal que intervenga en el manejo de fondos públicos, administre patrimonio público, integre comisiones de adjudicaciones o recepción de bienes, participe en licitaciones o concursos y los jefes de personal o recursos humanos.


La reglamentación establecerá qué montos y/o procedimientos licitatorios quedarán comprendidos en la norma.

Artículo 8º: Contenido de la Declaración Jurada. La Declaración Jurada deberá contener una nómina detallada de los bienes propios del declarante, los propios de su cónyuge, los que integren la sociedad conyugal, los del conviviente, los que integren en su caso la sociedad de hecho y los de sus hijos menores en el país o en el extranjero. En el caso del cónyuge, el conviviente y los hijos menores que tuvieren ingresos, se indicarán profesión y medios de vida de los mismos. 

En especial se detallarán los que se indican a continuación:

a) Bienes inmuebles, incluyendo sus mejoras;

b) Bienes muebles registrables;

c) Otros bienes muebles, determinando su valor en conjunto. Se encuentran comprendidos en este artículo las obras artísticas, las joyas y los derechos intelectuales, así como los montos que por tal concepto se perciban;

d) Capital invertido en títulos, acciones, fideicomisos y demás valores cotizables o no en bolsa, o en explotaciones personales o societarias;

e) Monto de los depósitos en bancos u otras entidades financieras, de ahorro, de inversión, nacionales o extranjeras, con indicación del país de radicación de las cuentas y los saldos de cada una; debiéndose indicar el nombre del banco o entidad financiera y los números de las cuentas corrientes, de cajas de ahorro, cajas de seguridad y tarjetas de crédito y débito y las extensiones que posea; y las tenencias de dinero en efectivo en moneda nacional o extranjera;

f) Créditos y deudas hipotecarias, prendarias o comunes;

g) Ingresos y egresos anuales derivados del trabajo en relación de dependencia o del ejercicio de actividades independientes y/o profesionales;

h) Ingresos y egresos anuales derivados de rentas o de sistemas previsionales. Si el obligado a presentar la manifestación de bienes estuviese inscripto en el régimen de impuesto a las ganancias o sobre bienes personales no incorporados al proceso económico, deberá acompañar también la última presentación que hubiese realizado ante la Administración Federal de Ingresos Públicos;

i) Ingresos extraordinarios acumulados durante el año anterior al de la fecha en que se torna obligatoria la presentación de la manifestación de bienes, cualquiera fuera el origen de los mismos, cuando superen el 50% de la remuneración anual habitual del funcionario;

j) Semovientes, frutos y cualquier bien de capital del que no siendo titular, posea, use, goce o usufructúe por cualquier motivo, causa o título. En este caso deberá detallarse datos personales completos de los titulares de dominio o propietarios, título, motivo o causa por el que se poseen, usan, gozan o usufructúan los bienes; tiempo, plazo o período del uso, si se detentan a título gratuito u oneroso, y cualquier otra circunstancia conducente a esclarecer la relación de los obligados con los bienes;

k) Participación en sociedades o en explotaciones unipersonales, con indicación del objeto social y de la cantidad total de participaciones que se posea, su valor de adquisición, su valuación y la participación de esa sociedad en otras personas jurídicas;

l) Bienes y/o fondos involucrados en fideicomisos de los que participe como fiduciante, fiduciario, fideicomisario, beneficiario y/o protector, constituidos en el país o en el extranjero, con identificación del fideicomiso de que se trate y de sus partes;

m) Las personas jurídicas, fideicomisos o cualquier otra forma contractual de la que resulte ser beneficiario o propietario final;

n) Actividades laborales, profesionales, empresariales, de defensa de intereses sectoriales y de bien público, ya sean remuneradas u honorarias, que realice o haya realizado el obligado en los tres (3) años anteriores a la designación en el cargo que motiva la presentación, incluyendo los cargos que desempeñare o hubiere desempeñado en sociedades, asociaciones, fundaciones o cualquier otra entidad pública o privada, nacional o extranjera.

En el caso de los incisos a), b), c) y d), del presente artículo, deberá consignarse además el valor, fecha de adquisición y el origen de los fondos aplicados a cada adquisición.

Las valuaciones se realizarán conforme lo establezca la reglamentación.

Artículo 9º: Carácter de las declaraciones juradas. La declaración jurada de bienes se presentará en sobre cerrado y lacrado, tendrá carácter de secreta y solo podrá ser abierta en los siguientes casos:

a) Por solicitud escrita del declarante o de sus sucesores.

b) Por decisión del juez competente.

c) Por requerimiento de la Autoridad de Aplicación.

Artículo 10º: Declaración informativa. Se podrá presentar una declaración informativa, que será sintética, de carácter público, conteniendo un resumen de la información patrimonial del declarante, comprendiendo los bienes de su titularidad y de su cónyuge, si fueran gananciales.


El nombre de quienes hayan presentado las declaraciones informativas, se publicará en el Boletín Oficial de la Provincia.

Artículo 11º: Incumplimiento de la presentación. Las personas que no presenten sus declaraciones juradas dentro de los plazos señalados anteriormente, serán intimadas a su presentación en forma fehaciente, por igual plazo al previsto en el artículo 6º, por la autoridad responsable de la recepción.


El incumplimiento a lo intimado, sin causa justificada, será considerado falta grave y podrá dar lugar a la aplicación de sanciones conforme lo señalado en el artículo 4º, sin perjuicio de otras que les pudiera corresponder.


Mientras dure el incumplimiento de la obligación de presentar la declaración jurada patrimonial sin causa justificada, se deberá retener al obligado, con carácter de sanción pecuniaria, el veinte por ciento (20%) del monto neto mensual a percibir en sus haberes. Para tal fin, la Autoridad de Aplicación deberá informar a la autoridad encargada de liquidar los haberes, la omisión y procedencia de la retención. La sanción perdurará hasta tanto el funcionario cumpla el deber omitido.


Lo percibido en concepto de las sanciones establecidas en el presente artículo, quedará afectado al funcionamiento del respectivo organismo de ética pública que hubiere informado del incumplimiento.

Artículo 12º: Las personas que accedan a una declaración jurada de carácter público no podrán utilizarla para:

a) Cualquier propósito ilegal;

b) Cualquier propósito comercial, exceptuando a los medios de comunicación y noticias para la difusión al público en general;

c) Determinar o establecer la calificación crediticia de cualquier individuo; 

d) Efectuar en forma directa o indirecta, una solicitud de dinero con fines políticos, benéficos o de otra índole.

Todo uso ilegal de una declaración jurada será pasible de la sanción de multa, conforme los montos que se determinen por vía de reglamentación, los que serán actualizados periódicamente. El órgano facultado para aplicar esta sanción será exclusivamente la Autoridad de Aplicación creada por esta ley. Las sanciones que se impongan por violaciones a lo dispuesto en este artículo serán recurribles judicialmente ante los Tribunales en lo Contencioso Administrativo. La reglamentación establecerá un procedimiento sancionatorio que garantice el derecho de defensa de las personas investigadas por la comisión de la infracción prevista en este artículo.

Artículo 13º: Antecedentes. Aquellos funcionarios cuyo acceso a la función pública no sea un resultado directo del sufragio universal, incluirán en la declaración jurada sus antecedentes profesionales y/o laborales al solo efecto de facilitar un mejor control respecto de los posibles conflictos de intereses que puedan plantearse.

Artículo 14º: Incompatibilidades y Conflicto de intereses. Es incompatible con el ejercicio de la función pública:

a) Dirigir, administrar, representar, patrocinar, asesorar, o, de cualquier otra forma, prestar servicios a quien gestione o tenga una concesión o sea proveedor del Estado Provincial, o realice actividades reguladas por éste, respecto de la contratación, obtención, gestión o control de tales concesiones, beneficios o actividades;

b) Ser proveedor por sí, o por terceros, de todo organismo del Estado Provincial en donde desempeñe sus funciones;

c) Intervenir, desde la función, en actos en los que tengan vinculación, sea personal o a través de terceros que él represente o patrocine, o cuando tuviera un interés particular, laboral, económico o financiero. 

Aquellos funcionarios que hayan tenido intervención decisoria en la planificación, desarrollo y concreción de privatizaciones o concesiones de empresas o servicios públicos, tendrán vedada su actuación en los entes o comisiones reguladoras de esas empresas o servicios.

Estas incompatibilidades específicas tendrán vigencia desde la asunción del cargo respectivo y hasta un año después de haber cesado en el mismo.

Artículo 15º: Efectos sobre el acto. La Autoridad de Aplicación será competente para dictaminar si un acto emitido en violación de la presente normativa es ilegítimo y por lo tanto revocable. Si el acto proviniese del Poder Ejecutivo y/o de sus Entes Autárquicos o Descentralizados, y la Autoridad de Aplicación hubiere dictaminado la ilegitimidad, la Fiscalía de Estado de Entre Ríos procederá al inicio de las acciones legales tendientes a revocar el acto.


Si el acto tuviese principio de ejecución o hubiese afectado derechos de terceros, deberá requerirse su declaración judicial de nulidad conforme la normativa vigente en la materia. De la nulidad del acto por existencia de un conflicto de intereses o violación a las prohibiciones establecidas en la presente ley, derivará la responsabilidad del funcionario autor del acto y solidariamente, en caso de corresponder, la del destinatario o beneficiario del mismo, por los daños y perjuicios que éstos le ocasionen al Estado.

Artículo 16º: Régimen de obsequios a funcionarios públicos. Los funcionarios públicos no podrán recibir regalos, obsequios, gratificaciones, donaciones u otras prestaciones, sean de cosas, servicios o bienes de significación o importancia, con motivo o en ocasión del desempeño de sus funciones. En el caso de que los obsequios sean de cortesía o de costumbre diplomática, la Autoridad de Aplicación reglamentará su registración y en qué casos y cómo deberán ser incorporados al patrimonio del Estado, para ser destinados a fines de salud, acción social y educación o al patrimonio histórico- cultural si correspondiere.

Artículo 17º: Autoridad de Aplicación del Poder Ejecutivo y Órganos Autónomos de Control. Créase en el ámbito del Poder Ejecutivo Provincial y bajo su dependencia, el “Organismo de Ética Pública” que será autoridad de aplicación de la presente ley para los funcionarios y empleados del Poder Ejecutivo, sus entes centralizados, descentralizados, autónomos, autárquicos, empresas estatales o con participación estatal mayoritaria, entidades financieras y fondos fiduciarios; asimismo será autoridad de aplicación para la Fiscalía de Estado, Tribunal de Cuentas, Contaduría General de la Provincia, Tesorería General de la Provincia y Defensor del Pueblo.


Dicho Organismo reemplazará a la Oficina Anticorrupción y Ética Pública creada por Decreto N° 150/2003 y modificatorios, en todo lo atinente a la aplicación de la presente ley.

Artículo 18º: Designación y Duración. El Organismo estará a cargo de una persona humana que deberá contar con el título de abogado y reunir los mismos requisitos que se exigen para ser miembro del Superior Tribunal de Justicia.


Será designado por el Poder Ejecutivo, con acuerdo del Senado, y permanecerá en sus funciones por el término de cuatro (4) años, pudiendo ser reelecto por una única vez.


Al igual que los funcionarios señalados en el artículo 7º estará alcanzado por las obligaciones que emanan de la presente ley.

Artículo 19º: Comisión Bicameral Permanente. El Organismo de Ética Pública será asistido por una Comisión Bicameral Permanente que funcionará en el ámbito de la Legislatura de la Provincia y tendrá a su cargo el seguimiento de las denuncias recibidas por el Organismo; el contralor del desarrollo de la investigación sumaria que se inicie a los denunciados y actuará como órgano de consulta permanente del titular del Organismo.


La Comisión estará integrada por ocho (8) miembros. La designación de sus integrantes deberán hacerla los Presidentes de ambas Cámaras Legislativas, a propuesta de los Presidentes de los Bloques, respetando la proporción de las representaciones políticas de las Cámaras.


La Presidencia de la Comisión será alternativa y corresponderá un período a cada Cámara, las decisiones y resoluciones que adopte dicha Comisión se adoptarán por mayoría de votos del total de sus miembros, en caso de empate, el presidente tiene doble voto. Los miembros se desempeñarán ad honorem y durarán en su cargo cuatro (4) años.

Artículo 20º: Otras Autoridades de Aplicación. El Poder Legislativo y el Poder Judicial, deberán establecer dentro de su ámbito, la Autoridad de Aplicación de la presente ley, dentro de los ciento veinte (120) días de entrada en vigencia, pudiendo celebrar convenios de adhesión con el Organismo de Ética Pública del Poder Ejecutivo. Su titular deberá contar con el título de abogado y reunir los mismos requisitos que se exigen para ser miembro del Superior Tribunal de Justicia.


Las designaciones deberán contar con acuerdo del Senado y permanecerán en sus funciones por el término de cuatro (4) años, pudiendo ser reelecto por una única vez.


El Organismo de Ética Pública resultará el órgano de aplicación para todos aquellos sujetos que se adhieran a la presente ley.

Artículo 21º: Cese. Causales. Quien se desempeñe a cargo del Organismo de Ética Pública cesa en sus funciones por alguna de las siguientes causas:

a) Por renuncia;

b) Por vencimiento del plazo de su mandato;

c) Por incapacidad sobreviniente;

d) Por haber sido condenado mediante sentencia firme por delito doloso;

e) Por notoria negligencia en el cumplimiento de los deberes del cargo.

Artículo 22º: Funciones. Las Autoridades de Aplicación de los sujetos obligados por la presente Ley tendrán las siguientes funciones, independientemente del estamento al que pertenezcan:

a) Recibir las denuncias de personas o de entidades intermedias registradas legalmente respecto de conductas de funcionarios o agentes de la administración contrarias a la ética pública. Las denuncias deberán ser acompañadas de la documentación y todo otro elemento probatorio que las fundamente. La Comisión remitirá los antecedentes al organismo competente según la naturaleza del caso, pudiendo recomendar, conforme su gravedad, la suspensión preventiva en la función o en el cargo, y su tratamiento en plazo perentorio;

b) Recibir las quejas por falta de actuación de los organismos de aplicación, frente a las denuncias ante ellos incoadas, promoviendo en su caso la actuación de los procedimientos de responsabilidad correspondientes;

c) Redactar un anteproyecto de reglamento de ética pública, según los criterios y principios generales consagrados en esta ley, los antecedentes provinciales sobre la materia y el aporte de organismos especializados. Dicho cuerpo legal deberá remitirse para su estudio y sanción a la Legislatura de la Provincia, debiendo ingresar a la Cámara de Diputados, la que de esta manera será cámara de origen del proyecto de reglamentación;

d) Recibir, y en su caso exigir, de los organismos de aplicación copias de las declaraciones juradas de los funcionarios obligados por ley y conservarlas hasta cuatro años después del cese en la función;

e) Registrar, con carácter público, las sanciones administrativas y judiciales aplicadas por violaciones a la presente ley, las que deberán ser comunicadas por la autoridad competente;

f) Asesorar y evacuar consultas, sin efecto vinculante, en la interpretación de situaciones comprendidas en la presente ley;

g) Proponer el dictado de normas o la puesta en vigencia de programas destinados a transformar en acciones positivas los principios consagrados en esta ley;

h) Diseñar y promover programas de capacitación y divulgación del contenido de la presente ley para el personal comprendido en ella;

i) Requerir colaboración de las distintas dependencias del Estado Nacional y Provincial, dentro de su ámbito de competencia, a fin de obtener los informes necesarios para el desempeño de sus funciones;

j) Dictar su propio reglamento y elegir sus autoridades;

k) Elaborar un informe anual, de carácter público dando cuenta de su labor, debiendo asegurar su difusión.

Artículo 23º: Prevención sumaria. En caso de violaciones a la presente ley, los responsables de cada jurisdicción o entidad, de oficio o a requerimiento del Organismo de Ética Pública, deben instruir sumario o poner en funcionamiento los mecanismos necesarios para deslindar las responsabilidades que en cada caso correspondan, con intervención de los servicios jurídicos respectivos.


El funcionario o agente deberá ser informado del objeto de la investigación y tendrá derecho a ofrecer la prueba que estime pertinente para el ejercicio de su defensa.

Artículo 24º: La violación de lo establecido en la presente ley, hará pasible a los funcionarios públicos de la aplicación de las sanciones previstas en el régimen que le sea aplicable en virtud del cargo o función desempeñada, sin perjuicio de las responsabilidades civiles y penales establecidas en las leyes.


En el caso de que en el curso de la tramitación de la prevención sumaria se evidencie una seria presunción de la comisión de un delito, la Autoridad de Aplicación respectiva deberá poner el caso en conocimiento del juez o fiscal competente, remitiéndole todos los antecedentes reunidos.

Artículo 25º: Los sujetos alcanzados por la obligación de presentar declaraciones juradas patrimoniales que se encuentren en funciones al momento de la entrada en vigencia de la presente ley, deberán cumplir con dicha presentación dentro de los treinta (30) días hábiles, contados a partir del requerimiento de la Autoridad de Aplicación.

Artículo 26º: Los funcionarios y empleados públicos que se encuentren comprendidos en el régimen de incompatibilidades establecido por la presente ley a la fecha de entrada en vigencia de la misma, deberán optar entre el desempeño de su cargo y la actividad incompatible, dentro de los noventa (90) días siguientes a dicha fecha.

Artículo 27º: Dentro del plazo de noventa (90) días contados a partir de la publicación de la presente ley, deberá dictarse la reglamentación de la misma.

Artículo 28º: Deróganse las disposiciones de la Ley Provincial N° 3886, en todo lo que se oponga a la presente.

Artículo 29º: Comuníquese, etc.

Sr. Presidente (Bahl): En consideración.

Tiene la palabra el Senador por el Departamento San Salvador.

Sr. Senador (Larrarte): Señor Presidente, quiero hacer de miembro informante respecto de este proyecto. Tenemos que empezar destacando que el dictamen que vamos a tratar en este momento en el Cuerpo, ha logrado el consenso de todas las bancadas, de todos los bloques que integran el Cuerpo y que conforman las comisiones de Legislación General y la de Asuntos Constitucionales y Acuerdos. Quiero resaltar la madurez política que hubo en el seno de la comisión al momento de introducir modificaciones al proyecto y el esfuerzo que se hizo por los distintos miembros de la misma para consensuar el dictamen.


Sabido es que nuestra Provincia necesita una ley de esta naturaleza, una Ley de Ética en la Función Pública. Esa necesidad responde, por un lado, a razones políticas y sociales y por otro lado, a razones jurídicas.


Esto último, se debe fundamentalmente a que en nuestro país el sistema de gobierno es federal. Eso hace que en la distribución de competencias legislativas, existan normas que puede y debe dictar el Congreso de la Nación, y normas que podemos y debemos dictar desde las Legislaturas provinciales. Las primeras son consecuencia del poder delegado por las provincias a la Nación y refieren a normas administrativas propias del funcionamiento de los poderes que integran el gobierno nacional y las normas de fondo, como refiere nuestra Constitución nacional, por ejemplo, en materia Civil, Penal, etcétera.


Las segundas son consecuencia del poder no delegado de las provincias. Se trata de aquellas que podemos dictar nosotros y que refieren a las normas administrativas de los gobiernos locales, es decir, provinciales y también a las normas procesales para regir los procedimientos de aplicación del derecho de fondo que se dicta desde la Nación.


¿Por qué estoy haciendo esta aclaración o esta diferenciación de competencias legislativas? Porque en realidad, a nivel nacional ya tenemos una Ley de Ética de la Función Pública, la Ley Nº 25.188, que es del año 1999. Esa norma nacional contiene entremezcladas normas de carácter administrativo, que alcanzan únicamente a los tres poderes del gobierno nacional y normas de fondo, Penales, contenidas en el Capítulo IX de la misma, que alcanzan a todo el país.


Nosotros, obviamente, no podemos legislar sobre esta última materia, sobre la materia Penal. Ya está legislada y no es de nuestra competencia, pero sí podemos, debemos y de hecho lo estamos haciendo, legislar sobre aquellas cuestiones administrativas que hacen a la ética de la función pública. Es una deuda que tenemos desde hace largo tiempo con la sociedad y con la Constitución de la Provincia, porque precisamente el artículo 37º de nuestra Constitución provincial exige que los miembros de los tres poderes de nuestro Estado, observen en el cumplimiento de sus funciones, una conducta acorde a la ética pública y señala o eleva a la ética pública como un valor social fundamental de nuestro sistema democrático. También en el artículo 37º se establecen algunas pautas que debe contener esa legislación y que nosotros hemos tratado de plasmar en esta ley, que con modificaciones proponemos que sea girada nuevamente a la Cámara de Diputados.


¿Qué es lo que contiene específicamente esta ley? Voy a resumir el contenido de la misma. En principio, contiene un conjunto de deberes, de prohibiciones y de incompatibilidades que alcanzan a todas las personas que ejerzan funciones públicas en cualquiera de los tres poderes del Estado, en los órganos extrapoder, en las organizaciones autárquicas que tiene el Estado y también en las empresas del Estado. Incluso también puede ser aplicada supletoriamente a los funcionarios y agentes de las comunas y de los municipios.


¿Cuáles son esos deberes o esas pautas de comportamiento? No las voy a enumerar; están contenidas en el artículo 3º de la ley. La observancia de estas normas es controlada por un órgano de aplicación al que ya me voy a referir, pero es importante destacar que esta autoridad de aplicación de la Ley de Ética de la Función Pública no tiene per se facultades sancionatorias. Lo que hace es hacer la prevención sumaria, la investigación correspondiente y luego, de acuerdo al resultado de la misma, remitir al órgano del cual depende, al poder del que depende o al Estado del cual depende el funcionario o agente para que sea, de conformidad al régimen legal que le resulta aplicable, determinada la sanción que le corresponda, que puede ir desde un apercibimiento o llamado de atención hasta una sanción de exoneración o de inhabilitación temporal o absoluta para el ejercicio de un cargo público.


También tiene esta ley un régimen de declaraciones juradas. Nosotros teníamos en nuestra legislación sobre este tema, una vieja ley que data del año ’50, que actualmente nos rige y que establece requisitos para cumplir con esta norma de realizar declaraciones juradas. En este nuevo régimen de declaraciones juradas, todos los funcionarios que alcanza la ley, que están enumerados en varios incisos del artículo 7º de la misma, dice también que a los treinta días de asumido el cargo o función, tienen que presentar una declaración jurada patrimonial de carácter integral y que es secreta. El contenido de la misma está precisado y detallado en el artículo 8º de la ley. Y además de esta declaración jurada, que solamente puede ser abierta o revelada por solicitud del declarante, del juez competente o de la misma autoridad de aplicación, está lo que hemos denominado Declaración Informativa. Es decir, que cada funcionario o agente alcanzado por las normas de obligatoriedad de presentación de declaraciones juradas, puede presentar también una declaración informativa de carácter sintético y que sí es de carácter público, por lo que van a ser publicadas en el Boletín Oficial. ¿Qué pasa si no se cumple con esta obligación de presentar declaraciones juradas? La autoridad de aplicación tiene el deber de intimar a su presentación, dentro del mismo plazo, es decir, dentro de los treinta días. 

Y si así el funcionario o el agente no lo hiciere, va a ser pasible de sanciones, una de ellas está señalada en la misma ley, que es la retención de hasta el 20 por ciento de los haberes, hasta el momento en que cumpla con su obligación. La ley prevé también que al retirarse del cargo o la función, tiene la obligación de presentar una nueva declaración de cese. Pero, además está la posibilidad de ir actualizándola año a año, según lo desee o no, el funcionario o el agente.

 Además, la ley tiene un régimen de incompatibilidades y de normas que tienden a evitar los conflictos de intereses, al mismo tiempo que prevé la posibilidad de que aquellos actos que son realizados en violación de estas normas, puedan ser revocados, previa investigación pertinente. 

Cabe destacar también que regula el régimen de obsequios. No es que estén prohibidos, sino que se pueden recibir aquellos que son de cortesía o protocolares, por costumbres diplomáticas. Dichos bienes deben ser registrados y pasar a ser patrimonio del Estado de la Provincia.

Algo muy importante en cuanto a la autoridad de aplicación. Esta ley, que como dije anteriormente, se aplica a los tres poderes del Estado provincial, tiene una particularidad y es que cada uno de ellos puede tener su propia autoridad de aplicación. 

Y esto no es un capricho legislativo. Esto responde a un antecedente que se dio a nivel nacional, cuando se creó la Comisión de Ética Pública como consecuencia de la Ley Nº 25.188, en el año 2000, la Corte en una Acordada interpreta que dicha comisión nacional que dependía del Poder Ejecutivo no podía arrogarse la facultad de realizar de autoridad de aplicación respecto de los tres Poderes. Entonces, así como lo había señalado la Cámara de Diputados, también lo entendimos nosotros en esta oportunidad, de que debía mantenerse esta diferenciación o división entre los tres poderes y que cada uno de ellos pueda tener su propia autoridad de control.

Obviamente, existe la posibilidad de que se celebre un convenio para que sea autoridad de aplicación el organismo de Ética Pública que es el que crea esta ley, a los efectos del Poder Ejecutivo y al que están sometidos también los órganos extrapoder. La persona que va a estar a cargo, de acuerdo a lo que prescribe la ley, debe reunir los mismos requisitos que para ser miembro del Superior Tribunal de Justicia, es decir, ser argentino, abogado, tener más de treinta años de edad y más de seis años de ejercicio en la profesión.

En cuanto a las funciones, están previstas en diversos artículos, fundamentalmente en el artículo 22º. Se prevé que en plazo de 120 días tanto el Poder Legislativo como el Poder Judicial estén dictando las reglamentaciones para tener su propia autoridad de aplicación.


Con estos fundamentos, y aclarando que el dictamen fue de todos los bloques y que seguramente si estuviera presente el resto de los señores Senadores, votarían afirmativamente esta ley, voy a solicitar a los presentes su aprobación.

Sr. Presidente (Bahl): Si ningún otro señor Senador hace uso de la palabra, se va a votar en general. Los que estén por la afirmativa, sírvanse indicarlo.

-Resulta aprobado.

Sr. Presidente (Bahl): Corresponde su consideración en particular. 


Se va a votar el artículo 1º. Los que estén por la afirmativa, sírvanse indicarlo.

-Resulta aprobado, como también los artículos del 2º al 28º. El Art. 29º es de forma.

Sr. Presidente (Bahl): Queda aprobado. Vuelve en revisión a la Cámara de Diputados.

7.4 - Se instituye "Día Provincial de la Concientización de la Dislexia y las Dificultades Específicas del Aprendizaje" al primer jueves de octubre de cada año.
Consideración

Sr. Presidente (Bahl): Corresponde considerar el asunto número 4, expediente Nº 12.928.


Por Secretaría se dará lectura.

-Se lee:

La H. Legislatura de la Provincia de Entre Ríos, sanciona con fuerza de

L E Y

Artículo 1º: Institúyase en la provincia de Entre Ríos el primer jueves de octubre de cada año como el "Día Provincial de la Concientización de la Dislexia y las Dificultades Especificas del Aprendizaje".

Artículo 2º: El Consejo General de Educación de la Provincia incluirá la fecha en el respectivo calendario escolar de los distintos niveles del Sistema Educativo Provincial con el objetivo de realizar actividades de difusión, educación y concientización orientadas a hacer conocer las características de esta condición, en función de su detección temprana y adecuado tratamiento.

Artículo 3º: Comuníquese, etc.

Paraná, Sala de Sesiones, 13 de diciembre de 2018

Sr. Presidente (Bahl): En consideración.

Tiene la palabra el Senador por el Departamento Concordia.

Sr. Senador (Giano): Señor Presidente, es para solicitar la aprobación del presente proyecto de ley, de autoría del señor Senador Morchio, por el que se instituye el primer jueves de octubre de cada año como “Día provincial de la concientización de la dislexia y las dificultades específicas del aprendizaje” y se instruye al Consejo General de Educación para que en todos sus niveles incluya la fecha en el calendario escolar para que se cumpla con lo establecido en el artículo 1º de la presente ley.

Sr. Presidente (Bahl): Si ningún otro señor Senador hace uso de la palabra, se va a votar en general. Los que estén por la afirmativa, sírvanse indicarlo.

-Resulta aprobado.

Sr. Presidente (Bahl): Corresponde su consideración en particular. 


Se va a votar el artículo 1º. Los que estén por la afirmativa, sírvanse indicarlo.

-Resulta aprobado, como también el artículo 2º. El Art. 3º es de forma.

Sr. Presidente (Bahl): Queda aprobado. Pasa en revisión a la Cámara de Diputados.

7.5 – Creación de la "Colonia Productiva Guardamonte"
Consideración

Sr. Presidente (Bahl): Corresponde considerar el asunto número 5, expediente Nº 22.947.


Por Secretaría se dará lectura.

-Se lee:

Honorable Senado:


Vuestra Comisión de Producción ha considerado el Proyecto de Ley en revisión, contenido en el expediente 22.947, autoría del diputado Navarro, mediante el cual se crea la “Colonia Productiva Guardamonte”, en el Departamento Tala y, por las razones que dará su miembro informante, aconseja su aprobación en los términos remitidos.

La H. Legislatura de la Provincia de Entre Ríos, sanciona con fuerza de

L E Y

Capítulo I

Artículo 1º: Creación. Confórmase a partir de la vigencia de la presente, y bajo la denominación de “Colonia Productiva Guardamonte”, según las pautas orientadoras que se especifican en adelante, la extensión territorial conformada por los inmuebles registrados bajo matrículas Nºs 167, 3.475 y 2.476, de la Sección Dominio Rural del Registro Público de la Propiedad Inmueble de Rosario del Tala, y con todos los bienes allí existentes que conforman su patrimonio.

Artículo 2º: Propósitos. Son propósitos y directrices de la creación de la Colonia, los siguientes: 

a) Impulsar el desarrollo económico, productivo, social y educativo de la zona donde se encuentra ubicado el inmueble; 

b) Propender al afincamiento definitivo en la zona de los vecinos del lugar, evitando la emigración a las mayores concentraciones urbanas; 

c) Alentar la concreción e instalación de proyectos productivos y de investigación, social y ambientalmente sustentables y diversificados; 

d) Facilitar el uso, aprovechamiento y explotación del universo de bienes que conforman el patrimonio estatal; 

e) Revitalizar la especial trascendencia del Estado, para intervenir en el impulso de políticas de fomento de actividades productivas, que generen trabajo genuino y propicien la igualdad de oportunidades.

Artículo 3º: Comisión Asesora. Créase la “Comisión Asesora para el Fomento de la Colonia Productiva Guardamonte”, que tendrá por fin asesorar al Poder Ejecutivo Provincial, en todas las cuestiones que pudieran surgir en torno a la evaluación y selección de los proyectos que se presenten, como asimismo en el proceso de adjudicación de las parcelas, temporal o definitivamente.

Artículo 4º: Integración de la Comisión. La Comisión Asesora, deberá dictar su propio reglamento interno y se integrará de la siguiente manera: dos (2) representantes de la Honorable Cámara de Diputados; un (1) representante de la Honorable Cámara de Senadores; tres (3) representantes de la Secretaría de Producción; un (1) representante del Ministerio de Gobierno y Justicia; un (1) representante de la Universidad Nacional de Entre Ríos; un (1) representante de la Universidad Autónoma de Entre Ríos; un (1) representante de la Escuela de Educación Agrotécnica (E.E.A.T) N° 51 "Gobernador Maciá"; un (1) representante del Municipio de Rosario del Tala; un (1) representante del Municipio de Gobernador Maciá; un (1) representante de la Junta de Gobierno o Comuna de Guardamonte, un (1) representante de la Secretaría de Ambiente y dos (2) representantes de las entidades agropecuarias. Los mismos serán designados por el Poder Ejecutivo a propuesta de cada uno de los demás organismos mencionados con excepción de los miembros de la Comisión representantes del Poder Legislativo que serán designados por voto de la mayoría de cada Cámara. Cada miembro será designado para integrar la comisión por el término de un año.

Artículo 5º: Funciones de la Comisión. Son funciones de la Comisión Asesora, las siguientes: 

- Deliberar respecto de la aptitud y sustentabilidad en el tiempo, de los emprendimientos que se presentan para su evaluación; 

- Aconsejar al Poder Ejecutivo, previa consulta con la Dirección de Catastro de Entre Ríos, sobre la determinación de las unidades económicas, su extensión territorial y límites geográficos, en aras a dotarlos de similar capacidad productiva, participando así como órgano consultivo en la subdivisión del inmueble; 

- Aconsejar sobre el otorgamiento de los comodatos de parcelas o su adjudicación definitiva, incluyendo viviendas, a las personas o grupos familiares que resulten seleccionados; 

- Ejercer el control directo de cada una de las explotaciones que se lleven adelante; 

- Verificar la aptitud ambiental de las actividades que se desarrollen, a fin de lograr la correcta preservación del predio y su entorno, debiendo a tales efectos contar con dictamen favorable de la Secretaría de Ambiente de la Provincia; 

- Propulsar el uso de tecnologías energéticas alternativas a fin de optimizar cada una de las explotaciones; 

- Lograr la complementariedad o compatibilidad de los proyectos, a través de una selección ordenada, fundada y participativa; 

- Servir de nexo entre la comunidad que en dicho inmueble se afincará, y el Poder Ejecutivo provincial; 

- Elevar al Poder Ejecutivo provincial, con carácter de sugerencia, una vez al año, la opinión entorno a la viabilidad o no de la continuación de cada una de las explotaciones allí concretadas; 

- Velar por el sostenimiento y funcionalidad de los espacios comunes del predio, aconsejando cambios o nuevas propuestas, como asimismo reglamentaciones para su operatividad. A los fines del cumplimiento de los objetivos, cada uno de los titulares de los proyectos escogidos, deberá elevar a la Comisión, a su cargo y costo, un informe semestral sobre la evolución del emprendimiento productivo.

Capítulo II

De la Explotación del Predio

Artículo 6º: Determinación de las Áreas de Producción. Determínase en catorce (14) el número de lotes, de diferente superficie conforme la aptitud productiva de cada uno de ellos, como área afectada de forma exclusiva y única para la actividad pecuaria y apícola que dentro del predio deberá desarrollarse. Asimismo, estipúlase una extensión de setenta (70) hectáreas destinadas para la producción hortícola y de plantas aromáticas y medicinales, que deberán distribuirse entre un máximo de diez (10) parcelas productivas.

Artículo 7º: Sistema de Selección de los Proyectos. Principio General. Establécese que todos y cada uno de los proyectos productivos propuestos a la Comisión Asesora, serán seleccionados en base a un sistema de puntuación conforme pautas objetivas de eficiencia y productividad, no obstante lo cual, se establece que deberá asignarse un mayor puntaje a quienes resulten ser naturales de esta provincia, vinculados a la producción agropecuaria y ser residentes de la zona donde se encuentra ubicado el inmueble a explotar.

Artículo 8º: Forma de la Explotación. Se autoriza al Poder Ejecutivo a conceder en comodato gratuito, y por el término de dos (2) años, a cada uno de los autores de los proyectos que resulten seleccionados por la Comisión Asesora, y bajo las condiciones que se prevean, una parcela de terreno con una vivienda de las allí construidas, para que dentro de sus límites y linderos lleve adelante la actividad propuesta. Vencido dicho término, evaluados los resultados obtenidos de forma positiva, y establecido que sea el precio promocional y forma de pago que se determinará con intervención del Consejo de Tasaciones de la provincia y de la Comisión Asesora de la Colonia Productiva Guardamonte, podrá ser la misma transferida en propiedad de manera definitiva a quien se haya encontrado llevando adelante la explotación. A sus efectos, autorízase al Poder Ejecutivo a otorgar escritura traslativa de dominio a quienes hayan resultado seleccionados como comodatarios siempre que, se verifique el cumplimiento de las condiciones prealudidas y todas aquellas obligaciones que establezca a tales fines la reglamentación.

Artículo 9º: Nueva Selección. Establécese que, para el caso en que la explotación económica desarrollada en alguno de los predios, no arrojase los resultados esperados conforme lo sugerido por la Comisión Asesora, o se desviara del perfil productivo de la Colonia, se podrá con previo aviso fehaciente, rescindir el comodato y seleccionar un nuevo proyecto, de acuerdo al procedimiento establecido en párrafos anteriores y con intervención de la mencionada Comisión.

Artículo 10º: Creación del Fondo “Colonia Productiva Guardamonte”. Créase el “Fondo Colonia Productiva Guardamonte”, debiéndose para tal fin abrir una cuenta bancaria especial en el agente financiero de la provincia, la que será administrada por la autoridad de aplicación. Dicho fondo será conformado por el producido del ingreso del precio obtenido por la venta de los diferentes lotes del predio y con los aportes que pudieran ingresar por decisión de la Comisión Asesora o del Poder Ejecutivo.

Artículo 11º: Destino del Fondo. Determínase que las sumas que conforman el “Fondo Colonia Productiva Guardamonte” deberán destinarse de modo exclusivo a la optimización de las condiciones de habitabilidad, saneamiento y seguridad del predio y de las instalaciones donde se realizan las actividades trazadas como objetivos de la presente, así como a reintegrar a las arcas públicas provinciales, los montos que se pudiesen erogar en virtud de la subdivisión del inmueble y demás gastos derivados de la escrituración y transferencia de los dominios individualmente considerados.

Capítulo III

Asignación de otros espacios del Predio

Artículo 12º: A la Escuela Agrotécnica “Nº 51 Gobernador Maciá”. Dispónese la concesión, en carácter de comodato, en favor de Escuela Agrotécnica “Gobernador Maciá”, de una fracción de terreno equivalente una superficie aproximada de 80 hectáreas o lo que en más o en menos resulte de la ejecución de la mensura respectiva, y una vivienda de las ya existentes, de las ubicadas dentro del predio a los fines que sean desarrolladas en dicho lugar las actividades que sean inherentes a la currícula y/o procesos de enseñanza-aprendizaje del establecimiento educativo.

Artículo 13º: A la Universidad Nacional de Entre Ríos. Dispónese la concesión en carácter de comodato de una fracción de terreno de una superficie a determinar, a la Universidad Nacional de Entre Ríos, para posibilitar las prácticas inherentes a su actividad educativa.

Artículo 14º: A la Policía de la Provincia. Afectase a favor de la Policía de la Provincia de Entre Ríos la cantidad de veinte (20) casas del predio, bajo condición de asumir la prestación gratuita del servicio de seguridad de la “Colonia Productiva Guardamonte” en su totalidad. Las unidades afectadas se destinarán a proveer de soluciones habitacionales a personal policial que prestare servicios en la zona, quienes serán seleccionados conforme las pautas y plazos que se fijarán por parte de la Jefatura de dicha fuerza. Se autoriza al Poder Ejecutivo Provincial a establecer los términos de la adjudicación definitiva en propiedad al personal policial, estableciéndose que los fondos que ingresen como producto del valor de venta de los inmuebles, acrecerán el “Fondo Colonia Productiva Guardamonte”.

Artículo 15º: Del Casco de Estancia y Aledaños. El casco de estancia, como así también, todas y cada una de las instalaciones que lo circundan, y las unidades habitaciones no afectadas a destino específico por la presente, serán administradas por el Estado Provincial a través de la autoridad de aplicación o bien, a través de un órgano de administración creado a sus efectos conforme surja de la reglamentación de la presente, pudiendo utilizarse alguna de las modalidades asociativas previstas en el Código Civil y Comercial de la Nación.

Artículo 16º: Autorización. Facúltese al Poder Ejecutivo Provincial, para que a través del Ministerio de Gobierno y Justicia y del Ministerio de Economía, Hacienda y Finanzas, se realicen todos los trámites necesarios y conducentes para la conformación de la "Colonia Productiva Guardamonte", creada por el artículo 1º y la creación del órgano de administración.

Artículo 17º: Instrumentación del Comodato. Autorícese a la Escribanía Mayor de Gobierno a realizar los trámites necesarios para instrumentar el contrato de comodato correspondiente a cada uno de los beneficiados con la adjudicación de las parcelas y demás bienes a ella incorporados, como así también, en su oportunidad, y si fuera el caso, la transferencia de la propiedad.

Artículo 18º: Autoridad de Aplicación. La Autoridad de Aplicación de la presente será la Secretaria de Producción o el Organismo que en el futuro la reemplace.

Artículo 19º: Comuníquese, etc.

Paraná. Sala de Sesiones.

Mario C. Torres. Nicolás Mattiauda. Aldo A. Ballestena. Pablo A. Canali. Francisco A. Morchio. Daniel H. Olano. Miguel D. Piana.

Sr. Presidente (Bahl): En consideración.

Tiene la palabra el Senador por el Departamento Villaguay.

Sr. Senador (Torres): Señor Presidente, como miembro informante de la Comisión de Producción, hago saber que el proyecto en tratamiento cuenta con media sanción de la Cámara de Diputados y tiene como objetivo crear la Colonia Productiva Guardamonte, que se localiza en el Departamento Tala.


El proyecto cuenta con tres capítulos. El Capítulo I trata de la creación, los propósitos, la comisión asesora, la integración de la comisión y la función de la comisión.

El Capítulo II refiere a la determinación de las áreas de producción, el sistema de selección de proyectos, la forma de explotación, la nueva selección, la creación de un fondo de la Colonia Productiva y el destino del fondo.

El Capítulo III trata la asignación de otros espacios, por ejemplo, a la Escuela Agrotécnica Nº 51 de Gobernador Maciá, a la Universidad Nacional de Entre Ríos, a la Policía de Entre Ríos y determina además para qué servirá el casco de la estancia y aledaños, y la instrumentación de los comodatos. La autoridad de aplicación será la Secretaría de la Producción o el organismo que en el futuro la reemplace.


Por estos motivos, que permiten que un predio que estaba improductivo se transforme en un lugar donde muchas familias puedan empezar a tener su forma de vida y su futuro, es que pido a mis compañeros el apoyo para aprobar este proyecto.

Sr. Presidente (Bahl): Si ningún otro señor Senador hace uso de la palabra, se va a votar en general. Los que estén por la afirmativa, sírvanse indicarlo.

-Resulta aprobado.

Sr. Presidente (Bahl): Corresponde su consideración en particular. 


Se va a votar el artículo 1º. Los que estén por la afirmativa, sírvanse indicarlo.

-Resulta aprobado, como también los artículos 2º al 18º. El Art. 19º es de forma.

Sr. Presidente (Bahl): Queda sancionado. Pasa al Poder Ejecutivo para su promulgación.


No habiendo más asuntos que tratar, queda levantada la sesión.

-Eran las 20 y 52.

CARLOS RODOLFO ZAPATA

A/C del Cuerpo de Taquígrafos

